
LEY DEL MERCADO DE VALORES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara
de Senadores.— México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene MINUTA PRO-
YECTO DE LEY DEL MERCADO DE VALORES.

Atentamente.

México, DF, a 27 de abril de 2005.— Sen. César Jáuregui Robles (rú -

brica), Vicepresidente en funciones de Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA PROYECTO DE
LEY DEL MERCADO DE VALORES

Título I
Disposiciones preliminares

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y obser-
vancia general en los Estados Unidos Mexicanos y tiene
por objeto desarrollar el mercado de valores en forma equi-
tativa, eficiente y transparente; proteger los intereses del
público inversionista; minimizar el riesgo sistémico; fo-
mentar una sana competencia, y regular lo siguiente:

I. La inscripción y la actualización, suspensión y cance-
lación de la inscripción de valores en el Registro Nacio-
nal de Valores y la organización de éste.

II. La oferta e intermediación de valores.

III. Las sociedades anónimas que coloquen acciones en
el mercado de valores bursátil y extrabursátil a que esta
Ley se refiere; así como el régimen especial que debe-
rán observar en relación con las personas morales que

las citadas sociedades controlen o en las que tengan
una influencia significativa o con aquéllas que las
controlen.

IV. Las obligaciones de las personas morales que emitan
valores, así como de las personas que celebren opera-
ciones con valores.

V. La organización y funcionamiento de las casas de
bolsa, bolsas de valores, instituciones para el depósito
de valores, contrapartes centrales de valores, proveedo-
res de precios, instituciones calificadoras de valores y
sociedades que administran sistemas para facilitar ope-
raciones con valores.

VI. El desarrollo de sistemas de negociación de valores
que permitan la realización de operaciones con éstos.

VII. La responsabilidad en que incurrirán las personas
que realicen u omitan realizar los actos o hechos que es-
ta Ley sanciona.

VIII. Las facultades de las autoridades en el mercado de
valores.

Artículo 2.- Para efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Comisión, la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res.

II. Consorcio, el conjunto de personas morales vincula-
das entre sí por una o más personas físicas que inte-
grando un grupo de personas, tengan el control de las
primeras.

III. Control, la capacidad de una persona o grupo de per-
sonas, de llevar a cabo cualquiera de los actos siguien-
tes:

a) Imponer, directa o indirectamente, decisiones en
las asambleas generales de accionistas, de socios u
órganos equivalentes, o nombrar o destituir a la
mayoría de los consejeros, administradores o sus
equivalentes, de una persona moral.
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b) Mantener la titularidad de derechos que permitan,
directa o indirectamente, ejercer el voto respecto de
más del cincuenta por ciento del capital social de
una persona moral.

c) Dirigir, directa o indirectamente, la administra-
ción, la estrategia o las principales políticas de una
persona moral, ya sea a través de la propiedad de va-
lores, por contrato o de cualquier otra forma.

IV. Directivos relevantes, el director general de una so-
ciedad sujeta a esta Ley, así como las personas físicas
que ocupando un empleo, cargo o comisión en ésta o en
las personas morales que controle dicha sociedad o que
la controlen, adopten decisiones que trasciendan de for-
ma significativa en la situación administrativa, financie-
ra, operacional o jurídica de la propia sociedad o del
grupo empresarial al que ésta pertenezca, sin que que-
den comprendidos dentro de esta definición los conseje-
ros de dicha sociedad sujeta a esta Ley.

V. Emisora, la persona moral que solicite y, en su caso,
obtenga y mantenga la inscripción de sus valores en el
Registro. Asimismo, quedarán comprendidas las institu-
ciones fiduciarias cuando actúen con el referido carác-
ter, únicamente respecto del patrimonio fideicomitido
que corresponda.

VI. Entidades financieras, las sociedades controladoras
de grupos financieros, almacenes generales de depósito,
arrendadoras financieras, empresas de factoraje finan-
ciero, casas de cambio, instituciones de fianzas, institu-
ciones de seguros, sociedades financieras de objeto li-
mitado, casas de bolsa, instituciones de crédito,
sociedades de inversión, sociedades operadoras de so-
ciedades de inversión, administradoras de fondos para el
retiro y demás personas morales consideradas como en-
tidades financieras por las leyes que regulan el sistema
financiero mexicano.

VII. Eventos relevantes, los actos, hechos o aconteci-
mientos, de cualquier naturaleza, que incidan o que de
revelarse incidirían en los precios de los valores inscri-
tos en el Registro.

VIII. Filial, la sociedad anónima autorizada para organi-
zarse y operar conforme a esta Ley con el carácter de ca-
sa de bolsa, en cuyo capital participe mayoritariamente
una institución financiera del exterior o una sociedad
controladora filial.

IX. Grupo de personas, las personas que tengan acuer-
dos, de cualquier naturaleza, para tomar decisiones en
un mismo sentido. Se presume, salvo prueba en contra-
rio, que constituyen un grupo de personas:

a) Las personas que tengan parentesco por consan-
guinidad, afinidad o civil hasta el cuarto grado, los
cónyuges, la concubina y el concubinario.

b) Las sociedades que formen parte de un mismo
consorcio o grupo empresarial y la persona o con-
junto de personas que tengan el control de dichas so-
ciedades.

X. Grupo empresarial, el conjunto de personas morales
organizadas bajo esquemas de participación directa o in-
directa del capital social, en las que una misma sociedad
mantiene el control de dichas personas morales. Asi-
mismo, se considerarán como grupo empresarial a los
grupos financieros constituidos conforme a la Ley para
Regular las Agrupaciones Financieras.

XI. Influencia significativa, la titularidad de derechos
que permitan, directa o indirectamente, ejercer el voto
respecto de cuando menos el veinte por ciento del capi-
tal social de una persona moral.

XII. Información relevante, toda información de una
emisora necesaria para conocer su situación real y ac-
tual en materia financiera, administrativa, operacio-
nal, económica y jurídica, y sus riesgos, así como, en
su caso, la información del grupo empresarial al que
pertenezca, independientemente de su posición en el
grupo, siempre que influya o afecte dicha situación, y
que sea necesaria para la toma de decisiones razonadas
de inversión y estimación del precio de los valores emi-
tidos por la propia emisora, conforme a usos y prácticas
de análisis del mercado de valores mexicano.

XIII. Institución financiera del exterior, la entidad fi-
nanciera constituida en un país con el que los Estados
Unidos Mexicanos haya celebrado un tratado o acuerdo
internacional en virtud del cual se permita el estableci-
miento en territorio nacional de filiales.

XIV. Instrumentos financieros derivados, los valores,
contratos o cualquier otro acto jurídico cuya valuación
esté referida a uno o más activos, valores, tasas o índi-
ces subyacentes.



XV. Intermediación con valores, la realización habitual
y profesional de cualquiera de las actividades que a con-
tinuación se indican:

a) Actos para poner en contacto oferta y demanda de
valores.

b) Celebración de operaciones con valores por cuen-
ta de terceros como comisionista, mandatario o con
cualquier otro carácter, interviniendo en los actos ju-
rídicos que correspondan en nombre propio o en re-
presentación de terceros.

c) Negociación de valores por cuenta propia con el
público en general o con otros intermediarios que
actúen de la misma forma o por cuenta de terceros.

XVI. Inversionista calificado, la persona que habitual-
mente cuente con los ingresos, activos o las característi -
cas cualitativas que la Comisión establezca mediante
disposiciones de carácter general.

XVII. Inversionista institucional, la persona que confor-
me a las leyes federales tenga dicho carácter o sea enti-
dad financiera, incluyendo cuando actúen como fiducia-
rias al amparo de fideicomisos que conforme a las leyes
se consideren como inversionistas institucionales.

XVIII. Oferta pública, el ofrecimiento, con o sin precio,
que se haga en territorio nacional a través de medios
masivos de comunicación y a persona indeterminada,
para suscribir, adquirir, enajenar o transmitir valores,
por cualquier título.

XIX. Personas relacionadas, las que respecto de una emi-
sora se ubiquen en alguno de los supuestos siguientes:

a) Las personas que controlen o tengan influencia
significativa en una persona moral que forme parte
del grupo empresarial o consorcio al que la emisora
pertenezca, así como los consejeros o administrado-
res y los directivos relevantes de las integrantes de
dicho grupo o consorcio.

b) Las personas que tengan poder de mando en una
persona moral que forme parte de un grupo empre-
sarial o consorcio al que pertenezca la emisora.

c) El cónyuge, la concubina o el concubinario y las
personas que tengan parentesco por consanguinidad

o civil hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el
tercer grado, con personas físicas que se ubiquen en
alguno de los supuestos señalados en los incisos a) y
b) anteriores, así como los socios y copropietarios de
las personas físicas mencionadas en dichos incisos
con los que mantengan relaciones de negocios.

d) Las personas morales que sean parte del grupo
empresarial o consorcio al que pertenezca la emisora.

e) Las personas morales sobre las cuales alguna de
las personas a que se refieren los incisos a) a c) an-
teriores, ejerzan el control o influencia significativa.

XX. Poder de mando, la capacidad de hecho de influir
de manera decisiva en los acuerdos adoptados en las
asambleas de accionistas o sesiones del consejo de ad-
ministración o en la gestión, conducción y ejecución de
los negocios de una emisora o personas morales que és-
ta controle o en las que tenga una influencia significati-
va. Se presume que tienen poder de mando en una per-
sona moral, salvo prueba en contrario, las personas que
se ubiquen en cualquiera de los supuestos siguientes:

a) Los accionistas que tengan el control.

b) Los individuos que tengan vínculos con una emi-
sora o con las personas morales que integran el gru-
po empresarial o consorcio al que aquélla pertenez-
ca, a través de cargos vitalicios, honoríficos o con
cualquier otro título análogo o semejante a los ante-
riores.

c) Las personas que hayan transmitido el control de
la persona moral bajo cualquier título y de manera
gratuita o a un valor inferior al de mercado o conta-
ble, en favor de individuos con los que tengan pa-
rentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta
el cuarto grado, el cónyuge, la concubina o el con-
cubinario.

d) Quienes instruyan a consejeros o directivos rele-
vantes de la persona moral, la toma de decisiones o
la ejecución de operaciones en una sociedad o en las
personas morales que ésta controle.

XXI. Registro, el Registro Nacional de Valores.

XXII. Secretaría, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público.
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XXIII. Sociedad controladora filial, la sociedad mexica-
na autorizada para constituirse y operar como sociedad
controladora en los términos de la Ley para Regular las
Agrupaciones Financieras, y en cuyo capital participe
mayoritariamente una institución financiera del exterior.

XXIV. Valores, las acciones, partes sociales, obligacio-
nes, bonos, títulos opcionales, certificados, pagarés, le-
tras de cambio y demás títulos de crédito, nominados o
innominados, inscritos o no en el Registro, susceptibles
de circular en los mercados de valores a que se refiere
esta Ley, que se emitan en serie o en masa y representen
el capital social de una persona moral, una parte alícuo-
ta de un bien o la participación en un crédito colectivo o
cualquier derecho de crédito individual, en los términos
de las leyes nacionales o extranjeras aplicables.

Los términos antes señalados podrán utilizarse en singular
o en plural sin que por ello deba entenderse que cambia su
significado.

Artículo 3.- Las sociedades anónimas bursátiles estarán
obligadas a proveer lo necesario a efecto de que las perso-
nas morales que controlen realicen los actos conducentes
para que se cumpla con lo dispuesto, en los artículos 28,
fracciones I a III, V y VII, 31, 44, primer párrafo y frac-
ciones I, III a V, XII y XIII, 47 y 104 a 106 de esta Ley. Sin
perjuicio de que se adopten por las sociedades anónimas
bursátiles las resoluciones, determinaciones y solicitudes
de información a que se refieren dichos artículos, para su
implementación deberán observarse las formalidades que
se requieran en los órganos sociales competentes de las
personas morales que controlen, sujetándose a las leyes y
demás disposiciones aplicables que rijan a éstas últimas,
incluso tratándose de sociedades extranjeras.

Las sociedades anónimas bursátiles y las personas morales
que éstas controlen, se considerarán como una misma uni-
dad económica para efectos de revelación de información,
contabilidad y celebración de las operaciones a que hacen
referencia los artículos 28, fracción III y 47 de esta Ley, sin
perjuicio de las obligaciones que otras leyes impongan a
las citadas personas morales.

Tratándose de personas morales que sean controladas por
sociedades anónimas bursátiles controladas a su vez por
otra sociedad anónima bursátil, el cumplimiento de las
obligaciones previstas en esta Ley respecto de dichas per-
sonas morales, corresponderá a la sociedad anónima bursá-
til que directamente las controle.

Las obligaciones que esta Ley impone a los órganos socia-
les de las sociedades anónimas bursátiles respecto de las
personas morales que controlen, no serán aplicables cuan-
do estas últimas sean también sociedades anónimas bursá-
tiles.

Artículo 4.- Los actos jurídicos que se celebren en contra-
vención de lo establecido en esta Ley, darán lugar, en su ca-
so, al pago de daños y perjuicios y a la imposición de las
sanciones administrativas y penales que el presente orde-
namiento legal contempla, sin que dichas contravenciones
produzcan la nulidad de los actos en protección de los ter-
ceros de buena fe, salvo que esta Ley establezca expresa-
mente lo contrario en el caso de que se trate.

Artículo 5.- La legislación mercantil, los usos bursátiles y
mercantiles y la legislación civil federal, en el orden cita-
do, serán supletorios de la presente Ley.

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría, podrá inter-
pretar para efectos administrativos los preceptos de esta
Ley.

Artículo 6.- La difusión de información con fines de pro-
moción, comercialización o publicidad sobre valores, diri -
gida al público en general, estará sujeta a la previa auto-
rización de la Comisión. Sin perjuicio de lo anterior,
dicha Comisión podrá, mediante disposiciones de carácter
general, establecer supuestos bajo los cuales no se requie-
ra cumplir con dicho requisito.

No podrán difundirse con fines promocionales o de co-
mercialización mensajes relativos a los valores objeto de
una oferta pública o colocación, cuyo contenido no se in-
cluya en los prospectos de colocación, suplementos, fo-
lletos o documentos informativos autorizados por la Co-
misión.

La información que se divulgue con motivo de una oferta
pública de valores deberá ser congruente y hacer referencia
al prospecto, suplemento, folleto o documento informativo,
en la forma que la Comisión determine mediante disposi-
ciones de carácter general.

La promoción, comercialización o publicidad relativa a los
servicios u operaciones de intermediarios del mercado de
valores, bolsas de valores, instituciones para el depósito de
valores, contrapartes centrales de valores, proveedores de
precios, instituciones calificadoras de valores y sociedades
que administran sistemas para facilitar operaciones con



valores, no requerirá la autorización prevista en el primer
párrafo de este artículo, pero deberá sujetarse a los linea-
mientos y criterios que establezca la propia Comisión me-
diante disposiciones de carácter general.

La Comisión podrá ordenar la rectificación, suspensión o
cancelación de la información que a su juicio se difunda en
contravención a lo señalado en este artículo.

Artículo 7.- Los valores, para ser objeto de oferta pública
dentro del territorio nacional, deberán estar inscritos en el
Registro.

La oferta pública en el extranjero, de valores emitidos en
los Estados Unidos Mexicanos o por personas morales me-
xicanas, en forma directa o a través de fideicomisos o fi-
guras similares o equivalentes, deberá notificarse a la Co-
misión describiendo las principales características de la
oferta y ajustándose a las disposiciones de carácter general
que al efecto expida la Comisión.

Las personas que realicen oferta pública de valores confor-
me a lo señalado en el párrafo anterior, deberán consignar
expresamente en el documento informativo que utilicen
para su difusión, que los valores objeto de la oferta no po-
drán ser ofrecidos, ni negociados en territorio nacional, sal-
vo que dichos actos se lleven a cabo en términos de lo es-
tablecido en el artículo 8 de esta Ley. 

Artículo 8.- La oferta privada de valores en territorio na-
cional podrá efectuarse por cualquier persona, siempre que
se cumpla alguno de los requisitos siguientes:

I. Se realice exclusivamente a inversionistas institucio-
nales o calificados.

II. Se ofrezcan valores representativos del capital social
de personas morales, o sus equivalentes, a menos de
cien personas, con independencia de que sean de una o
más clases o series.

III. Se realice al amparo de planes o programas aplica-
bles en forma general a empleados o grupos de emplea-
dos de la sociedad que emita los valores o personas mo-
rales que ésta controle o que la controlen.

IV. Se efectúe a accionistas o socios de personas mora-
les que realicen su objeto social exclusiva o preponde-
rantemente con éstos.

La Comisión, ajustándose a los lineamientos que apruebe
su Junta de Gobierno, estará facultada para autorizar la reali-
zación de ofertas privadas distintas de las señaladas en las
fracciones anteriores, para lo cual tomará en consideración
los medios de difusión que habrán de utilizarse, el número
y tipo de inversionistas a los que pretenda dirigirse la oferta
correspondiente, la distribución de los valores, así como los
términos y condiciones que se pretendan estipular.

Artículo 9.- La intermediación con valores inscritos en el
Registro sólo podrá proporcionarse por entidades financie-
ras autorizadas, conforme a lo previsto en ésta u otras leyes,
para actuar como intermediarios del mercado de valores.

Los intermediarios del mercado de valores podrán otorgar
el servicio de intermediación de valores no inscritos en el
Registro, sólo respecto de acciones representativas del ca-
pital social de personas morales, ajustándose a lo estable-
cido en esta Ley.

Las actividades de intermediación con valores que se ope-
ren en el extranjero o emitidos conforme a leyes extranje-
ras, susceptibles de ser listados en el sistema internacional
de cotizaciones de una bolsa de valores, únicamente po-
drán proporcionarse a través de dicho sistema.

Salvo lo señalado en los párrafos anteriores, la compra y
venta de valores podrá realizarse por cualquier persona
siempre que esta Ley no establezca lo contrario.

Título II
De las sociedades anónimas

del mercado de valores

Artículo 10.- Las sociedades anónimas que se ubiquen en
alguno de los supuestos siguientes, estarán sujetas a lo pre-
visto en esta Ley:

I. Adopten o se constituyan con el carácter de sociedades
anónimas promotoras de inversión.

II. Obtengan la inscripción en el Registro de las acciones
representativas de su capital social o títulos de crédito que
representen dichas acciones, en cuyo caso tendrán el ca-
rácter de sociedades anónimas bursátiles.

Las sociedades anónimas promotoras de inversión no esta-
rán sujetas a la supervisión de la Comisión, salvo que ins-
criban valores en el Registro.
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Artículo 11.- Las sociedades anónimas que pretendan
constituirse a través del mecanismo de suscripción pública
a que se refiere el artículo 90 de la Ley General de Socie-
dades Mercantiles, deberán inscribir las acciones represen-
tativas de su capital social en el Registro y obtener la auto-
rización de la Comisión para realizar su oferta pública,
ajustándose a los requisitos que les sean aplicables en tér-
minos de esta Ley.

Capítulo I
De las sociedades anónimas 

promotoras de inversión

Artículo 12.- Las sociedades anónimas podrán constituir-
se como sociedades anónimas promotoras de inversión o
adoptar dicha modalidad, observando para ello las disposi-
ciones especiales que se contienen en el presente ordena-
miento legal y, en lo no previsto por éste, lo señalado en la
Ley General de Sociedades Mercantiles.

Las sociedades anónimas que una vez constituidas preten-
dan adoptar la modalidad a que se refiere este artículo, de-
berán previamente contar con el acuerdo de su asamblea
general extraordinaria de accionistas. Los accionistas que
voten en contra, podrán ejercer el derecho de separación al
valor contable de las acciones en la fecha de su ejercicio,
una vez que surta efectos el acuerdo correspondiente.

La denominación social de las sociedades a que hace refe-
rencia este artículo se formará libremente conforme a lo
previsto en el artículo 88 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles, debiendo agregar a su denominación social la
expresión “Promotora de Inversión” o su abreviatura “P.I.”

Artículo 13.- Las sociedades anónimas promotoras de in-
versión, además de contemplar en sus estatutos sociales los
requisitos que se señalan en el artículo 91 de la Ley Gene-
ral de Sociedades Mercantiles, podrán prever estipulacio-
nes que, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 16,
fracciones I a V de esta Ley:

I. Impongan restricciones, de cualquier naturaleza, a la
transmisión de propiedad o derechos, respecto de las ac-
ciones de una misma serie o clase representativas del ca-
pital social, distintas a lo que se prevé en el artículo 130
de la Ley General de Sociedades Mercantiles.

II. Establezcan causales de exclusión de socios o para
ejercer derechos de separación, de retiro, o bien, para
amortizar acciones, en adición a lo dispuesto en la Ley

General de Sociedades Mercantiles, así como el precio
o las bases para su determinación.

III. Permitan emitir acciones distintas de las señaladas
en los artículos 112 y 113 de la Ley General de Socie-
dades Mercantiles que:

a) No confieran derecho de voto o que el voto se res-
trinja a algunos asuntos.

b) Otorguen derechos sociales no económicos dis-
tintos al derecho de voto o exclusivamente el dere-
cho de voto.

c) Limiten o amplíen el reparto de utilidades u otros
derechos económicos especiales, en excepción a lo
dispuesto en el artículo 17 de la Ley General de So-
ciedades Mercantiles.

d) Confieran el derecho de veto o requieran del vo-
to favorable de uno o más accionistas, respecto de
las resoluciones de la asamblea general de accio-
nistas.

Las acciones de que trata esta fracción, computarán pa-
ra la determinación del quórum requerido para la insta-
lación y votación en las asambleas de accionistas, ex-
clusivamente en los asuntos respecto de los cuales
confieran el derecho de voto a sus titulares.

IV. Implementen mecanismos a seguir en caso de que
los accionistas no lleguen a acuerdos respecto de asun-
tos específicos.

V. Amplíen, limiten o nieguen el derecho de suscripción
preferente a que se refiere el artículo 132 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles. Al respecto, podrán
estipularse medios de publicidad distintos de los señala-
dos en dicho precepto legal.

VI. Permitan limitar la responsabilidad en los daños y
perjuicios ocasionados por sus consejeros y directivos
relevantes, derivados de los actos que ejecuten o por las
decisiones que adopten, en términos de lo establecido en
el artículo 33 de esta Ley.

Los títulos relativos a las acciones representativas del capi-
tal social de las sociedades anónimas promotoras de inver-
sión, deberán incorporar, en su caso, las estipulaciones pre-
vistas en este artículo.



Sección I
De la administración y 

vigilancia

Artículo 14.- La administración de las sociedades anóni-
mas promotoras de inversión estará encomendada a un
consejo de administración.

Artículo 15.- Las sociedades anónimas promotoras de in-
versión podrán adoptar para su administración y vigilancia,
el régimen relativo a la integración, organización y funcio-
namiento de las sociedades anónimas bursátiles, en cuyo
caso el requisito de independencia de los consejeros no se-
rá obligatorio.

Al adoptar el régimen antes señalado, los consejeros y el
director general de la sociedad, estarán sujetos a las dispo-
siciones relativas a la organización, funciones y responsa-
bilidades previstas en el presente ordenamiento legal para
las sociedades anónimas bursátiles; de lo contrario, queda-
rán sujetos al régimen de organización, funciones y res-
ponsabilidades previsto en la Ley General de Sociedades
Mercantiles.

Las sociedades anónimas promotoras de inversión que
adopten el régimen señalado en este precepto, no estarán
sujetas a lo dispuesto en el artículo 16, fracción II del pre-
sente ordenamiento legal, pero en todo caso deberán contar
con un auditor externo independiente y un comité integra-
do por consejeros que ejerza las funciones de auditoría en
sustitución de la figura del comisario.

Sección II
De las asambleas de accionistas 

y convenios entre socios

Artículo 16.- Los accionistas de las sociedades anónimas
promotoras de inversión, tendrán derecho a:

I. Designar y revocar en asamblea general de accionis-
tas a un miembro del consejo de administración, cuando
en lo individual o en conjunto tengan el diez por ciento
de las acciones con derecho a voto, incluso limitado o
restringido, sin que resulte aplicable el porcentaje a que
hace referencia el artículo 144 de la Ley General de So-
ciedades Mercantiles. Tal designación, sólo podrá revo-
carse por los demás accionistas, cuando a su vez se re-
voque el nombramiento de todos los demás consejeros,

en cuyo caso las personas sustituidas no podrán ser
nombradas con tal carácter durante los doce meses in-
mediatos siguientes a la fecha de revocación.

II. Nombrar a un comisario cuando en lo individual o en
conjunto tengan el diez por ciento de las acciones con
derecho a voto, incluso limitado o restringido, o sin de-
recho a voto, sin que resulte aplicable el porcentaje que
corresponda conforme al artículo 171 de la Ley General
de Sociedades Mercantiles. Tal derecho no podrá ejer-
cerse cuando la sociedad se ubique en el régimen pre-
visto en el artículo 15 de esta Ley, por virtud del cual
prescindan de la figura del comisario.

III. Solicitar al presidente del consejo de administración
o, en su caso, a cualquiera de los comisarios, respecto de
los asuntos sobre los cuales tengan derecho de voto, se
convoque en cualquier momento a una asamblea gene-
ral de accionistas, o bien, se aplace por una sola vez la
votación de cualquier asunto respecto del cual no se
consideren suficientemente informados, para dentro de
tres días naturales y sin necesidad de nueva convocato-
ria, siempre que en lo individual o conjuntamente ten-
gan el diez por ciento del capital social de la sociedad,
sin que resulten aplicables los porcentajes a que hacen
referencia los artículos 184 y 199 de la Ley General de
Sociedades Mercantiles.

IV. Ejercer la acción de responsabilidad civil contra los
administradores en beneficio de la sociedad, en térmi-
nos de lo previsto en el artículo 163 de la Ley General
de Sociedades Mercantiles y sin necesidad de resolu-
ción de asamblea general de accionistas, cuando en lo
individual o en conjunto tengan el quince por ciento o
más de las acciones con derecho a voto, incluso limita-
do o restringido o sin derecho a voto. Dicha acción po-
drá ejercerse también respecto de los comisarios para
los efectos que correspondan de acuerdo con el artículo
171 del citado ordenamiento legal.

En el evento de que se hubiere adoptado el régimen de
responsabilidades aplicable a las sociedades anónimas
bursátiles, los accionistas no podrán ejercer acción al
amparo de lo previsto en el artículo 38 de esta Ley.

V. Oponerse judicialmente, conforme a lo previsto en el
artículo 201 de la Ley General de Sociedades Mercanti-
les, a las resoluciones de las asambleas generales,
siempre que gocen del derecho de voto en el asunto
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que corresponda, cuando tengan en lo individual o en
conjunto el veinte por ciento o más del capital social de
la sociedad, sin que resulte aplicable el porcentaje a que
hace referencia dicho precepto. Lo anterior, en adición a
lo establecido en el artículo 13, fracción III, inciso d) de
esta Ley.

VI. Convenir entre ellos:

a) Obligaciones de no desarrollar giros comerciales
que compitan con la sociedad, limitadas en tiempo,
materia y cobertura geográfica, sin que dichas limi-
taciones excedan de tres años y sin perjuicio de lo
establecido en otras leyes que resulten aplicables.

b) Derechos y obligaciones que establezcan opcio-
nes de compra o venta de las acciones representati-
vas del capital social de la sociedad, tales como:

1. Que uno o varios accionistas solamente puedan
enajenar la totalidad o parte de su tenencia acciona-
ria, cuando el adquirente se obligue también a ad-
quirir una proporción o la totalidad de las acciones
de otro u otros accionistas, en iguales condiciones.

2. Que uno o varios accionistas puedan exigir a otro
socio la enajenación de la totalidad o parte de su te-
nencia accionaria, cuando aquéllos acepten una
oferta de adquisición, en iguales condiciones.

3. Que uno o varios accionistas tengan derecho a
enajenar o adquirir de otro accionista, quien deberá
estar obligado a enajenar o adquirir, según corres-
ponda, la totalidad o parte de la tenencia accionaria
objeto de la operación, a un precio determinado o
determinable.

4. Que uno o varios accionistas queden obligados a
suscribir y pagar cierto número de acciones repre-
sentativas del capital social de la sociedad, a un pre-
cio determinado o determinable.

c) Enajenaciones y demás actos jurídicos relativos al
dominio, disposición o ejercicio del derecho de pre-
ferencia a que se refiere el artículo 132 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles, con independencia
de que tales actos jurídicos se lleven a cabo con
otros accionistas o con personas distintas de éstos.

d) Acuerdos para el ejercicio del derecho de voto en
asambleas de accionistas, sin que al efecto resulte
aplicable el artículo 198 de la Ley General de Socie-
dades Mercantiles.

e) Acuerdos para la enajenación de sus acciones en
oferta pública.

Los convenios a que se refiere esta fracción no serán opo-
nibles a la sociedad, excepto tratándose de resolución judi-
cial.

Artículo 17.- Las sociedades anónimas promotoras de in-
versión, previo acuerdo del consejo de administración, po-
drán adquirir las acciones representativas de su capital so-
cial sin que sea aplicable la prohibición establecida en el
primer párrafo del artículo 134 de la Ley General de So-
ciedades Mercantiles.

Dichas sociedades podrán realizar la adquisición de las ac-
ciones de que se trata con cargo a su capital contable, en
cuyo supuesto podrán mantenerlas sin necesidad de reali-
zar una reducción de capital social, o bien, con cargo al ca-
pital social siempre que se resuelva cancelarlas o conver-
tirlas en acciones emitidas no suscritas que conserven en
tesorería. Las sociedades de capital fijo podrán convertir
las acciones que adquieran al amparo del presente artículo
en acciones no suscritas que conserven en tesorería.

La colocación, en su caso, de las acciones que se adquieran
al amparo de lo establecido en este artículo, no requerirá de
resolución de asamblea de accionistas, sin perjuicio de
que el consejo de administración resuelva al respecto. Las
acciones emitidas no suscritas que se conserven en tesore-
ría podrán ser objeto de suscripción por parte de los accio-
nistas. Para efectos de lo previsto en este párrafo, no será
aplicable lo dispuesto en el artículo 132 de la Ley General
de Sociedades Mercantiles.

En tanto las acciones pertenezcan a la sociedad, no podrán
ser representadas ni votadas en asambleas de accionistas de
cualquier clase, ni ejercitarse derechos sociales o económi-
cos de tipo alguno.

Artículo 18.- Las sociedades anónimas promotoras de in-
versión estarán exceptuadas del requisito de publicar sus
estados financieros, conforme lo establece el artículo 177
de la Ley General de Sociedades Mercantiles.



Sección III
De las sociedades anónimas promotoras 

de inversión bursátil

Artículo 19.- Las sociedades anónimas promotoras de in-
versión podrán solicitar la inscripción en el Registro de las
acciones representativas de su capital social o títulos de
crédito que representen dichas acciones, siempre que:

I. La asamblea de accionistas acuerde, previo a la ins-
cripción de los valores:

a) La modificación de su denominación social agre-
gando a su denominación social la expresión “Bur-
sátil” o su abreviatura “B.”

b) La adopción de la modalidad de sociedad anóni-
ma bursátil en un plazo que no podrá exceder de tres
años, contado a partir de que surta efectos la ins-
cripción en el Registro.

c) Un programa en el que se prevea la adopción pro-
gresiva del régimen aplicable a las sociedades anó-
nimas bursátiles en el plazo señalado en el inciso b)
anterior. Dicho programa, deberá cumplir los requi-
sitos que establezca el reglamento interior de la bol-
sa de valores en que pretendan listarse las acciones
o títulos de crédito que las representen.

d) Las modificaciones estatutarias necesarias para
adecuar la integración del capital social al régimen
aplicable a las sociedades anónimas bursátiles, así
como para prever las causas y efectos de la cancela-
ción de la inscripción en el Registro, en los términos
establecidos en el artículo 108, fracción I de esta
Ley. En ningún caso dichos estatutos podrán con-
templar alguna de las estipulaciones a que hace refe-
rencia el artículo 13, fracciones I a III del presente
ordenamiento legal.

La asamblea de accionistas, adicionalmente a lo antes
señalado, deberá identificar a la persona o grupo de per-
sonas que tenga el control de la sociedad, quienes debe-
rán suscribir el acta que se levante con motivo de la ce-
lebración de la asamblea, manifestando su conformidad.

II. El consejo de administración tenga al momento de la
inscripción en el Registro, al menos un consejero inde-
pendiente que reúna los requisitos establecidos en el ar-
tículo 26 de esta Ley.

III. La sociedad cuente con un comité que auxilie al
consejo de administración en el desempeño de activida-
des relacionadas con prácticas societarias, acordes con
las previstas para las sociedades anónimas bursátiles.
Dicho comité estará integrado exclusivamente con
miembros del consejo de administración y será presidi-
do por un consejero que tenga el carácter de indepen-
diente.

La sociedad podrá optar por asignar a dicho comité las
funciones en materia de auditoría previstas en esta Ley
para las sociedades anónimas bursátiles, en cuyo caso
será aplicable lo previsto en los artículos 15 y 16, frac-
ción IV del presente ordenamiento legal.

IV. El secretario del consejo de administración autenti-
fique la tenencia accionaria de cada uno de los accio-
nistas.

Artículo 20.- Las sociedades anónimas promotoras de in-
versión que obtengan la inscripción en el Registro de las
acciones representativas de su capital social o títulos de
crédito que representen dichas acciones, podrán colocar en
bolsa con o sin oferta pública dichos valores, siempre que:

I. Prevean expresamente y de manera notoria en el pros-
pecto de colocación o folleto informativo que utilicen
para la colocación de los valores:

a) Las diferencias en el régimen de organización,
funcionamiento, revelación de información y, en su
caso, requisitos de listado y mantenimiento, en rela-
ción con las sociedades anónimas bursátiles.

b) Los términos y condiciones del programa a que
hace referencia el artículo 19, fracción I, inciso c) de
esta Ley.

c) La mención de que los valores únicamente po-
drán adquirirse por inversionistas institucionales y
calificados, así como por personas que manifiesten
por escrito y de manera expresa, en los formatos
establecidos por la Comisión para tal efecto me-
diante disposiciones de carácter general, conocer
las características de estas sociedades, así como las
diferencias con las sociedades anónimas y las so -
ciedades anónimas bursátiles y los potenciales ries-
gos que representan las inversiones en ese tipo de
valores.
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II. Obtengan aprobación del programa referido en el ci-
tado artículo 19, fracción I, inciso c) del presente orde-
namiento legal, por parte de la bolsa en que pretendan
listar sus valores.

Los intermediarios del mercado de valores únicamente po-
drán ofrecer acciones representativas del capital social de
sociedades anónimas promotoras de inversión bursátil o tí-
tulos de crédito que representen dichas acciones, a los in-
versionistas y personas a que hace referencia la fracción I,
inciso c) de este artículo, siendo aplicable dicha restricción
también a las operaciones que realicen en nombre y por
cuenta de sus clientes.

Artículo 21.- Las sociedades anónimas promotoras de in-
versión, para obtener y mantener la inscripción menciona-
da en el artículo 19 de esta Ley, estarán sujetas a lo esta-
blecido en los artículos 48, 49, fracción IV y penúltimo y
último párrafos, 53 a 57, 83 a 92 y 95 a 112 de esta Ley.

La Comisión, mediante disposiciones de carácter general,
podrá reducir los requisitos aplicables a la inscripción y
mantenimiento en el Registro de las acciones representati-
vas del capital social de las sociedades anónimas promoto-
ras de inversión bursátil o títulos de crédito que represen-
ten dichas acciones, así como en materia de revelación de
información, en relación con los requeridos conforme a es-
ta Ley para las sociedades anónimas bursátiles.

Las bolsas de valores estarán obligadas a verificar en for-
ma periódica los grados de avance y cumplimiento por par-
te de las sociedades anónimas promotoras de inversión
bursátil, a los programas referidos en el artículo 19, frac-
ción I, inciso c) de esta Ley. Dichas bolsas de valores de-
berán informar a la Comisión los incumplimientos que
detecten a los citados programas, dentro de los cinco dí-
as hábiles siguientes a que tengan conocimiento de los
mismos.

Será causa de cancelación de la inscripción en el Registro,
de las acciones representativas del capital social de las so-
ciedades anónimas promotoras de inversión bursátil o títu-
los de crédito que las representen, el incumplimiento grave
a los programas a que hace referencia el párrafo anterior,
supuesto en el cual la sociedad de que se trate, previo a la
cancelación de la inscripción, estará obligada a realizar una
oferta pública de adquisición, dentro de los ciento ochenta
días naturales siguientes a la fecha en que sea requerida por
la Comisión, o bien, cuando concluya el plazo de los tres

años del citado programa, lo que acontezca primero, ajus-
tándose, en lo conducente, a lo previsto en el artículo 108,
fracción I de esta Ley. Hasta en tanto no se realice la ofer-
ta pública antes mencionada, la Comisión podrá decretar,
como medida precautoria, la suspensión de la inscripción
de los valores de que se trate en el Registro, a efecto de evi-
tar que se produzcan condiciones desordenadas en el mer-
cado.

Capítulo II
De las sociedades anónimas 

bursátiles

Artículo 22.- Las sociedades anónimas cuyas acciones re-
presentativas del capital social o títulos de crédito que re-
presenten dichas acciones, se encuentren inscritas en el
Registro, formarán su denominación social libremente con-
forme a lo previsto en el artículo 88 de la Ley General de
Sociedades Mercantiles, debiendo adicionalmente agregar
a su denominación social la expresión “Bursátil”, o su
abreviatura “B.”

Las sociedades anónimas bursátiles estarán sujetas a las
disposiciones especiales que se contienen en el presente or-
denamiento legal y, en lo no previsto por éste, a lo señala-
do en la Ley General de Sociedades Mercantiles.

Las entidades financieras que obtengan la inscripción en el
Registro de las acciones representativas de su capital social
o títulos de crédito que las representen, estarán sujetas a lo
dispuesto en las leyes especiales del sistema financiero que
las rijan y demás disposiciones secundarias emitidas con-
forme a dichas leyes, así como a lo siguiente:

I. Los accionistas tendrán los derechos establecidos en
los artículos 48 a 52 de esta Ley.

II. El capital social estará compuesto conforme a lo es-
tablecido en las leyes relativas al sistema financiero que
las rijan. Cuando las mencionadas leyes no regulen di-
cha composición, la entidad se ajustará a lo previsto en
esta Ley.

Las entidades financieras podrán emitir acciones no sus-
critas que conserven en tesorería, así como adquirir y
colocar las acciones representativas de su capital social,
en términos de lo previsto en los artículos 53, 56 y 57
del presente ordenamiento legal, salvo tratándose de
sociedades de inversión en instrumentos de deuda, de



renta variable y especializadas en fondos para el retiro,
las cuales estarán sujetas, según corresponda, a la Ley
de Sociedades de Inversión, a la Ley de los Sistemas de
Ahorro para el Retiro y a las disposiciones de carácter
general que emanen de dichas leyes. 

III. La revelación de información, adicionalmente a lo
previsto en las leyes especiales del sistema financiero
que las rijan y disposiciones secundarias que emanen de
dichas leyes, se regirá por lo dispuesto en los artículos
104 a 106 de esta Ley y disposiciones de carácter gene-
ral que emanen del presente ordenamiento legal, salvo
tratándose de sociedades de inversión en instrumentos
de deuda, de renta variable y especializadas en fondos
para el retiro, las cuales estarán sujetas a la Ley de So-
ciedades de Inversión, a la Ley de los Sistemas de Aho-
rro para el Retiro y disposiciones de carácter general
que emanen de dichas leyes.

IV. La integración, organización y funcionamiento de
los órganos sociales, incluyendo los de administración y
vigilancia, deberán ajustarse a lo establecido en las le-
yes especiales del sistema financiero que las rijan y dis-
posiciones secundarias que emanen de dichas leyes, sal-
vo tratándose de sociedades controladoras de grupos
financieros que quedarán sujetas en dichas materias a lo
previsto en el presente ordenamiento legal.

Sin perjuicio de lo anterior y con la salvedad menciona-
da, las funciones que el presente ordenamiento legal
prevé para la asamblea de accionistas, el consejo de ad-
ministración, los comités que desempeñen las funciones
en materia de prácticas societarias y de auditoría, y el
director general de las sociedades anónimas bursátiles,
deberán realizarse en las entidades financieras de que se
trate, por algún órgano social o persona, en términos de
lo dispuesto en las leyes especiales del sistema finan-
ciero que las rijan y disposiciones que emanen de éstas.
Cuando las normas especiales respectivas no regulen al-
guna de las funciones, la entidad financiera deberá suje-
tarse respecto de esa función a lo previsto en esta Ley.

V. Los accionistas, así como los titulares de los órganos
sociales y personas que tengan a su cargo la administra-
ción y vigilancia de la entidad financiera, responderán
por sus actos en los términos que, en su caso, contem-
plen las leyes especiales del sistema financiero que las
rijan y conforme a la legislación mercantil y del orden
común aplicables.

Tratándose de sociedades controladoras de grupos finan-
cieros, los accionistas y las personas que tengan a su cargo
la administración y vigilancia de la entidad, estarán sujetas
en materia de funciones, deberes y responsabilidades a lo
previsto en el presente ordenamiento legal.

Sección I
De la administración

Artículo 23.- Las sociedades anónimas bursátiles tendrán
encomendada su administración a un consejo de adminis-
tración y un director general, que desempeñarán las fun-
ciones que el presente ordenamiento legal establece.

Artículo 24.- El consejo de administración de las socieda-
des anónimas bursátiles estará integrado por un máximo de
veintiún consejeros, de los cuales, cuando menos, el vein-
ticinco por ciento deberán ser independientes. Por cada
consejero propietario podrá designarse a su respectivo su-
plente, en el entendido de que los consejeros suplentes de
los consejeros independientes, deberán tener este mismo
carácter.

En ningún caso podrán ser consejeros de las sociedades
anónimas bursátiles, las personas que hubieren desempe-
ñado el cargo de auditor externo de la sociedad o de algu-
na de las personas morales que integran el grupo empresa-
rial o consorcio al que ésta pertenezca, durante los doce
meses inmediatos anteriores a la fecha del nombramiento.

Asimismo, el consejo de administración designará a un se-
cretario que no formará parte de dicho órgano social, quien
quedará sujeto a las obligaciones y responsabilidades que
este ordenamiento legal establece.

Los consejeros continuarán en el desempeño de sus fun-
ciones, aun cuando hubiere concluido el plazo para el que
hayan sido designados o por renuncia al cargo, hasta por un
plazo de treinta días naturales, a falta de la designación del
sustituto o cuando éste no tome posesión de su cargo, sin
estar sujetos a lo dispuesto en el artículo 154 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles.

El consejo de administración podrá designar consejeros
provisionales, sin intervención de la asamblea de accionis-
tas, cuando se actualice alguno de los supuestos señalados
en el párrafo anterior o en el artículo 155 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles. La asamblea de accio-
nistas de la sociedad ratificará dichos nombramientos o
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designará a los consejeros sustitutos en la asamblea si-
guiente a que ocurra tal evento, sin perjuicio de lo estable-
cido en el artículo 50, fracción I del presente ordenamien-
to legal.

Artículo 25.- El consejo de administración, para el desem-
peño de las funciones que esta Ley le asigna, contará con
el auxilio de uno o más comités que establezca para tal
efecto. El o los comités que desarrollen las actividades en
materia de prácticas societarias y de auditoría a que se re-
fiere esta Ley, se integrarán exclusivamente con consejeros
independientes y por un mínimo de tres miembros desig-
nados por el propio consejo, a propuesta del presidente de
dicho órgano social. Tratándose de sociedades anónimas
bursátiles que sean controladas por una persona o grupo de
personas que tengan el cincuenta por ciento o más del ca-
pital social, el comité de prácticas societarias se integrará,
cuando menos, por mayoría de consejeros independientes
siempre que dicha circunstancia sea revelada al público.

Cuando por cualquier causa faltare el número mínimo de
miembros del comité que desempeñe las funciones en ma-
teria de auditoría y el consejo de administración no haya
designado consejeros provisionales conforme a lo estable-
cido en el artículo 24 de esta Ley, cualquier accionista po-
drá solicitar al presidente del referido consejo convocar en
el término de tres días naturales, a asamblea general de ac-
cionistas para que ésta haga la designación correspondien-
te. Si no se hiciera la convocatoria en el plazo señalado,
cualquier accionista podrá ocurrir a la autoridad judicial
del domicilio de la sociedad, para que ésta haga la convo-
catoria. En el caso de que no se reuniera la asamblea o de
que reunida no se hiciera la designación, la autoridad judi-
cial del domicilio de la sociedad, a solicitud y propuesta de
cualquier accionista, nombrará a los consejeros que corres-
pondan, quienes funcionarán hasta que la asamblea general
de accionistas haga el nombramiento definitivo.

Artículo 26.- Los consejeros independientes y, en su caso,
los respectivos suplentes, deberán ser seleccionados por su
experiencia, capacidad y prestigio profesional, consideran-
do además que por sus características puedan desempeñar
sus funciones libres de conflictos de interés y sin estar su-
peditados a intereses personales, patrimoniales o económi-
cos.

La asamblea general de accionistas en la que se designe o
ratifique a los miembros del consejo de administración o,
en su caso, aquélla en la que se informe sobre dichas de-

signaciones o ratificaciones, calificará la independencia de
sus consejeros. Sin perjuicio de lo anterior, en ningún caso
podrán designarse ni fungir como consejeros independien-
tes las personas siguientes:

I. Los directivos relevantes o empleados de la sociedad
o de las personas morales que integren el grupo empre-
sarial o consorcio al que aquélla pertenezca, así como
los comisarios de estas últimas. La referida limitación
será aplicable a aquellas personas físicas que hubieren
ocupado dichos cargos durante los doce meses inmedia-
tos anteriores a la fecha de designación.

II. Las personas físicas que tengan influencia significa-
tiva o poder de mando en la sociedad o en alguna de las
personas morales que integran el grupo empresarial o
consorcio al que dicha sociedad pertenezca.

III. Los accionistas que sean parte del grupo de personas
que mantenga el control de la sociedad.

IV. Los clientes, prestadores de servicios, proveedores,
deudores, acreedores, socios, consejeros o empleados de
una empresa que sea cliente, prestador de servicios, pro-
veedor, deudor o acreedor importante.

Se considera que un cliente, prestador de servicios o
proveedor es importante, cuando las ventas de la socie-
dad representen más del diez por ciento de las ventas to-
tales del cliente, del prestador de servicios o del prove-
edor, durante los doce meses anteriores a la fecha del
nombramiento. Asimismo, se considera que un deudor o
acreedor es importante, cuando el importe del crédito es
mayor al quince por ciento de los activos de la propia
sociedad o de su contraparte.

V. Las que tengan parentesco por consanguinidad, afini-
dad o civil hasta el cuarto grado, así como los cónyuges,
la concubina y el concubinario, de cualquiera de las per-
sonas físicas referidas en las fracciones I a IV de este ar-
tículo.

Los consejeros independientes que durante su encargo de-
jen de tener tal característica, deberán hacerlo del conoci-
miento del consejo de administración a más tardar en la si-
guiente sesión de dicho órgano.

La Comisión, previo derecho de audiencia de la sociedad y
del consejero de que se trate, y con acuerdo de su Junta de



Gobierno, podrá objetar la calificación de independencia
de los miembros del consejo de administración, cuando
existan elementos que demuestren la falta de independen-
cia conforme a lo previsto en las fracciones I a V de este
artículo, supuesto en el cual perderán el referido carácter.
La Comisión tendrá un plazo de treinta días hábiles conta-
dos a partir de la notificación que al efecto haga la socie-
dad anónima bursátil en términos de las disposiciones
aplicables, para objetar, en su caso, la independencia del
consejero respectivo; transcurrido dicho plazo sin que la
Comisión emita su opinión, se entenderá que no existe
objeción alguna. Lo anterior, sin perjuicio de que la Co-
misión podrá objetar dicha independencia, cuando con
posterioridad se detecte que durante el encargo de algún
consejero se ubique en cualquiera de los supuestos a que
se refiere este artículo.

Artículo 27.- El consejo de administración podrá sesionar,
por lo menos, cuatro veces durante cada ejercicio social.

El presidente del consejo de administración o de los comi-
tés que lleven a cabo las funciones de prácticas societarias
y de auditoría a que se refiere esta Ley, así como el veinti-
cinco por ciento de los consejeros de la sociedad, podrán
convocar a una sesión de consejo e insertar en el orden del
día los puntos que estimen pertinentes.

El auditor externo de la sociedad podrá ser convocado a las
sesiones del consejo de administración, en calidad de invi-
tado con voz y sin voto, debiendo abstenerse de estar pre-
sente respecto de aquéllos asuntos del orden del día en los
que tenga un conflicto de interés o que puedan comprome-
ter su independencia.

Artículo 28.- El consejo de administración deberá ocupar-
se de los asuntos siguientes:

I. Establecer las estrategias generales para la conduc-
ción del negocio de la sociedad y personas morales que
ésta controle.

II. Vigilar la gestión y conducción de la sociedad y de
las personas morales que ésta controle, considerando la
relevancia que tengan estas últimas en la situación fi-
nanciera, administrativa y jurídica de la sociedad, así
como el desempeño de los directivos relevantes. Lo an-
terior, en términos de lo establecido en la Sección II de
este Capítulo.

III. Aprobar, con la previa opinión del comité que sea
competente:

a) Las políticas y lineamientos para el uso o goce de
los bienes que integren el patrimonio de la sociedad
y de las personas morales que ésta controle, por par-
te de personas relacionadas.

b) Las operaciones, cada una en lo individual, con
personas relacionadas, que pretenda celebrar la so-
ciedad o las personas morales que ésta controle. 

No requerirán aprobación del consejo de administra-
ción, las operaciones que a continuación se señalan,
siempre que se apeguen a las políticas y lineamien-
tos que al efecto apruebe el consejo:

1. Las operaciones que en razón de su cuantía ca-
rezcan de relevancia para la sociedad o personas
morales que ésta controle.

2. Las operaciones que se realicen entre la sociedad
y las personas morales que ésta controle o en las
que tenga una influencia significativa o entre cual-
quiera de éstas, siempre que:

i) Sean del giro ordinario o habitual del negocio.

ii) Se consideren hechas a precios de mercado o so-
portadas en valuaciones realizadas por agentes ex-
ternos especialistas.

3. Las operaciones que se realicen con empleados,
siempre que se lleven a cabo en las mismas condi-
ciones que con cualquier cliente o como resultado
de prestaciones laborales de carácter general.

c) Las operaciones que se ejecuten, ya sea simultá-
nea o sucesivamente, que por sus características
puedan considerarse como una sola operación y que
pretendan llevarse a cabo por la sociedad o las per-
sonas morales que ésta controle, en el lapso de un
ejercicio social, cuando sean inusuales o no recurren-
tes, o bien, su importe represente, con base en cifras
correspondientes al cierre del trimestre inmediato an-
terior en cualquiera de los supuestos siguientes:

1. La adquisición o enajenación de bienes con valor
igual o superior al cinco por ciento de los activos
consolidados de la sociedad.
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2. El otorgamiento de garantías o la asunción de pa-
sivos por un monto total igual o superior al cinco
por ciento de los activos consolidados de la socie-
dad.

Quedan exceptuadas las inversiones en valores de
deuda o en instrumentos bancarios, siempre que se
realicen conforme a las políticas que al efecto
apruebe el propio Consejo.

d) El nombramiento, elección y, en su caso, destitu-
ción del director general de la sociedad y su retribu-
ción integral, así como las políticas para la designa-
ción y retribución integral de los demás directivos
relevantes.

e) Las políticas para el otorgamiento de mutuos,
préstamos o cualquier tipo de créditos o garantías a
personas relacionadas.

f) Las dispensas para que un consejero, directivo re-
levante o persona con poder de mando, aproveche
oportunidades de negocio para sí o en favor de ter-
ceros, que correspondan a la sociedad o a las perso-
nas morales que ésta controle o en las que tenga una
influencia significativa. Las dispensas por transac-
ciones cuyo importe sea menor al mencionado en el
inciso c) de esta fracción, podrán delegarse en algu-
no de los comités de la sociedad encargado de las
funciones en materia de auditoría o prácticas socie-
tarias a que hace referencia esta Ley.

g) Los lineamientos en materia de control interno y
auditoría interna de la sociedad y de las personas
morales que ésta controle.

h) Las políticas contables de la sociedad, ajustándo-
se a los principios de contabilidad reconocidos o ex-
pedidos por la Comisión mediante disposiciones de
carácter general.

i) Los estados financieros de la sociedad.

j) La contratación de la persona moral que propor-
cione los servicios de auditoría externa y, en su ca-
so, de servicios adicionales o complementarios a los
de auditoría externa.

Cuando las determinaciones del consejo de adminis-
tración no sean acordes con las opiniones que le pro-

porcione el comité correspondiente, el citado comité
deberá instruir al director general revelar tal cir-
cunstancia al público inversionista, a través de la
bolsa de valores en que coticen las acciones de la so -
ciedad o los títulos de crédito que las representen,
ajustándose a los términos y condiciones que dicha
bolsa establezca en su reglamento interior.

IV. Presentar a la asamblea general de accionistas que se
celebre con motivo del cierre del ejercicio social:

a) Los informes a que se refiere el artículo 43 de es-
ta Ley.

b) El informe que el director general elabore confor-
me a lo señalado en el artículo 44, fracción XI de es-
ta Ley, acompañado del dictamen del auditor exter-
no.

c) La opinión del consejo de administración sobre el
contenido del informe del director general a que se
refiere el inciso anterior.

d) El informe a que se refiere el artículo 172, inciso
b) de la Ley General de Sociedades Mercantiles en
el que se contengan las principales políticas y crite-
rios contables y de información seguidos en la pre-
paración de la información financiera.

e) El informe sobre las operaciones y actividades en
las que hubiere intervenido conforme a lo previsto
en esta Ley. 

V. Dar seguimiento a los principales riesgos a los que
está expuesta la sociedad y personas morales que ésta
controle, identificados con base en la información pre-
sentada por los comités, el director general y la persona
moral que proporcione los servicios de auditoría exter-
na, así como a los sistemas de contabilidad, control in-
terno y auditoría interna, registro, archivo o informa-
ción, de éstas y aquélla, lo que podrá llevar a cabo por
conducto del comité que ejerza las funciones en materia
de auditoría.

VI. Aprobar las políticas de información y comunica-
ción con los accionistas y el mercado, así como con
los consejeros y directivos relevantes, para dar cum-
plimiento a lo previsto en el presente ordenamiento le-
gal.



VII. Determinar las acciones que correspondan a fin de
subsanar las irregularidades que sean de su conocimien-
to e implementar las medidas correctivas correspon-
dientes.

VIII. Establecer los términos y condiciones a los que se
ajustará el director general en el ejercicio de sus facul-
tades de actos de dominio.

IX. Ordenar al director general la revelación al público
de los eventos relevantes de que tenga conocimiento. Lo
anterior, sin perjuicio de la obligación del director gene-
ral a que hace referencia el artículo 44, fracción V de es-
ta Ley. 

X. Las demás que esta Ley establezca o se prevean en
los estatutos sociales de la sociedad, acordes con el pre-
sente ordenamiento legal.

El consejo de administración será responsable de vigilar el
cumplimiento de los acuerdos de las asambleas de accio-
nistas, lo cual podrá llevar a cabo a través del comité que
ejerza las funciones de auditoría a que se refiere esta Ley.

Artículo 29.- Los miembros del consejo de administración
desempeñarán su cargo procurando la creación de valor en
beneficio de la sociedad, sin favorecer a un determinado
accionista o grupo de accionistas. Al efecto, deberán actuar
diligentemente adoptando decisiones razonadas y cum-
pliendo los demás deberes que les sean impuestos por vir-
tud de esta Ley o de los estatutos sociales.

Apartado A
Del deber de diligencia

Artículo 30.- Los miembros del consejo de administra-
ción, en el ejercicio diligente de las funciones que esta Ley
y los estatutos sociales le confieran a dicho órgano social,
deberán actuar de buena fe y en el mejor interés de la so-
ciedad y personas morales que ésta controle, para lo cual
podrán:

I. Solicitar información de la sociedad y personas mora-
les que ésta controle, que sea razonablemente necesaria
para la toma de decisiones.

Al efecto, el consejo de administración de la sociedad
podrá establecer, con la previa opinión del comité que
desempeñe las funciones en materia de auditoría, li-

neamientos que establezcan la forma en que se harán
dichas solicitudes y, en su caso, el alcance de las pro-
pias solicitudes de información por parte de los con-
sejeros.

II. Requerir la presencia de directivos relevantes y de-
más personas, incluyendo auditores externos, que pue-
dan contribuir o aportar elementos para la toma de deci-
siones en las sesiones del consejo.

III. Aplazar las sesiones del consejo de administración,
cuando un consejero no haya sido convocado o ello no
hubiere sido en tiempo o, en su caso, por no habérsele
proporcionado la información entregada a los demás
consejeros. Dicho aplazamiento será hasta por tres días
naturales, pudiendo sesionar el consejo sin necesidad de
nueva convocatoria, siempre que se haya subsanado la
deficiencia.

IV. Deliberar y votar, solicitando se encuentren presen-
tes, si así lo desean, exclusivamente los miembros y el
secretario del consejo de administración. 

Artículo 31.- Los miembros del consejo de administra-
ción, los directivos relevantes y las demás personas que
desempeñen facultades de representación de la sociedad
anónima bursátil, deberán proveer lo necesario para que se
cumpla lo dispuesto en esta Ley, observando lo señalado en
el artículo 3 de esta Ley.

La información que sea presentada al consejo de admi -
nistración de la sociedad por parte de directivos relevan-
tes y demás empleados, tanto de la propia sociedad como
de las personas morales que ésta controle, deberá ir sus-
crita por las personas responsables de su contenido y ela-
boración.

Los miembros del consejo de administración y demás per-
sonas que desempeñen un empleo, cargo o comisión en al-
guna de las personas morales que controle una sociedad
anónima bursátil o en las que ésta tenga una influencia sig-
nificativa, no faltarán a la discreción y confidencialidad es-
tablecida en ésta u otras leyes, cuando proporcionen infor-
mación conforme a lo aquí previsto al consejo de
administración de la sociedad anónima bursátil, relativa a
las referidas personas morales.

Artículo 32.- Los miembros del consejo de administración
de las sociedades anónimas bursátiles faltarán al deber de
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diligencia y serán susceptibles de responsabilidad en tér-
minos de lo establecido en el artículo 33 de esta Ley, cuan-
do causen un daño patrimonial a la sociedad o a las perso-
nas morales que ésta controle o en las que tenga una
influencia significativa, en virtud de actualizarse alguno de
los supuestos siguientes:

I. Se abstengan de asistir, salvo causa justificada a jui-
cio de la asamblea de accionistas, a las sesiones del con-
sejo y, en su caso, comités de los que formen parte, y
que con motivo de su inasistencia no pueda sesionar le-
galmente el órgano de que se trate.

II. No revelen al consejo de administración o, en su ca-
so, a los comités de los que formen parte, información
relevante que conozcan y que sea necesaria para la ade-
cuada toma de decisiones en dichos órganos sociales,
salvo que se encuentren obligados legal o contractual-
mente a guardar secreto o confidencialidad al respecto.

III. Incumplan los deberes que les impone esta Ley o los
estatutos sociales de la sociedad.

Artículo 33.- La responsabilidad consistente en indemni-
zar los daños y perjuicios ocasionados a la sociedad o a las
personas morales que ésta controle o en las que tenga una
influencia significativa, por falta de diligencia de los
miembros del consejo de administración de las sociedades
anónimas bursátiles, derivada de los actos que ejecuten o
las decisiones que adopten en el consejo o de aquellas que
dejen de tomarse al no poder sesionar legalmente dicho ór-
gano social, será solidaria entre los culpables que hayan
adoptado la decisión u ocasionado que el citado órgano so-
cial no pudiera sesionar. Dicha indemnización podrá limi-
tarse en los términos y condiciones que expresamente se-
ñalen los estatutos sociales o por acuerdo de asamblea
general de accionistas, siempre que no se trate de actos do-
losos o de mala fe, o bien, ilícitos conforme a ésta u otras
leyes.

Las sociedades anónimas bursátiles podrán pactar indem-
nizaciones y contratar en favor de los miembros del conse-
jo de administración seguros, fianzas o cauciones que cu-
bran el monto de la indemnización por los daños que cause
su actuación a la sociedad o personas morales que ésta con-
trole o en las que tenga una influencia significativa, salvo
que se trate de actos dolosos o de mala fe, o bien, ilícitos
conforme a ésta u otras leyes.

Apartado B
Del deber de lealtad y de los actos o 

hechos ilícitos

Artículo 34.- Los miembros y secretario del consejo de ad-
ministración de las sociedades anónimas bursátiles, debe-
rán guardar confidencialidad respecto de la información y
los asuntos que tengan conocimiento con motivo de su car-
go en la sociedad, cuando dicha información o asuntos no
sean de carácter público.

Los miembros y, en su caso, el secretario del consejo de ad-
ministración, que tengan conflicto de interés en algún
asunto, deberán abstenerse de participar y estar presentes
en la deliberación y votación de dicho asunto, sin que ello
afecte el quórum requerido para la instalación del citado
consejo.

Los consejeros serán solidariamente responsables con los
que les hayan precedido en el cargo, por las irregularidades
en que éstos hubieren incurrido si, conociéndolas, no las
comunicaran por escrito al comité que desempeñe las fun-
ciones en materia de auditoría y al auditor externo. Asi-
mismo, dichos consejeros estarán obligados a informar al
comité de auditoría y al auditor externo, todas aquellas
irregularidades que durante el ejercicio de su cargo, tengan
conocimiento y que se relacionen con la sociedad o las per-
sonas morales que ésta controle o en las que tenga una in-
fluencia significativa.

Artículo 35.- Los miembros y secretario del consejo de ad-
ministración de las sociedades anónimas bursátiles incurri-
rán en deslealtad frente a la sociedad y, en consecuencia,
serán responsables de los daños y perjuicios causados a la
misma o a las personas morales que ésta controle o en las
que tenga una influencia significativa, cuando, sin causa le-
gítima, por virtud de su empleo, cargo o comisión, obten-
gan beneficios económicos para sí o los procuren en favor
de terceros, incluyendo a un determinado accionista o gru-
po de accionistas.

Asimismo, los miembros del consejo de administración in-
currirán en deslealtad frente a la sociedad o personas mo-
rales que ésta controle o en las que tenga una influencia
significativa, siendo responsables de los daños y perjuicios
causados a éstas o aquélla, cuando realicen cualquiera de
las conductas siguientes:

I. Voten en las sesiones del consejo de administración o
tomen determinaciones relacionadas con el patrimonio



de la sociedad o personas morales que ésta controle o en
las que tenga influencia significativa, con conflicto de
interés.

II. No revelen, en los asuntos que se traten en las sesio-
nes del consejo de administración o comités de los que
formen parte, los conflictos de interés que tengan res-
pecto de la sociedad o personas morales que ésta con-
trole o en las que tengan una influencia significativa. Al
efecto, los consejeros deberán especificar los detalles
del conflicto de interés, a menos que se encuentren obli-
gados legal o contractualmente a guardar secreto o con-
fidencialidad al respecto.

III. Favorezcan, a sabiendas, a un determinado accionis-
ta o grupo de accionistas de la sociedad o de las perso-
nas morales que ésta controle o en las que tenga una in-
fluencia significativa, en detrimento o perjuicio de los
demás accionistas.

IV. Aprueben las operaciones que celebren la sociedad o
las personas morales que ésta controle o en las que ten-
ga influencia significativa, con personas relacionadas,
sin ajustarse o dar cumplimiento a los requisitos que es-
ta Ley establece.

V. Aprovechen para sí o aprueben en favor de terceros,
el uso o goce de los bienes que formen parte del patri -
monio de la sociedad o personas morales que ésta con-
trole, en contravención de las políticas aprobadas por el
consejo de administración.

VI. Hagan uso indebido de información relevante que
no sea del conocimiento público, relativa a la sociedad
o personas morales que ésta controle o en las que tenga
influencia significativa.

VII. Aprovechen o exploten, en beneficio propio o en
favor de terceros, sin la dispensa del consejo de admi-
nistración, oportunidades de negocio que correspondan
a la sociedad o personas morales que ésta controle o en
las que tenga influencia significativa.

Al efecto, se considerará, salvo prueba en contrario, que
se aprovecha o explota una oportunidad de negocio que
corresponde a la sociedad o personas morales que ésta
controle o en las que tenga una influencia significativa,
cuando el consejero, directa o indirectamente, realice
actividades que:

a) Sean del giro ordinario o habitual de la propia so -
ciedad o de las personas morales que ésta controle o
en las que tenga una influencia significativa.

b) Impliquen la celebración de una operación o una
oportunidad de negocio que originalmente sea diri -
gida a la sociedad o personas morales citadas en el
inciso anterior.

c) Involucren o pretendan involucrar en proyectos
comerciales o de negocios a desarrollar por la socie-
dad o las personas morales citadas en el inciso a) an-
terior, siempre que el consejero haya tenido conoci-
miento previo de ello.

Lo previsto en el primer párrafo de este artículo, así como
en las fracciones V a VII del mismo, también será aplica-
ble a las personas que ejerzan poder de mando en la socie-
dad.

Tratándose de personas morales en las que una sociedad
anónima bursátil tenga una influencia significativa, la
responsabilidad por deslealtad será exigible a los miem-
bros y secretario del consejo de administración de dicha
sociedad que contribuyan en la obtención, sin causa legí-
tima, de los beneficios a que se refiere el primer párrafo
de este artículo.

Artículo 36.- Los miembros y secretario del consejo de ad-
ministración de las sociedades anónimas bursátiles, debe-
rán abstenerse de realizar cualquiera de las conductas que
a continuación se establecen:

I. Generar, difundir, publicar o proporcionar informa-
ción al público de la sociedad o personas morales que
ésta controle o en las que tenga una influencia signifi -
cativa, o bien, sobre los valores de cualquiera de ellas, a
sabiendas de que es falsa o induce a error, o bien, orde-
nar que se lleve a cabo alguna de dichas conductas.

II. Ordenar u ocasionar que se omita el registro de ope-
raciones efectuadas por la sociedad o las personas mo-
rales que ésta controle, así como alterar u ordenar alte-
rar los registros para ocultar la verdadera naturaleza de
las operaciones celebradas, afectando cualquier concep-
to de los estados financieros.

III. Ocultar, omitir u ocasionar que se oculte u omita re-
velar información relevante que en términos de este or-
denamiento legal deba ser divulgada al público, a los
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accionistas o a los tenedores de valores, salvo que esta
Ley prevea la posibilidad de su diferimiento.

IV. Ordenar o aceptar que se inscriban datos falsos en la
contabilidad de la sociedad o personas morales que ésta
controle. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que
los datos incluidos en la contabilidad son falsos cuando
las autoridades, en ejercicio de sus facultades, requieran
información relacionada con los registros contables y la
sociedad o personas morales que ésta controle no cuen-
ten con ella, y no se pueda acreditar la información que
sustente los registros contables.

V. Destruir, modificar u ordenar que se destruyan o mo-
difiquen, total o parcialmente, los sistemas o registros
contables o la documentación que dé origen a los asien-
tos contables de una sociedad o de las personas morales
que ésta controle, con anterioridad al vencimiento de los
plazos legales de conservación y con el propósito de
ocultar su registro o evidencia.

VI. Destruir u ordenar destruir, total o parcialmente, in-
formación, documentos o archivos, incluso electróni-
cos, con el propósito de impedir u obstruir los actos de
supervisión de la Comisión.

VII. Destruir u ordenar destruir, total o parcialmente, in-
formación, documentos o archivos, incluso electróni-
cos, con el propósito de manipular u ocultar datos o in-
formación relevante de la sociedad a quienes tengan
interés jurídico en conocerlos.

VIII. Presentar a la Comisión documentos o informa-
ción falsa o alterada, con el objeto de ocultar su verda-
dero contenido o contexto.

IX. Alterar las cuentas activas o pasivas o las condicio-
nes de los contratos, hacer u ordenar que se registren
operaciones o gastos inexistentes, exagerar los reales o
realizar intencionalmente cualquier acto u operación
ilícita o prohibida por la ley, generando en cualquiera
de dichos supuestos un quebranto o perjuicio en el pa-
trimonio de la sociedad de que se trate o de las perso -
nas morales controladas por ésta, en beneficio econó-
mico propio, ya sea directamente o a través de un
tercero.

Lo previsto en este artículo también será aplicable a las
personas que ejerzan poder de mando en la sociedad.

Artículo 37.- La responsabilidad consistente en indemni-
zar los daños y perjuicios ocasionados con motivo de los
actos, hechos u omisiones a que hacen referencia los artí -
culos 34, 35 y 36 de esta Ley, será solidaria entre los cul-
pables que hayan adoptado la decisión y será exigible co-
mo consecuencia de los daños o perjuicios ocasionados. La
indemnización que corresponda deberá cubrir los daños y
perjuicios causados a la sociedad o personas morales que
ésta controle o en las que tenga una influencia significati -
va y, en todo caso, se procederá a la remoción del cargo de
los culpables.

La sociedad afectada, en ningún caso, podrá pactar en con-
trario, ni prever en sus estatutos sociales, prestaciones, be-
neficios o excluyentes de responsabilidad, que limiten, li-
beren, sustituyan o compensen las obligaciones por la
responsabilidad a que se refieren los preceptos legales
mencionados en el párrafo anterior, ni contratar en favor de
persona alguna seguros, fianzas o cauciones que cubran el
monto de la indemnización por los daños y perjuicios oca-
sionados.

Apartado C
De las acciones de responsabilidad

Artículo 38.- La responsabilidad que derive de los actos a
que se refiere este Capítulo, será exclusivamente en favor
de la sociedad o de la persona moral que ésta controle o en
la que tenga una influencia significativa, que sufra el daño
patrimonial.

La acción de responsabilidad podrá ser ejercida:

I. Por la sociedad anónima bursátil.

II. Por los accionistas de la sociedad anónima bursátil
que, en lo individual o en su conjunto, tengan la titula-
ridad de acciones con derecho a voto, incluso limitado o
restringido, o sin derecho a voto, que representen el cin-
co por ciento o más del capital social de la sociedad anó-
nima bursátil.

El demandante podrá transigir en juicio el monto de la in-
demnización por daños y perjuicios, siempre que previa-
mente someta a aprobación del consejo de administración
de la sociedad, los términos y condiciones del convenio ju-
dicial correspondiente. La falta de dicha formalidad será
causa de nulidad relativa.



El ejercicio de las acciones a que se refiere este artículo no
estará sujeto al cumplimiento de los requisitos establecidos
en los artículos 161 y 163 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles. En todo caso, dichas acciones deberán com-
prender el monto total de las responsabilidades en favor de
la sociedad o de las personas morales que ésta controle o
en las que tenga una influencia significativa y no única-
mente el interés personal del o los demandantes.

La acción a que se refiere este artículo que ejerza cual-
quiera de las personas citadas en las fracciones I y II ante-
riores, en favor de las personas morales que controle una
sociedad anónima bursátil o en las que ésta tenga una in-
fluencia significativa, será independiente de las acciones
que corresponda ejercer a las propias personas morales o a
los accionistas de éstas conforme a lo previsto en los ar-
tículos 161 y 163 de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles.

Las acciones que tengan por objeto exigir responsabilidad
en términos de este artículo, prescribirán en cinco años
contados a partir del día en que se hubiere realizado el ac-
to o hecho que haya causado el daño patrimonial corres-
pondiente.

En todo caso, las personas que a juicio del juez hayan ejer-
cido la acción a que se refiere este artículo, con temeridad
o mala fe, serán condenadas al pago de costas en términos
de lo establecido en el Código de Comercio.

Artículo 39.- La responsabilidad que esta Ley imputa a
los miembros y secretario del consejo de administración,
así como a los directivos relevantes de las sociedades
anónimas bursátiles, será exigible aun y cuando las ac-
ciones representativas del capital social de ese tipo de so -
ciedades, sean colocadas entre el público a través de títu-
los de crédito que representen dichas acciones, emitidos
por instituciones fiduciarias al amparo de fideicomisos,
supuesto en el cual la acción a que se refiere el artículo 38
de esta Ley, podrá ser ejercida por la institución fiducia-
ria o por los tenedores de dichos títulos que representen el
porcentaje de capital a que se refiere la fracción II de di-
cho artículo.

Artículo 40.- Los miembros del consejo de administración
no incurrirán, individualmente o en su conjunto, en res-
ponsabilidad por los daños o perjuicios que ocasionen a la
sociedad o a las personas morales que ésta controle o en las
que tenga una influencia significativa, derivados de los ac-
tos que ejecuten o las decisiones que adopten, cuando ac-

tuando de buena fe, se actualice cualquiera de las exclu-
yentes de responsabilidad siguientes:

I. Den cumplimiento a los requisitos que esta Ley o los
estatutos sociales establezcan para la aprobación de los
asuntos que competa conocer al consejo de administra-
ción o, en su caso, comités de los que formen parte.

II. Tomen decisiones o voten en las sesiones del conse-
jo de administración o, en su caso, comités a que perte-
nezcan, con base en información proporcionada por di-
rectivos relevantes, la persona moral que brinde los
servicios de auditoría externa o los expertos indepen-
dientes, cuya capacidad y credibilidad no ofrezcan mo-
tivo de duda razonable.

III. Hayan seleccionado la alternativa más adecuada, a
su leal saber y entender, o los efectos patrimoniales ne-
gativos no hayan sido previsibles, en ambos casos, con
base en la información disponible al momento de la de-
cisión.

IV. Cumplan los acuerdos de la asamblea de accionistas,
siempre y cuando éstos no sean violatorios de la ley.

Sección II
De la vigilancia

Artículo 41.- La vigilancia de la gestión, conducción y eje-
cución de los negocios de las sociedades anónimas bursáti-
les y de las personas morales que controlen, considerando
la relevancia que tengan estas últimas en la situación fi -
nanciera, administrativa y jurídica de las primeras, estará a
cargo del consejo de administración a través del o los co-
mités que constituya para que lleven a cabo las actividades
en materia de prácticas societarias y de auditoría, así como
por conducto de la persona moral que realice la auditoría
externa de la sociedad, cada uno en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, según lo señalado en esta Ley.

Las sociedades anónimas bursátiles no estarán sujetas a lo
previsto en el artículo 91, fracción V de la Ley General de
Sociedades Mercantiles, ni serán aplicables a dichas socie-
dades los artículos 164 a 171, 172, último párrafo, 173 y
176 de la citada Ley.

Artículo 42.- El consejo de administración, en el desem-
peño de sus actividades de vigilancia, se auxiliará de uno o
más comités encargados del desarrollo de las actividades
siguientes:
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I. En materia de prácticas societarias:

a) Dar opinión al consejo de administración sobre
los asuntos que le competan conforme a esta Ley.

b) Solicitar la opinión de expertos independientes en
los casos en que lo juzgue conveniente, para el ade-
cuado desempeño de sus funciones o cuando confor-
me a esta Ley o disposiciones de carácter general se
requiera.

c) Convocar a asambleas de accionistas y hacer que
se inserten en el orden del día de dichas asambleas
los puntos que estimen pertinentes.

d) Apoyar al consejo de administración en la elabo-
ración de los informes a que se refiere el artículo 28,
fracción IV, incisos d) y e) de esta Ley.

e) Las demás que esta Ley establezca o se prevean
en los estatutos sociales de la sociedad, acordes con
las funciones que el presente ordenamiento legal le
asigna.

II. En materia de auditoría:

a) Dar opinión al consejo de administración sobre
los asuntos que le competan conforme a esta Ley.

b) Evaluar el desempeño de la persona moral que
proporcione los servicios de auditoría externa, así
como analizar el dictamen, opiniones, reportes o in-
formes que elabore y suscriba el auditor externo. Pa-
ra tal efecto, el comité podrá requerir la presencia
del citado auditor cuando lo estime conveniente, sin
perjuicio de que deberá reunirse con este último por
lo menos una vez al año.

c) Discutir los estados financieros de la sociedad con
las personas responsables de su elaboración y revi-
sión, y con base en ello recomendar o no al consejo
de administración su aprobación.

d) Informar al consejo de administración la situación
que guarda el sistema de control interno y auditoría
interna de la sociedad o de las personas morales que
ésta controle, incluyendo las irregularidades que, en
su caso, detecte.

e) Elaborar la opinión a que se refiere el artículo 28,
fracción IV, inciso c) de esta Ley y someterla a con-

sideración del consejo de administración para su
posterior presentación a la asamblea de accionistas,
apoyándose, entre otros elementos, en el dictamen
del auditor externo. Dicha opinión deberá señalar,
por lo menos:

1. Si las políticas y criterios contables y de infor-
mación seguidas por la sociedad son adecuados y
suficientes tomando en consideración las circuns-
tancias particulares de la misma.

2. Si dichas políticas y criterios han sido aplicados
consistentemente en la información presentada por
el director general.

3. Si como consecuencia de los numerales 1 y 2 an-
teriores, la información presentada por el director
general refleja en forma razonable la situación fi-
nanciera y los resultados de la sociedad.

f) Apoyar al consejo de administración en la elabo-
ración de los informes a que se refiere el artículo 28,
fracción IV, incisos d) y e) de esta Ley.

g) Vigilar que las operaciones a que hacen referen-
cia los artículos 28, fracción III y 47 de esta Ley, se
lleven a cabo ajustándose a lo previsto al efecto en
dichos preceptos, así como a las políticas derivadas
de los mismos.

h) Solicitar la opinión de expertos independientes en
los casos en que lo juzgue conveniente, para el ade-
cuado desempeño de sus funciones o cuando confor-
me a esta Ley o disposiciones de carácter general se
requiera.

i) Requerir a los directivos relevantes y demás em-
pleados de la sociedad o de las personas morales que
ésta controle, reportes relativos a la elaboración de
la información financiera y de cualquier otro tipo que
estime necesaria para el ejercicio de sus funciones.

j) Investigar los posibles incumplimientos de los que
tenga conocimiento, a las operaciones, lineamientos
y políticas de operación, sistema de control interno
y auditoría interna y registro contable, ya sea de la
propia sociedad o de las personas morales que ésta
controle, para lo cual deberá realizar un examen de
la documentación, registros y demás evidencias
comprobatorias, en el grado y extensión que sean
necesarios para efectuar dicha vigilancia.



k) Recibir observaciones formuladas por accionis-
tas, consejeros, directivos relevantes, empleados y,
en general, de cualquier tercero, respecto de los
asuntos a que se refiere el inciso anterior, así como
realizar las acciones que a su juicio resulten proce-
dentes en relación con tales observaciones.

l) Solicitar reuniones periódicas con los directivos
relevantes, así como la entrega de cualquier tipo de
información relacionada con el control interno y au-
ditoría interna de la sociedad o personas morales que
ésta controle.

m) Informar al consejo de administración de las irre-
gularidades importantes detectadas con motivo del
ejercicio de sus funciones y, en su caso, de las ac-
ciones correctivas adoptadas o proponer las que de-
ban aplicarse.

n) Convocar a asambleas de accionistas y solicitar
que se inserten en el orden del día de dichas asam-
bleas los puntos que estimen pertinentes.

o) Vigilar que el director general dé cumplimiento a
los acuerdos de las asambleas de accionistas y del
consejo de administración de la sociedad, conforme
a las instrucciones que, en su caso, dicte la propia
asamblea o el referido consejo.

p) Vigilar que se establezcan mecanismos y contro-
les internos que permitan verificar que los actos y
operaciones de la sociedad y de las personas mora-
les que ésta controle, se apeguen a la normativa apli-
cable, así como implementar metodologías que posi-
biliten revisar el cumplimiento de lo anterior.

q) Las demás que esta Ley establezca o se prevean
en los estatutos sociales de la sociedad, acordes con
las funciones que el presente ordenamiento legal le
asigna.

Artículo 43.- Los presidentes de los comités que ejerzan
las funciones en materia de prácticas societarias y de audi-
toría, serán designados y/o removidos de su cargo exclusi-
vamente por la asamblea general de accionistas. Dichos
presidentes no podrán presidir el consejo de administración
y deberán ser seleccionados por su experiencia, por su re-
conocida capacidad y por su prestigio profesional. Asimis-
mo, deberán elaborar un informe anual sobre las activida-
des que correspondan a dichos órganos y presentarlo al

consejo de administración. Dicho informe, al menos, con-
templará los aspectos siguientes:

I. En materia de prácticas societarias:

a) Las observaciones respecto del desempeño de los
directivos relevantes.

b) Las operaciones con personas relacionadas, du-
rante el ejercicio que se informa, detallando las ca-
racterísticas de las operaciones significativas.

c) Los paquetes de emolumentos o remuneraciones
integrales de las personas físicas a que hace referen-
cia el artículo 28, fracción III, inciso d) de esta Ley.

d) Las dispensas otorgadas por el consejo de admi-
nistración en términos de lo establecido en el artícu-
lo 28, fracción III, inciso f) de esta Ley.

II. En materia de auditoría:

a) El estado que guarda el sistema de control interno
y auditoría interna de la sociedad y personas mora-
les que ésta controle y, en su caso, la descripción de
sus deficiencias y desviaciones, así como de los as-
pectos que requieran una mejoría, tomando en cuen-
ta las opiniones, informes, comunicados y el dicta-
men de auditoría externa, así como los informes
emitidos por los expertos independientes que hubie-
ren prestado sus servicios durante el periodo que cu-
bra el informe.

b) La mención y seguimiento de las medidas pre-
ventivas y correctivas implementadas con base en
los resultados de las investigaciones relacionadas
con el incumplimiento a los lineamientos y políticas
de operación y de registro contable, ya sea de la pro-
pia sociedad o de las personas morales que ésta con-
trole.

c) La evaluación del desempeño de la persona moral
que otorgue los servicios de auditoría externa, así
como del auditor externo encargado de ésta.

d) La descripción y valoración de los servicios adi-
cionales o complementarios que, en su caso, propor-
cione la persona moral encargada de realizar la au-
ditoría externa, así como los que otorguen los
expertos independientes.
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e) Los principales resultados de las revisiones a los
estados financieros de la sociedad y de las personas
morales que ésta controle.

f) La descripción y efectos de las modificaciones a
las políticas contables aprobadas durante el periodo
que cubra el informe.

g) Las medidas adoptadas con motivo de las obser-
vaciones que consideren relevantes, formuladas por
accionistas, consejeros, directivos relevantes, em-
pleados y, en general, de cualquier tercero, respecto
de la contabilidad, controles internos y temas rela-
cionados con la auditoría interna o externa, o bien,
derivadas de las denuncias realizadas sobre hechos
que estimen irregulares en la administración.

h) El seguimiento de los acuerdos de las asambleas
de accionistas y del consejo de administración.

Para la elaboración de los informes a que se refiere este
precepto legal, así como de las opiniones señaladas en el
artículo 42 de esta Ley, los comités de prácticas societarias
y de auditoría deberán escuchar a los directivos relevantes;
en caso de existir diferencia de opinión con estos últimos,
incorporarán tales diferencias en los citados informes y
opiniones.

Sección III
De la gestión, conducción 

y ejecución de los negocios sociales

Artículo 44.- Las funciones de gestión, conducción y eje-
cución de los negocios de la sociedad y de las personas mo-
rales que ésta controle, serán responsabilidad del director
general, conforme a lo establecido en este artículo, suje-
tándose para ello a las estrategias, políticas y lineamientos
aprobados por el consejo de administración.

El director general, para el cumplimiento de sus funciones,
contará con las más amplias facultades para representar a
la sociedad en actos de administración y pleitos y cobran-
zas, incluyendo facultades especiales que conforme a las
leyes requieran cláusula especial. Tratándose de actos de
dominio deberá ajustarse a lo dispuesto conforme al artícu-
lo 28, fracción VIII del presente ordenamiento legal.

El director general, sin perjuicio de lo señalado con ante-
rioridad, deberá:

I. Someter a la aprobación del consejo de administra-
ción las estrategias de negocio de la sociedad y personas
morales que ésta controle, con base en la información
que estas últimas le proporcionen.

II. Dar cumplimiento a los acuerdos de las asambleas de
accionistas y del consejo de administración, conforme a
las instrucciones que, en su caso, dicte la propia asam-
blea o el referido consejo.

III. Proponer al comité que desempeñe las funciones en
materia de auditoría, los lineamientos del sistema de
control interno y auditoría interna de la sociedad y per-
sonas morales que ésta controle, así como ejecutar los
lineamientos que al efecto apruebe el consejo de admi-
nistración de la referida sociedad.

IV. Suscribir la información relevante de la sociedad,
junto con los directivos relevantes encargados de su pre-
paración, en el área de su competencia.

V. Difundir la información relevante y eventos que de-
ban ser revelados al público, ajustándose a lo previsto
en esta Ley.

VI. Dar cumplimiento a las disposiciones relativas a la
celebración de operaciones de adquisición y colocación
de acciones propias de la sociedad.

VII. Ejercer, por sí o a través de delegado facultado, en
el ámbito de su competencia o por instrucción del con-
sejo de administración, las acciones correctivas y de res-
ponsabilidad que resulten procedentes.

VIII. Verificar que se realicen, en su caso, las aportacio-
nes de capital hechas por los socios.

IX. Dar cumplimiento a los requisitos legales y estatu-
tarios establecidos con respecto a los dividendos que se
paguen a los accionistas.

X. Asegurar que se mantengan los sistemas de conta-
bilidad, registro, archivo o información de la socie-
dad.

XI. Elaborar y presentar al consejo de administración el
informe a que se refiere el artículo 172 de la Ley Gene-
ral de Sociedades Mercantiles, con excepción de lo pre-
visto en el inciso b) de dicho precepto.



XII. Establecer mecanismos y controles internos que
permitan verificar que los actos y operaciones de la so-
ciedad y personas morales que ésta controle, se hayan
apegado a la normativa aplicable, así como dar segui-
miento a los resultados de esos mecanismos y controles
internos y tomar las medidas que resulten necesarias en
su caso.

XIII. Ejercer las acciones de responsabilidad a que esta
Ley se refiere, en contra de personas relacionadas o ter-
ceros que presumiblemente hubieren ocasionado un da-
ño a la sociedad o las personas morales que ésta contro-
le o en las que tenga una influencia significativa, salvo
que por determinación del consejo de administración de
la sociedad anónima bursátil y previa opinión del comi-
té encargado de las funciones de auditoría, el daño cau-
sado no sea relevante.

XIV. Las demás que esta Ley establezca o se prevean en
los estatutos sociales de la sociedad, acordes con las
funciones que el presente ordenamiento legal le asigna.

Artículo 45.- El director general, para el ejercicio de sus
funciones y actividades, así como para el debido cumpli-
miento de las obligaciones que ésta u otras leyes le esta-
blecen, se auxiliará de los directivos relevantes designados
para tal efecto y de cualquier empleado de la sociedad o de
las personas morales que ésta controle.

El director general, en la gestión, conducción y ejecución
de los negocios de la sociedad, deberá proveer lo necesario
para que en las personas morales que controle la sociedad,
se dé cumplimiento a lo señalado en el artículo 31 de esta
Ley.

Los informes relativos a los estados financieros y a la in-
formación en materia financiera, administrativa, económi-
ca y jurídica a que se refiere el artículo 104 de esta Ley, de-
berán estar suscritos, cuando menos, por el director general
y demás directivos relevantes que sean titulares de las áre-
as de finanzas y jurídica o sus equivalentes, en el ámbito de
sus respectivas competencias. Asimismo, esta información
deberá presentarse al consejo de administración para su
consideración y, en su caso, aprobación, con la documen-
tación de apoyo.

Artículo 46.- El director general y los demás directivos re-
levantes estarán sujetos a lo previsto en el artículo 29 de es-
ta Ley, en sus respectivas competencias, por lo que respon-
derán por los daños y perjuicios derivados de las funciones

que les correspondan. Asimismo, les resultarán aplicables
las excluyentes y limitaciones de responsabilidad a que se
refieren los artículos 33 y 40 de esta Ley, en lo condu-
cente.

Adicionalmente, el director general y los demás directivos
relevantes serán responsables de los daños y perjuicios que
ocasionen a la sociedad o personas morales que ésta con-
trole por:

I. La falta de atención oportuna y diligente, por causas
que les sean imputables, de las solicitudes de informa-
ción y documentación que en el ámbito de sus compe-
tencias les requieran los consejeros de la sociedad.

II. La presentación o revelación, a sabiendas, de infor-
mación falsa o que induzca a error.

III. La actualización de cualquiera de las conductas pre-
vistas en los artículos 35, fracciones III y IV a VII y 36
de esta Ley, siendo aplicable lo previsto en los artículos
37 a 39 del presente ordenamiento legal.

Sección IV
De las asambleas de accionistas 

y derechos de los socios

Artículo 47.- La asamblea general ordinaria de accionis-
tas, en adición a lo previsto en la Ley General de Socieda-
des Mercantiles, se reunirá para aprobar las operaciones
que pretenda llevar a cabo la sociedad o las personas mo-
rales que ésta controle, en el lapso de un ejercicio social,
cuando representen el veinte por ciento o más de los acti -
vos consolidados de la sociedad con base en cifras corres-
pondientes al cierre del trimestre inmediato anterior, con
independencia de la forma en que se ejecuten, sea simultá-
nea o sucesiva, pero que por sus características puedan
considerarse como una sola operación. En dichas asamble-
as podrán votar los accionistas titulares de acciones con de-
recho a voto, incluso limitado o restringido.

Artículo 48.- Las sociedades anónimas bursátiles podrán
estipular en sus estatutos sociales cláusulas que establez-
can medidas tendientes a prevenir la adquisición de accio-
nes que otorguen el control de la sociedad, por parte de ter-
ceros o de los mismos accionistas, ya sea en forma directa
o indirecta, siempre que dichas cláusulas:

I. Sean aprobadas en asamblea general extraordinaria de
accionistas en la cual no haya votado en contra el cinco
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por ciento o más del capital social representado por los
accionistas presentes.

II. No excluyan a uno o más accionistas distintos de la
persona que pretenda obtener el control, de los benefi-
cios económicos que, en su caso, resulten de las referi-
das cláusulas.

III. No restrinjan en forma absoluta la toma de control
de la sociedad. Tratándose de cláusulas que requieran de
aprobación del consejo de administración para la adqui-
sición de un determinado porcentaje del capital social,
deberán establecerse criterios a considerar por parte del
referido consejo para emitir su resolución, así como el
plazo a que deberá sujetarse para ello sin que exceda de
tres meses.

IV. No contravengan lo previsto en esta Ley para las
ofertas públicas forzosas de adquisición, ni hagan nuga-
torio el ejercicio de los derechos patrimoniales del ad-
quirente.

Cualquier cláusula estatutaria de las previstas en este artí-
culo que no cumpla con los requisitos antes señalados será
nula de pleno derecho.

Las sociedades anónimas bursátiles no podrán estipular las
cláusulas a que se refiere el artículo 13, fracciones I a III de
esta Ley, salvo por lo que se refiere a lo establecido en el
artículo 54 del presente ordenamiento legal.

Artículo 49.- Los accionistas de las sociedades anónimas
bursátiles, sin perjuicio de lo que señalen otras leyes o los
estatutos sociales, gozarán de los derechos siguientes:

I. Tener a su disposición, en las oficinas de la sociedad,
la información y los documentos relacionados con cada
uno de los puntos contenidos en el orden del día de la
asamblea de accionistas que corresponda, de forma gra-
tuita y con al menos quince días naturales de anticipa-
ción a la fecha de la asamblea.

II. Impedir que se traten en la asamblea general de ac-
cionistas, asuntos bajo el rubro de generales o equiva-
lentes.

III. Ser representados en las asambleas de accionistas
por personas que acrediten su personalidad mediante
formularios de poderes que elabore la sociedad y ponga
a su disposición a través de los intermediarios del mer-

cado de valores o en la propia sociedad, con por lo me-
nos quince días naturales de anticipación a la celebra-
ción de cada asamblea.

Los formularios mencionados deberán reunir al menos
los requisitos siguientes:

a) Señalar de manera notoria la denominación de la
sociedad, así como el respectivo orden del día.

b) Contener espacio para las instrucciones que seña-
le el otorgante para el ejercicio del poder.

El secretario del consejo estará obligado a cerciorar-
se de la observancia de lo dispuesto en esta fracción
e informar sobre ello a la asamblea, lo que se hará
constar en el acta respectiva.

IV. Celebrar convenios entre ellos, en términos de lo es-
tablecido en el artículo 16, fracción VI de esta Ley.

La celebración de los convenios referidos en la fracción IV
de este artículo y sus características, deberán notificarlos a
la sociedad dentro de los cinco días hábiles siguientes al de
su concertación para que sean reveladas al público inver-
sionista a través de las bolsas de valores en donde coticen
las acciones o títulos de crédito que las representen, en los
términos y condiciones que las mismas establezcan, así co-
mo para que se difunda su existencia en el reporte anual a
que se refiere el artículo 104, fracción III, inciso a) de esta
Ley, quedando a disposición del público para su consulta,
en las oficinas de la sociedad. Dichos convenios no serán
oponibles a la sociedad y su incumplimiento no afectará la
validez del voto en las asambleas de accionistas, pero sólo
serán eficaces entre las partes una vez que sean revelados
al público inversionista.

Los miembros del consejo de administración, el director
general y la persona física designada por la persona moral
que proporcione los servicios de auditoría externa, podrán
asistir a las asambleas de accionistas de la sociedad.

Artículo 50.- Los accionistas titulares de acciones con de-
recho a voto, incluso limitado o restringido, que en lo indi-
vidual o en conjunto tengan el diez por ciento del capital
social de la sociedad tendrán derecho a:

I. Designar y revocar en asamblea general de accionis-
tas a un miembro del consejo de administración. Tal de-
signación, sólo podrá revocarse por los demás accionistas



cuando a su vez se revoque el nombramiento de todos
los demás consejeros, en cuyo caso las personas susti -
tuidas no podrán ser nombradas con tal carácter durante
los doce meses inmediatos siguientes a la fecha de re-
vocación.

II. Requerir al presidente del consejo de administración
o de los comités que lleven a cabo las funciones en ma-
teria de prácticas societarias y de auditoría a que se re-
fiere esta Ley, en cualquier momento, se convoque a una
asamblea general de accionistas, sin que al efecto resul-
te aplicable el porcentaje señalado en el artículo 184 de
la Ley General de Sociedades Mercantiles.

III. Solicitar que se aplace por una sola vez, por tres dí -
as naturales y sin necesidad de nueva convocatoria, la
votación de cualquier asunto respecto del cual no se
consideren suficientemente informados, sin que resulte
aplicable el porcentaje señalado en el artículo 199 de la
Ley General de Sociedades Mercantiles.

Los accionistas de la parte variable del capital social de una
sociedad anónima bursátil no tendrán el derecho de retiro a
que se refiere el artículo 220 de la Ley General de Socie-
dades Mercantiles.

Artículo 51.- Los titulares de acciones con derecho a voto,
incluso limitado o restringido, que en lo individual o en
conjunto tengan el veinte por ciento o más del capital so-
cial, podrán oponerse judicialmente a las resoluciones de
las asambleas generales respecto de las cuales tengan dere-
cho de voto, sin que resulte aplicable el porcentaje a que se
refiere el artículo 201 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles.

Artículo 52.- Los accionistas de las sociedades anónimas
bursátiles, al ejercer sus derechos de voto, deberán ajustar-
se a lo establecido en el artículo 196 de la Ley General de
Sociedades Mercantiles. Al efecto, se presumirá, salvo
prueba en contrario, que un accionista tiene en una opera-
ción determinada un interés contrario al de la sociedad o
personas morales que ésta controle, cuando manteniendo el
control de la sociedad vote a favor o en contra de la cele-
bración de operaciones obteniendo beneficios que exclu-
yan a otros accionistas o a dicha sociedad o personas mo-
rales que ésta controle.

Las acciones en contra de los accionistas que infrinjan lo
previsto en el párrafo anterior, se ejercerán en términos de
lo establecido en el artículo 38 de esta Ley.

Sección V
De las disposiciones especiales aplicables 
a la emisión de acciones de las sociedades 

anónimas bursátiles

Artículo 53.- Las sociedades anónimas bursátiles, incluso
de capital fijo, podrán emitir acciones no suscritas que con-
serven en tesorería, para ser suscritas con posterioridad por
el público, siempre que se ajusten a lo siguiente:

I. Que la asamblea general extraordinaria de accionistas
apruebe el importe máximo del aumento de capital y las
condiciones en que deban hacerse las correspondientes
emisiones de acciones.

II. Que la suscripción de las acciones emitidas se efec-
túe mediante oferta pública, previa inscripción en el Re-
gistro, dando en uno y otro caso, cumplimiento a lo pre-
visto en esta Ley y demás disposiciones de carácter
general que emanen de ella.

III. Que el importe del capital suscrito y pagado se
anuncie cuando den publicidad al capital autorizado re-
presentado por las acciones emitidas y no suscritas.

El derecho de suscripción preferente a que se refiere el ar-
tículo 132 de de la Ley General de Sociedades Mercantiles,
no será aplicable tratándose de aumentos de capital me-
diante ofertas públicas.

Artículo 54.- Las sociedades anónimas bursátiles sólo po-
drán emitir acciones en las que los derechos y obligaciones
de sus titulares no se encuentren limitados o restringidos,
las cuales serán denominadas como ordinarias, salvo en los
casos a que se refiere este artículo.

La Comisión podrá autorizar la emisión de acciones distin-
tas de las ordinarias, siempre que las acciones de voto li -
mitado, restringido o sin derecho a voto, incluyendo las se-
ñaladas en los artículos 112 y 113 de la Ley General de
Sociedades Mercantiles, no excedan del veinticinco por
ciento del total del capital social pagado que la Comisión
considere como colocado entre el público inversionista, en
la fecha de la oferta pública, conforme a las disposiciones
de carácter general que al efecto expida.

La Comisión podrá ampliar el límite señalado en el párra-
fo anterior, siempre que se trate de esquemas que contem-
plen la emisión de cualquier tipo de acciones forzosamen-
te convertibles en ordinarias en un plazo no mayor a cinco

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2005547



Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2005 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados548

años, contado a partir de su colocación o se trate de accio-
nes o esquemas de inversión que limiten los derechos de
voto en función de la nacionalidad del titular.

Las acciones sin derecho a voto no contarán para efectos de
determinar el quórum de las asambleas de accionistas, en
tanto que las acciones de voto limitado o restringido única-
mente se computarán para sesionar legalmente en las asam-
bleas de accionistas a las que deban ser convocados sus te-
nedores para ejercer su derecho de voto.

Artículo 55.- Ninguna persona podrá instrumentar meca-
nismos a través de los cuales sean negociadas u ofrecidas
de manera conjunta, acciones ordinarias con acciones de
voto limitado, restringido o sin derecho a voto de una mis-
ma emisora, incluyendo las señaladas en los artículos 112
y 113 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, salvo
que sean convertibles en ordinarias en un plazo máximo de
cinco años. Tampoco podrán afectar en fideicomiso accio-
nes ordinarias que tengan por objeto la emisión de certifi -
cados de participación que representen dichas acciones e
impidan a la totalidad de sus titulares ejercer libremente los
derechos de voto que les correspondan.

Las prohibiciones antes señaladas no serán aplicables a los
títulos de crédito que representen acciones del capital so-
cial de dos o más sociedades anónimas bursátiles, ni a es-
quemas de inversión que limiten los derechos de voto en
función de la nacionalidad del titular de las acciones.

Sección VI
De las operaciones que las sociedades anónimas 

bursátiles realizan con acciones de su 
capital social o títulos de crédito que 

las representen

Artículo 56.- Las sociedades anónimas bursátiles podrán
adquirir las acciones representativas de su capital social o
títulos de crédito que representen dichas acciones, sin que
sea aplicable la prohibición establecida en el primer párra-
fo del artículo 134 de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles, siempre que:

I. La adquisición se efectúe en alguna bolsa de valores
nacional.

II. La adquisición y, en su caso, la enajenación en bolsa,
se realice a precio de mercado, salvo que se trate de
ofertas públicas o de subastas autorizadas por la Comi-
sión.

III. La adquisición se realice con cargo a su capital con-
table, en cuyo supuesto podrán mantenerlas en tenencia
propia sin necesidad de realizar una reducción de capi-
tal social, o bien, con cargo al capital social, en cuyo ca-
so se convertirán en acciones no suscritas que conserven
en tesorería, sin necesidad de acuerdo de asamblea. Las
sociedades de capital fijo podrán convertir las acciones
que adquieran al amparo del presente artículo en accio-
nes no suscritas que conserven en tesorería.

En todo caso, deberá anunciarse el importe del capital
suscrito y pagado cuando se dé publicidad al capital au-
torizado representado por las acciones emitidas y no
suscritas.

IV. La asamblea general ordinaria de accionistas acuer-
de expresamente, para cada ejercicio, el monto máximo
de recursos que podrá destinarse a la compra de accio-
nes propias o títulos de crédito que representen dichas
acciones, con la única limitante de que la sumatoria de
los recursos que puedan destinarse a ese fin, en ningún
caso exceda el saldo total de las utilidades netas de la
sociedad, incluyendo las retenidas.

V. La sociedad se encuentre al corriente en el pago de
las obligaciones derivadas de instrumentos de deuda
inscritos en el Registro.

VI. La adquisición y enajenación de las acciones o títu-
los de crédito que representen dichas acciones, en nin-
gún caso podrán dar lugar a que se excedan los porcen-
tajes referidos en el artículo 54 de esta Ley, ni a que se
incumplan los requisitos de mantenimiento del listado
de la bolsa de valores en que coticen los valores.

Las acciones propias y los títulos de crédito que represen-
ten dichas acciones que pertenezcan a la sociedad o, en su
caso, las acciones emitidas no suscritas que se conserven
en tesorería, podrán ser colocadas entre el público inver-
sionista sin que para tal caso se requiera resolución de
asamblea de accionistas o acuerdo del consejo de adminis-
tración. Para efectos de lo previsto en este párrafo, no será
aplicable lo dispuesto en el artículo 132 de la Ley General
de Sociedades Mercantiles.

En tanto las acciones pertenezcan a la sociedad, no podrán
ser representadas ni votadas en las asambleas de accionis-
tas, ni ejercitarse derechos sociales o económicos de tipo
alguno.



Las personas morales que sean controladas por una socie-
dad anónima bursátil no podrán adquirir, directa o indirec-
tamente, acciones representativas del capital social de la
sociedad anónima bursátil a la que se encuentren vincula-
das o títulos de crédito que representen dichas acciones. Se
exceptúan de la prohibición anterior las adquisiciones que
se realicen a través de sociedades de inversión.

Lo previsto en este artículo será igualmente aplicable a las
adquisiciones o enajenaciones que se realicen sobre instru-
mentos financieros derivados o títulos opcionales que ten-
gan como subyacente acciones representativas del capital
social de la sociedad, que sean liquidables en especie, en
cuyo caso no será aplicable a las adquisiciones o enajena-
ciones lo dispuesto en las fracciones I y II de este precepto
legal.

Las adquisiciones y enajenaciones a que se refiere este ar-
tículo, los informes que sobre dichas operaciones deban
presentarse a la asamblea de accionistas, las normas de re-
velación en la información y la forma y términos en que es-
tas operaciones sean dadas a conocer a la Comisión, a la
bolsa de valores y al público, estarán sujetos a las disposi-
ciones de carácter general que expida la propia Comisión.

Artículo 57.- Las personas relacionadas a una sociedad
anónima bursátil y las fiduciarias de fideicomisos que se
constituyan con el fin de establecer planes de opción de
compra de acciones para empleados y fondos de pensiones,
jubilaciones, primas de antigüedad y cualquier otro fondo
con fines semejantes, constituidos directa o indirectamen-
te, por alguna sociedad anónima bursátil, al operar las ac-
ciones o títulos de crédito que representen las acciones re-
presentativas del capital social de la sociedad con la que se
encuentran vinculadas, deberán ajustarse a lo establecido
en los artículos 366 y 367 de esta Ley.

Capítulo III
De las sociedades extranjeras 

y otras emisoras

Artículo 58.- Las sociedades extranjeras que soliciten la
inscripción de los valores representativos de su capital so-
cial en el Registro, deberán acreditar a la Comisión que
cuentan con derechos de minorías equivalentes o superio-
res a los exigidos para las sociedades anónimas bursátiles,
así como que sus órganos sociales mantienen una organi-
zación, funcionamiento, integración, funciones, responsa-
bilidades y controles internos al menos equivalentes a los
de dichas sociedades.

Artículo 59.- Las sociedades extranjeras que soliciten y, en
su caso, obtengan la inscripción en el Registro de valores
representativos de su capital social o títulos de crédito que
los representen, no estarán sujetas a lo previsto en los artí -
culos 23 a 57 de esta Ley.

Artículo 60.- El gobierno federal, los organismos autóno-
mos, las entidades federativas, los municipios y las empre-
sas de participación estatal mayoritaria, de orden federal,
estatal o municipal, en su carácter de emisoras, cuando reali-
cen actos en contravención de lo previsto en esta Ley res-
ponderán por los daños que, con motivo de su actividad
administrativa irregular, causen en los bienes o derechos de
los particulares, en términos de las leyes aplicables en ma-
teria de responsabilidad del Estado y, en su caso, de la le-
gislación común.

Título III
De los certificados bursátiles, títulos opcionales 

y otras disposiciones

Capítulo I
De los certificados bursátiles

Artículo 61.- Las personas morales, nacionales o extranje-
ras, que conforme a las disposiciones legales y reglamen-
tarias tengan la capacidad jurídica para suscribir títulos de
crédito, podrán emitir certificados bursátiles, ajustándose a
lo previsto en esta Ley.

Artículo 62.- Los certificados bursátiles son títulos de cré-
dito que representan la participación individual de sus te-
nedores en un crédito colectivo a cargo de personas mora-
les o de un patrimonio afecto en fideicomiso. Dichos
certificados podrán ser preferentes o subordinados o inclu-
so tener distinta prelación.

Artículo 63.- Los certificados bursátiles podrán emitirse
mediante fideicomiso irrevocable cuyo patrimonio afecto
podrá quedar constituido, en su caso, con el producto de los
recursos que se obtengan con motivo de su colocación. Los
certificados que al efecto se emitan al amparo de un fidei-
comiso deberán denominarse “certificados bursátiles fidu-
ciarios”. Asimismo, dichos títulos incorporarán y represen-
tarán alguno o algunos de los derechos siguientes:

I. El derecho a una parte del derecho de propiedad o de
la titularidad sobre bienes o derechos afectos en fidei-
comiso.
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II. El derecho a una parte de los frutos, rendimientos y,
en su caso, al valor residual de los bienes o derechos
afectos con ese propósito en fideicomiso.

III. El derecho a una parte del producto que resulte de la
venta de los bienes o derechos que formen el patrimonio
fideicomitido.

IV. El derecho de recibir el pago de capital y, en su ca-
so, intereses o cualquier otra cantidad.

Únicamente las instituciones de crédito y las casas de bol-
sa podrán actuar como fiduciarias en fideicomisos cuya fi-
nalidad sea la emisión de certificados bursátiles. Lo ante-
rior, con independencia de que dichas entidades financieras
emitan certificados bursátiles por cuenta propia.

Artículo 64.- Los certificados bursátiles deberán contener:

I. La mención de ser certificados bursátiles y títulos al
portador.

II. El lugar y fecha de emisión.

III. La denominación de la emisora y su objeto social.
Las entidades federativas y municipios únicamente es-
tarán obligados a señalar su denominación. Tratándose
de fideicomisos, adicionalmente deberá indicarse el fin
para el cual fueron constituidos.

IV. El importe de la emisión, número de certificados y,
cuando así se prevea, las series que la conforman, el va-
lor nominal de cada uno de ellos, así como la especifi-
cación del destino que haya de darse a los recursos que
se obtengan con motivo de la emisión.

V. El tipo de interés o rendimiento que, en su caso, de-
vengarán.

VI. En su caso, el plazo para el pago de capital y de los
intereses o rendimientos.

VII. Las condiciones y formas de amortización.

VIII. El lugar de pago.

IX. Las obligaciones de dar, hacer o no hacer de la emi-
sora y, en su caso, del garante o del avalista.

X. Las causas y condiciones de vencimiento anticipado,
en su caso.

XI. La especificación de las garantías que se constituyan
para la emisión, en su caso.

XII. El nombre y la firma autógrafa del representante o
apoderado de la persona moral, quien deberá contar con
facultades generales para actos de administración y pa-
ra suscribir títulos de crédito en los términos de las le-
yes aplicables, así como para actos de dominio cuando
se graven o afecten activos de la sociedad.

XIII. La firma autógrafa del representante común de los
tenedores, haciendo constar su aceptación y declaración
de haber comprobado la constitución y existencia de los
bienes objeto de las garantías de la emisión, así como
sus obligaciones y facultades.

La emisión de los certificados bursátiles podrá constar en
diferentes series, las cuales conferirán a sus tenedores los
derechos que se prevea para cada una de ellas.

Los certificados bursátiles podrán llevar cupones adheri -
dos para el pago de intereses y, en su caso, para las amor-
tizaciones parciales, los cuales podrán negociarse por se-
parado. Los títulos podrán amparar uno o más
certificados y se mantendrán depositados en alguna de las
instituciones para el depósito de valores reguladas en la
presente Ley.

Capítulo II
De los títulos opcionales

Artículo 65.- Las sociedades anónimas o personas morales
extranjeras similares a dichas sociedades, que conforme a
las disposiciones legales y reglamentarias tengan la capaci-
dad jurídica para suscribir títulos de crédito, podrán emitir
títulos opcionales ajustándose a lo previsto en esta Ley.

Las casas de bolsa y las instituciones de crédito podrán
emitir títulos opcionales referidos a un activo subyacente,
siempre que conforme a su objeto puedan operarlos.

Artículo 66.- Los títulos opcionales son títulos de crédito
que conferirán a sus tenedores derechos de compra o de
venta, a cambio del pago de una prima de emisión:

I. Tratándose de títulos opcionales de compra, el dere-
cho de adquirir del emisor del título un activo subya-
cente mediante el pago de un precio de ejercicio previa-
mente determinado durante un período o en una fecha
preestablecida.



II. Tratándose de títulos de venta, el derecho de vender
al emisor del título un activo subyacente a un precio de
ejercicio previamente determinado durante un período o
en una fecha preestablecida.

Los activos subyacentes sólo podrán ser acciones de socie-
dades anónimas inscritas en el Registro o títulos de crédito
que representen dichas acciones; grupos o canastas inte-
grados por acciones representativas del capital social o tí-
tulos de crédito que representen acciones de dos o más so-
ciedades de las mencionadas; acciones o títulos
equivalentes a éstas listados en el sistema internacional de
cotizaciones, así como índices de precios accionarios na-
cionales y extranjeros de mercados reconocidos por la Co-
misión.

La persona moral que emita los títulos podrá liberarse de su
obligación mediante el pago de las diferencias en efectivo
que resulten a su cargo entre el precio de ejercicio y el va-
lor de referencia, cuando así se hubiere estipulado.

Los títulos opcionales deberán emitirse con las denomina-
ciones correspondientes a prima de emisión y precio de
ejercicio, expresados en moneda nacional o porcentual-
mente, en relación con el precio de referencia del activo
subyacente.

Los títulos opcionales podrán emitirse adheridos a otros
valores, en cuyo caso podrán negociarse por separado a
partir de la fecha que se determine en el acta de emisión.

Artículo 67.- Los títulos opcionales deberán contener lo si-
guiente:

I. La mención de ser títulos opcionales, ya sea de com-
pra o de venta. Estos títulos podrán ser al portador.

II. El lugar y fecha de emisión.

III. La denominación social del emisor del título.

IV. Los datos de identificación del activo subyacente,
así como de las coberturas correspondientes.

V. El plazo de vigencia de los títulos opcionales, así co-
mo el período o fechas establecidos para el ejercicio del
derecho que éstos confieran.

VI. El número de los títulos opcionales, la prima de emi-
sión que debe cubrir el primer adquirente a la persona

que los emite, así como el número y tipo de activos sub-
yacentes que amparan los títulos opcionales. Tratándose
de activos subyacentes referidos a un índice, deberá ex-
presarse en términos monetarios o en unidades de in-
versión, identificando dicho subyacente y el procedi-
miento para calcularlo.

VII. El precio de ejercicio, así como la forma y el lugar
de liquidación. Tratándose de títulos opcionales liquida-
bles en efectivo, deberán señalarse las bases para deter-
minar el importe de su liquidación.

VIII. Las condiciones de circulación ante eventos ex-
traordinarios sobre los activos subyacentes y los títulos
opcionales, así como los procedimientos para el ejerci-
cio, liquidación y ajustes que, en su caso, resulten apli-
cables.

IX. El nombre y la firma autógrafa del representante o
apoderado de la persona que emite los títulos, quien de-
berá contar con facultades generales para actos de ad-
ministración y para suscribir títulos de crédito en los
términos de las leyes aplicables.

X. La firma autógrafa del representante común de los te-
nedores de títulos, haciendo constar su aceptación al
cargo, así como sus obligaciones y facultades.

Capítulo III
Otras disposiciones

Artículo 68.- Son aplicables, en lo conducente, a los certi-
ficados bursátiles y títulos opcionales, los artículos 81, 109
a 116, 130, 151 a 162, 164, 166 a 169, 174, segundo párra-
fo, 216, 217, fracciones VIII y X a XII, 218 a 221 y 223
a 227 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Cré-
dito.

La publicación de las convocatorias podrá realizarse en
cualquier periódico de amplia circulación nacional.

En la emisión de certificados de participación que se ins-
criban en el Registro, el dictamen, así como el peritaje o
avalúo a que se refiere el artículo 228-H de la Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito, podrá ser formulado
por instituciones de crédito o instituciones calificadoras de
valores.

Artículo 69.- Las emisoras de valores representativos de
una deuda a su cargo, que se coloquen en territorio nacional,
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deberán designar a un representante común de tenedores de
los mismos. En el acta de emisión o título correspondiente
deberán preverse los derechos y obligaciones del represen-
tante común, así como los términos y condiciones en que
podrá procederse a su remoción y a la designación de uno
nuevo. A falta de mención expresa, resultará aplicable su-
pletoriamente el régimen previsto en la Ley General de Tí-
tulos y Operaciones de Crédito con respecto al represen-
tante común de obligacionistas.

Lo previsto en el párrafo anterior no será aplicable a los va-
lores que se inscriban preventivamente conforme al artícu-
lo 93 de esta Ley.

Título IV
De la inscripción y oferta de valores

Capítulo I
Del Registro

Artículo 70.- El Registro será público, estará a cargo de la
Comisión y en él se inscribirán los valores objeto de ofer-
ta pública e intermediación en el mercado de valores, se-
gún corresponda.

Artículo 71.- El Registro contendrá los asientos y anota-
ciones registrales relativos a:

I. Los valores inscritos conforme a los artículos 85 y 90
de esta Ley.

II. Los valores inscritos de forma preventiva conforme a
los artículos 91 a 94 de esta Ley.

Asimismo, el Registro contendrá información relativa a la
oferta pública en el extranjero, de valores emitidos en los
Estados Unidos Mexicanos o por personas morales mexi-
canas, directamente o a través de fideicomisos o figuras si-
milares o equivalentes. Dicha información tendrá carácter
estadístico y no constituirá un asiento o anotación registral. 

Artículo 72.- El Registro se llevará mediante la asignación
de folios electrónicos por emisora en los que constarán los
asientos relativos a la inscripción, suspensión, cancelación
y demás actos de carácter registral, relativos a las emisoras
y a los valores inscritos.

Artículo 73.- Los folios del Registro constarán de tres par-
tes conforme a lo siguiente:

I. Información general de las emisoras.

II. Inscripciones de valores.

III. Toma de notas.

Artículo 74.- La parte del folio relativa a la información
general de las emisoras contendrá:

I. La matrícula de la emisora.

II. La denominación de la emisora.

III. El tipo o naturaleza de la emisora.

IV. Los datos generales de la emisora.

Artículo 75.- La parte del folio relativa a las inscripciones
de valores contendrá:

I. La matrícula de cada tipo de valor.

II. El tipo de los valores y sus características principa-
les.

III. Los datos del instrumento público o documento ba-
se de la emisión, en su caso.

IV. La denominación del intermediario colocador, en su
caso.

V. La fecha y monto colocado, precisando el tipo de
oferta realizada.

VI. Los datos del representante común, cuando corres-
ponda.

VII. Los datos del fiduciario y características principa-
les del contrato de fideicomiso, de ser el caso.

VIII. Los datos relativos al acto administrativo que con-
tenga la resolución sobre la inscripción y, en su caso, la
suspensión o cancelación de la misma.

IX. Los demás asientos registrales relativos a la inscrip-
ción.

Las modificaciones relativas al número, clase, serie, im-
porte, plazo o tasa y demás características de los valores,
así como el instrumento público y los documentos o las



actas en que consten las mismas, darán lugar a la actuali -
zación de la inscripción.

Artículo 76.- La parte del folio relativa a la toma de notas
contendrá cualquier anotación en el Registro respecto de
los actos societarios de la emisora que no dé lugar a una ac-
tualización de la inscripción.

En todo caso, se anotarán los datos del instrumento públi-
co, documento o acta base de la anotación.

Artículo 77.- El Registro tendrá un apéndice por cada fo-
lio que formará parte integrante de éste y contendrá los
prospectos de colocación, suplementos o folletos informa-
tivos originales y demás documentos que hayan servido de
base para llevar a cabo cada inscripción de valores, sus
modificaciones, suspensiones, cancelaciones y demás ac-
tos de carácter registral.

Artículo 78.- La Comisión podrá efectuar rectificaciones a
los registros y anotaciones por causas de error, ya sea de
oficio o a petición de parte interesada.

Los errores materiales deberán corregirse con un nuevo
asiento registral, sin eliminar del Registro el asiento que
contenga el error.

Artículo 79.- Las inscripciones en el Registro tendrán
efectos declarativos y no convalidan los actos jurídicos que
sean nulos de conformidad con las leyes aplicables, ni im-
plican certificación sobre la bondad de los valores inscritos
en el mismo o sobre la solvencia, liquidez o calidad credi-
ticia de la emisora.

Artículo 80.- La información estadística que conste en el
Registro relativa a la oferta pública en el extranjero, de va-
lores emitidos en los Estados Unidos Mexicanos o por per-
sonas morales mexicanas, directamente o a través de fidei-
comisos o figuras similares o equivalentes, contendrá la
denominación de la persona moral que emita los valores de
que se trate, el tipo de valores y sus características princi-
pales, la fecha y monto colocado y la denominación del in-
termediario colocador.

La información de que se trata deberá notificarse a la Co-
misión por parte del emisor, en cumplimiento de lo previs-
to en el artículo 7, segundo párrafo de esta Ley.

Artículo 81.- Las obligaciones que esta Ley impone a las
emisoras serán exigibles mientras la inscripción de los va-

lores inscritos en el Registro no haya sido cancelada por la
Comisión, con apego a lo dispuesto en el presente ordena-
miento legal.

La inscripción en el Registro surtirá efectos legales en el
momento en que los valores sean efectivamente colocados.
Tratándose de inscripciones de valores sin oferta pública,
éstas surtirán efectos en el mismo acto de su inscripción.

Los valores inscritos en el Registro tendrán aparejada eje-
cución, siendo aplicable lo previsto en el artículo 1391 del
Código de Comercio, aún en los casos en que la inscripción
en el Registro haya sido suspendida o cancelada.

Los valores inscritos en el Registro se tendrán por autori-
zados como objeto de inversión por parte de inversionistas
institucionales, cuando las leyes financieras que les resul-
ten aplicables establezcan como requisito, para tal efecto,
la autorización por parte de la Comisión. Sin perjuicio de
lo anterior, los inversionistas institucionales únicamente
podrán adquirir dichos valores, cuando su régimen de in-
versión lo prevea expresamente.

Artículo 82.- Las certificaciones, constancias y oficios so-
bre las inscripciones, suspensiones, cancelaciones y demás
actos de carácter registral que se lleven en la base de datos
contenida en los equipos y sistemas electrónicos del Regis-
tro, así como las impresiones obtenidas de dichos equipos
y sistemas, en las que conste el sello oficial de la Comisión
y la firma autógrafa del servidor público facultado para
ello, harán fe pública para todos los efectos legales que co-
rrespondan.

Capítulo II
De las ofertas públicas de valores

Artículo 83.- Las ofertas públicas de valores podrán ser:

I. De suscripción o de enajenación.

II. De adquisición.

Las ofertas públicas de valores a que se refiere esta Ley re-
querirán de la previa autorización de la Comisión.

Artículo 84.- Las operaciones que se lleven a cabo con
motivo de una oferta pública sobre valores listados en al-
guna bolsa de valores, deberán concertarse dentro de éstas.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2005553



Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2005 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados554

Sección I
De la inscripción y oferta de suscripción 

o de enajenación

Artículo 85.- Las personas morales que pretendan obte-
ner la inscripción de sus valores en el Registro, deberán
acompañar a la solicitud respectiva la documentación si-
guiente:

I. Instrumento público en el que conste su escritura
constitutiva, así como sus modificaciones.

II. Prospecto de colocación y, en su caso, suplemento in-
formativo, preliminares, sustituyéndose a más tardar el
día de inicio de la oferta por el definitivo que, en todo
caso, reúnan los requisitos a que se refiere el artículo 86
de esta Ley. Dichos documentos se difundirán y propor-
cionarán al público en general, de conformidad con las
disposiciones de carácter general que al efecto expida la
Comisión.

Las emisoras de valores representativos de un pasivo
con vencimiento igual o menor a un año, no estarán
obligadas a presentar el prospecto o suplemento citados.

III. Estados financieros anuales dictaminados de la per-
sona moral, o bien, en razón de la naturaleza de esta úl-
tima, la información de su situación financiera y resul-
tados de operación, elaborados, en cualquier caso,
conforme a principios de contabilidad emitidos o reco-
nocidos por la Comisión.

Los estados financieros y la información financiera a
que se refiere esta fracción, deberán estar acompañados
del dictamen emitido por el auditor externo designado
por la persona moral que proporcione los servicios pro-
fesionales de auditoría externa.

IV. Opinión legal emitida por licenciado en derecho ex-
terno independiente, que verse sobre los asuntos a que
se refiere el artículo 87, fracción II de esta Ley.

V. En el caso de instrumentos de deuda y títulos fidu-
ciarios residuales, calificación sobre el riesgo crediticio
de la emisión expedida por cuando menos una institu-
ción calificadora de valores. Se considerarán títulos fi-
duciarios residuales, aquéllos que únicamente otorguen
derechos al pago de principal e intereses con cargo al
patrimonio fideicomitido.

VI. Información del avalista o garante, tratándose de
instrumentos avalados o garantizados, así como de las
garantías, su constitución y forma de ejecución.

VII. Información adicional que en relación con las frac-
ciones anteriores, la Comisión determine mediante dis-
posiciones de carácter general.

Tratándose de títulos fiduciarios, la información a que se
refiere este artículo deberá proporcionarse respecto del
patrimonio fideicomitido. Cuando el cumplimiento de
las obligaciones en relación con los valores que se emi-
tan al amparo del fideicomiso dependa total o parcial-
mente del fideicomitente, del administrador del patrimo-
nio fideicomitido, del garante o avalista, o de cualquier
otro tercero, éstos deberán presentar la información que
la Comisión determine mediante disposiciones de carác-
ter general, en relación con los aspectos a que se refiere
este artículo.

La emisora y el intermediario colocador de la oferta no po-
drán ofrecer públicamente, promocionar, propalar o de
cualquier forma divulgar, las pretensiones de suscribir o
enajenar los valores de que se trate, hasta en tanto no se ha-
ya presentado a la Comisión y puesto a disposición del pú-
blico para su difusión, el prospecto de colocación prelimi-
nar y, en su caso, suplemento informativo, de conformidad
con lo establecido en la fracción II de este artículo.

Las entidades federativas; los municipios; los organismos
públicos descentralizados de orden federal, estatal o muni-
cipal; las sociedades nacionales de crédito; las fiduciarias
de fideicomisos al amparo de los cuales se emitan títulos de
crédito que representen acciones del capital social de dos o
más personas morales; las sociedades extranjeras, y las en-
tidades del exterior u organismos distintos de los mencio-
nados en el artículo 93, fracción IV de esta Ley, que solici-
ten la inscripción de sus valores o sean fideicomitentes en
fideicomisos que los emitan o aporten bienes y derechos a
los mismos para la emisión y autorización de oferta públi-
ca, integrarán a la solicitud respectiva la misma informa-
ción a que se refiere este artículo o, en su caso, aquella que
la sustituya o sea equivalente, de conformidad con las dis-
posiciones de carácter general que expida la Comisión.

Las personas morales extranjeras podrán solicitar la ins-
cripción en el Registro de valores representativos de capi-
tal, adeudos a su cargo o garantizados por ellas, emitidos
conforme a leyes nacionales o extranjeras.



Artículo 86.- Las emisoras que pretendan obtener la ins-
cripción de sus valores en el Registro, para realizar una
oferta pública, deberán elaborar un prospecto de coloca-
ción o suplemento informativo, preliminares y definitivos,
que acompañen a la solicitud de inscripción, incluyendo la
información relevante e incorporando los derechos y obli-
gaciones del oferente y de quienes, en su caso, acepten la
oferta.

El referido prospecto o suplemento deberá incluir, en todo
caso, la información siguiente, conforme a las disposicio-
nes de carácter general que al efecto expida la Comisión:

I. Las características de la oferta y de los valores objeto
de la misma, los derechos y obligaciones que corres-
pondan, el destino de los recursos y el plan de distribu-
ción entre el público. El prospecto definitivo deberá in-
cluir adicionalmente el precio o la tasa.

II. La situación financiera, administrativa, económica y
jurídica de la emisora, así como, en su caso, del grupo
empresarial al que pertenezca, en tanto sea relevante pa-
ra la misma.

III. La descripción y giro de la emisora, incluyendo la
situación que guarda ésta y, en su caso, el grupo empre-
sarial al que pertenezca, en el sector comercial, indus-
trial o de servicios en que participen, cuando sea rele-
vante, así como los factores de riesgo y contingencias a
que se encuentra expuesta.

IV. La integración del grupo empresarial al que, en su
caso, pertenezca.

V. La estructura del capital social precisando, en su ca-
so, las distintas series o clases accionarias y los dere-
chos inherentes a cada una de ellas, así como la distri -
bución de las acciones entre los accionistas, incluyendo
a la persona o grupo de personas que tengan el control o
una influencia significativa o ejerzan poder de mando
en la controladora del grupo empresarial.

VI. Las percepciones, de cualquier naturaleza, que la
emisora otorgue a individuos que conforme a esta Ley
tengan el carácter de personas relacionadas.

VII. Los convenios o programas en beneficio de los
miembros del consejo de administración, directivos re-
levantes o empleados de la emisora, que les permitan
participar en el capital social, describiendo sus derechos

y obligaciones, mecánica de distribución y determina-
ción de los precios.

VIII. Las operaciones relevantes celebradas con perso-
nas relacionadas, cuando menos correspondientes a los
últimos tres ejercicios sociales.

IX. Los comentarios y análisis de la administración so-
bre los resultados de operación y situación financiera de
la emisora, incluyendo sus perspectivas.

X. El dictamen y opinión a que hacen referencia las
fracciones III y IV del artículo 85 de esta Ley.

XI. Tratándose de entidades financieras que pretendan
obtener la inscripción de las acciones representativas de
su capital social o títulos de crédito que las representen
en el Registro, la descripción, en su caso, de las equiva-
lencias, semejanzas y diferencias que tiene el régimen
especial que les resulta aplicable conforme a las leyes
que regulan el sistema financiero que las rijan y dispo-
siciones secundarias que emanan de dichas leyes, en re-
lación con lo previsto para las sociedades anónimas bur-
sátiles, incluyendo los órganos sociales que darán
cumplimiento a las funciones que el presente ordena-
miento legal prevé para la asamblea de accionistas, el
consejo de administración, los comités que desempeñen
las funciones en materia de prácticas societarias y de au-
ditoría, y el director general, de las referidas sociedades
anónimas bursátiles. Lo anterior a efecto de acreditar el
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 22, fracción
IV de esta Ley.

XII. Las declaraciones bajo protesta de decir verdad y la
firma, por parte de las personas que deban suscribir el
prospecto y suplemento respectivo, en las que manifies-
ten expresamente que dentro del ámbito de su responsa-
bilidad, no tienen conocimiento de información relevan-
te que haya sido omitida, falseada o que induzca al error.

Las emisoras que obtengan la inscripción en el Registro de
sus valores, deberán incorporar de manera notoria en el
prospecto de colocación, suplemento o folleto informativo,
una leyenda en la que expresamente indiquen que la referi-
da inscripción no implica certificación sobre la bondad de
los valores, solvencia de la emisora o sobre la exactitud o
veracidad de la información contenida en el prospecto, ni
convalida los actos que, en su caso, hubieren sido realiza-
dos en contravención de las leyes.
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La Comisión podrá solicitar se amplíe, detalle, modifique
o complemente, la información que, a su juicio, deba in-
cluirse o anexarse al prospecto, suplemento o folleto infor-
mativo, cuando ello favorezca la calidad, claridad y el gra-
do de revelación de información al público. Asimismo, la
propia Comisión, mediante disposiciones de carácter gene-
ral, atendiendo a la naturaleza de la emisora y de la emi-
sión, podrá establecer requisitos adicionales o equivalentes
a los previstos en este artículo, así como excepciones al
mismo.

Artículo 87.- La elaboración del dictamen de auditoría ex-
terna y la opinión legal que las emisoras acompañen a su
escrito de solicitud para obtener la inscripción respectiva
en el Registro, deberán ajustarse a lo siguiente:

I. El dictamen de auditoría externa deberá ser elaborado
con base en normas y procedimientos de auditoría emi-
tidas o reconocidas por la Comisión y, en todo caso, de-
berá versar sobre:

a) La razonabilidad de la información financiera.

b) El apego a los principios de contabilidad aplica-
bles.

c) Los estados financieros elaborados por la emi-
sora.

II. La opinión legal expedida por licenciado en derecho
externo deberá versar, cuando menos, sobre los aspectos
siguientes:

a) La debida constitución y existencia legal de la
emisora.

b) El apego de los estatutos sociales a lo previsto por
esta Ley y por las disposiciones de carácter general
que de ella emanen, tratándose de sociedades anóni-
mas que pretendan inscribir las acciones representa-
tivas de su capital social o títulos de crédito que las
representen.

c) La validez jurídica de los acuerdos de los órganos
competentes, en su caso, que aprueben la emisión y
la oferta pública de los valores objeto de la inscrip-
ción.

d) La validez jurídica de los valores y su exigibili-
dad en contra de la emisora, así como de las faculta-

des de quienes los suscriban, al momento de la emi-
sión.

e) La debida constitución y exigibilidad de las ga-
rantías y las facultades de quien las otorga, así como
sobre el procedimiento establecido para su ejecu-
ción, tratándose de instrumentos avalados o garanti-
zados.

f) La validez jurídica y exigibilidad del contrato de
fideicomiso, así como de los actos jurídicos para la
transmisión de la propiedad o la titularidad sobre los
bienes o derechos fideicomitidos, tratándose de emi-
siones al amparo de fideicomisos.

g) Tratándose de títulos representativos del capital
social de sociedades extranjeras, sobre los aspectos
jurídicos relativos a las equivalencias en derechos de
minorías exigidos para las sociedades anónimas bur-
sátiles, así como en relación con la organización,
funcionamiento, integración, funciones y responsa-
bilidades de sus órganos sociales, igualmente res-
pecto de dichas sociedades.

h) Tratándose de entidades financieras, sobre los as-
pectos jurídicos relativos a las equivalencias, seme-
janzas y diferencias que tiene el régimen especial
que les resulta aplicable conforme a las leyes que re-
gulan el sistema financiero que las rijan y disposi-
ciones secundarias que emanan de dichas leyes, en
relación con los órganos sociales que darán cumpli-
miento a las funciones que el presente ordenamiento
legal prevé para la asamblea de accionistas, el con-
sejo de administración, los comités que desempeñen
las funciones en materia de prácticas societarias y de
auditoría y el director general de las sociedades anó-
nimas bursátiles.

Artículo 88.- El prospecto de colocación o suplemento in-
formativo elaborados con motivo de una oferta pública,
que se utilicen para difundir información respecto de valo-
res o emisoras al público en general, deberán contener le-
yendas relativas a la veracidad e integridad de la informa-
ción, ajustándose a las disposiciones de carácter general
que expida la Comisión y ser suscritas por las personas que
a continuación se mencionan:

I. Dos consejeros delegados, tratándose de acciones re-
presentativas del capital social de personas morales,
quienes deberán suscribir exclusivamente el prospecto



de colocación o suplemento informativo definitivos, va-
lidando la información contenida en los preliminares;
todo lo cual deberá estar aprobado por el propio conse-
jo de administración.

II. El director general y los titulares de las áreas de fi-
nanzas y jurídica, o sus equivalentes, de la emisora.

Tratándose de servidores públicos, al suscribir el pros-
pecto o suplemento lo harán de conformidad con la le-
gislación y disposiciones administrativas o reglamenta-
rias aplicables.

III. El representante legal, mandatario o apoderado del
intermediario colocador.

IV. El representante legal, mandatario o apoderado de la
persona moral que proporcione los servicios de audito-
ría externa y por el auditor externo, que podrán ser la
misma persona, respecto del dictamen y opiniones que
correspondan con motivo de la oferta pública.

V. El licenciado en derecho externo independiente que
rinda la opinión legal con motivo de la oferta pública.

Artículo 89.- Las emisoras que soliciten la inscripción de
sus valores en el Registro, con independencia del tipo de
valor de que se trate, deberán simultáneamente promover
el listado de éstos en alguna bolsa de valores y proporcio-
narle la misma información que entreguen a la Comisión,
para que se ponga a disposición del público, salvo en los
casos a que se refiere el artículo 93 de esta Ley.

La bolsa de valores entregará a la promovente, previa con-
clusión del trámite para el eventual listado de los valores,
una opinión que verse sobre el cumplimiento de los requi-
sitos previstos al efecto en su reglamento interior, inclu-
yendo la revelación de información contenida en el pros-
pecto de colocación, suplemento o folleto informativo
correspondiente. La promovente deberá entregar a la Co-
misión una copia de la citada opinión.

Sección II
De la inscripción sin oferta

Artículo 90.- Las emisoras que pretendan obtener la ins-
cripción de sus valores en el Registro, sin que al efecto me-
die oferta pública, deberán solicitarlo a la Comisión suje-
tándose, en lo conducente, a lo previsto en la Sección
anterior, en el entendido de que en sustitución del prospec-

to de colocación presentarán un folleto informativo, el cual
deberá incluir la información señalada en los artículos 86 a
89 de esta Ley, excepto por lo que se refiere a la oferta pú-
blica y al requisito señalado en el artículo 88, fracción III
del presente ordenamiento legal.

Las emisoras que pretendan obtener la inscripción al am-
paro del procedimiento previsto en este artículo, deberán
cumplir con los requisitos de listado en la bolsa de valores
correspondiente que les resulten aplicables.

Sección III
De la inscripción preventiva

Artículo 91.- Las sociedades anónimas podrán solicitar a
la Comisión la autorización de la inscripción preventiva de
las acciones representativas de su capital social en el Re-
gistro, conforme a la modalidad de listado previo, acompa-
ñando a su solicitud la documentación que determine la
Comisión mediante disposiciones de carácter general.

La inscripción preventiva conforme a la modalidad de lis-
tado previo tendrá por efecto permitir a la sociedad realizar
la oferta pública de las acciones objeto de dicho acto regis-
tral, dentro de un plazo que determinará la Comisión me-
diante disposiciones de carácter general, siempre y cuando
se encuentre al corriente en sus obligaciones de entrega de
información y al momento que pretenda efectuar la coloca-
ción respectiva, den cumplimiento a lo previsto en la Sec-
ción I de este Capítulo, así como a las demás disposiciones
legales y administrativas que resulten aplicables en la fecha
de la colocación.

Las bolsas de valores deberán proveer las medidas que se-
an conducentes al establecimiento del correlativo listado a
que se refiere este artículo.

Artículo 92.- Las personas morales podrán solicitar a la
Comisión la inscripción preventiva de valores representati-
vos de una deuda en el Registro, conforme a la modalidad
de programa de colocación.

La inscripción a que se refiere el párrafo anterior permitirá
la emisión y colocación de una o más series de valores, en
forma sucesiva, durante un plazo y por un monto máximo
en circulación determinado o a ser fijado, siempre y cuan-
do la emisora se encuentre al corriente en sus obligaciones
de entrega de información y al momento que pretenda efec-
tuar la colocación respectiva dé cumplimiento a lo previs-
to en la Sección I de este Capítulo, así como a las demás
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disposiciones legales y administrativas que resulten aplica-
bles en la fecha de la colocación.

En el evento de que la emisora no realice la primera colo-
cación de los valores al amparo del programa correspon-
diente, en un plazo que determinará la Comisión mediante
disposiciones de carácter general, contado a partir de la fe-
cha en que se otorgue la inscripción preventiva, la misma
caducará quedando sin efectos por ministerio de ley.

Una vez realizada la colocación correspondiente, la Comi-
sión procederá a efectuar la inscripción en el Registro.

Artículo 93.- La Comisión inscribirá en el Registro, previa
solicitud del interesado, en forma preventiva y conforme la
modalidad de genérica, valores de un mismo tipo o clase,
sean parte o no de un programa de colocación. Dicha ins-
cripción, tendrá efectos generales y permitirá a la emisora
llevar a cabo ilimitadamente emisiones de los valores obje-
to de dicho acto registral.

La citada Comisión sólo podrá otorgar la inscripción pre-
ventiva en su modalidad de genérica, cuando se trate de va-
lores emitidos por:

I. Los Estados Unidos Mexicanos, incluyendo los ga-
rantizados por éste.

II. El Banco de México.

III. El Instituto para la Protección al Ahorro Bancario.

IV. Los organismos financieros multilaterales de carác-
ter internacional de los que los Estados Unidos Mexica-
nos sea parte.

V. Las instituciones de crédito, tratándose de títulos de
deuda representativos de un pasivo a su cargo a plazos
iguales o menores a un año.

VI. Las sociedades de inversión en el caso de acciones
representativas de su capital social.

La Secretaría, mediante disposiciones de carácter general,
podrá determinar otros valores como susceptibles de ins-
cripción genérica en los términos de este artículo.

Las emisoras que obtengan la inscripción genérica no esta-
rán sujetas a lo previsto en los artículos 6, 85 a 89 y 104 a
107 de esta Ley. Asimismo, dichas emisoras no estarán

obligadas a listar los valores objeto de la citada inscripción
en alguna bolsa de valores, salvo que se trate de sociedades
de inversión en instrumentos de deuda, de renta variable y
especializadas de fondos para el retiro.

El presente artículo será aplicable a los valores a que se re-
fieren las fracciones I y II de este artículo, sean objeto de
oferta pública en el territorio nacional o en el extranjero, o
bien, objeto de oferta privada en cuyo caso no será aplica-
ble el artículo 90 de esta Ley.

Artículo 94.- Los organismos autónomos podrán solicitar
la inscripción de valores representativos de una deuda a su
cargo, en forma preventiva y conforme a la modalidad de
genérica, cuando de acuerdo con las leyes que los rijan les
permitan contratar deuda pública a su cargo. Lo anterior,
también será aplicable a la emisión de valores representati-
vos de deuda a cargo de países extranjeros y demás niveles
de gobierno que les correspondan.

Los organismos financieros multilaterales de carácter in-
ternacional de los que los Estados Unidos Mexicanos sea
parte, podrán solicitar la inscripción de valores representa-
tivos de una deuda a su cargo, en forma preventiva y en la
modalidad de genérica, siempre que conforme al tratado o
acuerdo que les dé origen puedan emitir dichos valores. Al
emitir dicho tipo de valores podrán hacerlo conforme a le-
yes extranjeras o nacionales.

Sección IV
De las ofertas públicas de adquisición

Artículo 95.- Las ofertas públicas de adquisición podrán
ser voluntarias o forzosas y estarán sujetas a lo previsto en
esta Ley y en las disposiciones de carácter general que al
efecto expida la Comisión.

Artículo 96.- Las personas que pretendan obtener la auto-
rización de la Comisión para realizar una oferta pública de
adquisición voluntaria o forzosa, deberán integrar a la soli-
citud respectiva la documentación siguiente:

I. Folleto informativo que contenga la información que
establezca la Comisión mediante disposiciones de ca-
rácter general. Dicho folleto, podrá omitir la informa-
ción relativa al precio y monto definitivos, así como
aquélla que sólo sea posible conocer hasta el día previo
al inicio de la oferta pública de compra.

II. En su caso:



a) Instrumento público o copia certificada que con-
tenga el poder general o especial del representante
legal o apoderado del oferente. Adicionalmente, tra-
tándose de personas morales, constancia suscrita por
el secretario del consejo de administración o su
equivalente, que autentifique que el representante le-
gal o apoderado cuenta con las facultades necesarias
y suficientes para realizar la oferta y que las mismas
no le han sido revocadas, modificadas o limitadas a
la fecha de presentación de la solicitud.

b) Copia autentificada por el secretario del consejo
de administración del acta de asamblea de accionis-
tas o del acuerdo del consejo de administración del
oferente, que determine llevar a cabo la oferta públi-
ca de adquisición, o de los órganos sociales equiva-
lentes.

c) Copia de los convenios previos con otros adqui-
rentes, accionistas o consejeros de la emisora de los
valores objeto de la oferta, relacionados con dicha
oferta. En caso de que los convenios sean verbales,
deberán manifestarse las principales características
de los mismos.

III. La demás documentación e información que la Co-
misión, en relación con lo señalado en las fracciones an-
teriores, requiera mediante disposiciones de carácter ge-
neral.

Apartado A
De las ofertas públicas de adquisición 

voluntaria

Artículo 97.- Las ofertas públicas de adquisición volunta-
ria deberán ajustarse a los términos y condiciones siguien-
tes:

I. El plazo mínimo de la oferta será de veinte días hábi-
les.

II. La asignación de la oferta deberá ser a prorrata, sin
importar el momento de la aceptación dentro del plazo
de la oferta.

III. La oferta y sus características podrán modificarse en
cualquier momento anterior a su conclusión, siempre
que impliquen un trato más favorable para los destina-
tarios de la misma o así se establezca en el folleto co-
rrespondiente. En el evento de que las modificaciones

sean relevantes a juicio de la Comisión, deberá ampliar-
se el plazo de la oferta por un periodo que no podrá ser
inferior a cinco días hábiles. En todo caso, deberán in-
formarse al público las modificaciones a través de los
mismos medios por los que se realizó la oferta. Las per-
sonas que hayan aceptado la oferta tendrán el derecho
de declinar su aceptación en caso de modificaciones re-
levantes, sin que implique penalidad alguna.

El oferente y, en su caso, las personas que formen parte del
grupo de personas o empresarial al que pertenezca, no po-
drán, directa o indirectamente, celebrar operaciones con
los valores objeto de la oferta, fuera de ésta, desde el mo-
mento en que hayan acordado o decidido llevarla a cabo y
hasta su conclusión.

Apartado B
De las ofertas públicas forzosas 

de adquisición

Artículo 98.- La persona o grupo de personas que preten-
dan adquirir o alcanzar por cualquier medio, directa o indi-
rectamente, la titularidad del treinta por ciento o más de ac-
ciones ordinarias de una sociedad anónima, inscritas en el
Registro, dentro o fuera de alguna bolsa de valores, me-
diante una o varias operaciones de cualquier naturaleza, si-
multáneas o sucesivas, estarán obligadas a realizar la ad-
quisición mediante oferta pública ajustándose a lo
establecido en el artículo 97 de esta Ley y conforme a las
características siguientes:

I. La oferta se hará extensiva a las distintas series de ac-
ciones de la sociedad, inclusive a aquéllas de voto limi-
tado, restringido o sin derecho a voto.

II. La contraprestación ofrecida deberá ser la misma,
con independencia de la clase o tipo de acción. Sin per-
juicio de lo anterior, el oferente deberá revelar, en su ca-
so, los compromisos asumidos o convenios de hacer o
no hacer celebrados en términos de lo establecido en el
artículo 100 de esta Ley, ya sea con la sociedad o con los
titulares de los valores que pretende adquirir.

III. La oferta se realizará:

a) Por el porcentaje del capital social de la sociedad
equivalente a la proporción de acciones ordinarias
que se pretenda adquirir en relación con el total de
éstas o por el diez por ciento de dicho capital, lo
que resulte mayor, siempre que el oferente limite su
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tenencia final con motivo de la oferta a un porcenta-
je que no implique obtener el control de la sociedad.

b) Por el cien por ciento del capital social cuando el
oferente pretenda obtener el control de la sociedad.

IV. La oferta señalará el número máximo de acciones a
las que se extiende y, en su caso, el número mínimo a
cuya adquisición se condicione. En el evento de que la
oferta de que se trate resulte en la adquisición del cien
por ciento del capital social de la sociedad, se estará a lo
dispuesto en el artículo 89, fracción I de la Ley General
de Sociedades Mercantiles.

La adquisición de valores convertibles en acciones ordina-
rias o títulos de crédito que las representen, así como de tí-
tulos opcionales o de instrumentos financieros derivados
liquidables en especie que tengan como subyacente dichas
acciones o títulos de crédito, computarán para efectos del
cálculo del porcentaje a que se refiere el primer párrafo de
este artículo.

Artículo 99.- La Comisión podrá autorizar la realización
de ofertas públicas de adquisición por porcentajes menores
al señalado en la fracción III, inciso b) del artículo 98 de
esta Ley, cuando así se justifique, tomando en considera-
ción los derechos de todos los accionistas y en especial el
de los minoritarios y siempre que la solicitud de autoriza-
ción se acompañe del acta en la que conste la aprobación
del consejo de administración de la sociedad, previa opi-
nión favorable del comité que desempeñe funciones en ma-
teria de prácticas societarias.

Artículo 100.- El oferente de una oferta pública forzosa de
adquisición no podrá, por sí o a través de interpósita per-
sona, pagar, entregar o proporcionar cualquier prestación
que implique un premio o sobreprecio al importe de la
oferta, en favor de una persona o grupo de personas vincu-
ladas al destinatario de la oferta.

No quedará incluido en la limitación antes señalada el pa-
go de contraprestaciones derivadas de la celebración de
convenios vinculados con la oferta que impongan a una
persona obligaciones de hacer o no hacer en beneficio del
oferente o de la sociedad, siempre que dichos convenios
hubieren sido aprobados por el consejo de administración
de la sociedad, escuchando la opinión del comité que rea-
lice las funciones en materia de prácticas societarias, así
como que los mismos se hubieren revelado previamente al
público.

El oferente deberá declarar en el folleto de la oferta, bajo
protesta de decir verdad, la inexistencia de pagos distintos
al importe de la contraprestación objeto de la oferta.

Artículo 101.- La sociedad anónima y las personas mora-
les que ésta controle, así como los miembros del consejo de
administración y directivos relevantes de aquélla, deberán
abstenerse de realizar actos u operaciones en perjuicio de
la sociedad que tengan por objeto obstaculizar el desarro-
llo de la oferta, desde el momento en que sea de su cono-
cimiento y hasta la conclusión del período de la misma, sin
perjuicio de la aplicación de las estipulaciones que se con-
tengan en las cláusulas a que se refiere el artículo 48 de es-
ta Ley.

Los miembros del consejo de administración de la socie-
dad anónima deberán a más tardar al décimo día hábil
posterior al inicio de la oferta pública, elaborar, escu-
chando al comité que desempeñe las funciones en materia
de prácticas societarias, y dar a conocer al público inver-
sionista a través de la bolsa en que coticen los valores de
la sociedad y en los términos y condiciones que dicha bol-
sa establezca, su opinión respecto del precio de la oferta
y los conflictos de interés que, en su caso, tenga cada uno
de sus miembros respecto de la oferta. La opinión del
consejo de administración podrá estar acompañada de
otra emitida por un experto independiente que contrate la
sociedad.

Asimismo, los miembros del consejo de administración y
el director general de la sociedad de que se trate, deberán
revelar al público, junto con la opinión a que se refiere el
párrafo anterior, la decisión que tomarán respecto de los
valores de su propiedad.

La Comisión podrá requerir al oferente que amplíe el pla-
zo de una oferta pública de adquisición, o bien, reducir el
plazo dentro del cual los miembros del consejo de admi-
nistración de la sociedad anónima bursátil den a conocer al
público inversionista las opiniones a que se refieren el se-
gundo y tercer párrafos de este artículo, cuando a su juicio
dichos actos contribuyan a la toma de decisiones de inver-
sión.

Artículo 102.- La persona o grupo de personas que hayan
realizado la oferta pública a que se refiere el artículo 98 de
esta Ley respecto de una sociedad anónima que a su vez
sea tenedora o propietaria del treinta por ciento o más de
las acciones ordinarias de otra sociedad anónima cuyas ac-
ciones representativas del capital social o títulos de crédito



que las representen se encuentren inscritas en el Registro,
no estarán obligadas a llevar a cabo oferta pública forzosa
de adquisición respecto del capital social de esta última so-
ciedad, siempre que la misma represente menos del cin-
cuenta por ciento de los activos consolidados de la socie-
dad anónima sobre la cual se llevó a cabo la oferta.

Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá exceptuar
de la obligación de realizar una oferta pública forzosa de
adquisición, en los siguientes casos:

I. Adquisiciones a precio de mercado que resulten de
una redistribución de acciones ordinarias entre integran-
tes de un mismo grupo de personas, prevalezca o no es-
te último, siempre que los adquirentes hayan sido accio-
nistas por más de cinco años de la sociedad y el grupo
de personas que mantenga el control como resultado de
la adquisición, haya tenido durante dicho plazo un por-
centaje relevante del capital social.

II. Reducciones de capital social en las que la participa-
ción de la persona o grupo de personas de que se trate,
resulte en un treinta por ciento o más del total de accio-
nes ordinarias.

III. Se encuentre en riesgo la viabilidad de la sociedad
como negocio en marcha y se adquieran las acciones or-
dinarias como consecuencia de aumentos de capital o de
reestructuraciones societarias tales como fusiones, esci-
siones, compra y venta de activos y capitalización de
pasivos, siempre que se cuente con la opinión favorable
del consejo de administración, previo acuerdo del comi-
té que desempeñe funciones en materia de prácticas so-
cietarias.

IV. Ejecución y adjudicación, judicial o extrajudicial,
de garantías sobre acciones, derivada de un adeudo cu-
ya garantía se encuentre constituida a favor de entida-
des financieras, incluyendo cuando actúen como fidu-
ciarias.

V. Adquisiciones obtenidas por herencia, legado o do-
nación a título gratuito, del cónyuge, la concubina o el
concubinario, así como de personas con las que tengan
parentesco por consanguinidad, afinidad o civil, hasta el
cuarto grado.

VI. Operaciones que sean consistentes con la protección
de los intereses de los accionistas minoritarios de la so-
ciedad. La autorización a que se refiere esta fracción se-

rá otorgada por la Comisión, previo acuerdo de su Jun-
ta de Gobierno.

Artículo 103.- La persona o grupo de personas que estan-
do obligadas a realizar una oferta pública de adquisición no
la efectúen o que obtengan el control de una sociedad en
contravención de lo previsto en el artículo 98 de esta Ley,
no podrán ejercer los derechos societarios derivados de las
acciones o títulos de crédito adquiridos en contravención
de dicho precepto, ni de aquéllas que en lo sucesivo obten-
gan cuando se encuentren en el supuesto de incumplimien-
to, siendo nulos los acuerdos tomados en consecuencia. En
el evento de que la adquisición haya representado la totali-
dad de las acciones ordinarias, los tenedores de las demás
series accionarias tendrán plenos derechos de voto hasta en
tanto no se lleve a cabo la oferta correspondiente.

Las adquisiciones que contravengan lo previsto en el cita-
do artículo 98, estarán afectadas de nulidad relativa y la
persona o grupo de personas que las lleven a cabo respon-
derán frente a los demás accionistas de los daños y perjui-
cios que ocasionen con motivo del incumplimiento a las
obligaciones señaladas en esta Ley.

Capítulo III
De las obligaciones de las emisoras

Artículo 104.- Las emisoras con valores inscritos en el
Registro estarán obligadas a presentar a la Comisión y a la
bolsa en la que listen sus valores, información relevante
para su difusión inmediata al público en general a través de
esta última, mediante los reportes que a continuación se in-
dican:

I. Reportes continuos relativos a los actos societarios,
acuerdos adoptados por los órganos sociales y avisos
que con motivo de lo anterior deban darse, en cumpli-
miento de estipulaciones sociales o de las disposiciones
aplicables.

II. Reportes trimestrales que comprendan los estados fi-
nancieros, así como los comentarios y análisis de la ad-
ministración sobre los resultados de operación y situa-
ción financiera de la emisora.

Los reportes a que se refiere esta fracción, deberán estar
suscritos en los términos establecidos en el artículo 88,
fracción II, de esta Ley.

III. Reportes anuales que comprendan:
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a) Los estados financieros anuales o sus equivalen-
tes, en función de la naturaleza de la emisora, acom-
pañados del dictamen de auditoría externa, así como
de un informe que reúna los requisitos a que se re-
fiere el artículo 86, fracciones II a IX, XI y XII, de
esta Ley.

Los reportes y el dictamen del auditor externo refe-
ridos en esta fracción, deberán cumplir, según co-
rresponda, con los requisitos previstos en los artícu-
los 87, fracción I, y 88, fracciones II y IV, de esta
Ley.

Cuando el informe a que se refiere esta fracción se
presente a la aprobación de la asamblea de accionis-
tas que se celebre con motivo del cierre del ejercicio
social, podrá utilizarse en sustitución de aquél al que
se refiere el artículo 172 de la Ley General de So-
ciedades Mercantiles, siempre que dicho informe
contenga la información a que hace referencia la
fracción IV del artículo 28 de esta Ley.

b) Lo establecido en el artículo 43 de esta Ley, en re-
lación con las actividades de los comités que desem-
peñen las funciones en materia de prácticas societa-
rias y de auditoría.

IV. Reportes sobre reestructuraciones societarias tales
como fusiones, escisiones, adquisiciones o ventas de ac-
tivos que apruebe la asamblea de accionistas o el conse-
jo de administración de la emisora.

Los reportes a que se refiere esta fracción, deberán estar
suscritos en los términos establecidos en el artículo 88,
fracción I, de esta Ley y, en su caso, en la fracción IV de
dicho precepto legal, cuando se requiera la opinión de
un auditor externo.

V. Reportes sobre eventos relevantes, ajustándose a lo
establecido en el artículo 105 de esta Ley.

VI. Reportes sobre las políticas y operaciones a que se
refiere el artículo 28, fracción III, de esta Ley.

VII. Los demás que contengan la información y docu-
mentación que determine la Comisión, mediante dispo-
siciones de carácter general.

Los estados financieros de las emisoras deberán elaborarse
conforme a principios de contabilidad emitidos o reconoci-

dos por la Comisión. Las sociedades anónimas cuyas ac-
ciones representativas del capital social o títulos de crédito
que las representen se encuentren inscritas en el Registro,
estarán exceptuadas del requisito de publicar sus estados
financieros, conforme lo establece el artículo 177 de la Ley
General de Sociedades Mercantiles.

Tratándose de títulos fiduciarios, la información a que se
refiere este artículo deberá proporcionarse respecto del pa-
trimonio fideicomitido. Cuando el cumplimiento de las
obligaciones en relación con los valores que se emitan al
amparo del fideicomiso dependa total o parcialmente del
fideicomitente, del administrador del patrimonio fideico-
mitido, del garante o avalista o de cualquier otro tercero,
éstos deberán presentar la información que la Comisión de-
termine mediante disposiciones de carácter general, en re-
lación con los aspectos a que se refiere este artículo.

Las entidades federativas; los municipios; los organismos
descentralizados de orden federal, estatal o municipal; las
sociedades nacionales de crédito; las fiduciarias de fideico-
misos al amparo de los cuales se emitan títulos de crédito
que representen acciones del capital social de dos o más
personas morales; las sociedades extranjeras, y las entida-
des del exterior u organismos distintos de los mencionados
en el artículo 93, fracción IV, de esta Ley, presentarán la
misma información a que se refiere este artículo o, en su
caso, aquélla que la sustituya o sea equivalente, de confor-
midad con las disposiciones de carácter general que expida
la Comisión.

La Comisión expedirá las disposiciones de carácter general
que establezcan los requisitos, términos y condiciones con
que deberá cumplir la información a que se refiere este ar-
tículo.

Artículo 105.- Las emisoras estarán obligadas a revelar a
través de la bolsa en la que se listen sus valores, para su di-
fusión inmediata al público y en los términos y condiciones
que ésta establezca, los eventos relevantes en el momento
en que tengan conocimiento de los mismos y únicamente
podrán diferir su divulgación cuando se cumplan las con-
diciones siguientes:

I. No se trate de actos, hechos o acontecimientos consu-
mados.

II. No exista información en medios masivos de comu-
nicación.



III. No existan movimientos inusitados en el precio o
volumen de operación de los valores, considerándose
por dichos movimientos a cualquier cambio en la ofer-
ta o demanda de los valores o en su precio, que no sea
consistente con su comportamiento histórico y no pue-
da explicarse con la información disponible en el pú-
blico.

Al revelar los eventos relevantes en términos de lo estable-
cido en el primer párrafo de este artículo, las emisoras es-
tarán obligadas a difundir al público toda la información
relevante en relación con los citados eventos.

Las emisoras que pretendan diferir la revelación de un
evento relevante en los términos de este artículo, deberán
adoptar las medidas necesarias para garantizar que la in-
formación relativa sea conocida exclusivamente por las
personas que sea indispensable que accedan a ella y llevar
un control con el nombre de las personas que hayan tenido
acceso al evento de que se trate, la información y docu-
mentos que hubieren conocido y la fecha y hora en que ta-
les circunstancias hayan acontecido.

Artículo 106.- Las emisoras con valores inscritos en el Re-
gistro estarán obligadas a informar en forma inmediata al
público inversionista, a solicitud de la Comisión o de la
bolsa en la que listen sus valores, ajustándose a los térmi-
nos y condiciones previstos en el reglamento interior de és-
ta, las causas que a su juicio hayan dado origen a cualquie-
ra de los eventos siguientes:

I. Movimientos inusitados en el mercado relativos al
precio o volumen de operación de sus valores.

II. Cambios en la oferta o demanda de sus valores o en
su precio, que no sean consistentes con su comporta-
miento histórico y no puedan explicarse con la informa-
ción disponible en el público.

Asimismo, a solicitud de la Comisión o de la bolsa de va-
lores, las emisoras deberán proporcionar información adi-
cional cuando la existente en el mercado sea insuficiente,
imprecisa o confusa, o bien, para rectificar, ratificar, negar
o ampliar algún evento que hubiere sido divulgado por ter-
ceros entre el público y que por su interpretación pueda
afectar o influir en la cotización de los valores de la emi-
sora.

En el evento de que las emisoras desconozcan las causas
que hayan dado origen a los supuestos a que se refiere es-

te artículo, deberán formular una declaración en ese sen-
tido.

Capítulo IV
De la suspensión de la inscripción 

de valores en el Registro

Artículo 107.- La Comisión podrá decretar, como medida
precautoria, la suspensión de la inscripción de los valores
de una emisora en el Registro, por un plazo no mayor a se-
senta días hábiles, a efecto de evitar que se produzcan o
cuando existan condiciones desordenadas u operaciones no
conformes a los usos y sanas prácticas de mercado o en
aquellos casos en que las emisoras de los valores corres-
pondientes:

I. Incumplan las obligaciones que les imponen los artí -
culos 104 a 106 de esta Ley.

II. No sigan políticas respecto de su actividad y partici-
pación en el mercado de valores, congruentes con los in-
tereses de sus accionistas. La Comisión podrá expedir
disposiciones de carácter general en las que se contem-
plen los aspectos mínimos que deberán observar las
emisoras en relación con las políticas mencionadas.

III. Lleven a cabo actos u operaciones contrarios a esta
Ley o a los usos y sanas prácticas del mercado de valo-
res.

IV. Inicie el procedimiento de cancelación a que se re-
fiere el artículo 108 de esta Ley.

Para que la suspensión antes mencionada continúe por un
plazo mayor, la Comisión deberá otorgar derecho de au-
diencia a la emisora de que se trate.

La suspensión de la inscripción en el Registro tendrá por
efecto la suspensión de la cotización de los valores listados
en bolsa y no libera a la emisora de dar cumplimiento a lo
previsto en esta Ley.

Capítulo V
De la cancelación de la inscripción 

de valores en el Registro

Artículo 108.- La Comisión podrá cancelar la inscripción
de valores en el Registro, en cualquiera de los supuestos
que se establecen a continuación, siempre que a su juicio se
demuestre que han quedado salvaguardados los intereses
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del público inversionista y adicionalmente se cumplan los
requisitos previstos en este artículo:

I. Tratándose de sociedades anónimas cuyas acciones
representativas del capital social o títulos de crédito que
las representen se encuentren inscritos en el Registro,
cuando cometan infracciones graves o reiteradas a esta
Ley, o bien, cuando sus valores no satisfagan los requi-
sitos de mantenimiento de listado en bolsa, en cuyos su-
puestos la sociedad de que se trate estará obligada, pre-
vio requerimiento de la Comisión, a realizar una oferta
pública en un plazo máximo de ciento ochenta días na-
turales, contado a partir de que surta efectos tal requeri-
miento, siendo aplicable lo previsto en los artículos 96,
97, 98, fracciones I y II, y 101, párrafo primero, de esta
Ley, así como las reglas siguientes:

a) La oferta deberá dirigirse exclusivamente a los
accionistas o a los tenedores de los títulos de crédi-
to que representen las acciones de la emisora, que no
formen parte, al momento del requerimiento de la
Comisión, del grupo de personas que tenga el con-
trol de la sociedad.

b) La oferta deberá realizarse cuando menos al pre-
cio que resulte mayor entre el valor de cotización y
el valor contable de las acciones o títulos de crédito
que representen dichas acciones, de acuerdo, en este
segundo caso, al último reporte trimestral presenta-
do a la Comisión y a la bolsa antes del inicio de la
oferta, ajustado cuando dicho valor se haya modifi -
cado de conformidad con criterios aplicables a la de-
terminación de información relevante, en cuyo su-
puesto, deberá considerarse la información
financiera más reciente con que cuente la sociedad y
presentarse una certificación de un directivo faculta-
do de la emisora respecto de la determinación del
valor contable.

El valor de cotización en bolsa será el precio prome-
dio ponderado por volumen de las operaciones que
se hayan efectuado durante los últimos treinta días
en que se hubieran negociado las acciones o títulos
de crédito que representen dichas acciones, previos
al inicio de la oferta, durante un periodo que no po-
drá ser superior a seis meses. En caso de que el nú-
mero de días en que se hayan negociado las acciones
o títulos de crédito mencionados, durante el periodo
señalado, sea inferior a treinta, se tomarán los días
que efectivamente se hubieren negociado. Cuando

no hubiere habido negociaciones en dicho periodo,
se tomará el valor contable.

En el evento de que la sociedad cuente con más de
una serie accionaria listada, el promedio a que hace
referencia el párrafo anterior deberá realizarse por
cada una de las series que se pretenda cancelar, de-
biendo tomarse como valor de cotización para la
oferta pública de todas las series, el promedio que
resulte mayor.

c) La sociedad obligada a realizar la oferta, deberá
afectar en fideicomiso por un periodo mínimo de
seis meses, contado a partir de la fecha de cancela-
ción, los recursos necesarios para adquirir al mismo
precio de la oferta los valores de los inversionistas
que no hubieren acudido a la misma.

La persona o grupo de personas que tengan el control de
la sociedad al momento en que la Comisión haga el re-
querimiento señalado en el primer párrafo de esta frac-
ción, serán subsidiariamente responsables con la socie-
dad del cumplimiento de lo previsto en esta fracción.

La Comisión podrá ordenar, a costa de la sociedad, que
se practique una valuación por un experto independien-
te con la finalidad de determinar el precio de la oferta,
cuando lo considere indispensable para la protección de
los intereses del público inversionista.

Las sociedades anónimas a las que se les hubiere cance-
lado la inscripción en el Registro de las acciones repre-
sentativas de su capital social o títulos de crédito que las
representen, no podrán colocar nuevamente valores en-
tre el público inversionista hasta que transcurra un año
contado a partir de la cancelación correspondiente.

II. Lo solicite la emisora, previo acuerdo de su asamblea
general extraordinaria de accionistas y con el voto favo-
rable de los titulares de acciones con o sin derecho a vo-
to, que representen el noventa y cinco por ciento del ca-
pital social.

Una vez obtenido el referido acuerdo de asamblea, debe-
rá llevarse a cabo una oferta pública de adquisición con-
forme a lo establecido en la fracción I de este artículo.

Para efectos de evaluar la procedencia de la cancelación
de los valores en el Registro, la Comisión considerará
los siguientes aspectos:



a) El número de inversionistas que hubieren acudido
a la oferta.

b) El porcentaje del capital propiedad de tales inver-
sionistas.

c) Las características de los inversionistas que no
acudieron a la oferta y, en caso de conocerlas, las
circunstancias por las que se abstuvieron de aceptar
la oferta.

Asimismo, la Comisión podrá establecer mediante dis-
posiciones de carácter general, excepciones a la obliga-
ción de llevar a cabo la oferta pública antes menciona-
da, cuando en virtud del reducido número de títulos
colocados entre el público inversionista y su importe así
se justifique, pero en todo caso deberá constituirse el fi-
deicomiso a que hace referencia el inciso c) de la frac-
ción I de este artículo.

III. Tratándose de instrumentos de deuda, se acredite a
la Comisión estar al corriente en el pago de sus obliga-
ciones derivadas de los títulos o, en su caso, el acuerdo
de la asamblea de tenedores que determine la cancela-
ción registral.

El consejo de administración de las sociedades anónimas
que realicen una oferta pública en los términos de este ar-
tículo, deberá dar a conocer su opinión al público sobre el
precio de la oferta, ajustándose a lo previsto en el artículo
101 de esta Ley.

Las sociedades anónimas a las que se les hubiere cancela-
do la inscripción de las acciones representativas de su ca-
pital social o títulos de crédito que las representen en el Re-
gistro, dejarán de tener el carácter de bursátiles, quedando
sujetas por ministerio de ley al régimen previsto en la Ley
General de Sociedades Mercantiles para las sociedades
anónimas, o bien, a lo establecido en el presente ordena-
miento legal en el supuesto de que adopten la modalidad de
sociedad anónima promotora de inversión.

La Comisión podrá autorizar el uso de una base distinta pa-
ra la determinación del precio de la oferta, atendiendo a la
situación financiera y perspectivas de la sociedad de que se
trate, siempre que se cuente con la aprobación del consejo
de administración de dicha sociedad, previa opinión del co-
mité que desempeñe funciones en materia de prácticas so-
cietarias, en la que se contengan los motivos por los cuales

se estima justificado establecer un precio distinto, respal-
dada del informe de un experto independiente.

Título V
De las adquisiciones de valores 

objeto de revelación

Artículo 109.- La persona o grupo de personas que ad-
quieran, directa o indirectamente, dentro o fuera de alguna
bolsa de valores, mediante una o varias operaciones de
cualquier naturaleza, simultáneas o sucesivas, acciones or-
dinarias de una sociedad anónima, inscritas en el Registro,
que tenga como resultado una tenencia accionaria igual o
mayor al diez y menor al treinta por ciento de dichas ac-
ciones, estarán obligadas a informar al público de tal cir-
cunstancia, a más tardar el día hábil siguiente a que tenga
lugar dicho acontecimiento, a través de la bolsa de valores
correspondiente y ajustándose a los términos y condiciones
que ésta establezca. Tratándose de grupos de personas, de-
berán revelar las tenencias individuales de cada uno de los
integrantes de dicho grupo.

Asimismo, la persona o grupo de personas antes mencio-
nadas, deberán informar su intención o no de adquirir una
influencia significativa en la sociedad de que se trate, en
términos del párrafo anterior.

Artículo 110.- Las personas relacionadas a una sociedad
anónima cuyas acciones representativas del capital social
se encuentren inscritas en el Registro, que directa o indi-
rectamente incrementen o disminuyan en un cinco por
ciento su participación en dicho capital, mediante una o va-
rias operaciones, simultáneas o sucesivas, estarán obliga-
das a informar al público de tal circunstancia, a más tardar
el día hábil siguiente a que dicho acontecimiento tenga lu-
gar, a través de la bolsa de valores correspondiente y ajus-
tándose a los términos y condiciones que ésta establezca.

Asimismo, deberán expresar su intención o no de adquirir
una influencia significativa o de aumentarla, en términos
del párrafo anterior.

Artículo 111.- La persona o grupo de personas que directa
o indirectamente tengan el diez por ciento o más de las ac-
ciones representativas del capital social de sociedades anó-
nimas, inscritas en el Registro, así como los miembros del
consejo de administración y directivos relevantes de dichas
sociedades, deberán informar a la Comisión y, en los ca-
sos que ésta establezca mediante disposiciones de carácter
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general, al público, las adquisiciones o enajenaciones que
efectúen con dichos valores, dentro de los plazos que seña-
le la propia Comisión en las citadas disposiciones.

Artículo 112.- La adquisición de los valores convertibles
en acciones ordinarias; de títulos de crédito que las repre-
senten, y de títulos opcionales o instrumentos financieros
derivados liquidables en especie, que tengan como subya-
cente dichas acciones o títulos de crédito, computará para
efectos del cálculo de los porcentajes a que se refieren los
artículos 109 a 111 de esta Ley.

Las operaciones que se realicen sobre acciones representa-
tivas del capital social de entidades financieras inscritas en
el Registro, adicionalmente a lo establecido en esta Ley,
deberán ajustarse a las autorizaciones y avisos previstos en
las leyes relativas al sistema financiero y disposiciones se-
cundarias, aplicables a la entidad de que se trate.

La Comisión establecerá, mediante disposiciones de carác-
ter general, la forma y términos en que la información se-
ñalada en los artículos 109 a 111 de esta Ley, deba ser pro-
porcionada.

Título VI
De los intermediarios del mercado 

de valores

Artículo 113.- Los intermediarios del mercado de valores
serán:

I. Casas de bolsa.

II. Instituciones de crédito.

III. Sociedades operadoras de sociedades de inversión y
administradoras de fondos para el retiro.

IV. Sociedades distribuidoras de acciones de sociedades
de inversión y entidades financieras autorizadas para ac-
tuar con el referido carácter de distribuidoras.

Las casas de bolsa, en su organización y funcionamiento,
se ajustarán a lo previsto en esta Ley.

Las instituciones de crédito, las sociedades operadoras de
sociedades de inversión, las administradoras de fondos pa-
ra el retiro, las sociedades distribuidoras de acciones de so-
ciedades de inversión y las entidades financieras autoriza-
das para actuar con el referido carácter de distribuidoras,

en su organización y funcionamiento deberán observar lo
establecido en las leyes del sistema financiero que las rijan
y demás disposiciones que emanen de ellas.

Capítulo I
De las casas de bolsa

Sección I
De la organización

Artículo 114.- Para organizarse y operar como casa de bol-
sa se requiere autorización de la Comisión, previo acuerdo
de su Junta de Gobierno. Dicha autorización, se otorgará a
las sociedades anónimas organizadas de conformidad con
las disposiciones especiales que se contienen en el presen-
te ordenamiento legal y, en lo no previsto por éste, en lo
dispuesto en la Ley General de Sociedades Mercantiles.
Por su naturaleza, estas autorizaciones serán intransmisi-
bles y no implicarán certificación sobre la solvencia de la
casa de bolsa de que se trate.

Las autorizaciones que al efecto se otorguen, así como sus
modificaciones, se publicarán en el Diario Oficial de la Fe-
deración a costa del interesado.

Artículo 115.- Las solicitudes de autorización para organi-
zarse y operar como casa de bolsa, deberán acompañarse
de la documentación siguiente:

I. Proyecto de estatutos de una sociedad anónima en el
que deberá contemplarse lo siguiente:

a) La denominación social deberá contener la expre-
sión “casa de bolsa”.

b) La duración de la sociedad será indefinida.

c) El domicilio social deberá ubicarse en territorio
nacional.

d) El objeto social será actuar como casa de bolsa
realizando las actividades y servicios previstos en
esta Ley.

II. Relación e información de los socios, indicando el
monto del capital social que suscribirán y el origen de
los recursos declarado por éstos, así como de los proba-
bles consejeros, director general y principales directivos
de la sociedad.



III. Plan general de funcionamiento de la sociedad que
comprenda, cuando menos, los aspectos siguientes:

a) Las actividades y servicios a realizar.

b) Las medidas de seguridad para preservar la inte-
gridad de la información.

c) Las previsiones de cobertura geográfica señalan-
do las regiones y plazas en las que se pretenda ope-
rar.

d) El estudio de viabilidad financiera de la sociedad.

e) Las bases relativas a su organización y control in-
terno.

f) Las bases para aplicar utilidades, en la inteligen-
cia de que no podrán repartir dividendos durante sus
tres primeros ejercicios, debiendo aplicarse las utili-
dades netas a reservas de capital.

IV. Comprobante de depósito bancario en moneda na-
cional o, en su caso, de valores gubernamentales por su
precio de mercado, depositados en entidades financieras
a favor de la Tesorería de la Federación, por una canti-
dad igual al diez por ciento del capital mínimo con que
deba operar la sociedad.

El principal y, en su caso, accesorios del referido depó-
sito serán devueltos al solicitante en caso de desisti-
miento, así como en el evento de que la solicitud sea de-
negada o cuando se inicien operaciones en los términos
previstos en esta Ley. En el caso de que se revoque la
autorización conforme a lo previsto en el artículo 153,
fracciones I a III, de esta Ley, el importe del depósito se
hará efectivo.

V. La demás documentación e información que la Co-
misión, en relación con las fracciones anteriores, re-
quiera mediante disposiciones de carácter general, pre-
vio acuerdo de su Junta de Gobierno.

Los estatutos sociales de las casas de bolsa, así como sus
modificaciones, deberán ser aprobados por la Comisión.
Una vez obtenida la aprobación podrán ser inscritos en el
Registro Público de Comercio. En todo caso, las referidas
casas de bolsa proporcionarán a la Comisión, dentro de los
diez días hábiles siguientes a la celebración de la asamblea
correspondiente, copia autentificada por el secretario del

consejo de administración, de las actas de asamblea y,
cuando proceda, instrumento público en el que conste la
formalización de las mismas. Tratándose de aumentos de
capital, las casas de bolsa no requerirán de la autorización
señalada, pero en todo caso deberán presentar a la Comi-
sión, con al menos quince días hábiles de anticipación a la
fecha en que pretendan realizar el aumento del capital, la
información de los socios referida en la fracción II de este
artículo, plazo en el cual la Comisión podrá oponerse a la
realización del referido aumento en el evento de que consi-
dere que existe algún impedimento para que las personas
de que se trate sean socios de la casa de bolsa correspon-
diente.

Artículo 116.- Las casas de bolsa deberán acreditar a la
Comisión, con al menos treinta días hábiles de anticipación
al inicio de sus operaciones o con motivo de la posterior in-
corporación a su objeto social de una o más de las activi -
dades o servicios referidos en el artículo 171 de esta Ley,
el cumplimiento de los requisitos siguientes:

I. Que cuentan con el capital social mínimo pagado en
función de las actividades a realizar y servicios a pro-
porcionar.

II. Que los consejeros, el director general, los directivos
que ocupen cargos con la jerarquía inmediata inferior a
la de éste y, en su caso, los apoderados para realizar ope-
raciones con el público y operadores de bolsa, cumplen
los requisitos establecidos en esta Ley y demás disposi-
ciones de carácter general emitidas por la Comisión.

III. Que cuentan con la infraestructura y controles inter-
nos necesarios para realizar sus actividades y prestar sus
servicios, conforme a las disposiciones aplicables, in-
cluso ante el evento de contratar con terceros la presta-
ción de servicios necesarios para el desarrollo de su ob-
jeto social.

La Comisión podrá negar el inicio parcial o total de opera-
ciones cuando no se acredite el cumplimiento de lo previs-
to en este artículo.

Artículo 117.- El capital social de las casas de bolsa esta-
rá formado por una parte ordinaria y podrá también estar
integrado por una parte adicional.

El capital social ordinario de las casas de bolsa se integra-
rá por acciones de la serie “O”.
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En su caso, el capital social adicional estará representado
por acciones serie “L”, que podrán emitirse hasta por un
monto equivalente al cuarenta por ciento del capital social
ordinario, previa autorización de la Comisión.

Las acciones representativas de las series “O” y “L” serán
de libre suscripción, salvo tratándose de personas morales
extranjeras que ejerzan funciones de autoridad, las cuales
en ningún caso podrán participar en el capital social de las
casas de bolsa.

Las acciones serie “L” serán de voto limitado y otorgarán
derecho de voto únicamente en los asuntos relativos a cam-
bio de objeto, fusión, escisión, transformación, disolución
y liquidación, así como cancelación del listado en cual-
quier bolsa de valores y de la inscripción en el Registro, de
las acciones representativas del capital social o títulos que
las representen.

Además, las acciones serie “L” podrán conferir derecho a
recibir un dividendo preferente y acumulativo, así como a
un dividendo superior al de las acciones representativas del
capital ordinario, siempre y cuando así se establezca en los
estatutos sociales de la sociedad. En ningún caso los divi-
dendos de esta serie podrán ser inferiores a los de la serie
“O”.

Las acciones serán de igual valor y dentro de cada serie
conferirán a sus tenedores los mismos derechos. 

Las casas de bolsa podrán emitir acciones no suscritas, que
conservarán en tesorería, las cuales no computarán para
efectos de determinar los límites de tenencia accionaria a
que se refiere esta Ley. Los suscriptores recibirán las cons-
tancias respectivas contra el pago total del valor nominal y
de las primas que, en su caso, fije la sociedad.

Artículo 118.- Las acciones representativas del capital so-
cial de las casas de bolsa deberán pagarse íntegramente en
dinero en el acto de ser suscritas. Las mencionadas accio-
nes se mantendrán en depósito en alguna de las institucio-
nes para el depósito de valores reguladas en esta Ley, las
cuales en ningún caso se encontrarán obligadas a entregar-
las a los titulares.

Cuando el capital social de las casas de bolsa exceda del
mínimo, deberá estar pagado por lo menos en un cincuen-
ta por ciento, siempre que este porcentaje no sea inferior al
mínimo establecido. Tratándose de sociedades anónimas

de capital variable, el capital social mínimo estará integra-
do por acciones sin derecho a retiro. En ningún caso, el
monto del capital variable podrá ser superior al mínimo.

Las casas de bolsa al anunciar su capital social deberán al
mismo tiempo dar a conocer su capital pagado.

Artículo 119.- La adquisición, mediante una o varias ope-
raciones simultáneas o sucesivas, de acciones de la serie
“O” del capital social de una casa de bolsa, por parte de una
persona o grupo de personas, estará sujeta a los requisitos
siguientes:

I. Informar a la Comisión la adquisición del dos por
ciento de la parte ordinaria del capital social, dentro de
los tres días hábiles siguientes a que se alcance dicho
porcentaje.

II. Obtener la autorización previa de la Comisión, cuan-
do se pretenda adquirir el cinco por ciento o más de la
parte ordinaria del capital social, sin que ello represente
un porcentaje mayor al señalado en la fracción siguien-
te o el control de la casa de bolsa. Para tal efecto, debe-
rán presentar a la Comisión la relación de personas que
pretendan adquirir las acciones indicando el capital que
suscribirán, la forma en que lo pagarán, así como el ori-
gen de los recursos con los que se realizará dicho pago.

III. Obtener con anterioridad a la adquisición, la autori-
zación de la Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno, cuando se pretenda adquirir el treinta por
ciento o más de la parte ordinaria del capital social, o
bien, el control de una casa de bolsa, para lo cual debe-
rán acompañar a su solicitud:

a) Relación e información de las personas que pre-
tendan adquirir las acciones indicando el capital que
suscribirán, la forma en que lo pagarán, así como el
origen de los recursos con los que se realizará dicho
pago.

b) Plan general de funcionamiento que contemple
los aspectos señalados en el artículo 115, fracción
III, de esta Ley.

c) La demás documentación e información que la
Comisión, en relación con los incisos anteriores, re-
quiera mediante disposiciones de carácter general,
previo acuerdo de su Junta de Gobierno.



Cuando el adquirente del control sea una casa de bolsa, de-
berá proceder a realizar la fusión de ambas entidades con-
forme a las disposiciones aplicables a fusiones contenidas
en este ordenamiento legal.

Artículo 120.- Las casas de bolsa se abstendrán, sin causa
de responsabilidad, de efectuar la inscripción en el registro
a que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley General
de Sociedades Mercantiles, de aquellas transmisiones de
acciones que se efectúen en contravención de lo dispuesto
por el artículo 119 de esta Ley, debiendo informar tal cir-
cunstancia a la Comisión, dentro de los cinco días hábiles
siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de ello.

Las adquisiciones que contravengan lo previsto en el artí-
culo 119 de esta Ley estarán afectadas de nulidad relativa,
en cuyo caso las personas que hubieren adquirido las ac-
ciones no podrán ejercer los derechos sociales y económi-
cos derivados de las acciones de que se trate.

Artículo 121.- Las casas de bolsa, al convocar a las asam-
bleas generales de accionistas, deberán listar en el orden
del día todos los asuntos a tratar en la asamblea, incluso los
comprendidos bajo el rubro de generales o sus equivalen-
tes. Asimismo, deberán poner a disposición de los accio-
nistas con por lo menos quince días naturales de anticipa-
ción a la celebración de cada asamblea, la documentación
e información relacionada con los temas a discutir en la
misma.

Las personas que acudan en representación de los accio-
nistas a las asambleas, podrán acreditar su personalidad
mediante poder otorgado en formularios elaborados por la
propia sociedad, que deberán reunir los requisitos siguien-
tes:

I. Señalar de manera notoria la denominación social, así
como el respectivo orden del día.

II. Contener espacio para las instrucciones que señale el
otorgante para el ejercicio del poder.

Las casas de bolsa deberán tener a disposición de los re-
presentantes de los accionistas los formularios de los pode-
res, durante el plazo a que se refiere el primer párrafo de
este artículo, a fin de que aquéllos puedan hacerlos llegar
con oportunidad a sus representados.

El secretario del consejo estará obligado a cerciorarse de la
observancia de lo dispuesto en este artículo e informar so-

bre ello a la asamblea, lo que se hará constar en el acta res-
pectiva.

Sección II
De la administración y vigilancia

Artículo 122.- La administración de las casas de bolsa es-
tará encomendada a un consejo de administración y a un
director general, en sus respectivas esferas de competencia.

Artículo 123.- El consejo de administración de las casas de
bolsa estará integrado por un máximo de quince consejeros
de los cuales, cuando menos, el veinticinco por ciento de-
berán ser independientes. Por cada consejero propietario se
designará a su respectivo suplente, en el entendido de que
los consejeros suplentes de los consejeros independientes,
deberán tener este mismo carácter.

Asimismo, el consejo de administración contará con el
apoyo de un secretario, el cual será designado por la ma-
yoría de los integrantes del órgano o por la asamblea gene-
ral de accionistas, y estará sujeto a las obligaciones y res-
ponsabilidades que este ordenamiento legal establece.

Artículo 124.- Los nombramientos de consejeros de las ca-
sas de bolsa deberán recaer en personas que cuenten con
calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satis-
factorio, así como con amplios conocimientos y experien-
cia en materia financiera, legal o administrativa.

Los consejeros que tengan un conflicto de interés en algún
asunto deberán abstenerse de participar y de estar presen-
tes en la deliberación y votación de dicho asunto, sin que
ello afecte el quórum requerido para la instalación del con-
sejo. Asimismo, deberán mantener absoluta confidenciali-
dad respecto de todos aquellos actos, hechos o aconteci-
mientos relativos a la casa de bolsa de que sean consejeros,
cuando la información no sea pública, así como de toda de-
liberación que se lleve a cabo en el consejo, sin perjuicio
de la obligación que tendrá la casa de bolsa de proporcio-
nar toda la información que le sea solicitada por autoridad
competente al amparo de la presente Ley.

En ningún caso podrán ser consejeros:

I. Los funcionarios y empleados de la casa de bolsa, con
excepción del director general y de los directivos de la
sociedad que ocupen cargos con la jerarquía inmediata
inferior a la de aquél, sin que éstos constituyan más de
la tercera parte del consejo de administración.
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II. El cónyuge, la concubina o el concubinario de cual-
quier consejero, así como las personas que tengan pa-
rentesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el
cuarto grado, con más de dos consejeros.

III. Las personas que tengan litigio pendiente en contra
de la casa de bolsa de que se trate.

IV. Las personas sentenciadas por delitos patrimoniales,
así como las inhabilitadas para ejercer el comercio o pa-
ra desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servi-
cio público, o en el sistema financiero mexicano.

V. Los quebrados y concursados que no hayan sido re-
habilitados.

VI. Los servidores públicos que realicen funciones de
inspección y vigilancia, o bien, funciones de regulación,
de las casas de bolsa, salvo que exista participación del
gobierno federal en el capital de las mismas.

VII. Las personas que hubieren desempeñado el cargo
de auditor externo de la casa de bolsa o de alguna de las
empresas que integran el grupo empresarial al que ésta
pertenezca, durante los doce meses inmediatos anterio-
res a la fecha del nombramiento.

Los consejeros de las casas de bolsa que participen en el
consejo de administración de otras entidades financieras,
deberán revelar dicha circunstancia a la asamblea de accio-
nistas en el acto de su designación.

La mayoría de los consejeros deberán ser residentes en el
territorio nacional, en términos de lo dispuesto por el Có-
digo Fiscal de la Federación.

Los accionistas que representen el diez por ciento del capi-
tal ordinario de la casa de bolsa, tendrán derecho a desig-
nar y revocar en asamblea general de accionistas un conse-
jero, sin que resulte aplicable el porcentaje a que hace
referencia el artículo 144 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles. Tal designación, sólo podrá revocarse por los
demás accionistas, cuando a su vez se revoque el nombra-
miento de todos los demás consejeros, en cuyo caso las
personas sustituidas no podrán ser nombradas con tal ca-
rácter durante los doce meses inmediatos siguientes a la fe-
cha de revocación.

Artículo 125.- Los cargos de consejeros independientes de
las casas de bolsa deberán recaer en personas ajenas a la

administración de la entidad respectiva que reúnan los re-
quisitos y condiciones que determine la Comisión, previo
acuerdo de su Junta de Gobierno, mediante disposiciones de
carácter general, en las que igualmente se establecerán los
supuestos bajo los cuales se considerará que un consejero
deja de ser independiente, para los efectos de este artículo.

En ningún caso podrán ser consejeros independientes:

I. Los empleados o directivos de la casa de bolsa.

II. Los accionistas que sin ser empleados o directivos de
la casa de bolsa, tengan poder de mando en la sociedad.

III. Los socios o empleados de sociedades o asociacio-
nes que presten servicios de asesoría o consultoría a la
casa de bolsa o a las empresas que pertenezcan al mis-
mo grupo empresarial del cual forme parte ésta, cuyas
percepciones, durante los doce meses anteriores a la fe-
cha del nombramiento, hayan representado el diez por
ciento o más del total de los ingresos de las citadas so-
ciedades o asociaciones.

IV. Los clientes, proveedores, deudores, acreedores, so-
cios, consejeros o empleados de una sociedad que sea
cliente, proveedor, deudor o acreedor importante de la
casa de bolsa.

Se considera que un cliente o proveedor es importante
cuando los servicios que le preste la casa de bolsa o las
ventas que le haga a ésta, representen más del diez por
ciento de los servicios o ventas totales del cliente o del
proveedor, respectivamente, durante los doce meses an-
teriores a la fecha del nombramiento. Asimismo, se con-
sidera que un deudor o acreedor es importante cuando el
importe del crédito es mayor al quince por ciento de los
activos de la casa de bolsa o de su contraparte.

V. Los empleados de una fundación, asociación o socie-
dad civiles que reciban donativos importantes de la ca-
sa de bolsa.

Se consideran donativos importantes a aquéllos que re-
presenten más del quince por ciento del total de donati-
vos recibidos por la fundación, asociación o sociedad ci-
viles de que se trate, durante los doce meses anteriores
a la fecha del nombramiento.

VI. Los directores generales o directivos de alto nivel
de una sociedad en cuyo consejo de administración



participe el director general o un directivo de alto nivel
de la casa de bolsa.

VII. Los cónyuges o concubinarios, así como quienes
tengan parentesco por consanguinidad, afinidad o civil
hasta el primer grado, respecto de alguna de las perso-
nas mencionadas en las fracciones III a VI anteriores, o
bien, hasta el cuarto grado, en relación con las señaladas
en las fracciones I, II y VIII de este artículo.

VIII. Las personas que hayan ocupado un cargo de di-
rección o administrativo en la casa de bolsa o en el gru-
po financiero al que, en su caso, pertenezca la propia en-
tidad, durante los doce meses inmediatos anteriores a la
fecha de designación.

Artículo 126.- El consejo de administración deberá contar
con un comité de auditoría.

La Comisión, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, es-
tablecerá mediante disposiciones de carácter general las
funciones mínimas que deberá realizar el comité de audito-
ría, así como las normas relativas a su integración, periodi-
cidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia de la
información que deba considerar.

Artículo 127.- El consejo de administración de las casas de
bolsa deberá sesionar, por lo menos, cuatro veces durante
cada ejercicio social y cuando sea convocado por su pre-
sidente, por al menos el veinticinco por ciento de los con-
sejeros, o por cualquiera de los comisarios de la casa de
bolsa.

El auditor externo de la casa de bolsa podrá asistir a las se-
siones del consejo de administración para informar sobre
aquellos asuntos relacionados con el desarrollo o los resul-
tados de la auditoría, en cuyo caso podrá estar presente úni-
camente durante el desahogo del asunto correspondiente,
en calidad de invitado con voz y sin voto.

Artículo 128.- Los nombramientos del director general de
las casas de bolsa y de los directivos que ocupen cargos
con la jerarquía inmediata inferior a la de éste, deberán re-
caer en personas que cuenten con honorabilidad e historial
crediticio satisfactorio y que reúnan los requisitos siguien-
tes:

I. Ser residente en territorio nacional en términos de lo
dispuesto por el Código Fiscal de la Federación.

II. Haber prestado por lo menos cinco años sus servicios
en puestos de alto nivel decisorio, cuyo desempeño re-
quiera conocimiento y experiencia en materia financie-
ra y administrativa.

III. No tener alguno de los impedimentos que para ser
consejero señalan las fracciones III a VII del artículo
124 de esta Ley.

Artículo 129.- Las casas de bolsa deberán verificar que las
personas que sean designadas como consejeros, comisa-
rios, director general y directivos con la jerarquía inmedia-
ta inferior a la de éste, cumplan con anterioridad al inicio
de sus gestiones y durante el desarrollo de las mismas con
los requisitos señalados en esta Ley. La Comisión podrá es-
tablecer, mediante disposiciones de carácter general, los
criterios de integración de expedientes que acrediten el
cumplimiento a lo señalado en el presente artículo, así co-
mo para la integración de la documentación comprobatoria
relativa.

Las personas mencionadas en el párrafo anterior deberán
manifestar por escrito:

I. Que no se ubican en ninguno de los supuestos a que
se refieren las fracciones III a VII del artículo 124 de es-
ta Ley, tratándose de consejeros y la fracción III del ar-
tículo 128 para el caso del director general y directivos
a que se refiere el primer párrafo de este artículo.

II. Que conocen los derechos y obligaciones que asu-
men al aceptar el cargo que corresponda.

Las casas de bolsa deberán informar a la Comisión los
nombramientos, renuncias y remociones de consejeros, co-
misarios, director general y directivos con la jerarquía in-
mediata inferior a la de éste, dentro de los diez días hábiles
posteriores a que dicho supuesto acontezca, manifestando
expresamente, en el caso de nombramientos, que las perso-
nas cumplen con los requisitos aplicables.

Artículo 130.- Los consejeros, directivos y delegados fi-
duciarios de las casas de bolsa, para acreditar su personali-
dad y facultades, bastará que exhiban una certificación de
su nombramiento expedida por el secretario del consejo de
administración.

Artículo 131.- El órgano de vigilancia de las casas de bol-
sa estará integrado por lo menos por un comisario designa-
do por los accionistas de la serie “O” y por un comisario
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nombrado por los de la serie “L” cuando existan este tipo
de acciones, así como sus respectivos suplentes. El nom-
bramiento de comisarios deberá hacerse en asamblea espe-
cial por cada serie de acciones. A las asambleas que se re-
únan con este fin, les serán aplicables, en lo conducente,
las disposiciones para las asambleas generales ordinarias
previstas en la Ley General de Sociedades Mercantiles.

Los comisarios de las casas de bolsa deberán cumplir con
el requisito establecido en la fracción I del artículo 128 de
esta Ley.

Sección III
De la fusión y escisión

Artículo 132.- La fusión de dos o más casas de bolsa, o de
cualquier sociedad con una casa de bolsa, deberá ser auto-
rizada por la Comisión, previo acuerdo de su Junta de Go-
bierno. Dicha fusión se efectuará con sujeción a las bases
siguientes:

I. Las sociedades presentarán los proyectos de los
acuerdos de las asambleas generales extraordinarias de
accionistas relativos a la fusión, convenio de fusión,
plan de fusión de las sociedades respectivas con indica-
ción de las etapas en que deberá llevarse a cabo y esta-
dos financieros que presenten la situación de las socie-
dades, así como los proyectados de la sociedad
fusionante.

II. Los acuerdos de fusión, así como las actas de asam-
blea respectivas, se inscribirán en el Registro Público de
Comercio una vez obtenida la autorización a que se re-
fiere este artículo. A partir de la fecha en que se inscri-
ban surtirá efectos la fusión.

III. Las bases, procedimientos y mecanismos de protec-
ción que serán adoptadas a favor de su clientela.

IV. Los acuerdos de fusión adoptados por las respectivas
asambleas generales extraordinarias de accionistas, se
publicarán en el Diario Oficial de la Federación y en dos
periódicos de amplia circulación en la plaza en que ten-
gan su domicilio las sociedades, una vez hecha la ins-
cripción en el Registro Público de Comercio.

V. Los acreedores de las sociedades podrán oponerse ju-
dicialmente a la fusión, dentro de los noventa días natu-
rales siguientes a la fecha de publicación a que se refie-
re la fracción anterior, con el único objeto de obtener el

pago de sus créditos, sin que la oposición suspenda los
efectos de ésta.

VI. La Comisión, previo acuerdo de su Junta de Go-
bierno, podrá establecer mediante disposiciones de ca-
rácter general, la demás documentación e información
que en relación con las fracciones anteriores deba pro-
porcionarse.

Artículo 133.- Las autorizaciones para constituirse y ope-
rar como casas de bolsa, que participen en un proceso de
fusión en calidad de fusionadas, quedarán revocadas por
ministerio de ley, una vez que la fusión surta sus efectos.

Artículo 134.- La escisión de casas de bolsa deberá ser au-
torizada por la Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno. Dicha escisión se efectuará con sujeción a las
bases siguientes:

I. La sociedad escindente presentará el proyecto de acta
de asamblea que contenga los acuerdos de su asamblea
general extraordinaria de accionistas relativos a su esci-
sión, proyecto de reformas estatutarias de la sociedad
escindente, proyecto de estatutos sociales de la sociedad
escindida y estados financieros que presenten la situa-
ción de la sociedad escindente, así como los proyecta-
dos de las sociedades que resulten de la escisión.

II. Los acuerdos de la asamblea general extraordinaria
de accionistas relativos a la escisión, las actas de asam-
blea, así como la escritura constitutiva de la escindida,
se inscribirán en el Registro Público de Comercio una
vez obtenida la autorización a que se refiere este artícu-
lo. A partir de la fecha en que se inscriban surtirá efec-
tos la escisión.

III. Las bases, procedimientos y mecanismos de protec-
ción que serán adoptadas a favor de su clientela.

IV. Los acuerdos de escisión adoptados por la asamblea
general extraordinaria de accionistas de la sociedad es-
cindente, se publicarán en el Diario Oficial de la Fede-
ración y en dos periódicos de amplia circulación en la
plaza en que tenga su domicilio social la escindente, una
vez hecha la inscripción en el Registro Público de Co-
mercio.

V. Los acreedores de las sociedades podrán oponerse ju-
dicialmente a la escisión, dentro de los noventa días
naturales siguientes a la fecha de publicación a que se
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refiere la fracción anterior, con el único objeto de obte-
ner el pago de sus créditos, sin que la oposición suspen-
da los efectos de ésta.

VI. La Comisión, previo acuerdo de su Junta de Go-
bierno, podrá establecer mediante disposiciones de ca-
rácter general, la demás documentación e información
que en relación con las fracciones anteriores deba pro-
porcionarse.

La sociedad escindida no se entenderá autorizada para or-
ganizarse y operar como casa de bolsa.

Con motivo de la escisión, a la sociedad escindida no se le
podrán transmitir operaciones activas ni pasivas de la casa
de bolsa, salvo en los casos en que lo autorice la Comisión.

Sección IV
De las medidas preventivas y correctivas, 

la suspensión de operaciones, la intervención, 
la revocación de autorizaciones y la disolución 

y liquidación

Artículo 135.- En ejercicio de sus funciones de inspección
y vigilancia, la Comisión, mediante disposiciones de ca-
rácter general que al efecto apruebe su Junta de Gobierno,
establecerá las medidas preventivas y correctivas que de-
berán cumplir las casas de bolsa, tomando como base el ca-
pital global a que se refiere el artículo 173 de esta Ley.

Para efectos del párrafo anterior, la Comisión podrá esta-
blecer diversas categorías, dependiendo si las casas de bol-
sa mantienen un capital global superior o inferior al reque-
rido conforme a las disposiciones que las rijan.

La Comisión deberá definir mediante disposiciones de ca-
rácter general, las medidas que serán aplicables en función
del cumplimiento al mencionado capital global, así como
los criterios para su aplicación.

Artículo 136.- De manera enunciativa y no limitativa, las
medidas a las que se refiere el artículo anterior podrán in-
cluir:

I. Suspender el pago de dividendos, la adquisición de
acciones propias y cualquier otro mecanismo que impli-
que una transferencia de beneficios patrimoniales a los
accionistas.

II. Presentar a la Comisión para su aprobación, un plan
orientado a reducir los riesgos en los que incurra la ca-

sa de bolsa en su operación y, en su caso, a la restaura-
ción del capital global. El plan deberá ser aprobado por
el consejo de administración de la casa de bolsa de que
se trate antes de ser presentado a la Comisión.

La casa de bolsa deberá determinar en el referido plan,
las actividades a realizar para cumplir con el capital glo-
bal requerido conforme a las disposiciones aplicables,
así como el plazo para llevarlas a cabo.

La Comisión dará seguimiento y verificará el cumpli-
miento del plan, sin perjuicio de la procedencia de otras
medidas preventivas o correctivas.

La Comisión definirá en las disposiciones de carácter
general que emita con fundamento en el artículo 135 de
esta Ley, las características, plazos de presentación y de-
más condiciones que deberá cumplir el plan a que se re-
fiere esta fracción.

III. Suspender el pago de las compensaciones y bonos
extraordinarios adicionales al salario del director gene-
ral y de los funcionarios de los dos niveles jerárquicos
inferiores a éste, así como no otorgar nuevas compensa-
ciones en el futuro para el director general y funciona-
rios, hasta en tanto la casa de bolsa cumpla con el capi-
tal global requerido conforme a las disposiciones
aplicables. Esta previsión deberá contenerse en los con-
tratos y demás documentación que regulen las condicio-
nes de trabajo.

Lo previsto en el presente inciso también será aplicable
respecto de pagos que se realicen a personas morales
distintas a la casa de bolsa de que se trate, cuando dichas
personas morales efectúen los pagos a los funcionarios
de la casa de bolsa.

La medida prevista en esta fracción es sin perjuicio de
los derechos laborales adquiridos a favor de las perso-
nas que conforme a la misma puedan resultar afectadas.

IV. Suspender el pago de intereses, diferir el pago de
principal y, en su caso, convertir anticipadamente en ac-
ciones las obligaciones subordinadas que se encuentren
en circulación hasta por la cantidad que sea necesaria
para cubrir el faltante de capital global. Esta medida co-
rrectiva será aplicable a aquellas obligaciones subordi-
nadas que, en términos de lo previsto en las disposicio-
nes a que se refiere el primer párrafo del artículo 173 de
esta Ley, computen como parte del capital global de las
casas de bolsa.
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Las casas de bolsa que emitan obligaciones subordina-
das de las referidas en el párrafo inmediato anterior, de-
berán incluir en el acta de emisión, en el prospecto in-
formativo, así como en cualquier otro instrumento que
documente la emisión, la posibilidad de que sea proce-
dente la implementación de dicha medida cuando se ac-
tualicen las causales correspondientes conforme a las
disposiciones de carácter general a que se refiere el ar-
tículo 135 de esta Ley, sin que sea causal de incumpli-
miento por parte de la casa de bolsa emisora.

V. Abstenerse de realizar operaciones cuya realización
genere que su capital global se ubique por debajo del re-
querido conforme a las disposiciones aplicables.

Artículo 137.- La Comisión podrá ordenar la suspensión
parcial de actividades de las casas de bolsa que incurran en
las causales a las que se refiere esta Ley, así como de las
que así lo soliciten previa resolución de su asamblea gene-
ral extraordinaria.

La suspensión parcial podrá estar referida a la realización
de una o más actividades, así como a operaciones con cier-
tos tipos de valores u operaciones nuevas.

La Comisión deberá, en su caso, ordenar a la casa de bolsa
que adopte las medidas necesarias para corregir las causas
que dieron origen a la suspensión y las que fueren necesa-
rias para preservar la integridad del mercado o proteger los
activos de los clientes de las casas de bolsa. La suspensión
no implicará que se afecte el cumplimiento de las opera-
ciones que se hayan celebrado con anterioridad a que surta
efectos la notificación de la orden de la Comisión, salvo
que se trate de operaciones ilícitas en las que se presuma que
el cliente o la casa de bolsa actuaron con dolo o mala fe.

Artículo 138.- La Comisión podrá, previo derecho de au-
diencia, suspender o limitar de manera parcial las activida-
des de una casa de bolsa, cuando ésta se ubique en alguno
de los supuestos siguientes:

I. No cuente con la infraestructura o controles internos
necesarios para realizar sus actividades y prestar sus
servicios, conforme a las disposiciones aplicables.

II. Deje de cumplir o incumpla con alguno de los requi-
sitos para el inicio de operaciones.

III. Realice operaciones distintas a las autorizadas con-
forme a su objeto social.

IV. Incumpla con los requisitos necesarios para realizar
operaciones específicas, establecidos en disposiciones
de carácter general.

V. Realice operaciones que impliquen conflicto de inte-
rés en perjuicio de sus clientes o intervengan en aquéllas
que están prohibidas en esta Ley o en las disposiciones
que de ella emanen.

VI. Omita reiteradamente dar cumplimiento a los reque-
rimientos de las autoridades financieras con motivo del
ejercicio de sus facultades.

VII. Intervenga en operaciones con valores no inscritos
en el Registro, salvo los casos previstos en esta Ley.

VIII. Realice operaciones con valores fuera de bolsa, en
contravención a lo establecido en esta Ley.

IX. Sea declarada por la autoridad judicial en concurso
mercantil.

X. Se determinen errores en los registros contables o
no aparezcan debida y oportunamente registradas en
su contabilidad las operaciones que hubiere efectua-
do y por tanto, no refleje su verdadera situación fi-
nanciera.

La orden de suspensión a que se refiere este artículo, es sin
perjuicio de las sanciones que, en su caso, resulten aplica-
bles en términos de lo previsto en esta Ley y demás dispo-
siciones.

Artículo 139.- Lo dispuesto en los artículos 137 y 138 de
esta Ley, se aplicará sin perjuicio de las facultades que se
atribuyan a la Comisión de conformidad con el presente or-
denamiento y demás disposiciones aplicables.

Artículo 140.- Cuando en virtud de la supervisión que
realice la Comisión, ésta detecte operaciones de alguna ca-
sa de bolsa que sean violatorias de las leyes que las regu-
lan o de las disposiciones de carácter general que de ellas
deriven, la Comisión podrá:

I. Dictar las medidas necesarias para que se pongan en
buen orden las operaciones irregulares, señalándole un
plazo para que se lleven a cabo, así como para que, en
su caso, se ejerzan las acciones que procedan en térmi-
nos de las leyes.
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II. Ordenar que de acuerdo con el artículo 138 de esta
Ley, se suspenda la ejecución de las operaciones irregu-
lares o se proceda a la liquidación de las mismas.

Artículo 141.- La Comisión podrá declarar la intervención
gerencial de las casas de bolsa, cuando a su juicio existan
irregularidades de cualquier género que afecten su estabili-
dad, solvencia o liquidez y pongan en peligro los intereses
de sus clientes o acreedores.

Al efecto, el presidente de la Comisión podrá proponer a su
Junta de Gobierno, la declaración de intervención con ca-
rácter gerencial de la casa de bolsa y la designación de la
persona que se haga cargo de la administración del inter-
mediario de que se trate, con el carácter de interventor-ge-
rente en los términos previstos en este artículo.

Las asociaciones gremiales de intermediarios del mercado
de valores que sean reconocidas por la Comisión como or-
ganismos autorregulatorios y que lleven a cabo certifica-
ciones en términos de lo establecido en el artículo 229, an-
tepenúltimo párrafo de esta Ley, deberán implementar
mecanismos para que personas interesadas en ocupar el
cargo de interventor-gerente de una casa de bolsa o fungir
como miembro del consejo consultivo a que se refiere el
artículo 146 de esta Ley, puedan inscribirse en un registro
que se lleve al efecto, si cumplen con la certificación de di-
chos organismos.

Para ser certificado e inscrito en el mencionado registro,
las personas interesadas en actuar como interventores-ge-
rentes, deberán presentar por escrito su solicitud a alguna
de las asociaciones gremiales mencionadas en el párrafo
anterior, con los documentos que acrediten el cumplimien-
to de los requisitos establecidos en el artículo 128 de esta
Ley, sin que sea aplicable lo dispuesto en la fracción VI del
artículo 124 del mismo ordenamiento y cumplir con los re-
quisitos que al efecto establezca el organismo de que se tra-
te. Las personas interesadas en ser inscritas en el registro
como miembros del consejo consultivo, deberán presentar
junto con su solicitud, la documentación que acredite que
cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 124
de esta Ley y que no se ubican en algunas de las causales
de improcedencia previstas en dicho artículo.

La Comisión designará al interventor-gerente de entre la
terna de personas certificadas que le señale alguna de las
asociaciones gremiales mencionadas en este artículo. En
caso de que al momento de declararse la intervención no
hayan asociaciones gremiales de intermediarios del merca-

do de valores reconocidas por la Comisión para actuar co-
mo organismos autorregulatorios, o bien, éstas no cuenten
con los mecanismos a que se refiere el tercer párrafo de es-
te artículo, la Comisión podrá designar al interventor-ge-
rente y, en su caso, a los miembros del consejo consultivo,
por acuerdo de su Junta de Gobierno, siempre que las per-
sonas designadas cumplan con los requisitos previstos en
esta Ley para desempeñar dichos cargos.

Artículo 142.- Las personas que obtengan la inscripción en
el registro a que se hace referencia en el artículo 141 de es-
ta Ley, deberán cumplir con probidad y diligencia las fun-
ciones que deriven de su designación ya sea como inter-
ventor-gerente o miembro del consejo consultivo, de
conformidad con esta Ley y demás disposiciones aplica-
bles, debiendo guardar la debida confidencialidad respecto
de la información a la que tengan acceso en ejercicio de sus
funciones.

Artículo 143.- El oficio que contenga el nombramiento de
interventor-gerente y su revocación, deberán inscribirse en
el Registro Público de Comercio que corresponda al domi-
cilio del intermediario intervenido, sin más requisitos que
el oficio respectivo de la Comisión en que conste dicho
nombramiento, la sustitución de interventor-gerente o su
revocación cuando la Comisión autorice levantar la inter-
vención.

En el evento de que por causa justificada, el interventor-ge-
rente o algún miembro del consejo consultivo renuncien a
su cargo, la Comisión contará con un plazo de hasta trein-
ta días naturales para designar a la persona que lo sustitu-
ya. Para la sustitución correspondiente deberá observarse
lo señalado en el artículo 141 de esta Ley.

Artículo 144.- El interventor-gerente tendrá todas las fa-
cultades que requiera la administración de la sociedad in-
tervenida y plenos poderes generales para actos de domi-
nio, de administración y de pleitos y cobranzas, con las
facultades que requieran cláusula especial conforme a la
ley, para otorgar y suscribir títulos de crédito, para presen-
tar denuncias y querellas y desistir de estas últimas y para
otorgar los poderes generales o especiales que juzgue con-
venientes, y revocar los que estuvieren otorgados por la ca-
sa de bolsa intervenida y los que él mismo hubiere confe-
rido.

Artículo 145.- El interventor-gerente ejercerá sus facul-
tades sin supeditarse a la asamblea de accionistas ni al
consejo de administración. Desde el momento que inicie
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la intervención gerencial quedarán supeditadas al interven-
tor-gerente todas las facultades del consejo de administra-
ción y los poderes de las personas que el interventor deter-
mine. La asamblea de accionistas podrá continuar
reuniéndose regularmente para conocer de los asuntos que
le competen y lo mismo podrá hacer el consejo para estar
informado de los asuntos que el interventor-gerente consi-
dere convenientes sobre el funcionamiento y las operacio-
nes que realice la sociedad, así como para opinar sobre los
asuntos que el mismo interventor-gerente someta a su con-
sideración. El interventor-gerente podrá citar a asamblea
de accionistas y reuniones del consejo de administración
con los propósitos que considere necesarios o convenien-
tes.

Artículo 146.- Para el ejercicio de sus funciones, el inter-
ventor-gerente podrá contar con el apoyo de un consejo
consultivo, el cual estará integrado por un mínimo de tres
y un máximo de cinco personas, designadas por la Comi-
sión, dentro de aquéllas que se encuentren inscritas en el
registro a que se refiere el tercer párrafo del artículo 141 de
esta Ley.

El consejo consultivo se reunirá previa convocatoria del in-
terventor-gerente para opinar sobre los asuntos que desee
someter a su consideración. De cada sesión se levantará ac-
ta circunstanciada que contenga las cuestiones más rele-
vantes y los acuerdos de la sesión correspondiente.

Los miembros del consejo consultivo sólo podrán excusar-
se de asistir a las reuniones a las que hayan sido convoca-
dos cuando medie causa justificada. De igual forma, sólo
podrán abstenerse de conocer y pronunciarse respecto de
los asuntos que les sean sometidos a su consideración,
cuando exista conflicto de interés, en cuyo caso deberán
hacerlo del conocimiento de la Comisión.

Artículo 147.- El interventor-gerente deberá levantar un
inventario de los activos y pasivos de la casa de bolsa in-
tervenida y remitirlo a la Comisión dentro de los treinta
días naturales siguientes a aquél en que haya tomado pose-
sión de su encargo, junto con un plan de trabajo en el que
se expresen las acciones a desarrollar para el ejercicio de su
función, así como para, en su caso, cumplir con lo que ha-
ya ordenado la Comisión conforme a lo dispuesto por el ar-
tículo 140 de esta Ley.

Artículo 148.- El interventor-gerente deberá formular un
informe trimestral de actividades, así como un dictamen
respecto de la situación integral de la casa de bolsa, de-

biendo informar a la Comisión y a la asamblea general de
accionistas sobre el contenido de dichos documentos.

Cuando habiendo convocado a la asamblea, ésta no se reú-
na con el quórum necesario, el interventor-gerente deberá
publicar en dos diarios de los de mayor circulación en te-
rritorio nacional, un aviso dirigido a los accionistas indi-
cando que los referidos documentos se encuentran a su dis-
posición, señalando el lugar y hora en que podrán ser
consultados. Asimismo, deberá remitir a la Comisión copia
del dictamen e informe referidos.

El interventor-gerente deberá ejercer las acciones legales a
que haya lugar para determinar las responsabilidades eco-
nómicas que, en su caso, existan y deslindar las responsa-
bilidades que en términos de ley y demás disposiciones re-
sulten aplicables.

Artículo 149.- Los honorarios del interventor-gerente y del
personal auxiliar que dichos interventores contraten para el
desempeño de sus funciones, así como los correspondien-
tes a los miembros del consejo consultivo previsto en el ar-
tículo 146 de esta Ley, serán cubiertos por la casa de bolsa
intervenida. Para tales efectos, la Comisión podrá estable-
cer mediante disposiciones de carácter general los criterios
mediante los cuales se efectuará el pago de dichos honora-
rios, considerando la situación financiera del intermediario
y teniendo como principio rector la evolución de las remu-
neraciones en el sistema bursátil del país.

La Comisión prestará los servicios de asistencia y defensa
legal a los interventores-gerentes que sean designados por
la Comisión en términos de esta Ley, al personal auxiliar
que dichos interventores contraten, así como a los miem-
bros del consejo consultivo previsto en el artículo 146 del
presente ordenamiento legal, con respecto a los actos que
desempeñen en el ejercicio de las funciones que esta Ley
les encomiende, cuando la casa de bolsa de que se trate no
cuente con recursos líquidos suficientes para hacer frente a
dicha asistencia y defensa legal.

La asistencia y defensa legal a que se refiere este artícu-
lo, se proporcionará con cargo a los recursos con los que
para estos fines cuente la Comisión de acuerdo con los li-
neamientos de carácter general que apruebe la Junta de
Gobierno de la propia Comisión. Para tales efectos, la
Secretaría oyendo la opinión de la Comisión, establecerá
los mecanismos necesarios para cubrir los gastos que de-
riven de la asistencia y defensa legal previstos en este ar-
tículo.
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Artículo 150.- La Comisión deberá acordar el levanta-
miento de la intervención cuando las irregularidades que
hayan afectado la estabilidad o solvencia del intermediario
se hubieran corregido.

En caso de que en un plazo improrrogable de nueve meses
contado a partir de la declaración de intervención, no haya
sido posible corregir las irregularidades, la Comisión, con-
siderando el resultado del dictamen formulado por el inter-
ventor-gerente, procederá de conformidad con lo previsto
en el artículo 153 de esta Ley.

Cuando la Comisión acuerde levantar la intervención con
carácter gerencial, deberá informarlo al encargado del Re-
gistro Público de Comercio que haya hecho la anotación a
que se refiere el primer párrafo del artículo 143 de esta Ley,
a efecto de que cancele la inscripción respectiva.

Artículo 151.- El interventor-gerente deberá formular un
informe final de su gestión, el cual deberá incluir las ac-
ciones realizadas durante la intervención y la situación fi-
nanciera de la casa de bolsa de que se trate.

El citado informe deberá ser presentado a la asamblea ge-
neral de accionistas en términos de lo previsto en el artícu-
lo 148 de esta Ley, debiendo remitirse copia del mismo a la
Comisión.

El interventor-gerente continuará en el desempeño de su
encargo, mientras no se haya inscrito en el Registro Públi-
co de Comercio el nombramiento del nuevo administrador,
liquidador o síndico, según se trate, y no hayan entrado en
funciones.

Artículo 152.- Tratándose de casas de bolsa intervenidas,
la Comisión continuará con el ejercicio de sus facultades
de supervisión que le confiere esta Ley y las demás dispo-
siciones aplicables.

Artículo 153.- La Comisión, con el acuerdo de su Junta de
Gobierno y previo otorgamiento del derecho de audiencia,
podrá revocar la autorización para operar como casa de
bolsa, cuando el intermediario de que se trate:

I. No se constituya o no presente los datos relativos a su
inscripción en el Registro Público de Comercio, dentro
de un plazo de seis meses contado a partir de la fecha de
su autorización.

II. No hubiere pagado el capital mínimo al momento de
su constitución.

III. No inicie sus operaciones dentro de un plazo de seis
meses contado a partir de la inscripción en el Registro
Público de Comercio.

IV. Obtenga la autorización para constituirse y operar
mediante documentación, información o declaraciones
falsas, siempre y cuando existan elementos fehacientes
que sustenten dicha presunción.

V. Arroje pérdidas que reduzcan su capital a un nivel in-
ferior al mínimo. La Comisión podrá establecer un pla-
zo que no sea menor de quince días hábiles para que se
reintegre el capital en la cantidad necesaria para mante-
ner la operación de la casa de bolsa dentro de los lími-
tes legales.

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, no re-
sultarán aplicables los plazos para llevar a cabo las con-
vocatorias para las asambleas de accionistas, señalados
en la Ley General de Sociedades Mercantiles.

VI. Proporcione en forma dolosa información falsa, im-
precisa o incompleta a las autoridades financieras, que
tenga como consecuencia que no se refleje su verdadera
situación financiera, administrativa, económica y jurídica.

VII. Incumpla las medidas preventivas o correctivas a
que se refiere el artículo 136 de esta Ley.

VIII. Reincida en las situaciones o conductas que dieron
lugar a la suspensión parcial de sus actividades, a que se
refieren los artículos 137 y 138 de esta Ley.

IX. Incumpla reiteradamente con las disposiciones rela-
tivas a la separación de efectivo y valores de sus clien-
tes respecto a los activos de la casa de bolsa.

X. Incumpla en forma reiterada con las disposiciones
aplicables al registro contable y operativo.

XI. Falte reiteradamente por causa imputable a ella al
cumplimiento de obligaciones derivadas de las opera-
ciones contratadas.

XII. Cometa infracciones graves o reiteradas a las dis-
posiciones legales o administrativas que le son aplica-
bles.
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XIII. Deje de realizar su objeto social durante un plazo
de seis meses.

XIV. Entre en proceso de disolución y liquidación.

XV. Sea declarada por la autoridad judicial en quiebra.

Artículo 154.- La Comisión, a solicitud de la casa de bol-
sa y previo acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá revo-
car la autorización para operar con tal carácter, siempre que
se cumpla con lo siguiente:

I. La asamblea de accionistas de la casa de bolsa haya
acordado su disolución y liquidación y aprobado los es-
tados financieros en los que ya no se encuentren regis-
tradas obligaciones a cargo de la sociedad por cuenta
propia, derivadas de las operaciones reservadas como
intermediario.

II. La sociedad haya presentado a la Comisión los me-
canismos y procedimientos para realizar la entrega o
transferencia de los valores o efectivo de sus clientes,
así como las fechas estimadas para su aplicación.

III. La sociedad haya presentado a la Comisión los esta-
dos financieros, aprobados por la asamblea de accionis-
tas, acompañados del dictamen de un auditor externo,
que incluya las opiniones del auditor relativas a compo-
nentes, cuentas o partidas específicas de los estados fi-
nancieros, donde se confirme el estado de los registros a
que se refiere la fracción I anterior.

Artículo 155.- La Comisión publicará en el Diario Oficial
de la Federación y en dos periódicos de amplia circulación
en el país, la declaración de revocación y se inscribirá en el
Registro Público de Comercio que corresponda al domici-
lio social de la casa de bolsa. La revocación pondrá en es-
tado de disolución y liquidación a la sociedad sin necesidad
del acuerdo de la asamblea de accionistas.

Artículo 156.- La disolución y liquidación de las casas de
bolsa se regirá por lo dispuesto en los capítulos X y XI de
la Ley General de Sociedades Mercantiles, con las excep-
ciones siguientes:

I. Corresponderá a la asamblea de accionistas el nom-
bramiento del liquidador, cuando la disolución y liqui-
dación haya sido voluntariamente acordada por dicho
órgano y sujeto al procedimiento señalado en el artículo
154 de esta Ley.

Las casas de bolsa deberán hacer del conocimiento de la
Secretaría el nombramiento del liquidador, dentro de los
cinco días hábiles siguientes a su designación.

La Secretaría podrá oponer su veto respecto del nom-
bramiento de la persona que ejercerá el cargo de liqui-
dador, cuando considere que no cuenta con la suficiente
calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio sa-
tisfactorio para el desempeño de sus funciones, no re-
úna los requisitos al efecto establecidos o haya come-
tido infracciones graves o reiteradas a la presente Ley
o a las disposiciones de carácter general que de ella de-
riven.

II. El nombramiento del liquidador podrá recaer en ins-
tituciones de crédito, en casas de bolsa, en el organismo
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, o
bien, en personas físicas o morales que cuenten con ex-
periencia en liquidación de entidades financieras.

Cuando el nombramiento del liquidador recaiga en per-
sonas físicas, deberá observarse que tales personas
cumplan con los requisitos señalados en el artículo 128,
primer párrafo y fracciones I y III, de esta Ley, sin que
sea aplicable lo dispuesto en la fracción VI del artículo
124 del mismo ordenamiento, debiendo además estar
inscritas en el registro que lleva el Instituto Federal de
Especialistas de Concursos Mercantiles, o bien contar
con la certificación de alguna asociación gremial reco-
nocida como organismo autorregulatorio por la Comi-
sión.

Tratándose de personas morales en general, las personas
físicas designadas para desempeñar las actividades vin-
culadas a esta función, deberán cumplir con los requisi-
tos a que se hace referencia en los dos párrafos anterio-
res.

El Servicio de Administración y Enajenación de Bien-
es podrá ejercer el encargo de liquidador con su perso-
nal o a través de apoderados que para tal efecto desig-
ne. El apoderamiento podrá ser hecho a favor de
instituciones de crédito, de casas de bolsa o de perso -
nas físicas que cumplan con los requisitos señalados en
esta fracción.

Las instituciones o personas que tengan un interés
opuesto al de la casa de bolsa, deberán abstenerse de
aceptar el cargo de liquidador manifestando tal circuns-
tancia.
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III. La Secretaría llevará a cabo la designación del li-
quidador, cuando la disolución y liquidación de la casa
de bolsa de que se trate, sea consecuencia de la revoca-
ción de su autorización de conformidad con lo previsto
en el artículo 153 de esta Ley.

La Secretaría podrá designar liquidador a cualquiera de
las personas a que se refiere la fracción anterior, siem-
pre y cuando se observen los requisitos previstos en la
citada fracción.

En el evento de que por causa justificada el liquidador
designado por la Secretaría renuncie a su cargo, ésta de-
berá designar a la persona que lo sustituya dentro de los
quince días naturales siguientes al en que surta efectos
la renuncia.

En los casos a que se refiere esta fracción, la responsa-
bilidad de la Secretaría se limitará a la designación del
liquidador, por lo que los actos y resultados de la actua-
ción del liquidador serán de la responsabilidad exclusi-
va de éste.

IV. En el desempeño de su función, el liquidador deberá:

a) Elaborar un dictamen respecto de la situación in-
tegral de la casa de bolsa. En el evento de que de su
dictamen se desprenda que la casa de bolsa se ubica
en causales de concurso mercantil, deberá solicitar
al juez la declaración del concurso mercantil confor-
me a lo previsto en la Ley de Concursos Mercanti-
les, informando de ello a la Secretaría.

b) Presentar a la Secretaría para su aprobación, los
procedimientos para realizar la entrega o transferen-
cia de los valores o efectivo de sus clientes deriva-
dos de operaciones de la casa de bolsa por cuenta de
terceros, así como las fechas estimadas para su apli-
cación.

c) Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso b) ante-
rior, instrumentar y adoptar un plan de trabajo ca-
lendarizado que contenga los procedimientos y me-
didas necesarias para que las obligaciones a cargo de
la sociedad derivadas de las operaciones reservadas
a las casas de bolsa, sean finiquitadas o transferidas
a otros intermediarios del mercado de valores a más
tardar dentro del año siguiente a la fecha en que ha-
ya protestado y aceptado su nombramiento.

d) Cobrar lo que se deba a la casa de bolsa y pagar
lo que ésta deba.

Para efectos de lo anterior, en primer término el li-
quidador deberá separar y realizar la entrega o trans-
ferencia de los valores o efectivo de sus clientes de-
rivados de operaciones de la casa de bolsa por
cuenta de terceros, conforme a lo señalado en el in-
ciso b) de esta fracción.

En caso de que los valores o efectivo de los clientes
de la casa de bolsa, derivados de operaciones por
cuenta de terceros no sean suficientes para el cum-
plimiento de sus obligaciones, en protección de los
intereses de los clientes de las casas de bolsa, el li-
quidador deberá destinar los activos de que dispon-
ga la casa de bolsa por cuenta propia preferentemen-
te al pago de las operaciones que conforme a
derecho haya realizado con sus clientes, en cumpli-
miento de su objeto, incluyendo el pago de opera-
ciones realizadas por el intermediario por cuenta de
terceros. Lo anterior, siempre y cuando los referidos
valores, efectivo o activos, no estén afectos en ga-
rantía de otros compromisos o no se vulneren los de-
rechos de terceros acreedores.

En caso de que los referidos activos no sean sufi -
cientes para cubrir los pasivos de la sociedad, el li-
quidador deberá solicitar el concurso mercantil.

e) Convocar a la asamblea general de accionistas, a
la conclusión de su gestión, para presentarle un in-
forme completo del proceso de liquidación. Dicho
informe deberá contener el balance final de la liqui-
dación.

En el evento de que la liquidación no concluya den-
tro de los doce meses inmediatos siguientes, conta-
dos a partir de la fecha en que el liquidador haya
aceptado y protestado su cargo, el liquidador deberá
convocar a la asamblea de accionistas con el objeto
de presentar un informe respecto del estado en que
se encuentre la liquidación señalando las causas por
las que no ha sido posible su conclusión. Dicho in-
forme deberá contener el estado financiero de la so-
ciedad y deberá estar en todo momento a disposición
de los accionistas. Sin perjuicio de lo previsto en el
siguiente párrafo, el liquidador deberá convocar a
la asamblea de accionistas en los términos antes
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descritos, por cada año que dure la liquidación, para
presentar el informe citado.

Cuando habiendo el liquidador convocado a la
asamblea, ésta no se reúna con el quórum necesario,
deberá publicar en dos diarios de los de mayor cir-
culación en territorio nacional, un aviso dirigido a
los accionistas indicando que los informes se en-
cuentran a su disposición, señalando el lugar y hora
en los que podrán ser consultados.

f) Promover ante la autoridad judicial la aprobación
del balance final de liquidación, en los casos en que
no sea posible obtener la aprobación de los accionis-
tas a dicho balance en términos de la Ley General de
Sociedades Mercantiles, porque dicha asamblea, no
obstante haber sido convocada, no se reúna con el
quórum necesario, o bien, dicho balance sea objeta-
do por la asamblea de manera infundada a juicio del
liquidador. Lo anterior es sin perjuicio de las accio-
nes legales que correspondan a los accionistas en
términos de las leyes.

g) Hacer del conocimiento del juez competente que
existe imposibilidad física y material de llevar a ca-
bo la liquidación legal de la sociedad para que éste
ordene la cancelación de su inscripción en el Regis-
tro Público de Comercio, que surtirá sus efectos
transcurridos ciento ochenta días naturales a partir
del mandamiento judicial.

El liquidador deberá publicar en dos diarios de ma-
yor circulación en el territorio nacional, un aviso di-
rigido a los accionistas y acreedores sobre la solici-
tud al juez competente.

Los interesados podrán oponerse a esta cancelación
dentro de un plazo de sesenta días naturales siguien-
tes al aviso, ante la propia autoridad judicial.

h) Ejercer las acciones legales a que haya lugar para
determinar las responsabilidades económicas que,
en su caso, existan y deslindar las responsabilidades
que en términos de ley y demás disposiciones resul-
ten aplicables.

i) Abstenerse de comprar para sí o para otro, los
bienes propiedad de la casa de bolsa en liquidación,
sin consentimiento expreso de la asamblea.

Artículo 157.- La Comisión ejercerá las funciones de su-
pervisión únicamente respecto del cumplimiento de los
procedimientos a los que se refiere el inciso b) de la frac-
ción IV del artículo 156 de esta Ley. Lo anterior, sin per-
juicio de las facultades conferidas en el presente ordena-
miento respecto de los delitos señalados en el Capítulo II
del Título XIV de esta Ley.

Artículo 158.- El concurso mercantil de las casas de bolsa
se regirá por lo dispuesto en la Ley de Concursos Mercan-
tiles, con las excepciones siguientes:

I. La Secretaría deberá solicitar la declaración del con-
curso mercantil de una casa de bolsa, cuando existan
elementos que puedan actualizar los supuestos para la
declaración del concurso mercantil.

II. Declarado el concurso mercantil, la Secretaría, en de-
fensa de los intereses de los acreedores, podrá solicitar
que el procedimiento se inicie en la etapa de quiebra, o
bien la terminación anticipada de la etapa de concilia-
ción, en cuyo caso el juez declarará la quiebra.

III. El cargo de conciliador o síndico corresponderá a la
persona que para tal efecto designe la Secretaría en un
plazo máximo de diez días hábiles. Dicho nombramien-
to podrá recaer en instituciones de crédito, en personas
morales o físicas que cumplan con los requisitos previs-
tos en la fracción II del artículo 156 de esta Ley, o en el
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, el
cual podrá ejercerlo con su personal o a través de apo-
derados que para tal efecto designe, quienes deberán
cumplir con los requisitos a que se refiere la fracción II
del artículo 156 de esta Ley.

IV. Declarado el concurso mercantil, quien tenga a su
cargo la administración de la casa de bolsa deberá pre-
sentar para aprobación del juez los procedimientos para
realizar la entrega o transferencia de los valores o efec-
tivo de sus clientes, derivados de operaciones de la casa
de bolsa por cuenta de terceros, así como las fechas pa-
ra su aplicación. El juez, previo a su aprobación, oirá la
opinión de la Secretaría.

V. La Comisión ejercerá las funciones de supervisión
únicamente respecto del cumplimiento de los procedi-
mientos citados en la fracción anterior.

Si la Comisión detectara algún incumplimiento deberá ha-
cerlo del conocimiento del juez.
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Sección V
De las oficinas de representación 

y filiales de casas de bolsa del exterior

Apartado A
De las oficinas de representación

Artículo 159.- La Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno, podrá autorizar el establecimiento en el territo-
rio nacional de oficinas de representación de casas de bol-
sa del extranjero.

Dichas oficinas de representación no podrán realizar acti-
vidades de intermediación con valores, ya sea por cuenta
propia o ajena. Las actividades que realicen las oficinas de
representación se sujetarán a las disposiciones de carácter
general que expida la Secretaría.

La Comisión, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, po-
drá declarar la revocación de las autorizaciones correspon-
dientes cuando las referidas oficinas no se ajusten a las dis-
posiciones a que se refiere este artículo, sin perjuicio de la
aplicación de las sanciones establecidas en la presente Ley
y en los demás ordenamientos legales.

Las oficinas de representación estarán sujetas a la inspec-
ción y vigilancia de la Comisión.

Apartado B
De las filiales

Artículo 160.- Las filiales, para organizarse y operar como
tales, requerirán de autorización que otorgará la Comisión,
previo acuerdo de su Junta de Gobierno. Por su naturaleza,
estas autorizaciones serán intransmisibles.

Las autorizaciones que al efecto se otorguen a las filiales,
así como sus modificaciones, se publicarán en el Diario
Oficial de la Federación a costa del interesado.

Artículo 161.- Las filiales se regirán por lo previsto en los
tratados o acuerdos internacionales correspondientes; en el
presente apartado; en las disposiciones contenidas en esta
Ley aplicables a las casas de bolsa, y en las disposiciones
de carácter general para el establecimiento de filiales que
al efecto expida la Secretaría.

La Secretaría estará facultada para interpretar para efectos
administrativos las disposiciones sobre servicios financie-
ros que se incluyan en los tratados o acuerdos internacio-

nales a que hace mención el párrafo anterior, así como pa-
ra proveer a su observancia.

Artículo 162.- Las autoridades financieras, en el ámbito de
sus respectivas competencias, garantizarán el cumplimien-
to de los compromisos de trato nacional que en su caso se-
an asumidos por los Estados Unidos Mexicanos, en los tér-
minos establecidos en el tratado o acuerdo internacional
aplicable.

Las filiales podrán realizar las mismas operaciones que las
casas de bolsa, a menos que el tratado o acuerdo interna-
cional aplicable establezca alguna restricción.

Artículo 163.- Las instituciones financieras del exterior,
para invertir en el capital social de una filial, deberán rea-
lizar en el país en el que estén constituidas, directa o indi-
rectamente, de acuerdo con la legislación aplicable, el mis-
mo tipo de operaciones que la filial de que se trate esté
facultada para realizar en los Estados Unidos Mexicanos de
conformidad con lo que señalen la presente Ley y las dis-
posiciones de carácter general a las que se refiere el artícu-
lo 161 del presente ordenamiento legal.

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior a las fi -
liales en cuyo capital participe una sociedad controladora
filial de conformidad con la Ley para Regular las Agrupa-
ciones Financieras y las disposiciones mencionadas en el
referido párrafo.

Artículo 164.- La solicitud de autorización para organizar-
se y operar como filial, deberá cumplir con los requisitos
establecidos en la presente Ley y en las disposiciones de
carácter general a las que se refiere el artículo 161 de la
misma.

Artículo 165.- El capital social de las filiales estará inte-
grado por acciones de la serie “F” que representarán cuan-
do menos el cincuenta y uno por ciento de dicho capital. El
cuarenta y nueve por ciento restante del capital social po-
drá integrarse indistinta o conjuntamente por acciones se-
ries “F” y “B”.

Las acciones de la serie “F” solamente podrán ser adquiri-
das por una sociedad controladora filial o, directa o indi-
rectamente, por una institución financiera del exterior, sal-
vo en el caso a que se refiere el último párrafo del artículo
163 de esta Ley, tratándose de acciones representativas del
capital social de las filiales.
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Las acciones de las series “F” y “B” de las filiales se regi-
rán por lo dispuesto en esta Ley para las acciones de la se-
rie “O” de las casas de bolsa. Las instituciones financieras
del exterior o las sociedades controladoras filiales propie-
tarias de las acciones serie “F” de una filial, no estarán su-
jetas a lo establecido en los artículos 119 y 120 de esta Ley,
respecto de su tenencia de acciones serie “B”.

Artículo 166.- Las acciones serie “F” representativas del
capital social de una filial, únicamente podrán ser enajena-
das con autorización de la Comisión, previo acuerdo de su
Junta de Gobierno.

Salvo en el caso en que el adquirente sea una institución fi -
nanciera del exterior, una sociedad controladora filial o una
filial, para llevar a cabo la enajenación deberán modificar-
se los estatutos sociales de la filial cuyas acciones sean ob-
jeto de la operación. Tratándose de filiales, deberá cum-
plirse con lo dispuesto en este Capítulo.

Cuando el adquirente sea una institución financiera del ex-
terior, una sociedad controladora filial o una filial, deberá
observarse lo dispuesto en la fracción I y último párrafo del
artículo 167 de esta Ley.

Artículo 167.- La Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno, podrá autorizar a las instituciones financieras
del exterior, a las sociedades controladoras filiales o a las
filiales, la adquisición de acciones representativas del capi-
tal social de una casa de bolsa, siempre y cuando se cum-
plan los siguientes requisitos:

I. La institución financiera del exterior, la sociedad con-
troladora filial o la filial, según sea el caso, deberá ad-
quirir acciones que representen cuando menos el cin-
cuenta y uno por ciento del capital social, en cuyo caso
no será aplicable lo establecido en el artículo 119 de es-
ta Ley.

II. Los estatutos sociales de la casa de bolsa cuyas ac-
ciones sean objeto de enajenación sean modificados, a
efecto de cumplir con lo dispuesto en el presente apar-
tado.

En el evento de que el adquirente sea una filial, la casa de
bolsa deberá fusionarse con aquélla.

Artículo 168.- El consejo de administración de las filiales
estará integrado por un máximo de quince consejeros, de
los cuales cuando menos el veinticinco por ciento deberán

ser independientes conforme a lo previsto en el artículo
125 de esta Ley. Por cada consejero propietario se desig-
nará a su respectivo suplente, en el entendido de que los
consejeros suplentes de los consejeros independientes, de-
berán tener este mismo carácter.

El nombramiento de los miembros del consejo de adminis-
tración deberá hacerse en asamblea especial por cada serie
de acciones. A las asambleas que se reúnan con este fin, así
como a aquéllas que tengan el propósito de designar comi-
sarios por cada serie de acciones, les serán aplicables, en lo
conducente, las disposiciones para las asambleas generales
ordinarias previstas en la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles.

El accionista de la serie “F” que represente cuando menos
el cincuenta y uno por ciento del capital social designará a
la mitad más uno de los consejeros y por cada diez por
ciento de acciones de esta serie que exceda de ese porcen-
taje, tendrá derecho a designar un consejero más. Los ac-
cionistas de la serie “B” designarán a los consejeros res-
tantes. Sólo podrá revocarse el nombramiento de los
consejeros de minoría, cuando se revoque el de todos los
demás de la misma serie, en cuyo caso no deberán ser de-
signados con tal carácter durante los doce meses inmedia-
tos siguientes a la fecha de revocación.

Los consejeros independientes serán designados en forma
proporcional conforme a lo señalado en los párrafos que
anteceden. 

En el caso de filiales en las cuales cuando menos el noven-
ta y nueve por ciento de los títulos representativos del ca-
pital social sean propiedad, directa o indirectamente, de
una institución financiera del exterior o una sociedad con-
troladora filial, se podrá determinar libremente el número
de consejeros.

La mayoría de los consejeros y el director general de las fi -
liales deberán residir en territorio nacional, en términos de
lo dispuesto por el Código Fiscal de la Federación.

Artículo 169.- El órgano de vigilancia de las filiales esta-
rá integrado por lo menos por un comisario designado por
los accionistas de la serie “F” y por un comisario nombra-
do por los de la serie “B” cuando existan este tipo de ac-
ciones, así como sus respectivos suplentes.

Artículo 170.- La Comisión, respecto de las filiales, ten-
drá todas las facultades que le atribuye la presente Ley en
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relación con las casas de bolsa. Cuando las autoridades su-
pervisoras del país de origen de la institución financiera del
exterior, propietaria de acciones representativas del capital
social de una filial o de una sociedad controladora filial, se-
gún sea el caso, deseen realizar visitas de inspección a fi -
liales, deberán solicitarlo a la citada Comisión, ajustándo-
se a lo establecido en el artículo 358 de esta Ley.

Capítulo II
Del funcionamiento, actividades 
y servicios de las casas de bolsa

Artículo 171.- Las casas de bolsa podrán realizar las acti-
vidades y proporcionar los servicios siguientes, ajustándo-
se a lo previsto en esta Ley y demás disposiciones de ca-
rácter general que al efecto expida la Comisión:

I. Colocar valores mediante ofertas públicas, así como
prestar sus servicios en ofertas públicas de adquisición.
También podrán realizar operaciones de sobreasigna-
ción y estabilización con los valores objeto de la colo-
cación.

II. Celebrar operaciones de compra, venta, reporto y
préstamo de valores, por cuenta propia o de terceros, así
como operaciones internacionales y de arbitraje interna-
cional.

III. Fungir como formadores de mercado respecto de va-
lores.

IV. Conceder préstamos o créditos para la adquisición
de valores con garantía de éstos.

V. Asumir el carácter de acreedor y deudor ante contra-
partes centrales de valores, así como asumir obligacio-
nes solidarias respecto de operaciones con valores reali-
zadas por otros intermediarios del mercado de valores,
para los efectos de su compensación y liquidación ante
dichas contrapartes centrales, de las que sean socios.

VI. Efectuar operaciones con instrumentos financieros
derivados, por cuenta propia o de terceros.

VII. Promover o comercializar valores.

VIII. Realizar los actos necesarios para obtener el reco-
nocimiento de mercados y listado de valores en el siste-
ma internacional de cotizaciones.

IX. Administrar carteras de valores tomando decisiones
de inversión a nombre y por cuenta de terceros.

X. Prestar el servicio de asesoría financiera o de inver-
sión en valores, análisis y emisión de recomendaciones
de inversión.

XI. Recibir depósitos en administración o custodia, o en
garantía por cuenta de terceros, de valores y en general
de documentos mercantiles.

XII. Fungir como administrador y ejecutor de prendas
bursátiles.

XIII. Asumir el carácter de representante común de te-
nedores de valores.

XIV. Actuar como fiduciarias.

XV. Ofrecer a otros intermediarios la proveeduría de
servicios externos necesarios para la adecuada opera-
ción de la propia casa de bolsa o de dichos intermedia-
rios.

XVI. Operar con divisas y metales amonedados.

XVII. Recibir recursos de sus clientes por concepto de
las operaciones con valores o instrumentos financieros
derivados que se les encomienden.

XVIII. Recibir préstamos y créditos de instituciones de
crédito u organismos de apoyo al mercado de valores,
para la realización de las actividades que les sean pro-
pias.

XIX. Emitir obligaciones subordinadas de conversión
obligatoria a títulos representativos de su capital social,
ajustándose a lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley de
Instituciones de Crédito, así como títulos opcionales y
certificados bursátiles, para la realización de las activi-
dades que les sean propias.

XX. Invertir su capital pagado y reservas de capital con
apego a esta Ley.

XXI. Fungir como liquidadoras de otras casas de bolsa.

XXII. Actuar como distribuidoras de acciones de socie-
dades de inversión.
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XXIII. Celebrar operaciones en mercados del exterior,
por cuenta propia o de terceros, en este último caso, al
amparo de fideicomisos, mandatos o comisiones y siem-
pre que exclusivamente las realicen por cuenta de clien-
tes que puedan participar en el sistema internacional de
cotizaciones. Lo anterior, sin perjuicio de los servicios
de intermediación que presten respecto de valores lista-
dos en el sistema internacional de cotizaciones de las
bolsas de valores.

XXIV. Ofrecer servicios de mediación, depósito y ad-
ministración sobre acciones representativas del capital
social de personas morales, no inscritas en el Registro,
sin que en ningún caso puedan participar por cuenta de
terceros en la celebración de las operaciones.

XXV. Las análogas, conexas o complementarias de las
anteriores, que les sean autorizadas por la Secretaría,
mediante disposiciones de carácter general.

Las disposiciones que expida la Comisión conforme a este
artículo no podrán referirse a aquellas actividades y servi-
cios cuya regulación esté conferida por ésta u otras leyes a
la Secretaría o al Banco de México.

Sección I
De los requerimientos de capital y diversificación

Artículo 172.- La Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno, determinará mediante disposiciones de carácter
general el importe del capital social mínimo de las casas de
bolsa en función de las actividades que realicen y servicios
que proporcionen.

Artículo 173.- Las casas de bolsa, con independencia de
contar con el capital social mínimo, deberán mantener un
capital global en relación con los riesgos en que incurran
en su operación, que no podrá ser inferior a la cantidad que
resulte de sumar los requerimientos de capital por cada ti-
po de riesgo, en términos de las disposiciones de carácter
general que emita la Comisión, previo acuerdo de su Junta
de Gobierno.

El capital global será el que se obtenga conforme a lo que
establezca la propia Comisión en las mencionadas disposi-
ciones.

Artículo 174.- La Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno, podrá determinar mediante disposiciones de ca-
rácter general los porcentajes máximos de operación de las

casas de bolsa respecto de una misma persona, entidad o
grupo de personas que de acuerdo con las mismas disposi-
ciones deban considerarse para estos efectos como un solo
cliente.

Artículo 175.- Las disposiciones de carácter general a que
se refiere el artículo 174 de esta Ley, deberán procurar con-
diciones de seguridad para las operaciones y la adecuada
prestación del servicio de intermediación, así como evitar
el establecimiento de relaciones de dependencia para las
casas de bolsa.

Sección II
De las reglas de operación

Artículo 176.- Las casas de bolsa que pretendan recibir
préstamos o créditos para la realización de las actividades
que les son propias; otorgar préstamos o créditos para la
adquisición de valores; celebrar reportos y préstamos sobre
valores; realizar operaciones con instrumentos financieros
derivados; operar con divisas o metales amonedados, o
actuar como fiduciarias conforme a esta Ley, se sujetarán
para la realización de dichas actividades a las disposicio-
nes de carácter general que al efecto expida el Banco de
México.

Las casas de bolsa tendrán prohibido otorgar créditos o
préstamos con garantía de:

I. Obligaciones subordinadas a cargo de instituciones de
crédito, casas de bolsa o sociedades controladoras de
grupos financieros.

II. Derechos sobre fideicomisos, mandatos o comisiones
que, a su vez, tengan por objeto los pasivos menciona-
dos en la fracción anterior.

III. Acciones representativas del capital social de insti-
tuciones de crédito, casas de bolsa o sociedades contro-
ladoras de grupos financieros, propiedad de cualquier
persona que mantenga el cinco por ciento o más del ca-
pital social de la institución de crédito, casa de bolsa o
sociedad controladora de que se trate.

Tratándose de acciones distintas a las señaladas en el pá-
rrafo anterior, representativas del capital social de institu-
ciones de crédito, casas de bolsa, sociedades controladoras
o de cualquier entidad financiera, las casas de bolsa debe-
rán dar aviso con treinta días naturales de anticipación a la
Comisión.

Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2005 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados584



Artículo 177.- Las casas de bolsa que participen en colo-
caciones de valores o presten servicios de representación
común, deberán contar con mecanismos y procedimientos
para el efectivo control, confidencialidad y seguridad de la
información generada como resultado de su actuación.

Las casas de bolsa que actúen como formadores de merca-
do se ajustarán a los términos y condiciones de operación
que se establezcan en los mercados en que participen.

Artículo 178.- Las casas de bolsa, al colocar valores obje-
to de una oferta pública, deberán llevar un registro en el
que hagan constar las solicitudes u órdenes que reciban pa-
ra la suscripción, enajenación o adquisición de dichos va-
lores así como de las asignaciones que realicen, ajustándo-
se a las disposiciones de carácter general que expida la
Comisión en materia de distribución de valores entre el pú-
blico inversionista y a las estipulaciones que se contengan
en el prospecto de colocación, suplemento o folleto infor-
mativo que corresponda.

Artículo 179.- Las casas de bolsa no podrán operar fuera
de las bolsas de valores los valores listados en éstas, sal-
vo que lo autorice la Comisión, previo acuerdo de su Jun-
ta de Gobierno, supuesto en el cual adicionalmente podrá
determinar las operaciones que sin ser concertadas en
bolsa puedan considerarse como realizadas en ésta. Las
operaciones con valores listados en bolsas de valores que
celebren las casas de bolsa en mercados del exterior, que-
dan exceptuadas del requisito de autorización antes esta-
blecido.

El ejercicio de la facultad de la Comisión a que se refiere
el párrafo anterior, quedará sujeto a que las operaciones
respectivas sean registradas en bolsa y dadas a conocer al
público, conforme a las disposiciones de carácter general
que expida la Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno.

La Comisión podrá establecer en las citadas disposiciones
los valores que podrán operarse fuera de bolsa, sin necesi-
dad de autorización, siempre que las operaciones así reali-
zadas se informen a la institución para el depósito de valo-
res en que se encuentren depositados los valores.

No será aplicable lo previsto en este artículo a los traspa-
sos de valores solicitados por los clientes a las casas de bol-
sa, siempre que estas últimas no hubieren participado en la
operación que les dé origen.

Artículo 180.- Las casas de bolsa que reciban instruccio-
nes de terceros respecto de operaciones con valores, debe-
rán contar con un sistema automatizado para la recepción,
registro, canalización de órdenes y asignación de operacio-
nes.

Los sistemas automatizados de las casas de bolsa que, adi-
cionalmente al servicio aludido en el párrafo anterior, rea-
licen la concertación de las operaciones correspondientes,
deberán incorporar mecanismos para transmitir dichas ór-
denes a los sistemas de negociación en que operen.

Los sistemas a que se refiere el presente artículo deberán
reunir los requisitos mínimos que establezca la Comisión
mediante disposiciones de carácter general.

Artículo 181.- La recepción y transmisión de órdenes y
asignación de operaciones en cuentas globales administra-
das por casas de bolsa, se ajustará a las disposiciones de ca-
rácter general que expida la Comisión.

Al efecto, se entenderá por cuenta global aquélla admi -
nistrada por casas de bolsa, entidades financieras del ex-
terior, instituciones de crédito o sociedades operadoras de
sociedades de inversión, en donde se registran las opera-
ciones de varios clientes siguiendo sus instrucciones en
forma individual y anónima frente a una casa de bolsa con
la que aquéllas suscriban un contrato de intermediación
bursátil.

Artículo 182.- Las casas de bolsa deberán mantener depo-
sitados los valores que adquieran por cuenta propia o de
terceros en una institución para el depósito de valores o en
instituciones que señale la Comisión tratándose de valores
que por su naturaleza no puedan ser depositados en las pri-
meras. Dicho depósito deberá realizarse directamente o a
través de otro intermediario del mercado de valores que
conforme a su régimen autorizado pueda mantener valores
depositados en las citadas instituciones.

Artículo 183.- Las casas de bolsa sólo podrán actuar como
fiduciarias en negocios directamente vinculados con las ac-
tividades que les sean propias y podrán recibir cualquier
clase de bienes, derechos, efectivo o valores referidos a
operaciones o servicios que estén autorizadas a realizar.
Asimismo, podrán afectarse en estos fideicomisos bienes,
derechos o valores diferentes a los antes señalados exclusi-
vamente en los casos en que la Secretaría lo autorice, me-
diante disposiciones de carácter general.
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Artículo 184.- Las casas de bolsa previamente a la realiza-
ción de las actividades fiduciarias deberán establecer las
medidas necesarias para prevenir conflictos de interés que
puedan originarse en la prestación de servicios fiduciarios
y los que proporcionen a sus clientes, así como evitar prác-
ticas que afecten una sana operación o vayan en detrimen-
to de los intereses de las personas a las que les otorguen sus
servicios.

Asimismo, las casas de bolsa, en su calidad de fiduciarias,
deberán ajustarse, en lo conducente, a lo dispuesto en la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y desem-
peñarán su cometido y ejercerán sus facultades por medio
de delegados fiduciarios. Los citados delegados fiduciarios
deberán satisfacer los requisitos de calidad técnica, hono-
rabilidad e historial crediticio satisfactorio, en términos de
lo establecido en el artículo 193 de esta Ley.

Artículo 185.- Las casas de bolsa que actúen como institu-
ciones fiduciarias, responderán civilmente por los daños y
perjuicios que causen por la falta de cumplimiento en las
condiciones o términos señalados en el fideicomiso.

En el acto constitutivo del fideicomiso o en sus reformas,
se podrá prever la formación de un comité técnico, las re-
glas para su funcionamiento y facultades del fiduciario.
Cuando dichas casas de bolsa obren ajustándose a los dic-
támenes o acuerdos de este comité, estarán libres de toda
responsabilidad.

El personal que las citadas casas de bolsa utilicen directa o
exclusivamente para la realización de fideicomisos, podrá
no formar parte del personal de la casa de bolsa, en cuyo
caso se considerará al servicio del patrimonio dado en fi -
deicomiso. Sin embargo, los derechos que asistan a esas
personas conforme a la ley, los ejercitarán contra las men-
cionadas casas de bolsa, las que, en su caso, para cumplir
con las resoluciones que la autoridad competente dicte,
afectarán, en la medida que sea necesario, los bienes, dere-
chos, efectivo o valores materia del fideicomiso.

A falta de procedimiento convenido en forma expresa por
las partes en el acto constitutivo de los fideicomisos que
tengan por objeto garantizar el cumplimiento de obligacio-
nes, se aplicarán los procedimientos establecidos en el Tí-
tulo Tercero Bis del Código de Comercio, a petición del fi-
duciario.

Artículo 186.- Las casas de bolsa que actúen con el carác-
ter de fiduciarias tendrán prohibido:

I. Utilizar los bienes, derechos, efectivo o valores afec-
tos en fideicomiso, cuando tengan la facultad discrecio-
nal en el manejo de dichos activos, para la realización
de operaciones en virtud de las cuales resulten o puedan
resultar deudores o beneficiarios:

a) Los miembros del consejo de administración, el
director general o directivos que ocupen el nivel in-
mediato inferior a éste, o sus equivalentes, así como
los comisarios o auditores externos de la casa de
bolsa.

b) Los delegados fiduciarios o los miembros del co-
mité técnico del fideicomiso respectivo.

c) Los ascendientes o descendientes en primer grado
o el cónyuge, la concubina o el concubinario de las
personas citadas en los incisos a) y b) anteriores.

d) Las sociedades en cuyo capital tengan mayoría las
personas a que hacen referencia los incisos a) a c)
anteriores o la misma casa de bolsa.

II. Celebrar operaciones por cuenta propia, salvo las au-
torizadas por el Banco de México mediante disposicio-
nes de carácter general, cuando no impliquen conflicto
de interés.

III. Responder a los fideicomitentes o fideicomisarios
del incumplimiento de los deudores por los bienes, de-
rechos o valores que se adquieran, salvo que sea por su
culpa según lo dispuesto en la parte final del artículo
391 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Cré-
dito, o garantizar la percepción de rendimientos por los
fondos cuya inversión se les encomiende.

Si al término del fideicomiso, los bienes, derechos o va-
lores no hubieren sido pagados por los deudores, la fi-
duciaria deberá transferirlos, junto con el efectivo, bien-
es y demás derechos o valores que constituyan el
patrimonio fiduciario, al fideicomitente o fideicomisa-
rio, según sea el caso, absteniéndose de cubrir su im-
porte.

En los contratos de fideicomiso se insertará en forma
notoria lo previsto en esta fracción y una declaración de
la fiduciaria en el sentido de que hizo saber inequívoca-
mente su contenido a las personas de quienes haya reci-
bido los bienes para su afectación fiduciaria.
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IV. Actuar como fiduciarias en fideicomisos a través de
los cuales se capten, directa o indirectamente, recursos
del público mediante cualquier acto causante de pasivo
directo o contingente, excepto tratándose de fideicomi-
sos constituidos por el Gobierno Federal a través de la
Secretaría y de aquellos a través de los cuales se emitan
valores que se inscriban en el Registro de conformidad
con lo previsto en esta Ley, incluyendo la emisión de
certificados de participación ordinaria, como excepción
a lo dispuesto por el artículo 228-B de la Ley General de
Títulos y Operaciones de Crédito, así como de certifica-
dos bursátiles.

V. Actuar en fideicomisos a través de los cuales se eva-
dan limitaciones o prohibiciones contenidas en las leyes
financieras.

VI. Celebrar fideicomisos en los que se administren su-
mas de dinero que aporten periódicamente grupos de
consumidores integrados mediante sistemas de comer-
cialización, destinados a la adquisición de determinados
bienes o servicios, incluyendo los previstos en la Ley
Federal de Protección al Consumidor.

VII. Administrar fincas rústicas.

Cuando se trate de operaciones de fideicomiso que consti-
tuya el Gobierno Federal o que éste, para los efectos de es-
te artículo, declare de interés público a través de la Secre-
taría, no será aplicable el plazo que establece la fracción III
del artículo 394 de la Ley General de Títulos y Operacio-
nes de Crédito.

Cualquier pacto que contravenga lo dispuesto en este artí-
culo será nulo de pleno derecho.

Artículo 187.- Las casas de bolsa que actúen como fidu-
ciarias, cuando al ser requeridas no rindan las cuentas de su
gestión dentro de un plazo de quince días hábiles, o cuan-
do sean declaradas por sentencia ejecutoriada, culpables de
las pérdidas o menoscabo que sufran los bienes dados en fi-
deicomiso o responsables de esas pérdidas o menoscabo
por negligencia grave, procederá su remoción como fidu-
ciarias.

Las acciones para pedir cuentas, para exigir la responsabi-
lidad de las citadas casas de bolsa y para pedir la remoción,
corresponderán al fideicomisario o a sus representantes le-
gales, y a falta de éstos al ministerio público, sin perjuicio
de poder el fideicomitente reservarse en el acto constituti-

vo del fideicomiso o en las modificaciones del mismo, el
derecho para ejercitar esta acción.

En caso de renuncia o remoción se estará a lo dispuesto en
el artículo 385 de la Ley General de Títulos y Operaciones
de Crédito.

Sección III
De las prácticas de venta

Artículo 188.- Las casas de bolsa, en el manejo de las
cuentas de sus clientes, deberán actuar profesionalmente y
tendrán prohibido:

I. Celebrar operaciones con valores cuya cotización se
encuentre suspendida.

II. Garantizar, directa o indirectamente, rendimientos;
asumir la obligación de devolver la suerte principal de
los recursos que les hayan sido entregados para la cele-
bración de operaciones con valores, salvo tratándose de
reportos o préstamos de valores; responsabilizarse de
las pérdidas que puedan sufrir sus clientes como conse-
cuencia de dichas operaciones, o en cualquier forma
asumir el riesgo de las variaciones en el diferencial del
precio o tasa a favor de sus clientes.

Artículo 189.- Las casas de bolsa serán responsables de la
existencia, autenticidad e integridad de los valores que co-
loquen mediante ofertas públicas, así como de aquéllos que
depositen en instituciones para el depósito de valores o en
instituciones que señale la Comisión tratándose de valores
que por su naturaleza no puedan ser depositados en las pri-
meras.

Asimismo, las casas de bolsa estarán obligadas a excusar-
se de dar cumplimiento, sin causa de responsabilidad, a las
instrucciones de sus clientes que contravengan esta Ley y
demás disposiciones que emanen de ella, así como las nor-
mas aplicables en el sistema de negociación a través del
cual realicen las operaciones.

Las recomendaciones que efectúen las casas de bolsa a sus
clientes para la realización de cualquier operación sobre
valores, o bien, las operaciones que efectúen al amparo de
contratos discrecionales, deberán ajustarse a los perfiles es-
tablecidos al efecto por la propia sociedad.

Los clientes responderán frente a la casa de bolsa de los da-
ños y perjuicios que le ocasionen, cuando ordenen, autoricen
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o consientan actos u operaciones bursátiles a sabiendas de
que están prohibidas por la ley, que contravienen lo previs-
to en el contrato celebrado con la casa de bolsa o cuando
no entreguen en realidad el monto de las inversiones. Los
apoderados para celebrar operaciones con el público que
intervengan en los actos u operaciones de referencia por
parte de la casa de bolsa, serán responsables solidarios con
el cliente frente a la citada casa de bolsa, cuando hayan te-
nido conocimiento de dichas irregularidades.

Artículo 190.- Las casas de bolsa que reciban instruccio-
nes de clientes o realicen operaciones por cuenta de éstos,
deberán contar con lineamientos y políticas tendientes a
identificar y conocer a sus clientes, así como para determi-
nar sus objetivos de inversión. Asimismo, las casas de bol-
sa deberán proporcionar a su clientela la información nece-
saria para la toma de decisiones de inversión, considerando
los perfiles que definan al efecto, ajustándose a las dispo-
siciones de carácter general que expida la Comisión.

Al operar, las casas de bolsa se ajustarán al perfil que co-
rresponda al cliente. Cuando se contraten operaciones y
servicios sobre valores que no sean acordes con el perfil
del cliente, deberá contarse con el consentimiento expreso
del mismo. Las casas de bolsa serán responsables de los
daños y perjuicios ocasionados al cliente por el incumpli-
miento a lo previsto en este párrafo.

Artículo 191.- Las casas de bolsa deberán proporcionar a
sus clientes la información relativa a las comisiones cobra-
das por las actividades y servicios que les proporcionen.
Dicha información deberá proporcionarse en forma des-
glosada en los contratos correspondientes y, tratándose de
operaciones con valores, en los estados de cuenta que en-
víen mensualmente a los clientes.

Sección IV
De la protección al inversionista

Artículo 192.- Las casas de bolsa en ningún caso podrán
dar noticias o información de las operaciones que realicen
o servicios que proporcionen, sino a los titulares, comiten-
tes, mandantes, fideicomitentes, fideicomisarios, benefi-
ciarios, representantes legales de los anteriores o quienes
tengan otorgado poder para disponer de la cuenta o para in-
tervenir en la operación o servicio, salvo cuando las pidie-
ren, la autoridad judicial en virtud de providencia dictada
en juicio en el que el titular sea parte o acusado y las auto-
ridades hacendarias federales, por conducto de la Comi-
sión, para fines fiscales.

Los empleados y funcionarios de las casas de bolsa, en los
términos de las disposiciones aplicables, por violación del
secreto que se establece y las casas de bolsa, estarán obli-
gadas en caso de revelación del secreto, a reparar los daños
y perjuicios que se causen.

Lo previsto en este artículo, no afecta en forma alguna la
obligación que tienen las casas de bolsa de proporcionar a
la Comisión, toda clase de información y documentos que,
en ejercicio de sus funciones de supervisión, les solicite en
relación con las operaciones que celebren y los servicios
que presten, o bien, a efecto de atender solicitudes de auto-
ridades financieras del exterior, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 358 del presente ordenamiento le-
gal.

Artículo 193.- Las casas de bolsa que reciban instruccio-
nes de terceros, celebren operaciones en bolsa o proporcio-
nen servicios fiduciarios, deberán utilizar los servicios de
personas físicas para operar en bolsa, para celebrar opera-
ciones con el público de asesoría, promoción, compra y
venta de valores o para actuar como delegados fiduciarios,
según se trate, autorizadas por la Comisión, siempre que se
acredite que cuentan con calidad técnica, honorabilidad e
historial crediticio satisfactorio. En todo caso deberán
otorgarse los poderes que correspondan.

Dicha autorización se otorgará a las personas físicas que
acrediten contar con calidad técnica, honorabilidad e histo-
rial crediticio satisfactorio, ante alguna asociación gremial
reconocida por la Comisión como organismo autorregula-
torio. Tratándose de operadores de bolsa, adicionalmente
deberán cumplir los requisitos previstos en el reglamento
interior de la bolsa de valores correspondiente. Lo anterior,
conforme a las disposiciones de carácter general que al
efecto expida la propia Comisión.

En ningún caso las personas físicas que cuenten con la au-
torización a que se refiere el presente artículo, podrán ofre-
cer en forma simultánea sus servicios a más de una entidad
financiera, salvo que formen parte de un mismo grupo fi-
nanciero o que actúen como distribuidoras de acciones de
sociedades de inversión.

Artículo 194.- Las casas de bolsa, cuando por cualquier
circunstancia no puedan aplicar los recursos al fin corres-
pondiente el mismo día de su recibo, deberán, si persiste
impedimento para su aplicación, depositarlos en una insti-
tución de crédito a más tardar el día hábil siguiente o ad-
quirir acciones representativas del capital social de una
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sociedad de inversión en instrumentos de deuda, deposi-
tándolas en la cuenta del cliente respectivo, o bien, inver-
tirlos en reportos de corto plazo sobre valores guberna-
mentales. En ambos casos, los fondos se registrarán en
cuenta distinta de las que forman parte del activo de la ca-
sa de bolsa.

Artículo 195.- Las casas de bolsa que reciban instruccio-
nes de terceros para la realización de operaciones con va-
lores y, que al amparo de lo establecido en los artículos 219
y 220 de esta Ley, canalicen tales instrucciones para su eje-
cución y liquidación a través de otra casa de bolsa, deberán
transferir a estas últimas los recursos dinerarios que, en su
caso, les entreguen los terceros, el mismo día de su recep-
ción.

Artículo 196.- Las casas de bolsa no podrán disponer de
los recursos recibidos de un cliente o de sus valores para fi-
nes distintos de los ordenados o contratados por éste.

Artículo 197.- Las casas de bolsa no podrán celebrar ope-
raciones en las que se pacten condiciones y términos que se
aparten significativamente de los sanos usos y prácticas del
mercado.

Artículo 198.- Las casas de bolsa responderán frente a sus
clientes de los actos realizados por sus consejeros, directi -
vos, apoderados y empleados en el cumplimiento de sus
funciones, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o
penales en que ellos incurran personalmente.

Sección V
De la contratación

Artículo 199.- Las operaciones que las casas de bolsa ce-
lebren con su clientela inversionista y por cuenta de la mis-
ma, se regirán por las previsiones contenidas en los contra-
tos de intermediación bursátil que al efecto celebren por
escrito, salvo que, como consecuencia de lo dispuesto en
ésta u otras leyes, se establezca una forma de contratación
distinta.

Por medio del contrato de intermediación bursátil, el clien-
te conferirá un mandato para que, por su cuenta, la casa de
bolsa realice las operaciones autorizadas por esta Ley, a
nombre de la misma casa de bolsa, salvo que, por la propia
naturaleza de la operación, deba convenirse a nombre y re-
presentación del cliente, sin que en ambos casos sea nece-
sario que el poder correspondiente se otorgue en escritura
pública.

Artículo 200.- Como consecuencia del contrato de inter-
mediación bursátil:

I. La casa de bolsa en el desempeño de su encargo ac-
tuará conforme a las instrucciones del cliente que reciba
el apoderado para celebrar operaciones con el público
designado por la propia casa de bolsa, o el que en su au-
sencia temporal la misma casa de bolsa designe. Cual-
quier sustitución definitiva del apoderado designado pa-
ra manejar la cuenta será comunicada al cliente,
asentando el nombre y, en su caso, el número del nuevo
apoderado facultado, en el estado de cuenta del mes en
que se produzca la sustitución.

Los clientes podrán instruir la celebración de operacio-
nes a través de representantes legales debidamente acre-
ditados, o bien, por conducto de personas autorizadas
por escrito para tal efecto en el propio contrato.

II. A menos que en el contrato se pacte el manejo dis-
crecional de la cuenta, las instrucciones del cliente para
la ejecución de operaciones específicas o movimientos
en la cuenta del mismo, podrán hacerse de manera es-
crita, verbal, electrónica o telefónica, debiéndose preci-
sar en todo caso el tipo de operación o movimiento, así
como el género, especie, clase, emisor, cantidad, precio
y cualquiera otra característica necesaria para identificar
los valores materia de cada operación o movimiento en
la cuenta.

Las partes podrán convenir libremente el uso de cual-
quier medio de comunicación, para el envío, intercam-
bio o, en su caso, confirmación de las órdenes de la
clientela inversionista y demás avisos que deban darse
conforme a lo estipulado en el contrato, así como los ca-
sos en que cualquiera de ellas requiera otra confirma-
ción por esas vías.

III. Las instrucciones del cliente para la celebración de
operaciones por su cuenta, serán ejecutadas por la casa
de bolsa de acuerdo al sistema de recepción y asigna-
ción de operaciones que tenga establecido conforme a
las disposiciones de carácter general que al efecto expi-
da la Comisión.

IV. La casa de bolsa elaborará un comprobante de ca-
da operación realizada en desempeño de las instruc-
ciones del cliente, que contendrá todos los datos nece-
sarios para su identificación y el importe de la
operación. Este comprobante y el número de su registro
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contable quedará a disposición del inversionista en la
oficina de la casa de bolsa donde haya abierto la cuenta,
con independencia de que cada operación se vea refle-
jada en el estado de cuenta que deba enviarse al inver-
sionista conforme a lo previsto en esta Ley.

V. En caso de que las partes convengan el uso de medios
electrónicos, de cómputo o de telecomunicaciones para
el envío, intercambio y en su caso confirmación de las
órdenes y demás avisos que deban darse, incluyendo la
recepción de estados de cuenta, habrán de precisar las
claves de identificación recíproca y las responsabilida-
des que conlleve su utilización.

Las claves de identificación que se convenga utilizar
conforme a este artículo sustituirán a la firma autógra-
fa, por lo que las constancias documentales o técnicas
en donde aparezcan, producirán los mismos efectos
que las leyes otorguen a los documentos suscritos por
las partes y, en consecuencia, tendrán igual valor pro-
batorio.

VI. La casa de bolsa quedará facultada para suscribir en
nombre y representación del cliente, los endosos y ce-
siones de valores nominativos expedidos o endosados a
favor del propio cliente, que éste confiera a la casa de
bolsa en depósito en administración o custodia.

VII. En ningún supuesto la casa de bolsa estará obliga-
da a cumplir las instrucciones que reciba para el mane-
jo de la cuenta, si el cliente no la ha provisto de los re-
cursos o valores necesarios para ello, o si no existen en
su cuenta saldos acreedores por la cantidad suficiente
para ejecutar las instrucciones relativas.

VIII. Cuando en el contrato se convenga expresamente
el manejo discrecional de la cuenta, las operaciones que
celebre la casa de bolsa por cuenta del cliente serán or-
denadas por el apoderado para celebrar operaciones con
el público, designado por la casa de bolsa para dicho ob-
jeto, sin que sea necesaria la previa autorización o rati-
ficación del cliente para cada operación.

Se entiende que la cuenta es discrecional, cuando el
cliente autoriza a la casa de bolsa para actuar a su arbi-
trio, conforme la prudencia le dicte y cuidando las in-
versiones como propias, ajustándose en todo caso al
perfil del cliente conforme a lo establecido en el último
párrafo del artículo 190 de esta Ley.

El inversionista podrá limitar la discrecionalidad a la
realización de determinadas operaciones o al manejo de
valores específicos, pudiendo en cualquier tiempo revo-
car dicha facultad, surtiendo efectos esta revocación
desde la fecha en que haya sido notificada por escrito a
la casa de bolsa, sin afectar operaciones pendientes de
liquidar.

IX. Todos los valores y efectivo propiedad del cliente
que estén depositados en la casa de bolsa, se entenderán
especial y preferentemente destinados al pago de las re-
muneraciones, gastos o cualquier otro adeudo que exis-
ta en favor de la casa de bolsa con motivo del cumpli -
miento de la intermediación bursátil que le fue
conferida, por lo que el cliente no podrá retirar dichos
valores o efectivo sin satisfacer sus adeudos.

X. Las partes deberán pactar en los contratos de inter-
mediación bursátil de manera clara las tasas de interés
ordinario y moratorio que puedan causarse con motivo
de los servicios y operaciones materia del contrato, así
como las fórmulas de ajuste a dichas tasas y la forma en
que se notificarán sus modificaciones. Las tasas pacta-
das se aplicarán por igual a los adeudos que sean exigi-
bles tanto a la casa de bolsa como al cliente.

A falta de convenio expreso, la tasa aplicable será igual a
la que resulte del promedio aritmético de los rendimien-
tos que hayan generado las diez sociedades de inversión
en instrumentos de deuda con mayor rentabilidad duran-
te los seis meses anteriores a la fecha en que se actualice
el supuesto que dé origen a la aplicación de la tasa.

XI. Las partes deberán pactar en los contratos de inter-
mediación bursátil, que el cliente otorga su consenti-
miento para que la Comisión investigue actos o hechos
que contravengan lo previsto en esta Ley, para lo cual le
podrá practicar visitas de inspección sobre tales actos o
hechos, así como emplazarlo, requerirle información
que pueda contribuir al adecuado desarrollo de la inves-
tigación y solicitar su comparecencia para que declare al
respecto.

Artículo 201.- En los contratos que celebren las casas de
bolsa con su clientela, el inversionista que sea titular de la
cuenta podrá en cualquier tiempo designar o cambiar bene-
ficiario.

En caso de fallecimiento del titular de la cuenta, la casa
de bolsa entregará al beneficiario que haya señalado de
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mane ra expresa y por escrito, el saldo registrado en la
cuenta que no exceda el mayor de los límites siguientes:

I. El equivalente a veinte veces el salario mínimo gene-
ral diario vigente en el Distrito Federal elevado al año.

II. El equivalente al setenta y cinco por ciento del saldo
registrado en la cuenta.

El beneficiario tendrá derecho de elegir la entrega de de-
terminados valores registrados en la cuenta o el importe de
su venta, con sujeción a los límites señalados.

El excedente, en su caso, deberá entregarse de conformidad
con la legislación común.

Artículo 202.- La falta de la forma exigida por esta Ley o
por convenio de las partes, respecto de los actos o las ope-
raciones que sean contratadas entre las casas de bolsa y su
clientela inversionista, produce la nulidad relativa de di-
chos actos u operaciones.

En el evento de modificaciones a los contratos, dichos in-
termediarios enviarán a su clientela, debidamente firmado
por su representante legal, vía correo registrado con acuse
de recibo y precisamente al último domicilio que les haya
sido notificado por el cliente, el convenio modificatorio re-
lativo, cuyos términos podrán ser objetados dentro de los
veinte días hábiles siguientes a la fecha de su recepción. De
no hacerlo así, transcurrido ese plazo, el convenio se ten-
drá por aceptado y surtirá plenos efectos legales, aun sin
contener la firma del cliente.

Previamente a la conclusión del plazo establecido en el pá-
rrafo anterior, cualquier acto o instrucción realizados por el
cliente de acuerdo a los términos del convenio modificato-
rio, se tendrá como una aceptación del mismo, surtiendo
plenos efectos legales.

Cuando las partes hayan convenido el uso de telégrafo, té-
lex, telefax, o cualquier otro medio electrónico, de cómpu-
to o de telecomunicaciones, las modificaciones a los con-
tratos que tengan celebrados podrán realizarse a través de
los mismos, observando el plazo y las modalidades para la
manifestación del consentimiento a que se refiere este ar-
tículo.

Artículo 203.- Las casas de bolsa deberán enviar a sus
clientes, dentro de los primeros cinco días hábiles poste-
riores al corte mensual, un estado de cuenta autorizado con

la relación de todas las operaciones realizadas que refleje
la posición de valores de dichos clientes al último día del
corte mensual, así como la posición de valores del corte
mensual anterior.

Este documento hará las veces de factura global respecto
de las operaciones en él consignadas.

Los citados estados de cuenta, salvo pacto en contrario, de-
berán ser remitidos precisamente al último domicilio del
cliente notificado por éste a la casa de bolsa. En su caso,
los asientos que aparezcan en los mismos podrán ser obje-
tados por escrito o a través de cualquier medio convenido
por las partes, dentro de los sesenta días hábiles siguientes
a la fecha de su recepción. Se presumirá, salvo prueba en
contrario, que existe aceptación con el contenido de los es-
tados de cuenta, cuando los clientes no realicen objeciones
dentro del plazo antes señalado. El cliente podrá autorizar
a la casa de bolsa para que en lugar de que le envíen los re-
feridos estados de cuenta a su domicilio, le permitan su
consulta a través de medios electrónicos.

El cliente, para hacer las objeciones respectivas en tiempo,
tendrá a su disposición y podrá recoger en las oficinas de
la casa de bolsa, una copia del estado de cuenta desde el día
siguiente a la fecha de corte de la cuenta. En el evento de
que el cliente se considere afectado porque dentro de sus
estados de cuenta no se reflejó una operación, no obstante
que dicho cliente haya entregado los recursos necesarios
para efectuarla, para hacer objeciones deberá acreditar an-
te la casa de bolsa o instancia correspondiente la entrega de
los recursos a favor de la casa de bolsa, conforme a lo pac-
tado en el contrato.

Las acciones que tengan por objeto exigir la responsabili-
dad de las casas de bolsa por los servicios que al amparo de
la presente Ley otorguen a sus clientes, prescribirán en dos
años contados a partir del acto o hecho que les dé origen.

Artículo 204.- La prenda bursátil constituye un derecho re-
al sobre valores que tiene por objeto garantizar el cumpli-
miento de una obligación y su preferencia en el pago.

Para la constitución de la prenda bursátil bastará la cele-
bración del contrato por escrito, así como solicitar a una
institución para el depósito de valores, la apertura o incre-
mento de una o más cuentas en las que deberán depositar-
se en garantía, sin que sea necesario realizar el endoso y
entrega de los valores objeto de la prenda, ni la anotación
en los registros del emisor de los valores. Las partes podrán
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garantizar una o más operaciones al amparo de un mismo
contrato.

Las partes podrán pactar que la propiedad de los valores
otorgados en prenda se transfiera al acreedor, en cuyo caso
quedará obligado a restituir al deudor, en caso de que cum-
pla con la obligación respectiva, otros tantos de la misma
especie, siendo aplicables las prevenciones establecidas, en
relación con el reportador y el reportado, respectivamente,
en los artículos 261 y 263, primera parte, de la Ley Gene-
ral de Títulos y Operaciones de Crédito. En este caso no se-
rán aplicables las previsiones relativas a la apertura de
cuentas establecidas en el párrafo anterior y la garantía se
perfeccionará mediante la entrega jurídica de los títulos al
acreedor, a través de los procedimientos que para los tras-
pasos en cuenta le son aplicables a las instituciones para el
depósito de valores.

Las partes de los contratos de prenda bursátil podrán con-
venir la venta extrajudicial de los valores dados en garan-
tía siempre que, cuando menos, observen el siguiente pro-
cedimiento de ejecución:

I. Que las partes designen de común acuerdo al ejecutor
de la prenda bursátil y, de pactarlo así, al administrador
de dicha garantía; nombramientos que podrán recaer en
una casa de bolsa o institución de crédito, distinta del
acreedor. El nombramiento del ejecutor podrá conferir-
se al administrador de la garantía.

En el contrato deberá preverse el procedimiento para la
sustitución del ejecutor, para los casos en que surgiere
alguna imposibilidad en su actuación o si aconteciere al-
gún conflicto de interés entre el ejecutor y el acreedor o
el deudor de la obligación garantizada.

II. Si al vencimiento de la obligación garantizada o
cuando deba reconstituirse la prenda bursátil, el acree-
dor no recibe el pago o se incrementa el importe de la
prenda, o no se haya acordado la prórroga del plazo o la
novación de la obligación, éste, por sí o a través del ad-
ministrador de la garantía solicitará al ejecutor que rea-
lice la venta extrajudical de los valores afectos en ga-
rantía.

III. De la petición señalada en la fracción anterior, el
acreedor o, en su caso, el administrador de la garantía,
notificará al otorgante de la prenda, el que podrá opo-
nerse a la venta únicamente exhibiendo el importe del
adeudo o el documento que compruebe la prórroga del

plazo o la novación de la obligación o el comprobante
de su entrega al acreedor o demostrando la constitución
de la garantía faltante.

IV. Si el otorgante de la garantía no exhibe el importe
del adeudo o el documento que compruebe la prórroga
del plazo o la novación de la obligación o el compro-
bante de su entrega al acreedor o no acredita la consti-
tución de la garantía faltante, el ejecutor ordenará la
venta de los valores materia de la prenda a precio de
mercado, hasta por el monto necesario para cubrir el
principal y accesorios pactados, los que entregará en pa-
go al acreedor. La venta se realizará conforme a lo con-
venido por las partes, pudiendo ejecutarse incluso fuera
de bolsa.

En los contratos de prenda bursátil podrá pactarse que el
otorgante de la misma pueda sustituir a satisfacción del
acreedor los valores dados en garantía, antes de que se ha-
gan las notificaciones previstas en la fracción III de este ar-
tículo.

Cuando el administrador de la garantía no sea acreedor de
la obligación garantizada podrá fungir como ejecutor, sus-
cribir el contrato de prenda bursátil y afectar los valores co-
rrespondientes por cuenta de sus clientes, en ejercicio del
mandato que para tal efecto los mismos le otorguen, siem-
pre que no se haya pactado con tales clientes el manejo dis-
crecional de su cuenta.

En los estados de cuenta que envíen las casas de bolsa a
sus clientes se destacarán los elementos correspondientes
a las prendas bursátiles constituidas por éstos, con los da-
tos necesarios para la identificación de los valores otor -
gados en prenda. El estado de cuenta servirá de resguar-
do de los valores hasta la terminación del contrato de
prenda bursátil.

Sección VI
De la contabilidad y auditoría externa

Artículo 205.- Los actos o contratos que signifiquen varia-
ción o modificación en el activo, pasivo, capital o impli-
quen una obligación directa o contingente, incluso en sus
cuentas de orden, de una casa de bolsa, deberán ser regis-
trados en la contabilidad el mismo día en que se efectúen.

La contabilidad, los libros y documentos correspondientes
y el plazo que deban ser conservados, se regirán por las dis-
posiciones de carácter general que dicte la Comisión.
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Artículo 206.- Los fondos y valores de clientes de las ca-
sas de bolsa deberán registrarse en cuenta distinta de las
que forman parte del activo de la casa de bolsa.

Artículo 207.- Las casas de bolsa, en las operaciones de fi-
deicomisos, mandatos o comisiones, abrirán contabilidades
especiales por cada contrato debiendo registrar en las mis-
mas y en su propia contabilidad, el dinero y demás bienes,
valores o derechos que se les confíen, así como los incre-
mentos o disminuciones, por los productos o gastos res-
pectivos.

Invariablemente deberán coincidir los saldos de las cuentas
de orden de la contabilidad de la casa de bolsa, con los de
las contabilidades especiales.

En ningún caso estos bienes estarán afectos al cumpli-
miento de otras obligaciones que no sean las derivadas del
fideicomiso o las que contra ellos corresponda a terceros de
acuerdo con la Ley.

Artículo 208.- Los documentos, grabaciones de voz o me-
dios electrónicos o digitales relativos a las instrucciones de
los clientes serán conservados durante un plazo de cuando
menos cinco años como parte integrante de la contabilidad
de la casa de bolsa, sin perjuicio de lo establecido en el úl-
timo párrafo de la fracción III del artículo 212 de esta Ley.

Artículo 209.- Las casas de bolsa podrán microfilmar, gra-
bar en formato digital, medios ópticos o magnéticos o en
cualquier otro medio que autorice la Comisión, los libros,
registros y documentos en general que estén obligadas a
llevar con arreglo a las leyes y que mediante disposiciones
de carácter general señale la Comisión, de acuerdo a las ba-
ses técnicas que para su manejo y conservación establezca
la misma.

Los negativos originales de cámara obtenidos por el siste-
ma de microfilmación y la primera copia que se obtenga de
los discos ópticos o magnéticos con imágenes digitaliza-
das, así como las impresiones logradas con base en esa tec-
nología, debidamente certificadas por personal autorizado
por la casa de bolsa respectiva, tendrán en juicio el mismo
valor probatorio que los libros, registros y documentos ori-
ginales.

Artículo 210.- La Comisión, mediante disposiciones de
carácter general, señalará las bases a que se sujetará la
aprobación de los estados financieros por parte de los ad-
ministradores de las casas de bolsa; su difusión a través de

cualquier medio de comunicación incluyendo a los medios
electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, así co-
mo el procedimiento a que se ajustará la revisión que de los
mismos efectúe la propia Comisión.

La Comisión establecerá mediante disposiciones de ca-
rácter general, la forma y el contenido que deberán pre-
sentar los estados financieros de las casas de bolsa, de
igual forma podrá ordenar que los estados financieros se
difundan con las modificaciones pertinentes cuando con-
tengan errores o alteraciones y en los plazos que al efec-
to establezca.

Las casas de bolsa estarán exceptuadas del requisito de pu-
blicar sus estados financieros, conforme lo establece el ar-
tículo 177 de la Ley General de Sociedades Mercantiles.

Los estados financieros anuales deberán estar dictamina-
dos por un auditor externo independiente, quien será de-
signado directamente por el consejo de administración de
la casa de bolsa de que se trate.

La propia Comisión, mediante disposiciones de carácter
general, podrá establecer las características y requisitos
que deberán cumplir los auditores externos independientes;
determinar el contenido de sus dictámenes y otros infor-
mes; dictar medidas para asegurar una adecuada alternan-
cia de dichos auditores en las casas de bolsa, así como se-
ñalar la información que deberán revelar en sus
dictámenes, acerca de otros servicios y, en general, de las
relaciones profesionales o de negocios que presten o man-
tengan con las casas de bolsa que auditen, o con empresas
relacionadas.

Artículo 211.- La Comisión fijará las reglas para la esti-
mación máxima de los activos de las casas de bolsa y las
reglas para la estimación mínima de sus obligaciones y res-
ponsabilidades.

Sección VII
Otras disposiciones

Artículo 212.- Las casas de bolsa, en términos de las dis-
posiciones de carácter general que emita la Secretaría, es-
cuchando la previa opinión de la Comisión, estarán obliga-
das a:

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran
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favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cual-
quier especie para la comisión del delito previsto en el
artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran
ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mis-
mo Código.

II. Presentar a la Secretaría, por conducto de la Comi-
sión, reportes sobre:

a) Los actos, operaciones y servicios que realicen
con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción
anterior.

b) Todo acto, operación o servicio que pudiese ubi-
carse en el supuesto previsto en la fracción I de este
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o
vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones
señaladas en la misma, que realice o en el que inter-
venga algún miembro del consejo de administración,
administrador, directivo, funcionario, empleado o
apoderado.

Los reportes a que se refiere esta fracción, de conformi-
dad con las disposiciones de carácter general previstas
en este artículo, se elaborarán y presentarán tomando en
consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las carac-
terísticas que deban reunir los actos, operaciones y ser-
vicios a que se refiere este artículo para ser reportados,
teniendo en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza,
los instrumentos monetarios y financieros con que se
realicen, y las prácticas comerciales y bursátiles que se
observen en las plazas donde se efectúen; así como la
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá
de transmitirse la información.

III. Contar, conforme a lo que establezca la Secretaría
en las citadas disposiciones de carácter general, con li-
neamientos sobre el procedimiento y criterios que debe-
rán observar respecto de:

a) El adecuado conocimiento de sus clientes y
usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar
los antecedentes, condiciones específicas, activi-
dad económica o profesional y las plazas en que
operen.

b) La información y documentación que deban reca-
bar para la apertura de cuentas o celebración de con-
tratos relativos a las operaciones y servicios que

ellas presten y que acredite plenamente la identidad
de sus clientes.

c) La forma en que deberán resguardar y garantizar
la seguridad de la información y documentación re-
lativas a la identificación de sus clientes y usuarios
o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos ac-
tos, operaciones y servicios reportados conforme al
presente artículo.

d) Los términos para proporcionar capacitación al
interior de la casa de bolsa sobre la materia objeto de
este artículo. Las disposiciones de carácter general a
que se refiere el presente artículo, señalarán los tér-
minos para su debido cumplimiento.

Dichos intermediarios deberán conservar, por al menos
diez años, la información y documentación a que se refie-
re el inciso c) de esta fracción, sin perjuicio de lo estable-
cido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría estará facultada para requerir y recabar, por
conducto de la Comisión, información y documentación
relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se
refiere la fracción II de este artículo. Asimismo, la Secre-
taría estará facultada para obtener información adicional de
otras personas con el mismo fin y a proporcionar informa-
ción a las autoridades competentes.

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este
artículo no implicará trasgresión alguna a lo establecido en
el artículo 192 de esta Ley.

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las casas de bolsa, así
como por los miembros del consejo de administración, ad-
ministradores, directivos, funcionarios, empleados y apo-
derados respectivos, por lo cual, tanto las entidades como
las personas mencionadas serán responsables del cumpli-
miento de las obligaciones que mediante dichas disposi-
ciones se establezcan.

Artículo 213.- Las casas de bolsa, ajustándose a los por-
centajes y demás requisitos que establezca la Comisión
mediante disposiciones de carácter general, previo acuerdo
de su Junta de Gobierno, podrán invertir su capital pagado
y reservas de capital en:

I. Mobiliario, bienes inmuebles, gastos de instalación y
demás necesarios para la realización de su objeto social.
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II. Títulos representativos del capital social de empresas
o sociedades a que se refieren los artículos 214 y 215 de
esta Ley.

III. Valores y demás operaciones activas conforme a su
objeto.

En ningún caso, las casas de bolsa podrán participar en so-
ciedades que no sean de responsabilidad limitada.

La Comisión podrá establecer en las disposiciones de ca-
rácter general a que se refiere el primer párrafo de este ar-
tículo, un régimen de inversión mínimo para los recursos
del capital pagado y reservas de capital, que procure man-
tener condiciones adecuadas de solvencia y liquidez.

Artículo 214.- Las casas de bolsa podrán invertir en títulos
representativos del capital social de empresas que les pres-
ten servicios complementarios o auxiliares en su adminis-
tración o en la realización de su objeto, así como de socie-
dades inmobiliarias que sean propietarias o administradoras
de bienes destinados a sus oficinas.

Las empresas y sociedades a que se refiere el párrafo ante-
rior estarán sujetas a las disposiciones de carácter general
que expida la Comisión, así como a la inspección y vigi-
lancia de ésta.

Artículo 215.- Las casas de bolsa podrán invertir, directa o
indirectamente, en títulos representativos del capital social
de entidades financieras del exterior que realicen el mismo
tipo de operaciones que la casa de bolsa de que se trate,
siempre que previamente obtengan autorización de la Co-
misión.

Las casas de bolsa que tengan el control de alguna entidad
financiera del exterior, deberán proveer lo necesario para
que dicha entidad realice sus actividades sujetándose a la
legislación extranjera que le sea aplicable y, en su caso, a
las disposiciones que al efecto determinen las autoridades
financieras mexicanas.

Las casas de bolsa, previa autorización de la Comisión, po-
drán invertir en el capital social de sociedades de inversión,
sociedades operadoras de sociedades de inversión, admi-
nistradoras de fondos para el retiro, así como en el de so-
ciedades de inversión especializadas de fondos para el reti-
ro, en los términos de la legislación aplicable y, cuando no
formen parte de grupos financieros, en el de organizacio-
nes auxiliares del crédito y casas de cambio. Dichas enti-

dades podrán utilizar denominaciones iguales o semejan-
tes, actuar de manera conjunta y ofrecer servicios comple-
mentarios.

Las solicitudes respectivas deberán acompañarse del docu-
mento que precise las políticas para resolver el probable
conflicto de interés que en la realización de sus operacio-
nes con el público pudieren presentarse.

Asimismo, las casas de bolsa podrán invertir en el capital
social de bolsas de valores, instituciones para el depósito
de valores y contrapartes centrales de valores, sin necesi-
dad de autorización por parte de la Comisión.

Las inversiones referidas en el artículo 214 de esta Ley, así
como en este precepto legal, efectuadas por casas de bolsa
en cuyo capital participe el Gobierno Federal, no computa-
rán para considerarlas como empresas de participación es-
tatal y, por lo tanto, no estarán sujetas a las disposiciones
aplicables a las entidades de la administración pública fe-
deral.

Artículo 216.- Las casas de bolsa podrán realizar las activi-
dades que les son propias en mercados del exterior, confor-
me a lo previsto en este ordenamiento, en las disposiciones
de carácter general que para ese fin expida la Comisión, pre-
vio acuerdo de su Junta de Gobierno, y con sujeción a las le-
yes del país en que desempeñen tales actividades.

Artículo 217.- Las casas de bolsa deberán dar aviso a la
Comisión, con por lo menos treinta días hábiles de antici-
pación, de la apertura, cambio de ubicación y cierre de sus
oficinas.

Para el cierre de oficinas, junto con el aviso a que se refie-
re este artículo, deberán informarse las medidas adoptadas
para asegurar la continuidad de servicios a la clientela. La
Comisión podrá oponerse al cierre de la oficina de que se
trate, en caso de que la casa de bolsa no presente y hasta en
tanto le sea acreditada la realización satisfactoria de estas
medidas.

En el supuesto de que las casas de bolsa abran o cambien
sus oficinas sin dar el aviso relativo, o bien en su operación
y funcionamiento contravengan lo dispuesto en este artícu-
lo, la Comisión podrá proceder a la clausura de las mismas,
cuidando que queden cubiertos de manera adecuada los
servicios que reciba la clientela. Previamente a que dicte su
resolución, la Comisión deberá oír a la casa de bolsa de que
se trate.
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Las casas de bolsa podrán llevar a cabo actividades de las
que le son propias a través de oficinas, sucursales o agen-
cias de instituciones de crédito, pero en todo caso, deberán
dar el aviso a que se refiere este artículo.

Artículo 218.- Las casas de bolsa deberán cerrar sus puer-
tas y suspender operaciones en los días que señale la Co-
misión mediante disposiciones de carácter general.

Los días señalados en los citados términos se considerarán
inhábiles para todos los efectos legales, cuando así lo de-
termine la propia Comisión.

Artículo 219.- Las casas de bolsa podrán contratar con ter-
ceros la prestación de servicios para la realización de las
actividades que conforme a esta Ley puedan llevar a cabo,
siempre que previamente obtengan autorización de la Co-
misión y se sujeten a las disposiciones de carácter general
mencionadas en el párrafo siguiente.

La Comisión, previo acuerdo de su Junta de Gobierno, de-
berá establecer mediante disposiciones de carácter general,
los servicios que podrán ser objeto de contratación con ter-
ceros, así como aquellos que por su falta de relevancia con
el objeto de la casa de bolsa no requerirán de autorización.

Artículo 220.- Las casas de bolsa que pretendan obtener la
autorización a que se refiere el artículo 219 de esta Ley, de-
berán cumplir con los requisitos siguientes:

I. Presentar a la Comisión un informe que especifique
los servicios a contratar y sus riesgos, así como los cri-
terios y procedimientos para seleccionar al prestador del
servicio. Dichos criterios y procedimientos estarán
orientados a evaluar la capacidad técnica, financiera y
en recursos humanos del proveedor, para prestar el ser-
vicio con niveles adecuados de desempeño, confiabili-
dad y seguridad.

Las casas de bolsa deberán mantener a disposición de la
Comisión la documentación que acredite el procedi-
miento de selección aplicado.

II. Contar con políticas y procedimientos para vigilar el
desempeño del proveedor de servicios y el cumplimien-
to de sus obligaciones contractuales, que deberán conte-
ner aspectos relativos a:

a) La cantidad, calidad y costos de los servicios con-
tratados, especificando metas de desempeño y for-
mas de medición de las mismas.

b) Las restricciones o condiciones, respecto a la po-
sibilidad de que el proveedor del servicio subcontra-
te, a su vez, la prestación del servicio.

c) La confidencialidad y seguridad de la informa-
ción de los clientes y de la cuenta propia.

d) Las responsabilidades de la casa de bolsa y del
proveedor del servicio, los procedimientos para vi-
gilar el cumplimiento de las responsabilidades, así
como las garantías e indemnizaciones en caso de in-
cumplimiento.

e) El compromiso del proveedor del servicio para
proporcionar, a solicitud de la casa de bolsa, los re-
gistros, la información y el apoyo técnico relativos a
los servicios prestados a la casa de bolsa, a sus audi-
tores y a los supervisores.

f) Los mecanismos para la solución de disputas rela-
tivas al contrato de prestación del servicio.

g) Las medidas para asegurar la continuidad del ne-
gocio, así como los procedimientos de contingencia
que incluyan un plan de recuperación en caso de de-
sastres.

h) En caso de que la prestación de servicios sea rea-
lizada por un proveedor ubicado en el extranjero, di-
cho proveedor deberá aceptar por escrito, apegarse a
las disposiciones de esta Ley.

III. Contar con planes para evaluar y reportar al consejo
de administración el desempeño del prestador del servi-
cio, así como el cumplimiento de la normativa aplicable
relacionada con dicho servicio.

El consejo de administración será responsable de aprobar y
verificar el cumplimiento de las políticas y criterios para
seleccionar a los proveedores de los servicios que contrate
la casa de bolsa en términos de lo previsto en este artículo,
así como de los servicios que se otorguen y actividades que
se realicen al amparo de dichas políticas y criterios.

El director general será responsable de la implementación
de las políticas y criterios a que se refiere el párrafo ante-
rior.

Artículo 221.- La contratación de los servicios a que se re-
fiere el artículo 219 de esta Ley no eximirá a las casas de
bolsa ni a sus consejeros, directivos y empleados, de la
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obligación de observar estrictamente lo establecido en el
presente ordenamiento legal y en las disposiciones de ca-
rácter general que emanen de éste.

Las disposiciones legales relativas al secreto bursátil serán
extensivas a los proveedores de los servicios de que se tra-
te. Dichas disposiciones también serán aplicables a los re-
presentantes, directivos y empleados de los proveedores de
servicios, aun cuando dejen de laborar o brindar sus servi-
cios en los citados proveedores.

La Comisión podrá solicitar información, incluyendo li-
bros, registros y documentos, a los terceros que provean los
servicios antes mencionados, así como realizar visitas de
inspección y decretar las medidas que estime necesarias
para asegurar la continuidad de los servicios que las casas
de bolsa proporcionan a sus clientes, la integridad de la in-
formación y el apego a lo establecido en esta Ley.

Artículo 222.- La proveeduría de servicios se regirá por un
contrato suscrito por la casa de bolsa y el prestador de los
servicios, en el que se deberán precisar los derechos y obli-
gaciones de las partes.

Artículo 223.- La Comisión podrá expedir disposiciones
de carácter general en relación con los aspectos mínimos
que deberán cumplir los contratos suscritos en términos de
lo establecido en el artículo 222 de esta Ley, sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 220, fracción II de la misma.

Artículo 224.- La Comisión podrá establecer normas
prudenciales orientadas a preservar la liquidez, solvencia
y estabilidad de las casas de bolsa en materia de contro-
les internos, prevención de conflictos de interés, prácti-
cas societarias y de auditoría, administración de riesgos
y transparencia y equidad en las operaciones y servicios,
en protección del público y de los usuarios y clientes en
general.

Título VII
De los asesores en inversiones 

Artículo 225.- Las personas que sin ser intermediarios del
mercado de valores proporcionen de manera habitual y
profesional servicios de administración de cartera de valo-
res tomando decisiones de inversión a nombre y por cuen-
ta de terceros, así como que otorguen asesoría de inversión
en valores, análisis y emisión de recomendaciones de in-
versión, tendrán el carácter de asesores en inversiones.

Las personas a que se refiere el párrafo anterior podrán for-
mar parte de un organismo autorregulatorio reconocido por
la Comisión en términos de esta Ley.

Las actividades a que se refiere el primer párrafo de este ar-
tículo no se considerarán intermediación con valores.

Los asesores en inversiones no estarán sujetos a la supervi-
sión de la Comisión.

Artículo 226.- Los asesores en inversiones, en la presta-
ción de sus servicios deberán:

I. Contar con mandato que les faculte girar instrucciones
para la celebración de operaciones con valores a nombre
y por cuenta de sus clientes, o bien, estar autorizados al
efecto en los contratos celebrados por el cliente con in-
termediarios del mercado de valores o instituciones fi -
nancieras del exterior del mismo tipo.

II. Documentar a nombre del cliente respectivo las ope-
raciones con valores que ordenen por cuenta de éste.

III. Informar a sus clientes cuando se encuentren en pre-
sencia de conflictos de interés, señalándoles expresa-
mente en qué consisten.

IV. Ajustarse a los objetivos de inversión de sus clien-
tes, para lo cual deberán recabar la información necesa-
ria para determinar su perfil de inversión y riesgo.

V. Observar las normas de autorregulación que emita el
organismo autorregulatorio del cual, en su caso, sean in-
tegrantes.

VI. Certificar su calidad técnica, honorabilidad e histo-
rial crediticio satisfactorio, ante un organismo autorre-
gulatorio reconocido por la Comisión, en relación con
los servicios que proporcionen al público, o bien, utili -
zar los servicios de personas físicas que cuenten con di-
cha certificación.

VII. Informar a sus clientes que no están sujetos a la su -
pervisión de la Comisión.

Los asesores en inversiones, con independencia de lo seña-
lado en la fracción IV de este artículo, deberán contribuir
con los intermediarios del mercado de valores para la ade-
cuada identificación de sus clientes, para los efectos a que
hace referencia el artículo 212 de esta Ley.
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Los intermediarios del mercado de valores estarán exentos
de responsabilidad frente a sus clientes, cuando la celebra-
ción de las operaciones se realice en cumplimiento de las
instrucciones giradas por parte de asesores en inversiones,
en términos de lo previsto en la fracción I de este artículo.
Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo
189, segundo párrafo y 190, segundo párrafo del presente
ordenamiento legal.

Artículo 227.- Los asesores en inversiones tendrán prohi-
bido:

I. Percibir cualquier tipo de remuneración proveniente
de emisoras por la promoción de los valores que éstas
emiten.

II. Percibir cualquier tipo de remuneración proveniente
de intermediarios del mercado de valores nacionales o
del extranjero, por referenciar clientes u operaciones
con éstos.

III. Recibir en depósito en administración o custodia, o
en garantía por cuenta de terceros, dinero o valores que
pertenezcan a sus clientes, ya sea directamente de éstos
o provenientes de las cuentas que les manejen, salvo tra-
tándose de las remuneraciones por la prestación de sus
servicios.

IV. Ofrecer rendimientos garantizados.

Los asesores en inversiones responderán a sus clientes por
los daños y perjuicios que les ocasionen, en los términos de
las disposiciones aplicables, con motivo del incumplimien-
to a lo previsto en este artículo o a las obligaciones conve-
nidas en los contratos de prestación de servicios que al
efecto celebren.

Título VIII
De los organismos autorregulatorios

Artículo 228.- Los organismos autorregulatorios tendrán
por objeto implementar estándares de conducta y operación
entre sus miembros a fin de contribuir al sano desarrollo del
mercado de valores.

Las bolsas de valores y las contrapartes centrales de valo-
res, por ministerio de esta Ley, tendrán el carácter de orga-
nismos autorregulatorios.

Adicionalmente, contarán con el referido carácter aquellas
asociaciones gremiales de intermediarios del mercado de
valores o de asesores en inversiones que sean reconocidos
por la Comisión, previo acuerdo de su Junta de Gobierno.

Artículo 229.- Los organismos autorregulatorios, en fun-
ción del tipo y de las actividades que les son propias, po-
drán emitir normas relativas a:

I. Los requisitos de ingreso, exclusión y separación de
los miembros.

II. Las políticas y lineamientos que deben seguir en la
contratación con la clientela a la cual presten sus servi-
cios los miembros.

III. La revelación de información distinta o adicional a
la que derive de esta Ley.

IV. El fortalecimiento de la conducta ética de sus miem-
bros y otras personas vinculadas a éstos.

V. Las políticas y lineamientos de conducta tendientes a
que sus miembros y otras personas vinculadas a éstos
con motivo de un empleo, cargo o comisión, conozcan
y se apeguen a la normativa aplicable, así como a los
sanos usos y prácticas del mercado de valores.

VI. Los requisitos de calidad técnica, honorabilidad e
historial crediticio satisfactorio aplicables al personal de
sus agremiados.

VII. La procuración de la eficiencia y transparencia en
el mercado de valores.

VIII. El proceso para la adopción de normas y la verifi-
cación de su cumplimiento.

IX. Las medidas disciplinarias y correctivas que se apli-
carán en caso de incumplimiento, así como el procedi-
miento para hacerlas efectivas.

Adicionalmente, las asociaciones gremiales de intermedia-
rios del mercado de valores o de asesores en inversiones
que obtengan el reconocimiento de organismo autorregula-
torio por parte de la Comisión, podrán llevar a cabo certi -
ficaciones en términos de lo dispuesto en los artículos 141,
193 ó 226, fracción VI, de esta Ley, siempre que para tal
efecto se ajusten a las disposiciones de carácter general que
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al efecto establezca la propia Comisión. Cuando no existan
organismos autorregulatorios reconocidos por la Comisión
que cumplan con las disposiciones mencionadas, la Comi-
sión podrá hacer las designaciones u otorgar las autoriza-
ciones a que hacen referencia dichos preceptos legales, sin
necesidad de dicha certificación.

Los organismos autorregulatorios llevarán a cabo evalua-
ciones periódicas sobre el cumplimiento de las normas que
expidan. Los resultados de dichas evaluaciones deberán in-
formarse a la Comisión, dentro de los cinco días hábiles si-
guientes a la fecha en que sean concluidas, cuando puedan
derivar en infracciones administrativas o delitos, sin per-
juicio de las facultades de supervisión que corresponda
ejercer a la propia Comisión. Asimismo, dichos organis-
mos deberán llevar un registro de las medidas correctivas y
disciplinarias que apliquen, el cual estará a disposición de
la propia Comisión.

Las normas autorregulatorias que se expidan en términos
de lo previsto en este artículo no podrán contravenir lo es-
tablecido en la presente Ley.

Artículo 230.- La Comisión podrá expedir disposiciones
de carácter general en las que establezca los requisitos que
deberán cumplir los organismos autorregulatorios para ob-
tener el reconocimiento a que se refiere el artículo 228 de
esta Ley, así como para regular su funcionamiento.

Artículo 231.- La Comisión tendrá facultades para:

I. Vetar las normas de autorregulación que expidan los
organismos autorregulatorios.

II. Ordenar la remoción o destitución de los consejeros
y directivos de los organismos autorregulatorios, cuan-
do cometan infracciones graves o reiteradas a esta Ley
y demás disposiciones de carácter general que emanen
de ella, con independencia de las sanciones económicas
que conforme a ésta u otras leyes correspondan.

III. Revocar el reconocimiento de organismos autorre-
gulatorios cuando cometan infracciones graves o reite-
radas a lo previsto en esta Ley y demás disposiciones de
carácter general que emanen de ella.

Para efecto de proceder en términos de lo previsto en las
fracciones II y III de este artículo, la Comisión deberá con-
tar con el previo acuerdo de su Junta de Gobierno.

Título IX
De los sistemas de negociación 

bursátiles y extrabursátiles

Capítulo I
Disposiciones preliminares

Artículo 232.- Las actividades que tengan por objeto pro-
porcionar acceso a sistemas de negociación que permitan
poner en contacto oferta y demanda de valores, centrali -
zando posturas para la celebración de operaciones, podrán
ser desarrolladas por:

I. Bolsas de valores.

II. Sociedades que administran sistemas para facilitar
operaciones con valores.

III. Personas físicas o morales que desarrollen sistemas
de negociación extrabursátil.

Las actividades referidas en este artículo, que tengan por
objeto acciones representativas del capital social de una
sociedad o títulos de crédito que representen dichas ac-
ciones, inscritos en el Registro, así como valores listados
en el sistema internacional de cotizaciones, se considera-
rán un servicio público y estarán reservadas a las bolsas
de valores.

Tratándose de valores inscritos en el Registro, distintos de
los señalados en el párrafo anterior, así como de acciones
representativas del capital social no inscritas en dicho Re-
gistro, las actividades mencionadas en este precepto legal
podrán proporcionarse en forma indistinta por las entida-
des señaladas en las fracciones I y II anteriores.

Las personas a que se refiere la fracción III de este precep-
to legal, únicamente podrán proporcionar las referidas ac-
tividades sobre acciones representativas del capital social
no inscritas en el Registro, siempre que exclusivamente
participen en las operaciones inversionistas institucionales
y calificados.

Artículo 233.- Los titulares de acciones listadas en bolsas
de valores, podrán realizar fuera de éstas operaciones con
dichos valores, siempre que se ajusten a las disposiciones
aplicables a las adquisiciones de valores objeto de revela-
ción y ofertas públicas forzosas de adquisición, cuando así
corresponda.
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Capítulo II
De las bolsas de valores

Sección I
De la organización

Artículo 234.- Para organizarse y operar como bolsa de va-
lores se requiere concesión del Gobierno Federal, la cual
será otorgada discrecionalmente por la Secretaría, oyendo
la opinión de la Comisión, a las sociedades anónimas or-
ganizadas de conformidad con las disposiciones especiales
que se contienen en el presente ordenamiento legal y, en lo
no previsto por éste, en lo dispuesto en la Ley General de
Sociedades Mercantiles.

El otorgamiento de la concesión se resolverá en atención al
mejor desarrollo y posibilidades del mercado.

Las concesiones que al efecto se otorguen, así como sus
modificaciones, se publicarán en el Diario Oficial de la Fe-
deración a costa del interesado.

Artículo 235.- Las solicitudes de concesión para organi-
zarse y operar como bolsa de valores, deberán acompañar-
se de la documentación siguiente:

I. Proyecto de estatutos de una sociedad anónima en el
que deberá contemplarse lo siguiente:

a) La denominación social deberá contener la expre-
sión “bolsa de valores”.

b) La duración de la sociedad será indefinida.

c) El domicilio deberá ubicarse en territorio nacio-
nal.

d) El objeto social será actuar como bolsa de valores.

II. Relación e información de los socios, indicando el
monto del capital social que suscribirán y el origen de
los recursos declarado por éstos, así como de los proba-
bles consejeros, director general y principales directivos
de la sociedad.

III. Plan general de funcionamiento de la sociedad que
comprenda, cuando menos, los aspectos siguientes:

a) La indicación de los valores respecto de los cua-
les pretende otorgar sus servicios.

b) Los locales, instalaciones y plataformas de nego-
ciación que se utilizarán para la concertación de ope-
raciones con valores.

c) Las medidas de seguridad para preservar la inte-
gridad de la información.

d) El proyecto de reglamento interior que cumpla
cuando menos con los requisitos a que hace referen-
cia esta Ley.

e) Los manuales de políticas y procedimientos de
operación.

f) La descripción de los programas de auditoría que
efectuará a sus miembros y a las emisoras que listen
sus valores en ellas con el objeto de comprobar las
obligaciones a su cargo, previstas en el reglamento
interior de la bolsa de valores.

g) La descripción de los programas que implementa-
rá para vigilar que los procesos de formación de pre-
cios se efectúen con transparencia, corrección e in-
tegridad.

IV. Comprobante de depósito bancario en moneda na-
cional o, en su caso, de valores gubernamentales por su
precio de mercado depositados en entidades financieras
a favor de la Tesorería de la Federación, por una canti-
dad igual al diez por ciento del capital mínimo con que
deba contar la sociedad.

El principal y, en su caso, accesorios del referido depó-
sito serán devueltos al solicitante en caso de desisti-
miento, así como en el evento de que la solicitud sea de-
negada o cuando se inicien operaciones en los términos
previstos en esta Ley. En el caso de que se revoque la
concesión conforme a lo previsto en el artículo 269,
fracciones I a III de esta Ley, el importe del depósito se
hará efectivo.

V. Las políticas y lineamientos que se emplearán para
que las emisoras que listen sus valores, así como los in-
termediarios del mercado de valores y los apoderados
que participen en ellas, den cumplimiento a lo previsto
en su reglamento interior.

VI. La demás documentación e información que la Se-
cretaría, en relación con las fracciones anteriores, re-
quiera mediante disposiciones de carácter general.
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Los estatutos sociales de las bolsas de valores, así como
sus modificaciones, deberán ser aprobados por la Secreta-
ría. Una vez obtenida la aprobación podrán ser inscritas en
el Registro Público de Comercio. En todo caso, las referi-
das bolsas de valores deberán proporcionar a la citada Se-
cretaría, dentro de los diez días hábiles siguientes a la cele-
bración de la asamblea correspondiente, copia autentificada
por el secretario del consejo de administración, del acta de
asamblea y, cuando proceda, instrumento público en el que
conste la formalización de la misma. Tratándose de au-
mentos de capital, las bolsas de valores no requerirán de la
autorización señalada, pero en todo caso deberán presentar
a la Secretaría, con al menos quince días hábiles de antici-
pación a la fecha en que pretendan realizar el aumento del
capital, la información de los socios referida en la fracción
II de este artículo, plazo en el cual la Secretaría podrá opo-
nerse a la realización del referido aumento en el evento de
que considere que existe algún impedimento para que las
personas de que se trate sean socios de la bolsa de valores
correspondiente.

Artículo 236.- Las bolsas de valores deberán acreditar a la
Comisión, con al menos treinta días hábiles de anticipación
al inicio de sus actividades, el cumplimiento de los requi-
sitos siguientes:

I. Que cuentan con el capital social mínimo pagado.

II. Que los consejeros, el director general, los directivos
que ocupen cargos con la jerarquía inmediata inferior a
la de éste y los comisarios, cumplen los requisitos esta-
blecidos en esta Ley y demás disposiciones de carácter
general emitidas por la Comisión.

III. Que cuentan con la infraestructura y controles inter-
nos necesarios para realizar sus actividades y otorgar
sus servicios, conforme a las disposiciones aplicables.

La Comisión podrá negar el inicio parcial o total de opera-
ciones cuando no se acredite el cumplimiento de lo previs-
to en este artículo.

Artículo 237.- Las bolsas de valores deberán contar con el
capital mínimo que establezca la Secretaría mediante dis-
posiciones de carácter general.

El capital social de las bolsas de valores se integrará ex-
clusivamente por acciones ordinarias en las que los dere-
chos y obligaciones de sus titulares no se encuentren limi-
tados o restringidos en forma alguna. Las acciones serán de

igual valor y conferirán los mismos derechos y obligacio-
nes a sus tenedores.

La sola suscripción y pago de acciones representativas del
capital social no dará derecho a su titular para realizar
transacciones en las bolsas de valores y únicamente podrán
operar en éstas los miembros que cumplan con los requisi-
tos que se establezcan en su reglamento interior.

Las acciones representativas del capital social de las bolsas
de valores serán de libre suscripción, salvo tratándose de
personas morales extranjeras que ejerzan funciones de au-
toridad o personas que sean propietarias, directa o indirec-
tamente, del diez por ciento o más del capital de las enti-
dades a que se refiere el párrafo siguiente, las cuales en
ningún caso podrán participar en el capital social de las
bolsas de valores.

Las casas de bolsa, instituciones de crédito, instituciones
de seguros y de fianzas, sociedades de inversión, socieda-
des operadoras de sociedades de inversión y administrado-
ras de fondos para el retiro, podrán invertir, con cargo a su
capital, en acciones representativas del capital social de las
bolsas de valores.

Artículo 238.- Las acciones representativas del capital so-
cial de las bolsas de valores deberán pagarse íntegramente
en dinero en el acto de ser suscritas. Las mencionadas ac-
ciones se mantendrán en depósito en alguna de las institu-
ciones para el depósito de valores reguladas en esta Ley, las
cuales en ningún caso se encontrarán obligadas a entregar-
las a los titulares, salvo cuando se hubiere obtenido su ins-
cripción en el Registro y, en su caso, oferta pública, en tér-
minos de lo establecido en el artículo 266 de esta Ley.

Cuando el capital social de las bolsas de valores exceda del
mínimo deberá estar pagado por lo menos en un cincuenta
por ciento, siempre que este porcentaje no sea inferior al
mínimo establecido. Tratándose de sociedades anónimas
de capital variable, el capital social mínimo estará integra-
do por acciones sin derecho a retiro. En ningún caso, el
monto del capital variable podrá ser superior al mínimo.

Las bolsas de valores al anunciar su capital social deberán
al mismo tiempo dar a conocer su capital pagado.

Artículo 239.- Ninguna persona o grupo de personas po-
drán adquirir directa o indirectamente, mediante una o va-
rias operaciones de cualquier naturaleza, simultáneas o su-
cesivas, el control de acciones representativas del capital
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social de una bolsa de valores por más del diez por ciento
del total de dichas acciones. La Secretaría podrá autorizar
excepcionalmente un porcentaje mayor.

Sección II
De la administración y vigilancia

Artículo 240.- La administración de las bolsas de valores
estará encomendada a un consejo de administración y a un
director general, en sus respectivas esferas de competencia.

Artículo 241.- El consejo de administración de las bolsas
de valores estará integrado por un mínimo de cinco y un
máximo de quince consejeros de los cuales, cuando menos,
el veinticinco por ciento deberán ser independientes, con-
forme a los requisitos de independencia previstos en esta
Ley para las sociedades anónimas bursátiles. Por cada con-
sejero propietario podrá designarse a su respectivo suplen-
te, en el entendido de que los consejeros suplentes de los
consejeros independientes, deberán tener este mismo ca-
rácter.

En ningún caso podrán ser consejeros independientes las
personas físicas que participen en el capital social de enti-
dades financieras o desempeñen en éstas cargos, empleos o
comisiones, excepto tratándose de consejeros independien-
tes de alguna de las entidades financieras mencionadas.

Los accionistas que en lo individual o en conjunto tengan
el diez por ciento de las acciones representativas del capi-
tal social podrán designar en asamblea general de accionis-
tas un consejero y un comisario, así como revocar dichos
nombramientos, sin que resulten aplicables los porcentajes
a que hacen referencia los artículos 144 y 171 de la Ley
General de Sociedades Mercantiles. Tales designaciones,
sólo podrán revocarse cuando a su vez se revoque el nom-
bramiento de todos los demás consejeros o comisarios, se-
gún sea el caso, en cuyo supuesto no deberán ser designa-
dos con tal carácter durante los doce meses inmediatos
siguientes a la fecha de revocación.

Artículo 242.- El consejo de administración podrá estable-
cer los comités que estime necesarios para el mejor desem-
peño de las funciones de la sociedad, pero en todo caso de-
berá contar con comités encargados de la admisión de
miembros, del listado de emisoras, de auditoría, de norma-
tiva y de sanciones. El comité de auditoría deberá ser pre-
sidido por un consejero independiente.

Dichos comités se organizarán y funcionarán conforme a
las normas de autorregulación que establezca la bolsa.

Artículo 243.- Las bolsas de valores estarán sujetas, en lo
conducente, a lo previsto en los artículos 26, penúltimo y
último párrafos, 121, 123, segundo párrafo, 124, primero,
segundo y penúltimo párrafos, 127 a 129, 131, segundo pá-
rrafo, 132 a 134, 205, 209 a 211 y 218 de esta Ley. Las fa-
cultades previstas en los artículos 132 y 134 competerán a
la Secretaría.

La documentación y los registros relativos a las operacio-
nes celebradas en bolsa, así como la información que les
proporcionen sus miembros o las emisoras, deberán con-
servarse durante un plazo de cuando menos cinco años.

La Comisión podrá establecer mediante disposiciones de
carácter general las reglas a las que deberán sujetarse las
bolsas de valores en la aplicación de su capital contable.

Sección III
De las actividades y servicios

Artículo 244.- Las bolsas de valores realizarán las activi-
dades siguientes:

I. Las establecidas en los artículos 232 y 255 de esta
Ley, para lo cual deberán desarrollar:

a) Sistemas operativos de negociación.

b) Sistemas de divulgación de información al públi-
co.

c) Sistemas de seguimiento y vigilancia de las ope-
raciones que se celebren en sus sistemas operativos
de negociación, así como en relación con el cumpli-
miento de los requisitos de listado y mantenimiento
del listado de los valores.

II. Establecer locales, instalaciones y mecanismos auto-
matizados que faciliten la concertación de operaciones
con valores por parte de sus miembros, así como fo-
mentar la negociación de valores.

III. Listar valores para su negociación en los sistemas
que establezcan, a solicitud de sus emisoras, siempre
que se satisfagan los requisitos que determine su regla-
mento interior.
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IV. Establecer un listado especial de valores denomina-
do sistema internacional de cotizaciones conforme a lo
establecido en esta Ley.

V. Proporcionar y mantener a disposición del público in-
formación sobre los valores listados en las mismas y sus
emisoras, incluyendo la revelada por éstos, así como de
las operaciones que en ella y en el sistema internacional
de cotizaciones se realicen.

VI. Certificar la cotización de valores, así como las ope-
raciones concertadas en ellas.

VII. Fijar las medidas necesarias para que las operacio-
nes que se realicen en ellas se sujeten a las disposicio-
nes que les sean aplicables.

VIII. Expedir normas de autorregulación que reglamen-
ten sus actividades y las de sus miembros y vigilar su
cumplimiento para lo cual podrán imponer medidas dis-
ciplinarias y correctivas, así como establecer medidas
para que las operaciones que se realicen en ellas se ajus-
ten a las disposiciones aplicables.

IX. Proponer a las autoridades la introducción de nue-
vos productos y facilidades para la negociación de valo-
res.

X. Realizar actos necesarios para la consecución de su
objeto social.

XI. Las análogas, conexas o complementarias de las an-
teriores, que les sean autorizadas por la Secretaría, me-
diante disposiciones de carácter general.

Artículo 245.- Los sistemas operativos de negociación de
las bolsas de valores deberán permitir a sus miembros par-
ticipar en igualdad de condiciones. Para tal efecto, dichos
sistemas deberán satisfacer los requisitos siguientes:

I. Dar acceso a la información de posturas, operaciones
o hechos realizados y mercado en general.

II. Identificar las partes de las operaciones, así como la
fecha y hora de concertación, precio, volumen y monto
de la transacción, clase y tipo de valores y forma de li -
quidación.

III. Detectar irregularidades en los procedimientos de
recepción de posturas y concertación de operaciones, así

como evitar la alteración y falsificación de los registros
de las transacciones.

IV. Contener medidas de seguridad para el acceso a la
base de datos que mantengan.

V. Asegurar la continuidad en la negociación de valores.

VI. Contemplar planes de contingencia para evitar la in-
terrupción, alteración, limitación y demás actos o he-
chos que impidan la negociación de los valores.

VII. Contar con mecanismos para mantener la integri-
dad del mercado de valores.

Adicionalmente, las bolsas de valores deberán contar con
sistemas automatizados que les permitan resguardar y pro-
teger el acceso a la información que reciban relativa a las
emisoras y el contenido de la misma, mientras ésta no sea
divulgada al público inversionista por su conducto.

Las bolsas de valores deberán privilegiar la utilización de
medios electrónicos para lo cual deberán establecer claves
de identificación recíproca que sustituyan la firma autógra-
fa, a fin de permitir el acceso a sus sistemas automatizados.

Artículo 246.- Las bolsas de valores solamente permitirán
operar en ellas a las casas de bolsa. En todo caso, dichas
casas de bolsa deberán cumplir los requisitos establecidos
en el reglamento interior de las propias bolsas.

Artículo 247.- Las bolsas de valores estarán obligadas a
formular un reglamento interior que contenga, como míni-
mo, las normas aplicables a:

I. Los requisitos que deberán cumplir las casas de bolsa
para operar con valores listados en ellas, así como los
supuestos de suspensión o exclusión de aquéllas y de las
personas que las representen.

II. Los derechos y obligaciones de la bolsa, sus miem-
bros y las emisoras que listen sus valores, así como las
medidas disciplinarias y correctivas aplicables en caso
de incumplimiento y el procedimiento para hacerlas
efectivas.

III. Los requisitos que además de los establecidos en el
artículo 193 de esta Ley, deben cumplir para ser autori-
zados para operar en bolsa, los apoderados de las casas
de bolsa.
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IV. Los requisitos de listado, mantenimiento y cancela-
ción de los valores listados en la bolsa y dependiendo
del tipo de valor de que se trate, se deberán contemplar
aquellos relacionados con la situación financiera del
emisor y sus accionistas, gobierno societario, diversifi-
cación de la tenencia accionaria y demás necesarios pa-
ra que los valores cuenten con una circulación amplia.

Asimismo, deberán preverse las modalidades especiales
de negociación que, en su caso, las bolsas de valores de-
terminen para aquellas emisoras que no cumplan con los
requisitos de mantenimiento señalados, incluyendo pa-
rámetros que eviten condiciones desordenadas de mer-
cado o manipulación de precios.

V. Los requisitos que deberán contener los programas de
adopción progresiva a que hace referencia el artículo 19,
fracción I, inciso c) del presente ordenamiento legal, así
como los procedimientos a seguir para verificar en for-
ma periódica los grados de avance y cumplimiento a di-
chos programas, por parte de las sociedades anónimas
promotoras de inversión bursátil.

VI. Los términos en que deberán realizarse las opera-
ciones con valores listados en la bolsa, la manera en que
deberán llevar sus registros y los casos en que proceda
la suspensión de cotizaciones de valores en particular o
del mercado en su conjunto.

VII. Las reglas de operación a que deberán sujetarse los
miembros que opten por participar como formadores de
mercado.

VIII. Los requisitos y procedimientos para el listado de
valores en el sistema internacional de cotizaciones, así
como los relativos a la suspensión y cancelación del lis-
tado del sistema.

IX. Los términos en que deberán realizarse las opera-
ciones con valores en el sistema internacional de cotiza-
ciones, así como las obligaciones de quienes operen en
dicho sistema.

X. Las atribuciones para vigilar que los procesos de for-
mación de precios se efectúen en forma adecuada, con
transparencia e integridad.

XI. El proceso para la adopción y supervisión de las
normas de autorregulación.

XII. Los términos y condiciones para el envío y recep-
ción de la información que las emisoras e instituciones
calificadoras de valores se encuentren obligadas a pro-
porcionar al público.

XIII. Las bases para la práctica de auditorías a sus
miembros o a las emisoras que listen sus valores en
ellas, con el objeto de comprobar el cumplimiento de las
obligaciones a su cargo, previstas en el propio regla-
mento.

XIV. Las medidas para asegurar la continuidad en la ne-
gociación de valores, así como los planes de contingen-
cia para evitar la interrupción, alteración, limitación y
demás actos o hechos que impidan dicha negociación.

El reglamento y sus modificaciones deberán someterse a la
previa autorización de la Comisión, la cual podrá formular
observaciones y modificaciones cuando considere que el
reglamento no se ajusta a lo establecido en esta Ley o a los
sanos usos y prácticas de mercado. No requerirán de auto-
rización las normas de autorregulación, pero en todo caso,
la Comisión tendrá facultad de veto en relación con dichas
normas.

Artículo 248.- Las bolsas de valores podrán suspender la
cotización de valores hasta por un plazo de veinte días há-
biles, en cualquiera de los supuestos siguientes:

I. Cuando las emisoras se abstengan de proporcionar, en
tiempo y forma, aquella información que conforme a las
disposiciones aplicables deban difundir al mercado.

II. Con el objeto de evitar que se produzcan o cuando
existan condiciones desordenadas u operaciones no con-
formes a sanos usos o prácticas de mercado.

III. Cuando las emisoras de los valores dejen de satisfa-
cer los requisitos de mantenimiento del listado o incum-
plan las obligaciones previstas en sus reglamentos inte-
riores.

Para tal efecto, las bolsas de valores deberán dar aviso el
mismo día a la emisora y a la Comisión, la cual podrá or-
denar que se levante la suspensión. Dicha suspensión podrá
durar más de veinte días hábiles, siempre que la Comisión
lo autorice, previa audiencia de la emisora de los valores de
que se trate. Sin perjuicio de lo anterior, la propia Comisión
podrá, previo al otorgamiento del derecho de audiencia
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mencionado, decretar como medida precautoria que la sus-
pensión continúe vigente por un plazo no mayor a cuaren-
ta días hábiles y en adición a los veinte días hábiles referi-
dos en el primer párrafo de este artículo, a efecto de evitar
que se produzcan condiciones desordenadas de mercado o
se celebren operaciones no conformes a sanos usos o prác-
ticas de mercado.

Las bolsas de valores también podrán, previa autorización
de la Comisión, cancelar el listado de valores en los su-
puestos a que hacen referencia las fracciones I y III de es-
te artículo, cuando se trate de incumplimientos graves o
reiterados por parte de las emisoras. Para dictar la resolu-
ción, la Comisión deberá previamente escuchar a la emiso-
ra interesada.

Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá ordenar a
las bolsas de valores, por escrito o a través de cualquier
medio de comunicación que deje constancia fehaciente, la
suspensión de la cotización de valores, como medida pre-
cautoria, por un plazo no mayor a sesenta días hábiles, a
efecto de evitar que se produzcan o cuando existan condi-
ciones desordenadas u operaciones no conformes a sanos
usos o prácticas de mercado o en aquellos casos en que las
emisoras incumplan con las obligaciones que les impone la
presente Ley, las disposiciones de carácter general que de
ella emanen o los requisitos de mantenimiento de listado
establecidos en los reglamentos interiores de las bolsas. Pa-
ra que la suspensión antes mencionada continúe por un pla-
zo mayor, la Comisión deberá otorgar derecho de audien-
cia a la emisora de que se trate, siendo aplicable lo
establecido en el último párrafo del artículo 107 de esta
Ley.

Artículo 249.- Los aranceles que las bolsas de valores co-
bren por los servicios relacionados con el listado y mante-
nimiento de valores y operaciones en el mercado, deberán
ser autorizados por la Comisión, la cual tendrá la facultad
de formular observaciones y ordenar modificaciones du-
rante el procedimiento de autorización.

Las bolsas de valores deberán poner a disposición del pú-
blico para su consulta, en forma gratuita y de manera in-
mediata, la información que las emisoras les proporcionen
en cumplimiento de lo establecido en esta Ley y demás dis-
posiciones de carácter general que emanen de ella.

Artículo 250.- Las bolsas de valores podrán invertir en tí-
tulos representativos del capital social de otras bolsas de
valores y de instrumentos financieros derivados, institucio-

nes para el depósito de valores, contrapartes centrales de
valores, cámaras de compensación de instrumentos finan-
cieros derivados, sociedades que administran sistemas pa-
ra facilitar operaciones con valores, proveedores de pre-
cios, empresas que les presten servicios complementarios o
auxiliares en su administración o en la realización de su ob-
jeto, así como de sociedades inmobiliarias que sean pro-
pietarias o administradoras de bienes destinados a sus ofi-
cinas.

Las sociedades a que se refiere el párrafo anterior estarán
sujetas a la inspección y vigilancia de la Comisión, cuando
las bolsas de valores tengan el control sobre las mismas.

Artículo 251.- Las bolsas de valores para invertir, directa
o indirectamente, en títulos representativos del capital so-
cial de entidades nacionales o extranjeras del mismo tipo o
que realicen funciones equivalentes a las de instituciones
para el depósito de valores o contrapartes centrales de va-
lores, requerirán autorización de la Comisión.

Artículo 252.- La Comisión podrá expedir disposiciones
de carácter general respecto a la información que deban
proporcionar periódicamente las bolsas de valores a las au-
toridades financieras, para lo cual podrá requerir datos, in-
formes, registros, libros de actas, auxiliares, documentos,
correspondencia y en general, la información que estime
necesaria en la forma y términos que señale en las citadas
disposiciones.

Capítulo III
De los sistemas de negociación extrabursátil

Sección I
De las sociedades que administran sistemas 

para facilitar operaciones con valores

Artículo 253.- Para organizarse y operar como sociedad
que administra sistemas para facilitar operaciones con va-
lores se requiere autorización de la Comisión, previo
acuerdo de su Junta de Gobierno. Dicha autorización, se
otorgará a las sociedades anónimas organizadas de confor-
midad con las disposiciones especiales que se contienen en
el presente ordenamiento legal y, en lo no previsto por és-
te, en lo dispuesto en la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles. Por su naturaleza, estas autorizaciones serán in-
transmisibles.

Artículo 254.- Las solicitudes de autorización para orga-
nizarse y operar como sociedad que administra sistemas
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para facilitar operaciones con valores deberán acompañar-
se de la documentación siguiente:

I. Proyecto de estatutos de una sociedad anónima.

II. Relación e información de los socios, así como de los
probables consejeros, director general y principales di-
rectivos de la sociedad.

III. Plan general de funcionamiento.

IV. Medios que se utilizarán para difundir cotizaciones
con el objeto de canalizar solicitudes u órdenes para lle-
var a cabo operaciones con valores, así como los proce-
dimientos para la asignación de órdenes y ejecución de
operaciones.

V. La demás documentación e información que la Co-
misión, en relación con las fracciones anteriores, re-
quiera mediante disposiciones de carácter general, pre-
vio acuerdo de su Junta de Gobierno.

Las sociedades que administren sistemas para facilitar ope-
raciones con valores deberán dar aviso a la Comisión sobre
las modificaciones que efectúen a la documentación seña-
lada en el presente artículo, dentro de los diez días hábiles
siguientes a la fecha en que las realicen. La propia Comi-
sión podrá objetar las citadas modificaciones, dentro de los
veinte días hábiles siguientes a la fecha en que reciba el
aviso correspondiente, cuando las modificaciones no se
ajusten o contravengan lo establecido en el presente orde-
namiento legal y demás disposiciones aplicables.

Artículo 255.- Las sociedades que administran sistemas
para facilitar operaciones con valores realizarán las activi-
dades siguientes:

I. Difundir cotizaciones con el objeto de canalizar soli-
citudes u órdenes para llevar a cabo operaciones con va-
lores, instrumentos financieros derivados y otros activos
financieros, mediante la utilización de equipos automa-
tizados o de comunicación.

II. Suministrar información relativa a las cotizaciones
de los valores, instrumentos financieros derivados y ac-
tivos financieros, respecto de los cuales presten sus ser-
vicios.

III. Prestar servicios a través de sistemas o de equipos
de comunicación relacionados con la difusión de cotiza-
ciones para llevar a cabo operaciones.

IV. Las demás contempladas en sus estatutos sociales.

Las operaciones con valores realizadas a través de los sis-
temas a que se refiere este artículo se considerarán cele-
bradas fuera de bolsa.

Artículo 256.- El suministro de información que realicen
las sociedades que administran sistemas para facilitar ope-
raciones con valores a un proveedor de precios, deberá pro-
porcionarse en forma idéntica y con la misma oportunidad,
costo y medio de entrega, a cualquier otro proveedor de
precios que lo solicite.

Artículo 257.- Las sociedades que administran sistemas
para facilitar operaciones con valores sólo podrán otorgar
los servicios a que se refieren las fracciones I y III del artí -
culo 255 de esta Ley a instituciones de crédito y casas de
bolsa.

Las actividades de suministro de información referidas en
la fracción II del artículo 255 de esta Ley, podrán propor-
cionarse a cualquier persona.

Artículo 258.- Las sociedades que administran sistemas
para facilitar operaciones con valores tendrán prohibido
asumir el carácter de contraparte de cualquiera de sus usua-
rios en las operaciones que se canalicen a través de sus sis-
temas.

Artículo 259.- La Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno, autorizará la fusión o la escisión de las socieda-
des que administran sistemas para facilitar operaciones con
valores, en términos de lo establecido en los artículos 132
a 134 de esta Ley.

La Comisión podrá emitir disposiciones de carácter gene-
ral relativas a la información que las sociedades que admi-
nistran sistemas para facilitar operaciones con valores de-
ban presentarle de manera continua y periódica.

Sección II
De los sistemas de negociación extrabursátil 

con acciones no inscritas en el Registro

Artículo 260.- La oferta privada, promoción, comerciali-
zación y negociación de acciones representativas del ca-
pital social de personas morales, no inscritas en el Regis-
tro, a través de sistemas de información centralizada que
faciliten la realización de dichas actividades, podrá lle-
varse a cabo por cualquier persona y sin necesidad de ob-
tener autorización de las autoridades financieras, siempre
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que exclusivamente participen en dichos sistemas y en la
negociación de las acciones inversionistas institucionales y
calificados. Sin perjuicio de lo anterior, las personas que
realicen la oferta deberán notificar a la Comisión, para fi-
nes estadísticos, los términos y condiciones de la oferta,
dentro de los diez días hábiles siguientes a su realización,
así como proporcionar a los interesados en participar la in-
formación relevante.

La oferta, promoción, comercialización y negociación de
las acciones antes señaladas podrá efectuarse sin la inter-
vención de intermediarios del mercado de valores. Las
casas de bolsa y las instituciones de crédito podrán ofre-
cer servicios de mediación, depósito y administración so -
bre dichas acciones, sin que en ningún caso puedan parti-
cipar por cuenta de terceros en la celebración de las
operaciones.

Las casas de bolsa podrán proporcionar los sistemas de in-
formación centralizada para la oferta y negociación de ac-
ciones conforme a lo previsto en este artículo.

Artículo 261.- Las personas que desarrollen sistemas para
la oferta privada y negociación de acciones, conforme a lo
establecido en el artículo 260 de esta Ley, no estarán suje-
tas a la supervisión de la Comisión, salvo tratándose de en-
tidades financieras.

Capítulo IV
De los mercados internacionales

Artículo 262.- Las bolsas de valores podrán establecer un
listado especial de valores que se denominará sistema in-
ternacional de cotizaciones.

La negociación de valores en el citado sistema únicamente
podrá realizarse directamente por casas de bolsa y por ins-
tituciones de crédito.

Artículo 263.- En el sistema internacional de cotizaciones
podrán listarse valores extranjeros que satisfagan los requi-
sitos siguientes:

I. Que no estén inscritos en el Registro.

II. Que los emisores o el mercado de origen de los títu-
los reciban, de acuerdo a sus características, los recono-
cimientos que señale la Comisión mediante disposicio-
nes de carácter general.

III. Que satisfagan los requisitos establecidos en el re-
glamento interior de la bolsa de valores respectiva.

Las disposiciones de carácter general que emita la Comi-
sión conforme a la fracción II de este artículo, deberán con-
siderar, entre otros aspectos, la participación directa de las
casas de bolsa y de las instituciones de crédito en los pro-
cedimientos para el listado de los valores y, en su caso, los
que pudieran corresponder a las emisoras para que sus va-
lores se listen en el sistema internacional de cotizaciones;
la obligación de que se divulgue al público inversionista,
con igual oportunidad, la misma información que el emisor
de los títulos proporcione en los mercados de origen; la ce-
lebración de convenios entre bolsas de valores que asegu-
ren la divulgación de la información en las condiciones cita-
das; la suscripción de acuerdos de asistencia e intercambio
de información entre autoridades reguladoras, así como los
usos y prácticas internacionales que sean compatibles con
las disposiciones legales del país.

Artículo 264.- Las operaciones sobre valores representati-
vos del capital social de una persona moral, sus equivalen-
tes o referenciados a dichos valores, listados en el sistema
internacional de cotizaciones, se considerarán como efec-
tuadas en bolsa.

Las bolsas de valores y las entidades financieras que parti-
cipen en el sistema internacional de cotizaciones deberán
adoptar las providencias necesarias para que los valores
que se operen a través de dicho sistema sean adquiridos ex-
clusivamente por inversionistas institucionales o califica-
dos.

Capítulo V
Disposiciones comunes

Artículo 265.- Las bolsas de valores tendrán prohibido
asumir el carácter de contraparte de sus miembros, en las
operaciones que se canalicen a través de sus sistemas de
negociación.

Artículo 266.- Las bolsas de valores y sociedades que ad-
ministran sistemas para facilitar operaciones con valores
podrán solicitar la inscripción en el Registro y, en su caso,
la oferta pública de las acciones representativas de su capi-
tal social, siempre que se ajusten a lo previsto para las so-
ciedades anónimas bursátiles.

Artículo 267.- Las bolsas de valores y sociedades que ad-
ministran sistemas para facilitar operaciones con valores
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deberán conservar durante un plazo de cinco años los re-
gistros escritos, automatizados o de voz relativos a las ope-
raciones que se realicen a través de sus sistemas de nego-
ciación, identificando las partes, clase o serie, el número,
volumen, precio y tipo de operación y, en su caso, la forma
de liquidación.

Capítulo VI
De la revocación y de la disolución y liquidación

Artículo 268.- La Secretaría, a propuesta de la Comisión,
o bien, oyendo su opinión y previo otorgamiento del dere-
cho de audiencia, podrá revocar la concesión para operar
como bolsa de valores, cuando se actualice alguno de los
supuestos a que se refiere el artículo 269 de esta Ley.

Tratándose de sociedades que administran sistemas para
facilitar operaciones con valores, corresponderá a la Comi-
sión la revocación de las autorizaciones correspondientes,
cuando se actualice alguno de los supuestos previstos en el
citado artículo 269.

Artículo 269.- La Secretaría o la Comisión, según corres-
ponda, podrán revocar la concesión o autorización para
operar como bolsa de valores o sociedad que administra
sistemas para facilitar operaciones con valores, cuando:

I. No se constituyan o no presenten los datos relativos a
su inscripción en el Registro Público de Comercio, den-
tro de un plazo de ciento ochenta días naturales, conta-
do a partir de la fecha en que se le haya notificado la
concesión o autorización, según sea el caso.

II. No hubieren pagado el capital mínimo al momento
de su constitución, tratándose de bolsas de valores.

III. No inicien sus operaciones dentro de un plazo de
seis meses contado a partir de la inscripción en el Re-
gistro Público de Comercio.

IV. Dejen de realizar su objeto social durante un plazo
de seis meses.

V. Entren en proceso de disolución y liquidación.

VI. Sean declaradas por la autoridad judicial en quiebra.

VII. Cometan infracciones graves o reiteradas a las dis-
posiciones legales o administrativas que les son aplica-
bles.

Artículo 270.- La disolución y liquidación, así como el
concurso mercantil de las bolsas de valores, se regirá por lo
dispuesto en la Ley General de Sociedades Mercantiles y la
Ley de Concursos Mercantiles, salvo por lo que se refiere
a lo siguiente:

I. El cargo de liquidador, conciliador o síndico corres-
ponderá a la persona que para tal efecto autorice la Se-
cretaría.

II. La Secretaría podrá solicitar la declaratoria de con-
curso mercantil.

Título X
Del depósito, liquidación 

y compensación de valores

Artículo 271.- El servicio centralizado de depósito, guar-
da, administración, compensación, liquidación y transfe-
rencia de valores, se considera un servicio público y única-
mente podrá desarrollarse por instituciones para el
depósito de valores y por el Banco de México. El servicio
de compensación, adicionalmente podrá proporcionarse
por contrapartes centrales de valores, en términos de lo es-
tablecido en el Capítulo II de este Título.

Capítulo I
De las instituciones para el depósito 

de valores

Sección I
De la organización 

Artículo 272.- Para organizarse y operar como institución
para el depósito de valores se requiere concesión del Go-
bierno Federal, la cual será otorgada discrecionalmente por
la Secretaría, oyendo la opinión de la Comisión y del Ban-
co de México, a las sociedades anónimas organizadas de
conformidad con las disposiciones especiales que se con-
tienen en el presente ordenamiento legal y, en lo no previs-
to por éste, en lo dispuesto en la Ley General de Socieda-
des Mercantiles.

Las concesiones que al efecto se otorguen, así como sus
modificaciones, se publicarán en el Diario Oficial de la Fe-
deración a costa del interesado.

Artículo 273.- Las solicitudes de concesión para organi-
zarse y operar como institución para el depósito de valores
deberán acompañarse de la documentación siguiente:
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I. Proyecto de estatutos de una sociedad anónima en el
que deberá contemplarse lo siguiente:

a) La denominación social deberá contener la expre-
sión “institución para el depósito de valores”.

b) La duración de la sociedad será indefinida.

c) El domicilio deberá ubicarse en territorio nacio-
nal.

d) El objeto social será actuar como institución para
el depósito de valores.

II. Relación e información de los socios, indicando el
monto del capital social que suscribirán y el origen de
los recursos declarado por éstos, así como de los proba-
bles consejeros, director general y principales directivos
de la sociedad.

III. Plan general de funcionamiento de la sociedad que
comprenda, cuando menos, los aspectos siguientes:

a) La indicación de los valores respecto de los cua-
les pretende otorgar sus servicios.

b) Los mecanismos y sistemas que se utilizarán para
el depósito, guarda, administración, compensación,
liquidación y transferencia de valores.

c) Las medidas que se adoptarán para permitir el
ejercicio de los derechos inherentes a los valores ob-
jeto de depósito.

d) El proyecto de reglamento interior que cubra
cuando menos los aspectos a que hace referencia es-
ta Ley, así como los manuales respectivos.

IV. Comprobante de depósito bancario en moneda na-
cional o, en su caso, de valores gubernamentales por su
precio de mercado depositados en entidades financieras
a favor de la Tesorería de la Federación, por una canti-
dad igual al diez por ciento del capital mínimo con que
deba contar la sociedad.

El principal y, en su caso, accesorios del referido depó-
sito serán devueltos al solicitante en caso de desisti-
miento, así como en el evento de que la solicitud sea de-
negada o cuando se inicien operaciones en los términos
previstos en esta Ley. En el caso de que se revoque la

concesión conforme a lo previsto en el artículo 299,
fracciones I a III, de esta Ley, el importe del depósito se
hará efectivo.

V. Las políticas y lineamientos que se emplearán para
que los depositantes den cumplimiento a lo previsto en
su reglamento interior.

VI. La demás documentación e información que la Se-
cretaría, en relación con las fracciones anteriores, re-
quiera mediante disposiciones de carácter general.

Los estatutos sociales de las instituciones para el depósito
de valores, así como sus modificaciones, deberán ser apro-
badas por la Secretaría. Una vez obtenida la aprobación po-
drán ser inscritós en el Registro Público de Comercio. En
todo caso, las referidas instituciones proporcionarán a la ci-
tada Secretaría, dentro de los diez días hábiles siguientes a
la celebración de la asamblea correspondiente, copia au-
tentificada por el secretario del consejo de administración,
del acta de asamblea y, cuando proceda, instrumento públi-
co en el que conste la formalización de la misma. Tratán-
dose de aumentos de capital, las instituciones para el depó-
sito de valores no requerirán de la autorización señalada,
pero en todo caso deberán presentar a la Secretaría, con al
menos quince días hábiles de anticipación a la fecha en que
pretendan realizar el aumento del capital, la información de
los socios referida en la fracción II de este artículo, plazo
en el cual la Secretaría podrá oponerse a la realización del
referido aumento en el evento de que considere que existe
algún impedimento para que las personas de que se trate
sean socios de la institución para el depósito de valores co-
rrespondiente.

Artículo 274.- Las instituciones para el depósito de valo-
res deberán contar con el capital mínimo que establezca la
Secretaría mediante disposiciones de carácter general.

El capital social de las instituciones para el depósito de va-
lores se integrará exclusivamente por acciones ordinarias
en las que los derechos y obligaciones de sus titulares no se
encuentren limitados o restringidos en forma alguna. Las
acciones serán de igual valor y conferirán los mismos de-
rechos y obligaciones a sus tenedores.

Artículo 275.- Las acciones representativas del capital so-
cial de las instituciones para el depósito de valores sólo po-
drán ser adquiridas por el Banco de México, casas de bol-
sa, instituciones de crédito, administradoras de fondos para
el retiro, sociedades de inversión, sociedades operadoras
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de sociedades de inversión, sociedades distribuidoras de
acciones de sociedades de inversión y entidades que actú-
en con el referido carácter, instituciones de seguros y de
fianzas, sociedades controladoras de grupos financieros,
bolsas de valores, contrapartes centrales de valores y de-
más personas que autorice la Secretaría.

El número de socios de las instituciones para el depósito de
valores no podrá ser inferior a veinte y cada accionista só-
lo podrá ser propietario de una acción.

Las acciones representativas del capital social deberán
mantenerse depositadas en la propia institución.

La transmisión de las acciones sólo podrá efectuarse a per-
sona que reúna los requisitos señalados en este artículo pa-
ra ser accionista. Cuando por cualquier circunstancia un
accionista deje de satisfacer los requisitos que para ello es-
tablece esta Ley, deberá separarse de la sociedad en térmi-
nos de las disposiciones aplicables. Si dicha separación
ocasiona la reducción del capital social mínimo, el resto de
los accionistas aportarán proporcionalmente la cantidad
necesaria para reconstituirlo.

Sección II
De la administración

Artículo 276.- La administración de las instituciones para
el depósito de valores estará encomendada a un consejo de
administración y a un director general, en sus respectivas
esferas de competencia.

Artículo 277.- El consejo de administración de las institu-
ciones para el depósito de valores estará integrado por un
mínimo de cinco y un máximo de quince consejeros, de los
cuales cuando menos el veinticinco por ciento deberán ser
independientes, conforme a los requisitos de independen-
cia previstos para las sociedades anónimas bursátiles. Por
cada consejero propietario podrá designarse a su respecti-
vo suplente, en el entendido de que los consejeros suplen-
tes de los consejeros independientes, deberán tener este
mismo carácter.

El consejo deberá contar con la participación de un repre-
sentante del Banco de México, así como de una persona
que represente a las instituciones de banca de desarrollo
designada por la Secretaría, cuando aquél o alguna de éstas
sean socios de la institución para el depósito de valores de
que se trate, en cuyo caso unos y otros tendrán el carácter
de independientes.

En ningún caso podrán ser consejeros independientes las
personas que participen en el capital social de entidades fi-
nancieras o desempeñen en éstas cargos, empleos o comi-
siones, excepto tratándose de consejeros independientes en
alguna de las entidades financieras mencionadas.

Artículo 278.- El consejo de administración podrá estable-
cer los comités que estime necesarios para el mejor desem-
peño de las funciones de la sociedad, pero en todo caso de-
berá contar con al menos un comité que se encargue de las
funciones de auditoría, el cual será presidido por un conse-
jero independiente.

Artículo 279.- Las instituciones para el depósito de valo-
res estarán sujetas, en lo conducente, a lo previsto en los ar-
tículos 26, penúltimo y último párrafos, 121, 123, segundo
párrafo, 124, primero, segundo y penúltimo párrafos, 127 a
129, 131, segundo párrafo, 132 a 134, 205, 206, 209 a 211,
218, 236, 241, último párrafo y 243, segundo párrafo, de
esta Ley. Las facultades previstas en los artículos 132 y 134
competerán a la Secretaría.

La Comisión podrá establecer mediante disposiciones de
carácter general las reglas a las que deberán sujetarse las
instituciones para el depósito de valores en la aplicación de
su capital contable.

Sección III
De las actividades y servicios

Artículo 280.- Las instituciones para el depósito de valo-
res realizarán las actividades siguientes:

I. Otorgar los servicios de depósito, guarda, administra-
ción, compensación, liquidación y transferencia de va-
lores inscritos en el Registro, en favor de:

a) Entidades financieras nacionales o extranjeras.

b) Otras personas que reúnan las características que
establezca la Comisión mediante disposiciones de
carácter general.

II. Otorgar servicios de depósito, guarda, administra-
ción, compensación, liquidación y transferencia de va-
lores y prestar de otros servicios inherentes a las fun-
ciones que les son propias en favor de entidades
financieras, instituciones de crédito nacionales o del ex-
terior o instituciones para el depósito de valores extran-
jeras, así como recibir dichos servicios de las entidades
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que corresponda, ajustándose a las disposiciones de ca-
rácter general que expida la Comisión.

III. Entregar valores que mantengan en depósito, me-
diante anotaciones en cuenta que lleven a sus deposi-
tantes con motivo de las operaciones que realicen sobre
dichos valores o conforme a las instrucciones que reci-
ban de éstos, así como hacer constar mediante los asien-
tos correspondientes en cuenta los derechos patrimonia-
les de los depositantes.

IV. Proporcionar servicios para la compensación y li-
quidación de operaciones con valores que realicen sus
depositantes, sin asumir el carácter de contraparte en di-
chas transacciones.

V. Operar sistemas de negociación para que sus deposi-
tantes celebren operaciones de préstamo de valores,
siendo aplicable lo previsto en el artículo 258 de esta
Ley.

VI. Intervenir en operaciones mediante las cuales se
constituya prenda bursátil sobre los valores que les sean
depositados, sin responsabilidad ante la eventual ejecu-
ción de la prenda, salvo que actúen de manera negligen-
te o en contravención de las instrucciones del deposi-
tante.

VII. Llevar el registro de acciones representativas del
capital social de sociedades anónimas y realizar las ins-
cripciones correspondientes en los términos y para los
efectos a que se refieren los artículos 128 y 129 de la
Ley General de Sociedades Mercantiles.

VIII. Expedir certificaciones de los actos que realicen
en el ejercicio de las funciones a su cargo.

IX. Administrar los valores que se les entreguen en de-
pósito, a solicitud del depositante, en cuyo caso sólo
podrán hacer efectivos los derechos patrimoniales que
deriven de los mismos. Tratándose de depositantes do-
miciliados en el extranjero, las instituciones para el de-
pósito de valores podrán ejercer los derechos corpora-
tivos inherentes a los títulos, siempre que, en cada
caso, reciban instrucción por escrito sobre el sentido
en que habrán de cumplir con tal representación.

X. Realizar actos necesarios para la consecución de su
objeto social.

XI. Las análogas, conexas o complementarias de las an-
teriores, que les sean autorizadas por la Secretaría, me-
diante disposiciones de carácter general.

Artículo 281.- Las instituciones para el depósito de valo-
res podrán invertir en el capital social de sociedades nacio-
nales o extranjeras que les presten servicios complementa-
rios o auxiliares a los de su objeto, así como de
contrapartes centrales de valores, siempre que se los auto-
rice la Secretaría, oyendo la opinión de la Comisión y del
Banco de México.

Las sociedades a que se refiere el párrafo anterior estarán
sujetas a la inspección y vigilancia de la Comisión, cuando
las instituciones para el depósito de valores tengan el con-
trol sobre las mismas.

Artículo 282.- Los valores objeto de depósito en las insti-
tuciones para el depósito de valores, podrán ser representa-
dos en títulos múltiples o un solo título que ampare parte o
la totalidad de los valores materia de la emisión y del de-
pósito.

Tratándose de valores nominativos, los títulos que los re-
presenten serán emitidos con la mención de estar deposita-
dos en la institución para el depósito de valores de que se
trate, sin que se requiera expresar en el documento el nom-
bre, domicilio, ni la nacionalidad de los titulares. La men-
ción anteriormente prevista producirá los mismos efectos
del endoso en administración a que se refiere el artículo
283 de esta Ley.

Asimismo, cuando lo estipule la emisora podrán emitirse
títulos que no lleven cupones adheridos. En este caso, las
constancias que expida la citada institución harán las veces
de dichos cupones para todos los efectos legales.

Las emisoras tendrán la obligación de expedir y canjear los
títulos necesarios, en su caso, con los cupones respectivos,
cuando así lo requiera la institución para el depósito de va-
lores para atender las solicitudes de retiro de valores en ella
depositados.

Las instituciones para el depósito de valores podrán actuar
como apoderadas de las emisoras a efecto de realizar los
actos a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 283.- El servicio de depósito a que se refiere este
Capítulo se constituirá mediante la entrega de los valores a
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la institución para el depósito de valores, la que abrirá
cuentas a favor de los depositantes.

Constituido el depósito, la transferencia de los valores de-
positados se hará mediante asientos en los registros de la
institución depositaria sin que sea necesaria la entrega físi-
ca de los valores, ni su anotación en los mismos o, en su ca-
so, en el registro de sus emisiones.

Tratándose de valores nominativos, los títulos que los re-
presenten deberán ser endosados en administración a la
institución para el depósito de valores. Este tipo de endoso
tendrá como única finalidad justificar la tenencia de los va-
lores, el ejercicio de las funciones que este capítulo confie-
re a las instituciones para el depósito de valores y legitimar
a las propias instituciones para llevar a cabo el endoso pre-
visto en el último párrafo de este artículo, sin constituir en
su favor ningún derecho distinto a los expresamente con-
signados en el mismo.

No se podrán oponer al adquirente de valores nominativos
por el procedimiento establecido en este artículo, las ex-
cepciones personales del obligado anteriores a la transmi-
sión contra el autor de la misma.

Cuando los valores nominativos dejen de estar depositados
en las instituciones para el depósito de valores, cesarán los
efectos del endoso en administración debiendo la institu-
ción depositaria endosarlos, sin responsabilidad, al deposi-
tante que solicite su devolución, quedando dichos valores
sujetos al régimen general establecido en las leyes mercan-
tiles y demás ordenamientos legales que les sean aplica-
bles.

Artículo 284.- Los depósitos constituidos por los deposi-
tantes se harán siempre a su nombre, indicando, en su ca-
so, cuáles son por cuenta propia y cuáles por cuenta de ter-
ceros.

Artículo 285.- El depositante será responsable de la exis-
tencia, autenticidad e integridad de los valores materia del
depósito y de la validez de las transacciones que le sean in-
herentes; por lo tanto, las instituciones para el depósito de
valores no tendrán responsabilidad por los defectos, legiti -
midad o nulidad de los propios valores o transacciones.

Artículo 286.- Las instituciones para el depósito de valo-
res serán responsables de la guarda y debida conservación
de los valores, quedando facultadas para mantenerlos en
sus instalaciones, en cualquier institución de crédito, o

bien, en el Banco de México, en adición a lo establecido en
el artículo 280, fracción II, de esta Ley.

Artículo 287.- Las instituciones para el depósito de valo-
res restituirán a los depositantes, títulos del mismo valor
nominal, especie y clase de los que sean materia del depó-
sito.

Artículo 288.- Con el objeto de que las instituciones para
el depósito de valores puedan hacer valer oportunamente
los derechos patrimoniales derivados de los valores que
mantengan en depósito, se observará lo siguiente:

I. Cuando una emisora decrete el pago de dividendos,
intereses u otras prestaciones o la amortización de los
valores, deberá informar por escrito a las instituciones
para el depósito de valores, al día hábil siguiente de ce-
lebrada la asamblea respectiva o adoptada la resolución
correspondiente, los derechos que podrán ejercer los te-
nedores de sus valores, indicando los títulos o cupones
contra los cuales se harán efectivos esos derechos, así
como los términos para su ejercicio, informando, igual-
mente, cuando menos con cinco días hábiles de antici-
pación a la fecha en que se inicie el plazo fijado para el
ejercicio de tales derechos.

La emisora deberá cumplir frente a las instituciones pa-
ra el depósito de valores con las obligaciones a su cargo
provenientes del ejercicio de los derechos patrimoniales
señalados con anterioridad, el día que tales obligaciones
sean exigibles. Las instituciones para el depósito de va-
lores acreditarán a sus depositantes tales derechos, el día
hábil siguiente al que los hayan hecho efectivos.

Cuando se incumpla con la entrega de los valores o, tra-
tándose de acciones, no se sustituyan los certificados
provisionales con los títulos definitivos al haber trans-
currido el plazo legal establecido al efecto, las institu-
ciones para el depósito de valores informarán de tales
circunstancias a la Comisión.

II. Cuando para el ejercicio de los derechos a que se re-
fiere la fracción anterior se requiera que los titulares de
los valores custodiados por las instituciones para el de-
pósito de valores aporten recursos en efectivo, éstos les
deberán ser entregados con una anticipación no menor
de dos días hábiles al vencimiento del plazo decretado
por el emisor para dicho ejercicio. En caso de que no se
hagan las ministraciones respectivas dentro del plazo
mencionado, las instituciones para el depósito de valores
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no estarán obligadas a ejercer los derechos correspon-
dientes, por lo que no tendrán responsabilidad si no re-
alizan los actos de administración referidos.

Artículo 289.- Las instituciones para el depósito de valo-
res, para hacer valer los derechos patrimoniales a que se re-
fiere el artículo 288 de esta Ley, expedirán una certifica-
ción de los títulos o cupones que tengan en su poder,
debiendo hacer entrega de los mismos al emisor dentro de
los sesenta días naturales posteriores a la fecha de cumpli-
miento por parte de éste, salvo lo establecido en el artículo
282, párrafo cuarto, de esta Ley, en cuyo caso las constan-
cias habrán de contener los datos necesarios para identifi -
car los derechos que deban ejercerse.

Artículo 290.- Las instituciones para el depósito de valo-
res expedirán a los depositantes constancias no negociables
sobre los valores depositados, las cuales complementadas,
en su caso, con el listado de titulares de dichos valores que
los propios depositantes formulen al efecto, servirán, res-
pectivamente, para:

I. Acreditar la titularidad de los valores y el derecho de
asistencia a asambleas y, tratándose de acciones, para exigir
la inscripción en el registro a que se refieren los artículos 128
y 129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles.

Los requisitos previstos en los artículos 128, fracción I, y
129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, no serán
exigibles respecto de sociedades cuyas acciones se encuen-
tren depositadas en una institución para el depósito de va-
lores. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de acciones
que otorguen diferentes derechos deberá anotarse la serie o
clase que corresponda.

En el período comprendido desde la fecha en que se expi-
dan las constancias mencionadas en esta fracción, hasta el
día hábil siguiente de celebrada la asamblea respectiva, los
depositantes no podrán retirar los valores que las referidas
constancias amparen.

II. Legitimar el ejercicio de derechos que otorgan los valo-
res, inclusive de carácter procesal en juicio, en los que sea
necesario exhibir los referidos valores.

Las personas que pretendan convocar a una asamblea de
accionistas o de tenedores de valores en términos de esta
Ley, de los estatutos sociales, del acta de emisión o del tí-
tulo correspondiente, deberán proporcionar a las institucio-
nes para el depósito de valores un ejemplar de la convoca-

toria a más tardar el día hábil anterior al de su publicación.
Además, deberán informarle con una anticipación no me-
nor de cinco días hábiles la fecha de cierre de sus registros
de asistencia. Previamente a la celebración de cualquier
asamblea y a fin de actualizar las inscripciones correspon-
dientes, los depositantes estarán obligados a proporcionar a
la persona que convocó a asamblea, los listados de titulares
de los valores correspondientes.

Las constancias deberán referirse expresamente al tipo y
cantidad de valores que éstas representan de la emisora. 

Artículo 291.- Las certificaciones por parte del director
general o directivos de las instituciones para el depósito de
valores, que cuenten con facultades para ello, en cuanto a
los derechos derivados de los registros relativos a los ser-
vicios que prestan dichas instituciones a los depositantes,
traerán aparejada ejecución, siempre que se acompañen de
los documentos en los que consten el origen de los actos
que les dieron lugar, certificados igualmente por las perso-
nas señaladas.

Artículo 292.- Las instituciones para el depósito de valo-
res, a solicitud judicial o de árbitro designado por las par-
tes, abrirán cuentas especiales respecto de los valores de-
positados que sean motivo de litigio e inmovilizarán los
títulos relativos no registrando ninguna operación sobre
ellos hasta en tanto se les comunique sentencia judicial eje-
cutoriada o laudo arbitral que ponga fin a la controversia.
Lo anterior, sin perjuicio del ejercicio de los derechos so-
cietarios que corresponda ejercer a la institución para el de-
pósito de valores conforme a lo previsto en esta Ley, deri-
vado del endoso en administración realizado a su favor.

Artículo 293.- Las instituciones para el depósito de valo-
res, a solicitud de sus depositantes, actualizarán las cons-
tancias a que se refiere el artículo 290 de esta Ley expedi-
das con anterioridad a que se lleve a cabo la asamblea
correspondiente, siempre que se lo soliciten a más tardar el
día hábil anterior a que la misma tenga verificativo.

La persona que presida la asamblea estará obligada a ajus-
tar el libro de registro de accionistas y otorgar el derecho a
participar en la sesión correspondiente a quienes acrediten
contar con las constancias correspondientes para tal efecto.

Las instituciones para el depósito de valores, al sustituir
las constancias de que se trata, notificarán de dicho acto a
quien convoque a la asamblea, así como a los depositan-
tes de los valores que corresponda, el mismo día de su

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2005613



sustitución, emitiendo en consecuencia una nueva constan-
cia, sin responsabilidad para dichas instituciones.

Artículo 294.- Las instituciones para el depósito de valo-
res deberán formular su reglamento interior, contemplan-
do, al menos, normas aplicables a:

I. El depósito de valores o depósito en administración de
valores que implique la entrega, así como los procedi-
mientos para su entrega o devolución, o bien, para la
elaboración de constancias de depósito.

II. Procedimientos para la determinación de las nomen-
claturas de los valores sobre los cuales presten sus ser-
vicios de depósito o liquidación.

III. Los procedimientos que deben seguirse para la ano-
tación en cuenta, compensación y liquidación de las
operaciones que se realicen respecto de los valores ma-
teria de depósito.

IV. Procedimientos para el ejercicio y, en su caso, pago
de los derechos patrimoniales relativos a los valores de-
positados.

V. Los derechos y obligaciones de los depositantes, así
como contratos celebrados con los mismos.

VI. Las modalidades para la prestación de los servicios.

VII. Los procedimientos aplicables para el caso de in-
cumplimiento de operaciones con valores depositados,
celebradas por los depositantes.

VIII. Las penas convencionales para casos de incumpli-
miento.

El reglamento y sus modificaciones deberán someterse a la
previa autorización de la Comisión y del Banco de Méxi-
co, los cuales podrán formular observaciones y modifica-
ciones cuando consideren que el reglamento no se ajusta a
lo establecido en esta Ley o a los sanos usos y prácticas de
mercado.

Sección IV
Otras disposiciones

Artículo 295.- Las instituciones para el depósito de valo-
res en ningún caso podrán dar noticias o información de los
depósitos y demás operaciones o servicios que realicen o

en las que intervengan, sino al depositante, a sus represen-
tantes legales o quienes tengan otorgado poder para dispo-
ner de la cuenta o para intervenir en la operación o servi-
cio, salvo cuando las pidieren, la autoridad judicial en
virtud de providencia dictada en juicio en el que el deposi-
tante sea parte o acusado y las autoridades hacendarias fe-
derales, por conducto de la Comisión, para fines fiscales.

Los empleados y funcionarios de las instituciones para el
depósito de valores, en los términos de las disposiciones
aplicables, por violación del secreto que se establece y las
instituciones para el depósito de valores, estarán obligadas
en caso de revelación del secreto, a reparar los daños y per-
juicios que se causen.

Lo previsto en este artículo, no afecta en forma alguna la
obligación que tienen las instituciones para el depósito de
valores de proporcionar a la Comisión, toda clase de infor-
mación y documentos que, en ejercicio de sus funciones de
supervisión, les solicite en relación con las operaciones que
celebren y los servicios que presten, o bien, a efecto de
atender solicitudes de autoridades financieras del exterior,
de conformidad con lo establecido en el artículo 358 del
presente ordenamiento legal.

Artículo 296.- Las instituciones para el depósito de valo-
res enviarán a sus depositantes, dentro de los primeros cin-
co días hábiles posteriores al corte mensual, un estado de
cuenta que incluya con detalle los movimientos registrados
durante el período comprendido desde el último corte.

Los depositantes podrán objetar por escrito o a través de
cualquier medio convenido con la institución para el depó-
sito de valores de que se trate, los asientos que aparezcan
en los estados de cuenta, dentro de los sesenta días hábiles
siguientes a la fecha de su recepción. Se considerará que
existe aceptación con el contenido de los estados de cuen-
ta, cuando los depositantes no realicen objeciones dentro
del plazo antes señalado.

Artículo 297.- Los aranceles que las instituciones para el
depósito de valores cobren por sus servicios deberán ser
autorizados por la Comisión, la cual tendrá facultad para
formular observaciones y ordenar modificaciones.

Sección V
De la revocación y de la disolución y liquidación

Artículo 298.- La Secretaría, a propuesta de la Comisión o
del Banco de México, o bien, oyendo la opinión de dichas
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autoridades, y previo otorgamiento del derecho de audien-
cia, podrá revocar la concesión para operar como institu-
ción para el depósito de valores, en los casos a que se re-
fiere el artículo 299 de esta Ley.

Artículo 299.- La Secretaría podrá revocar la concesión
para operar como institución para el depósito de valores,
cuando:

I. No se constituya o no presente los datos relativos a su
inscripción en el Registro Público de Comercio, dentro
de un plazo de ciento ochenta días naturales, contado a
partir de la fecha en que se le haya notificado la conce-
sión.

II. No hubiere pagado el capital mínimo al momento de
su constitución.

III. No inicie sus operaciones dentro de un plazo de seis
meses contado a partir de la inscripción en el Registro
Público de Comercio.

IV. Falte reiteradamente por causa imputable a ella al
cumplimiento de las obligaciones derivadas de los con-
tratos celebrados con los usuarios de sus servicios.

V. Deje de realizar su objeto social durante un plazo de
seis meses.

VI. Entre en proceso de disolución y liquidación.

VII. Sea declarada por la autoridad judicial en quiebra.

VIII. Cometa infracciones graves o reiteradas a las dis-
posiciones legales o administrativas que le son aplica-
bles.

Artículo 300.- La disolución y liquidación, así como el
concurso mercantil de las instituciones para el depósito de
valores, se regirá por lo dispuesto en la Ley General de So-
ciedades Mercantiles y la Ley de Concursos Mercantiles,
salvo por lo que se refiere a lo siguiente:

I. El cargo de liquidador, conciliador o síndico correspon-
derá a la persona que para tal efecto autorice la Secretaría.

II. La Secretaría podrá solicitar la declaratoria de concurso
mercantil.

Capítulo II
De las contrapartes centrales de valores

Sección I
De la organización 

Artículo 301.- Las actividades que tengan por objeto redu-
cir los riesgos de incumplimiento de las obligaciones a car-
go de los intermediarios del mercado de valores, asumien-
do el carácter de acreedor y deudor recíproco de los
derechos y obligaciones que deriven de operaciones con
valores previamente concertadas por cuenta propia o de
terceros entre dichos intermediarios, mediante novación, se
considerarán un servicio público y únicamente podrán rea-
lizarse por contrapartes centrales de valores.

Para organizarse y operar como contraparte central de va-
lores se requiere concesión del Gobierno Federal, la cual
será otorgada discrecionalmente por la Secretaría, previa
opinión de la Comisión y del Banco de México, a las so-
ciedades anónimas organizadas de conformidad con las
disposiciones especiales que se contienen en el presente
ordenamiento legal y, en lo no previsto por éste, en lo dis-
puesto en la Ley General de Sociedades Mercantiles.

Las concesiones que al efecto se otorguen, así como sus
modificaciones, se publicarán en el Diario Oficial de la Fe-
deración a costa del interesado.

Artículo 302.- Las solicitudes de concesión para organi-
zarse y operar como contraparte central de valores deberán
acompañarse de lo siguiente:

I. Proyecto de estatutos de una sociedad anónima en el
que deberá contemplarse lo siguiente:

a) La denominación social deberá contener la expre-
sión “contraparte central de valores”.

b) La duración de la sociedad será indefinida.

c) El domicilio deberá ubicarse en territorio nacio-
nal.

d) El objeto social será actuar como contraparte cen-
tral de valores.

II. Relación e información de los socios, indicando el
monto del capital social que suscribirán y el origen de
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los recursos declarado por éstos, así como de los proba-
bles consejeros, director general, principales directivos
de la sociedad y miembros de los órganos colegiados a
que se refiere el artículo 306 de esta Ley.

III. Plan general de funcionamiento de la sociedad que
comprenda por lo menos:

a) La indicación del tipo de operaciones respecto de
las que pretende actuar como contraparte central de
valores.

b) El sistema y los mecanismos de administración de
riesgos para limitar y reducir la exposición de la
contraparte central de valores frente a los partici-
pantes, la forma en que la citada contraparte tendrá
acceso a fondos suficientes para cumplir puntual-
mente con sus obligaciones y las normas operativas,
prudenciales y autorregulatorias que se instrumenta-
rán. Dicho sistema tendrá por objeto asegurar el
cumplimiento de las obligaciones que derivan de las
operaciones en las que una contraparte central de va-
lores actúa como acreedor y deudor recíproco.

c) Las medidas que adoptará para la supervisión
operativa y financiera de los intermediarios del mer-
cado de valores que sean sus socios y por los que ac-
tuará como deudor y acreedor recíproco.

d) Proyecto de reglamento interior que cubra cuando
menos los aspectos a que hace referencia esta Ley.

IV. Comprobante de depósito bancario en moneda na-
cional o, en su caso, de valores gubernamentales por su
precio de mercado depositados en entidades financieras
a favor de la Tesorería de la Federación, por una canti-
dad igual al diez por ciento del capital mínimo con que
deba contar la sociedad.

El principal y, en su caso, accesorios del referido depó-
sito serán devueltos al solicitante en caso de desisti-
miento, así como en el evento de que la solicitud sea de-
negada o cuando se inicien operaciones en los términos
previstos en esta Ley. En el caso de que se revoque la
concesión conforme a lo previsto en el artículo 320,
fracciones I a III, de esta Ley, el importe del depósito y
de los accesorios se hará efectivo.

V. Las políticas y lineamientos relativos a los recursos
que recibirá de sus deudores y acreedores recíprocos

para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones, así
como el programa de inversión de dichos recursos y el
procedimiento para su aplicación.

VI. La demás documentación e información que la Se-
cretaría, en relación con las fracciones anteriores, re-
quiera mediante disposiciones de carácter general.

Los estatutos sociales de las contrapartes centrales de valo-
res, así como sus modificaciones, deberán ser aprobados
por la Secretaría. Una vez obtenida la aprobación podrán
ser inscritos en el Registro Público de Comercio. En todo
caso, las referidas entidades deberán proporcionar a la ci-
tada Secretaría, dentro de los diez días hábiles siguientes a
la celebración de la asamblea correspondiente, copia au-
tentificada por el secretario del consejo de administración,
del acta de asamblea y, cuando proceda, instrumento públi-
co en el que conste la formalización de la misma. Tratán-
dose de aumentos de capital, las contrapartes centrales de
valores no requerirán de la autorización señalada, pero en
todo caso deberán presentar a la Secretaría, con al menos
quince días hábiles de anticipación a la fecha en que pre-
tendan realizar el aumento del capital, la información de
los socios referida en la fracción II de este artículo, plazo
en el cual la Secretaría podrá oponerse a la realización del
referido aumento en el evento de que considere que existe
algún impedimento para que las personas de que se trate
sean socios de la contraparte central de valores correspon-
diente.

Artículo 303.- Las contrapartes centrales deberán contar
con el capital mínimo que establezca la Secretaría, me-
diante disposiciones de carácter general.

Las acciones ordinarias representativas del capital social
de las contrapartes centrales de valores sólo podrán ser ad-
quiridas por bolsas de valores, instituciones para el depósi-
to de valores, casas de bolsa, instituciones de crédito o per-
sonas que autorice la Secretaría.

Las acciones representativas del capital social de las que
sean titulares las casas de bolsa e instituciones de crédito,
estarán afectas en garantía real y preferente para asegurar
el pago puntual y oportuno de las obligaciones que dichas
entidades tengan frente a la sociedad, para lo cual se debe-
rán depositar con tal carácter en una institución para el de-
pósito de valores. Lo anterior, sin que al efecto resulte apli-
cable lo previsto en el artículo 139 de la Ley General de
Sociedades Mercantiles.
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En el supuesto de que se haga necesaria la ejecución de la
garantía señalada en el párrafo anterior, el consejo de ad-
ministración de la contraparte central de valores procede-
rá a cancelar las acciones correspondientes, las que se
conservarán en tesorería y los recursos que correspondan
se utilizarán para cubrir las obligaciones que el socio ten-
ga frente a la sociedad hasta por el valor de las acciones.
Lo anterior, sin que al efecto resulte aplicable lo previsto
en el artículo 134 de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles.

Cuando la acción cancelada sea representativa de la parte
mínima fija del capital social, el consejo de administración
que la cancele deberá convocar a asamblea general ex-
traordinaria de accionistas, para que ésta, en un plazo que
no exceda de seis meses contados a partir de la fecha de
cancelación, acuerde la modificación respectiva a los esta-
tutos sociales.

Artículo 304.- Ninguna persona o grupo de personas podrá
adquirir, directa o indirectamente, mediante una o varias
operaciones simultáneas o sucesivas, acciones que repre-
senten el diez por ciento o más del capital social de una
contraparte central de valores. La Secretaría podrá autori-
zar excepcionalmente un porcentaje mayor.

Sección II
De la administración

Artículo 305.- La administración de las contrapartes cen-
trales de valores estará encomendada a un consejo de ad-
ministración y a un director general, en sus respectivas es-
feras de competencia.

El consejo de administración estará integrado por un míni-
mo de cinco y un máximo de quince consejeros, de los cua-
les cuando menos el veinticinco por ciento deberán ser in-
dependientes, conforme a los requisitos de independencia
previstos para las sociedades anónimas bursátiles. Por ca-
da consejero propietario podrá designarse a su respectivo
suplente, en el entendido de que los consejeros suplentes
de los consejeros independientes, deberán tener este mismo
carácter.

En ningún caso podrán ser consejeros independientes las
personas que participen en el capital social de entidades fi-
nancieras o desempeñen en éstas cargos, empleos o comi-
siones, excepto tratándose de consejeros independientes en
alguna de las entidades financieras mencionadas.

Artículo 306.- El consejo de administración de las contra-
partes centrales de valores deberá contar con al menos tres
órganos colegiados que se encargarán respectivamente de
llevar a cabo las siguientes funciones:

I. El primero determinará y aplicará el sistema de admi-
nistración de riesgos y emitirá normas de carácter ope-
rativo, prudencial y autorregulatorio aplicables a la so-
ciedad y a sus deudores y acreedores recíprocos.

II. El segundo vigilará el cumplimiento de las normas
citadas en la fracción anterior.

III. El tercero aplicará las medidas disciplinarias por el
incumplimiento de las normas citadas en la fracción I de
este artículo.

Sección III
De las actividades y servicios

Artículo 307.- Las contrapartes centrales de valores reali-
zarán las actividades siguientes:

I. Constituirse como deudor y acreedor recíproco en
operaciones con valores previamente concertadas, en
términos de lo establecido en el artículo 301 de esta Ley.
Sólo podrán actuar con el carácter referido en los casos
siguientes:

a) Con las personas autorizadas conforme a ésta u
otras leyes para otorgar servicios de intermediación
en el mercado de valores, que sean sus socios, quie-
nes podrán participar por cuenta propia o de terceros.

b) En operaciones distintas de las señaladas en esta
fracción cuando así lo autorice la Secretaría, escu-
chando la opinión del Banco de México y de la Co-
misión.

Las contrapartes centrales de valores asumirán tal ca-
rácter respecto de operaciones con valores que se ajus-
ten a las disposiciones legales y administrativas que les
resulten aplicables, así como a las normas que regulen
la relación de dichas contrapartes con sus socios.

II. Establecer y aplicar los procedimientos para admi-
nistrar riesgos y hacer frente a incumplimientos.

III. Exigir a sus socios liquidadores recursos para redu-
cir el riesgo sobre las operaciones con valores en las que
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se constituya como acreedora y deudora recíproca, en
caso de que los socios dejen de cumplir sus obligacio-
nes frente a la contraparte central de valores. Dichos re-
cursos deberán mantenerse en un fondo de aportaciones
constituido en la propia sociedad.

IV. Requerir a sus socios liquidadores, respecto de las
operaciones con valores en las que se constituya como
acreedora y deudora recíproca, los recursos necesarios
para el correcto funcionamiento del sistema de adminis-
tración de riesgos, los que habrá de conservar en un fon-
do de compensación, constituido en la sociedad, con el
propósito de mutualizar con sus socios el incumpli-
miento de obligaciones y, en su caso, las pérdidas.

V. Recibir y administrar los recursos señalados en las
fracciones III y IV anteriores.

VI. Realizar por cuenta propia operaciones de compra-
venta y préstamo de valores para el cumplimiento de las
obligaciones que tenga en su carácter de contraparte
central de valores, debiendo contratar para ello los ser-
vicios de una persona que en términos de ésta u otras le-
yes se encuentre autorizada para otorgar servicios de in-
termediación en el mercado de valores.

VII. Contratar créditos y préstamos para la consecución
de su objeto social, de conformidad con las disposicio-
nes que emita Banco de México.

VIII. Garantizar las operaciones a que se refieren las
fracciones VI y VII de este artículo.

IX. Expedir certificaciones de los actos que realice en el
ejercicio de sus funciones.

Las certificaciones por parte del director general o di-
rectivos de las contrapartes centrales de valores, que
cuenten con facultades para ello, en las que conste el in-
cumplimiento de las obligaciones de sus acreedores y
deudores recíprocos frente a la sociedad, traerá apareja-
da ejecución, siempre que se acompañen de los docu-
mentos en los que consten las obligaciones que les die-
ron origen, certificados igualmente por las personas
señaladas.

X. Participar en el capital social de sociedades naciona-
les o extranjeras que les presten servicios complementa-
rios o auxiliares a los de su objeto, previa autorización
de la Secretaría.

XI. Realizar actos necesarios para la consecución de su
objeto social.

XII. Las análogas, conexas o complementarias de las
anteriores, que les sean autorizadas por la Secretaría,
mediante disposiciones de carácter general.

Artículo 308.- Las personas autorizadas conforme a ésta u
otras leyes para otorgar servicios de intermediación en el
mercado de valores deberán acordar entre ellas si habrán de
compensar y liquidar las operaciones que celebren con la
participación de alguna contraparte central de valores, en
cuyo caso, designarán a esta última.

Las personas a que se refiere este artículo que no compen-
sen y liquiden alguna operación con valores a través de una
contraparte central de valores, estarán obligadas a informar
previamente tal circunstancia a sus clientes.

Artículo 309.- Las obligaciones que las contrapartes cen-
trales de valores tengan con sus deudores y acreedores re-
cíprocos, se extinguirán por compensación hasta por el im-
porte que corresponda.

La liquidación de los saldos de efectivo y de valores o
bienes producto de las obligaciones que subsistan con pos-
terioridad a la compensación a que alude el párrafo ante-
rior, se realizará a través de las entidades financieras auto-
rizadas por ésta u otras leyes para efectuar las
transferencias que correspondan.

Artículo 310.- Los recursos a que se refiere el artículo 307,
fracciones III y IV, de esta Ley, que las contrapartes cen-
trales de valores reciban de los intermediarios del mercado
de valores que sean sus socios, se transmitirán en propie-
dad para el exclusivo fin que se señala en cada fracción.

Artículo 311.- Las contrapartes centrales de valores debe-
rán informar a la Comisión, al Banco de México y a las
personas que celebren las operaciones en las que se consti-
tuyan como deudor y acreedor recíproco, cuando dejen de
asumir tal carácter respecto de alguno de éstos. En este su-
puesto estarán facultadas para dar por vencidas de manera
anticipada las obligaciones de dicha persona y para aplicar
sin restricción alguna los recursos recibidos para asegurar
el cumplimiento de las obligaciones.

Artículo 312.- Las contrapartes centrales de valores po-
drán divulgar la información de sus procedimientos para
administrar riesgos, de sus recursos financieros y del monto
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de los recursos que reciban para garantizar el cumplimien-
to de las obligaciones de sus deudores y acreedores recí-
procos.

Artículo 313.- Las contrapartes centrales de valores debe-
rán mantener informados a sus deudores y acreedores recí-
procos del cumplimiento o incumplimiento de sus obliga-
ciones, así como de las aportaciones que deben realizar y
los excesos en las mismas.

Artículo 314.- Las contrapartes centrales de valores debe-
rán llevar contabilidades especiales, en los términos que
mediante disposiciones de carácter general determine la
Comisión, para registrar los recursos que reciban de las
personas autorizadas conforme a ésta u otras leyes, para
otorgar servicios de intermediación en el mercado de valo-
res que sean sus socios, tanto por cuenta propia, como de
terceros.

Artículo 315.- Las contrapartes centrales de valores debe-
rán formular su reglamento interior, el cual deberá conte-
ner, como mínimo, las normas aplicables a:

I. Los requisitos que deberán cumplir las personas que
conforme a ésta u otras leyes se encuentren autorizadas
para otorgar servicios de intermediación, a fin de que la
sociedad se constituya como deudor y acreedor recípro-
co, así como los supuestos en los que no asumiría o de-
jaría de tener tal carácter.

II. Los procedimientos y sistemas a través de los cuales
se compensarán y liquidarán las operaciones.

III. Los derechos y obligaciones de la sociedad y de las
personas señaladas en la fracción I de este artículo.

IV. Los procedimientos para administrar riesgos; los
mecanismos para obtener recursos financieros que le
permitan cubrir sus obligaciones; las normas operativas
y prudenciales aplicables a la contraparte central de va-
lores y a los acreedores y deudores recíprocos de ésta; el
proceso para la adopción y supervisión de dichas nor-
mas, así como de las de autorregulación que emitan; las
medidas disciplinarias y correctivas que se aplicarán en
caso de incumplimiento, así como el procedimiento pa-
ra hacer efectivas dichas medidas.

V. El procedimiento para la aplicación de los recursos a
que se refieren las fracciones III y IV del artículo 307 de
esta Ley.

VI. Los procedimientos para modificar el reglamento.

El reglamento y sus modificaciones deberán someterse a la
previa autorización de la Comisión y del Banco de México,
los cuales podrán formular observaciones y modificaciones
cuando consideren que el reglamento no se ajusta a lo esta-
blecido en esta Ley o a los sanos usos y prácticas de merca-
do. No requerirán de autorización las normas de autorregu-
lación, pero en todo caso, la Comisión y el Banco de México
tendrán facultad de veto en relación con dichas normas.

Artículo 316.- La Comisión, sin perjuicio de lo estableci-
do en otros artículos, respecto de las contrapartes centrales
de valores, tendrá las facultades siguientes:

I. Supervisar el funcionamiento de los procedimientos
de administración de riesgos, la suficiencia de los recur-
sos para cumplir con sus obligaciones, el cumplimiento
de sus normas operativas, prudenciales y autorregulato-
rias, así como la aplicación de las medidas disciplinarias
en caso de incumplimiento.

II. Ordenar modificaciones a los procedimientos de ad-
ministración de riesgos y a la forma de aplicar recursos
para cumplir con sus obligaciones.

III. Emitir la regulación necesaria para propiciar el co-
rrecto funcionamiento de las contrapartes centrales de
valores, el cumplimiento de las operaciones en las que
se constituyan como deudor y acreedor recíproco y la
eficiencia de los procedimientos y sistemas de compen-
sación y liquidación.

Las facultades contenidas en las fracciones II y III de este
artículo serán ejercidas en forma conjunta por la Comisión
y el Banco de México.

La Comisión y el Banco de México, en el ámbito de su
competencia, podrán solicitar toda la información y docu-
mentos que determinen mediante disposiciones de carácter
general.

Artículo 317.- Los aranceles que las contrapartes centrales
de valores cobren por sus servicios deberán ser autorizados
por la Comisión, la cual tendrá facultad para formular ob-
servaciones y ordenar modificaciones durante el procedi-
miento de autorización.

Artículo 318.- Las contrapartes centrales de valores esta-
rán sujetas, en lo conducente, a lo previsto en los artículos
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26, penúltimo y último párrafos, 121, 123, segundo párra-
fo, 124, primero, segundo y penúltimo párrafos, 127 a 129,
131, segundo párrafo, 132 a 134, 205, 206, 209 a 211, 236,
237, segundo párrafo, 238, 241, último párrafo y 243, se-
gundo párrafo, de esta Ley. Las facultades previstas en los
artículos 132 y 134 competerán a la Secretaría.

La Comisión podrá establecer mediante disposiciones de
carácter general las reglas a las que deberán sujetarse las
contrapartes centrales de valores en la aplicación de su ca-
pital contable.

Sección IV
De la revocación y de la disolución 

y liquidación

Artículo 319.- La Secretaría, a propuesta de la Comisión o
del Banco de México, o bien, oyendo la opinión de dichas
autoridades, y previo otorgamiento del derecho de audien-
cia, podrá revocar la concesión para operar como contra-
parte central de valores, en los casos a que se refiere el ar-
tículo 320 de esta Ley.

Artículo 320.- La Secretaría podrá revocar la concesión
para operar como contraparte central de valores, cuando:

I. No se constituya o no presente los datos relativos a su
inscripción en el Registro Público de Comercio, dentro
de un plazo de ciento ochenta días naturales, contado a
partir de la fecha en que se le haya notificado la conce-
sión.

II. No hubiere pagado el capital mínimo al momento de
su constitución.

III. No inicie sus operaciones dentro de un plazo de seis
meses contado a partir de la inscripción en el Registro
Público de Comercio.

IV. Falte reiteradamente por causa imputable a ella al
cumplimiento de las obligaciones derivadas de los con-
tratos celebrados con los usuarios de sus servicios.

V. Deje de realizar su objeto social durante un plazo de
seis meses.

VI. Entre en proceso de disolución y liquidación.

VII. Sea declarada por la autoridad judicial en quiebra.

VIII. Cometa infracciones graves o reiteradas a las dis-
posiciones legales o administrativas que le son aplica-
bles.

Artículo 321.- La disolución y liquidación, así como el
concurso mercantil de las contrapartes centrales de valores,
se regirá por lo dispuesto en la Ley General de Sociedades
Mercantiles y la Ley de Concursos Mercantiles, salvo por
lo que se refiere a lo siguiente:

I. El cargo de liquidador, conciliador o síndico corres-
ponderá a la persona que para tal efecto autorice la Se-
cretaría.

II. La Secretaría podrá solicitar la declaratoria de con-
curso mercantil.

III. Los recursos a que se refiere el artículo 307, frac-
ciones III y IV, de esta Ley, se destinarán al fin que les
corresponda conforme a lo señalado en tales fracciones. 

Los recursos excedentes señalados en la citada fracción III,
recibidos de sus socios por cuenta de terceros cuyas opera-
ciones con valores hayan sido compensadas y liquidadas en
su totalidad, podrán ser excluidos o separados del proceso
de disolución, liquidación o concurso mercantil de la con-
traparte central de valores y devueltos a los socios que co-
rresponda, quienes los aceptarían a nombre propio y por
cuenta de los terceros.

Igual régimen será aplicable a los referidos recursos exce-
dentes, recibidos de socios, por cuenta propia, siempre que
no existan obligaciones a su cargo y a favor de la contra-
parte central de valores.

Título XI
De otras entidades que participan 

en el desarrollo del mercado de valores

Capítulo I
De los proveedores de precios

Artículo 322.- Las actividades que tengan por objeto la
prestación habitual y profesional del servicio de cálculo,
determinación y proveeduría o suministro de precios ac-
tualizados para la valuación de valores, instrumentos fi-
nancieros derivados en mercados reconocidos por las auto-
ridades financieras o índices, así como de envío de
información relacionada con dichas actividades, estarán re-
servadas a los proveedores de precios.
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Para efectos de esta Ley se entenderá por precio actualiza-
do para valuación, aquel precio de mercado o teórico obte-
nido con base en algoritmos, criterios técnicos y estadísti-
cos y en modelos de valuación, para cada uno de los
valores, instrumentos financieros derivados o índices. Den-
tro de los precios actualizados para valuación se incluirán
los relativos a las operaciones de reporto y préstamo de va-
lores, así como de las operaciones con instrumentos finan-
cieros derivados.

No se considerará como proveeduría o suministro de pre-
cios, la exclusiva transmisión o difusión de cualquier tipo
de precios respecto de valores, instrumentos financieros
derivados o índices, por medios electrónicos, de telecomu-
nicaciones o impresos.

Artículo 323.- Para organizarse y operar como proveedor
de precios se requiere autorización de la Comisión, previo
acuerdo de su Junta de Gobierno. Dicha autorización, se
otorgará a las sociedades anónimas organizadas de confor-
midad con las disposiciones especiales que se contienen en
el presente ordenamiento legal y, en lo no previsto por és-
te, en lo dispuesto en la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles. Por su naturaleza, estas autorizaciones serán in-
transmisibles.

Artículo 324.- Las solicitudes de autorización para organi-
zarse y operar como proveedor de precios deberán acom-
pañarse de lo siguiente:

I. Proyecto de estatutos de una sociedad anónima.

II. Relación e información de los socios, así como los
probables consejeros, director general y principales di-
rectivos.

III. Plan general de funcionamiento.

IV. Manuales internos que contengan como mínimo lo
siguiente:

a) La descripción de la metodología y de los mode-
los de valuación de los valores, instrumentos finan-
cieros derivados e índices, así como los algoritmos y
criterios técnicos y estadísticos.

b) La metodología para la determinación de las tasas
de interés, de descuento y equivalentes.

c) Las fuentes de información que utilizarán para el
otorgamiento de sus servicios.

V. Políticas y medios que utilizarán para proveer o su-
ministrar los precios.

VI. Proyecto de código de conducta que regirá la actua-
ción de la propia sociedad, así como de los consejeros y
demás directivos involucrados en el proceso de cálculo,
determinación y proveeduría o suministro de precios ac-
tualizados.

VII. La demás documentación e información que la Co-
misión, en relación con las fracciones anteriores, re-
quiera mediante disposiciones de carácter general, pre-
vio acuerdo de su Junta de Gobierno.

Los proveedores de precios deberán dar aviso a la Comi-
sión sobre las modificaciones que efectúen a la documen-
tación señalada en el presente artículo, dentro de los diez
días hábiles siguientes a la fecha en que las realicen. La
propia Comisión podrá objetar las citadas modificaciones,
dentro de los veinte días hábiles siguientes a la fecha en
que reciba el aviso correspondiente, cuando las modifica-
ciones no se ajusten o contravengan lo establecido en el
presente ordenamiento legal y demás disposiciones aplica-
bles.

Artículo 325.- Los proveedores de precios realizarán las
actividades siguientes:

I. Prestar servicios de cálculo, determinación y provee-
duría o suministro de precios actualizados para la va-
luación de valores, instrumentos financieros derivados o
índices, así como de envío de información relacionada
con dichas actividades, ajustándose a las metodologías
y modelos a que se refiere el artículo 324, fracción IV
de esta Ley.

II. Publicar y difundir calificaciones emitidas por insti-
tuciones calificadoras de valores.

III. Medir riesgos financieros de inversiones realizadas
por entidades financieras, así como publicarlos y difun-
dirlos cuando cuenten con autorización de éstas.

IV. Determinar y difundir índices de tasas de interés e
instrumentos representativos de deuda a cargo de emi-
soras.

V. Las demás contempladas en sus estatutos sociales.

Artículo 326.- Los proveedores de precios deberán con-
tar con un código de conducta que rija la actuación de la
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propia sociedad, así como de los consejeros y demás direc-
tivos involucrados en el proceso de cálculo, determinación
y proveeduría o suministro de precios actualizados.

La Comisión podrá establecer, mediante disposiciones de
carácter general, requisitos mínimos que deberán contem-
plar los proveedores de precios en la elaboración del códi-
go de conducta a que se refiere este artículo.

Artículo 327.- Los proveedores de precios deberán contar
con un comité de valuación encargado de realizar al menos
las funciones siguientes:

I. Proponer las metodologías y los modelos para la va-
luación de valores, instrumentos financieros derivados e
índices, así como revisar dichas metodologías para man-
tenerlas actualizadas.

II. Solucionar las controversias y observaciones que so-
bre las metodologías de valuación presenten sus clientes
o autoridades.

Artículo 328.- Los proveedores de precios deberán notifi-
car a la Comisión los precios actualizados para la valuación
de valores, instrumentos financieros derivados e índices, el
mismo día en que los calculen. Asimismo, los proveedores
de precios deberán notificar las modificaciones que lleven
a cabo sobre dichos precios, el mismo día en que las acuer-
den.

En el supuesto de que se presenten eventos no previstos en
las metodologías autorizadas, los proveedores de precios
deberán hacer del conocimiento de la Comisión al momen-
to de su aplicación, el procedimiento de cálculo alternativo
que utilizarán, señalando las razones que justifiquen la uti-
lización del mismo.

Artículo 329.- Los accionistas, miembros del consejo de
administración, director general, directivos e integrantes
del comité de valuación, de los proveedores de precios, no
podrán mantener, directa o indirectamente, acciones repre-
sentativas del capital social de entidades financieras que
utilicen los servicios del proveedor de precios, ni fungir o
tener el carácter de socios, consejeros, comisarios o direc-
tivos de dichas entidades. Se exceptúan de lo anterior, las
inversiones realizadas en acciones representativas del capi-
tal social de sociedades de inversión.

Artículo 330.- Los proveedores de precios deberán con-
servar durante un plazo de cinco años, los precios actuali-

zados para valuación de valores, instrumentos financieros
derivados e índices, así como la información relativa a las
variables utilizadas en su cálculo y demás datos o docu-
mentos relacionados con las actividades que realizan.

Artículo 331.- Los proveedores de precios tendrán prohi-
bido proporcionar a uno o más de sus usuarios, precios ac-
tualizados para valuación relacionados con un mismo va-
lor, instrumentos financieros derivados o índices, que
difieran de los entregados respecto de una misma fecha, a
otro u otros usuarios, incluyendo sus modificaciones.

Asimismo, los proveedores de precios tendrán prohibido
proporcionar precios actualizados para valuación, cuando
tengan un conflicto de interés respecto de la valuación de
los valores, instrumentos financieros derivados o índices
de que se trate.

Artículo 332.- La Comisión, con el acuerdo de su Junta de
Gobierno y previa audiencia del interesado, podrá decretar
la revocación de la autorización para organizarse y operar
como proveedor de precios, cuando:

I. Dejen de otorgar sus servicios, de manera injustifica-
da, durante un plazo mayor a seis meses.

II. Cometan infracciones graves o reiteradas a lo esta-
blecido en esta Ley o las disposiciones de carácter ge-
neral que emanen de ella.

III. Sean declarados en quiebra, o bien, acuerden su di-
solución y liquidación.

Artículo 333.- La Comisión, previo acuerdo de su Junta de
Gobierno, autorizará la fusión o la escisión de los provee-
dores de precios, en términos de lo establecido en los artí-
culos 132 a 134 de esta Ley.

La Comisión podrá emitir disposiciones de carácter gene-
ral relativas a la información financiera, administrativa y
operativa que los proveedores de precios deban presentar-
le de manera continua y periódica.

Capítulo II
De las instituciones calificadoras 

de valores

Artículo 334.- Las actividades que tengan por objeto la
prestación habitual y profesional del servicio consistente
en el estudio, análisis, opinión, evaluación y dictaminación
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sobre la calidad crediticia de valores, estarán reservadas a
las instituciones calificadoras de valores.

Para organizarse y operar como institución calificadora de
valores se requiere autorización de la Comisión, previo
acuerdo de su Junta de Gobierno. Dicha autorización, se
otorgará a las sociedades anónimas organizadas de confor-
midad con las disposiciones especiales que se contienen en
el presente ordenamiento legal y, en lo no previsto por és-
te, en lo dispuesto en la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles. Por su naturaleza, estas autorizaciones serán in-
transmisibles.

Artículo 335.- Las solicitudes de autorización para organi-
zarse y operar como institución calificadora de valores de-
berán acompañarse de lo siguiente:

I. Proyecto de estatutos de una sociedad anónima.

II. Relación e información de los socios, así como los
probables consejeros, director general y principales di-
rectivos de la sociedad.

III. Programa general de funcionamiento.

IV. Manuales internos que contengan como mínimo lo
siguiente:

a) Descripción del proceso de calificación, en el cual
deberá precisarse la escala, nomenclaturas e inter-
pretación de la calificación.

b) Políticas y medios de divulgación al público so-
bre los dictámenes, calificaciones y análisis emiti-
dos, así como sus modificaciones.

V. Proyecto de código de conducta que regirá la actua-
ción de la propia sociedad, así como de los consejeros y
demás directivos involucrados en el proceso de dictami-
nación de la calidad crediticia de los valores sobre los
cuales presten sus servicios, que se ajuste a estándares
internacionales.

VI. La demás documentación e información que la Co-
misión, en relación con las fracciones anteriores, re-
quiera mediante disposiciones de carácter general, pre-
vio acuerdo de su Junta de Gobierno.

Las instituciones calificadoras de valores deberán dar avi-
so a la Comisión sobre las modificaciones que efectúen a

la documentación señalada en este artículo, dentro de los
diez días hábiles siguientes a la fecha en que las realicen.
La propia Comisión podrá objetar las citadas modificacio-
nes, dentro de los veinte días hábiles siguientes a la fecha
en que reciba el aviso correspondiente, cuando las modifi-
caciones no se ajusten o contravengan lo establecido en el
presente ordenamiento legal y demás disposiciones aplica-
bles.

Artículo 336.- Las instituciones calificadoras de valores
deberán contar con un código de conducta que rija la ac-
tuación de la propia sociedad, así como de los consejeros y
demás directivos involucrados en el estudio, análisis, opi-
nión, evaluación y dictaminación de la calidad crediticia de
los valores sobre los cuales presten sus servicios, el cual se
ajuste a los estándares internacionales exigidos en la mate-
ria.

La Comisión podrá establecer, mediante disposiciones de
carácter general, requisitos mínimos que deberán con-
templar las instituciones calificadoras de valores en la
elaboración del código de conducta a que se refiere este
artículo.

Artículo 337.- Los socios, miembros del consejo de admi-
nistración, director general, comisarios y directivos de ins-
tituciones calificadoras de valores, no podrán mantener, di-
recta o indirectamente, acciones representativas del capital
social de entidades financieras a las que otorguen califica-
ciones en términos de esta Ley, ni fungir o tener el carácter
de socios, consejeros, comisarios o directivos de dichas en-
tidades. Se exceptúan de lo anterior, las inversiones reali-
zadas en acciones representativas del capital social de so-
ciedades de inversión.

Artículo 338.- Las instituciones calificadoras de valores,
en ningún caso podrán celebrar contratos respecto de valo-
res emitidos por emisoras con las cuales sus accionistas,
consejeros o directivos involucrados en el proceso de dic-
taminación de la calidad crediticia de dichos valores, ten-
gan conflictos de interés.

Artículo 339.- Las instituciones calificadoras de valores
deberán revelar al público las calificaciones que realicen
sobre valores inscritos en el Registro o a ser inscritos en el
mismo, así como sus modificaciones y cancelaciones, a tra-
vés de los medios que establezca la Comisión mediante
disposiciones de carácter general. Dichas calificaciones de-
berán realizarse conforme al proceso de calificación a que
se refiere la fracción IV del artículo 335 de esta Ley.
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Asimismo, la Comisión establecerá en las citadas disposi-
ciones, la información financiera, administrativa y operati-
va que deberán presentarle las instituciones calificadoras
de valores.

Artículo 340.- La Comisión, con el acuerdo de su Junta de
Gobierno y previa audiencia del interesado, podrá decretar
la revocación de la autorización para organizarse y operar
como institución calificadora de valores, cuando:

I. Cometan infracciones graves o reiteradas a lo estable-
cido en esta Ley o las disposiciones de carácter general
que emanen de ella.

II. Sean declaradas en quiebra, o bien, acuerden su di-
solución y liquidación.

Artículo 341.- Las instituciones calificadoras de valores
estarán sujetas a lo previsto en el artículo 330 de esta Ley.

La Comisión autorizará, previo acuerdo de su Junta de Go-
bierno, la fusión o la escisión de las instituciones califica-
doras de valores, en términos de lo establecido en los artícu-
los 132 a 134 de esta Ley.

Título XII
De la auditoría externa 

y otros servicios

Artículo 342.- Las personas morales que soliciten la ins-
cripción de valores en el Registro, las emisoras, las casas
de bolsa, las bolsas de valores, las instituciones para el de-
pósito de valores y las contrapartes centrales de valores,
deberán observar lo dispuesto en este Título respecto a los
requisitos que debe cumplir la persona moral que les pro-
porcione los servicios de auditoría externa, así como el au-
ditor externo que suscriba el dictamen correspondiente a
los estados financieros.

Artículo 343.- Los auditores externos que suscriban el dic-
tamen a los estados financieros en representación de las
personas morales que proporcionen los servicios de audi-
toría externa, deberán contar con honorabilidad; reunir los
requisitos personales y profesionales que establezca la Co-
misión mediante disposiciones de carácter general, y ser
socios de una persona moral que preste servicios profesio-
nales de auditoría de estados financieros, y que cumpla con
los requisitos de control de calidad que al efecto establez-
ca la propia Comisión en las citadas disposiciones.

Adicionalmente, los citados auditores externos, la persona
moral de la cual sean socios y los socios o personas que
formen parte del equipo de auditoría, no deberán ubicarse
en ninguno de los supuestos de falta de independencia que
al efecto establezca la Comisión, mediante disposiciones
de carácter general, en las que se consideren, entre otros as-
pectos, vínculos financieros o de dependencia económica,
prestación de servicios adicionales al de auditoría y plazos
máximos durante los cuales los auditores externos puedan
prestar los servicios de auditoría externa a las personas mo-
rales que soliciten la inscripción de valores en el Registro,
las emisoras, casas de bolsa, bolsas de valores, institucio-
nes para el depósito de valores y contrapartes centrales de
valores.

Artículo 344.- Los licenciados en derecho y los expertos
independientes que elaboren opiniones en términos de esta
Ley, deberán reunir los requisitos previstos en las disposi-
ciones a que hace referencia el artículo 343 de esta Ley. Di-
chos requisitos serán igualmente aplicables, en lo conducen-
te, a la persona moral que preste los servicios profesionales
a la emisora de que se trate de la que, en su caso, sean so-
cios o para la cual laboren.

Adicionalmente, los licenciados en derecho a que se refie-
re este precepto, no podrán mantener acuerdos de recipro-
cidad con los auditores externos que contrate la emisora,
cuando impliquen la existencia de relaciones de negocio
para la prestación de sus servicios profesionales que pue-
dan derivar en conflictos de interés.

Artículo 345.- El auditor y el licenciado en derecho, exter-
nos, así como las personas morales de las cuales sean so-
cios, estarán obligados a conservar la documentación, in-
formación y demás elementos utilizados para elaborar el
dictamen, informe u opinión proporcionados al público con
motivo de lo dispuesto en este ordenamiento legal, por un
plazo de al menos cinco años. Al conservar los datos y ar-
chivos de que se trata, podrán hacerlo a través de medios
automatizados o digitalizados.

Asimismo, los auditores externos deberán suministrar a la
Comisión los informes y demás elementos de juicio en los
que sustenten sus dictámenes y conclusiones. Si durante la
práctica o como resultado de la auditoría encuentran irre-
gularidades que afecten la liquidez, estabilidad o solvencia
de alguna de las entidades financieras o emisoras a las que
presten sus servicios de auditoría, deberán presentar al co-
mité que desempeñe funciones en materia de auditoría, tra-
tándose de sociedades anónimas bursátiles o promotoras de
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inversión bursátil, o al órgano de vigilancia de la entidad fi-
nanciera o emisora de que se trate, y en todo caso a la Co-
misión, un informe detallado sobre la situación observada.

Artículo 346.- Los dictámenes de auditoría externa y las
opiniones de los licenciados en derecho o expertos exter-
nos independientes que se entreguen a las emisoras para los
efectos de las solicitudes de inscripción de valores, autori-
zación de oferta pública y cumplimiento de las obligacio-
nes de entrega y difusión de información que a dichas emi-
soras les impone esta Ley, constituirán información
divulgada al público directamente por dichas personas, con
independencia de que la propia emisora sea quien realice la
referida entrega y difusión al público.

Lo dispuesto en este artículo resultará igualmente aplicable
a los dictámenes, opiniones, informes, estudios y califica-
ción crediticia que elaboren expertos, peritos, instituciones
calificadoras y demás personas que presten sus servicios a
las emisoras.

Artículo 347.- Las personas que proporcionen servicios de
auditoría externa, así como dictámenes, informes u opi-
niones previstas en esta Ley, responderán por los daños y
perjuicios que ocasionen a la emisora que los contrate,
cuando:

I. Por negligencia inexcusable, el dictamen u opinión
que proporcionen contenga vicios u omisiones que en
razón de su profesión u oficio debieran formar parte del
análisis, evaluación o estudio que dio origen al dictamen
u opinión.

II. Intencionalmente, en el dictamen u opinión:

a) Omitan información relevante de la que tengan
conocimiento, cuando deba contenerse en su dicta-
men u opinión.

b) Incorporen información falsa o que induzca a
error, o bien, adecuen el resultado con el fin de apa-
rentar una situación distinta de la que corresponda a
la realidad.

c) Recomienden la celebración de alguna operación,
optando dentro de las alternativas, en su caso exis-
tentes, por aquélla que, a sabiendas, habrá de gene-
rar efectos patrimoniales notoriamente perjudiciales
para la sociedad o para un determinado grupo de so-
cios o tenedores de valores.

d) Sugieran, acepten, propicien o propongan que una
determinada transacción se registre en contraven-
ción de los principios de contabilidad emitidos o re-
conocidos por la Comisión.

Las acciones por los actos ilícitos a que se refiere este artícu-
lo se ejercerán en términos de lo establecido en el artículo 38
de esta Ley, o bien, tratándose de instrumentos de deuda,
por el representante común de los tenedores de valores,
previo acuerdo de la asamblea de tenedores.

Artículo 348.- Las personas a que se refiere el artículo 347
de esta Ley, no incurrirán en responsabilidad por los daños
o perjuicios que ocasionen, derivados de los servicios u
opiniones que emitan, cuando actuando de buena fe y sin
dolo, se actualice cualquiera de las excluyentes de respon-
sabilidad siguientes:

I. Rindan su dictamen u opinión con base en informa-
ción proporcionada por la persona a la que otorguen sus
servicios.

II. Rindan su dictamen u opinión apegándose a los pro-
cedimientos y, en su caso, metodologías, con que cuen-
ten para realizar el análisis, evaluación o estudio que co-
rresponda a su profesión u oficio.

Título XIII
De las autoridades financieras

Artículo 349.- La Comisión, la Secretaría y el Banco de
México, sin perjuicio de las atribuciones a que hacen refe-
rencia otros artículos de ésta u otras leyes, tendrán las fa-
cultades establecidas en este Título.

Artículo 350.- La Comisión contará con facultades de su-
pervisión, en términos de su Ley, respecto de los interme-
diarios del mercado de valores, organismos autorregulato-
rios, bolsas de valores, sociedades que administran
sistemas para facilitar operaciones con valores, institucio-
nes para el depósito de valores, contrapartes centrales de
valores, instituciones calificadoras de valores y proveedo-
res de precios.

Para tal efecto, la Comisión podrá practicar visitas de ins-
pección a cualquiera de las entidades señaladas y requerir-
les, dentro de los plazos y en la forma que la propia Comi-
sión establezca, toda la información y documentación
necesaria a fin de verificar el cumplimiento de esta Ley y
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la observancia de las disposiciones de carácter general que
de ella emanen.

Las personas a que se refiere este artículo, deberán presen-
tar la información y documentación que en el ámbito de sus
respectivas competencias les soliciten la Comisión, la Se-
cretaría y el Banco de México, dentro de los plazos, condi-
ciones y demás características que las mismas establezcan.

La Comisión llevará a cabo la supervisión de las entidades
financieras a que se refiere este artículo, aún y cuando se
encuentren en disolución y liquidación o sean declaradas
en concurso mercantil, en los términos que se señalan en
esta Ley.

La Comisión, como resultado de sus facultades de supervi-
sión, podrá formular observaciones y, en su caso, ordenar
la adopción de medidas tendientes a corregir los hechos,
actos u omisiones irregulares que haya detectado con mo-
tivo de dichas funciones, en términos de esta Ley.

Artículo 351.- La Comisión contará con facultades de su-
pervisión respecto de las emisoras, pudiendo al efecto y a
fin de verificar el cumplimiento de esta Ley y la observan-
cia de las disposiciones de carácter general que de ella
emanen, practicar visitas de inspección y requerir toda cla-
se de información y documentación relacionadas con las
actividades que realizan las emisoras, dentro de los plazos
y en la forma que la propia Comisión establezca.

La Comisión estará facultada para reconocer las normas de
carácter contable a que deberán sujetarse las referidas emi-
soras en la elaboración y formulación de sus estados finan-
cieros o equivalentes, pudiendo hacer distinciones por tipo
de emisora. Asimismo, la Comisión podrá expedir normas
de carácter contable en caso de que las normas reconocidas
en los términos de este párrafo sean insuficientes, existan
distintas alternativas respecto de un tratamiento contable o
no reflejen en forma real y actualizada la situación finan-
ciera de las emisoras.

Adicionalmente, la Comisión podrá, en protección de los
intereses del público inversionista:

I. Ordenar que se convoque a asambleas de accionistas
o de tenedores de valores, en casos de notoria urgencia
y sin que medie instancia judicial al respecto.

II. Concurrir sin voz ni voto a las asambleas de accio-
nistas o de tenedores de valores.

La Comisión, tratándose de sociedades extranjeras y orga-
nismos financieros multilaterales de carácter internacional
que tengan valores inscritos en el Registro, ejercerá la su-
pervisión de dichas emisoras con base en convenios de co-
laboración que suscriba con organismos internacionales
con funciones de supervisión y regulación similares a las
de la citada Comisión.

Artículo 352.- La Comisión contará con facultades de ins-
pección y vigilancia, respecto de las personas morales que
presten servicios de auditoría externa en términos de esta
Ley, incluyendo los socios o empleados de aquéllas que
formen parte del equipo de auditoría, pudiendo al efecto y
a fin de verificar el cumplimiento de esta Ley y la obser-
vancia de las disposiciones de carácter general que de ella
emanen:

I. Requerir toda clase de información y documentación.

II. Practicar visitas de inspección.

III. Requerir la comparecencia de socios, representantes
y demás empleados de las personas morales que presten
servicios de auditoría externa.

IV. Reconocer normas y procedimientos de auditoría
que deberán observar las personas morales que presten
servicios de auditoría externa al dictaminar o emitir opi-
niones relativas a los estados financieros de las entida-
des financieras o emisoras, pudiendo distinguir por tipo
de entidad o emisor. Asimismo, la Comisión podrá ex-
pedir normas y procedimientos de auditoría en el even-
to de que en relación con alguna materia no existan nor-
mas o procedimientos aplicables, o bien, cuando a juicio
de la propia Comisión las normas reconocidas en térmi-
nos de este párrafo sean insuficientes.

El ejercicio de las facultades a que se refiere este artículo
estará circunscrito a los dictámenes, opiniones y prácticas
de auditoría que en términos de esta Ley practiquen las
personas morales que presten servicios de auditoría ex-
terna.

Artículo 353.- La Comisión contará con facultades de ins-
pección y vigilancia respecto de licenciados en derecho
que emitan opiniones exigidas por el presente ordenamien-
to legal pudiendo al efecto y a fin de verificar el cumpli-
miento de esta Ley y la observancia de las disposiciones de
carácter general que de ella emanen:
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I. Requerir toda clase de información o documentación.

II. Practicar visitas de inspección.

III. Requerir la comparecencia del licenciado en dere-
cho y demás empleados de éste que participen en la ela-
boración de las opiniones legales emitidas en cumpli-
miento de lo establecido en esta Ley.

El ejercicio de las facultades a que se refiere este artículo
estará circunscrito a las opiniones que en términos de esta
Ley emitan los licenciados en derecho.

Artículo 354.- La Comisión, en el ejercicio de sus faculta-
des de inspección y vigilancia a que se refieren los artícu-
los 159, último párrafo, 214, último párrafo, 250, último
párrafo y 281, último párrafo del presente ordenamiento le-
gal, y a fin de verificar el cumplimiento de esta Ley y la ob-
servancia de las disposiciones de carácter general que de
ella emanen, podrá:

I. Requerir toda clase de información y documentación.

II. Practicar visitas de inspección.

III. Requerir la comparecencia de socios, representantes
y demás empleados de la persona o entidad de que se
trate.

Artículo 355.- La Comisión estará facultada para investi-
gar, en la esfera administrativa, actos o hechos que presun-
tamente constituyan o puedan llegar a constituir una in-
fracción a lo previsto en esta Ley o a las disposiciones de
carácter general que de ella deriven.

Para tal efecto, así como para verificar el cumplimiento de
lo previsto en esta Ley y demás disposiciones de carácter
general que emanen de ella, la citada Comisión estará fa-
cultada para:

I. Requerir toda clase de información y documentación
a cualquier persona o autoridad que pueda contribuir en
el desarrollo de la investigación correspondiente.

II. Practicar visitas de inspección a cualquier persona
que pueda contribuir en el desarrollo de la investiga-
ción.

III. Requerir la comparecencia de personas que puedan
contribuir o aportar elementos a la investigación.

IV. Contratar los servicios de auditores y de otros profe-
sionistas que le auxilien en dicha función.

Artículo 356.- En el desahogo de las comparecencias a que
se refiere esta Ley, la Comisión formulará los cuestiona-
mientos que estime pertinentes, en cuyo caso los compare-
cientes deberán responder, bajo protesta de decir verdad,
los cuestionamientos que se les formulen.

Las visitas de inspección a que hace referencia este Título
podrán ser ordinarias, especiales o de investigación.

Las visitas ordinarias serán aquellas que se efectúen de
conformidad con el programa anual que apruebe el presi-
dente de la Comisión

Las visitas especiales, serán aquellas que sin estar incluidas
en el programa anual a que se refiere el párrafo anterior, se
practiquen en cualquiera de los supuestos siguientes:

I. Para examinar y, en su caso, corregir situaciones es-
peciales operativas.

II. Para dar seguimiento a los resultados obtenidos en
una visita de inspección.

III. Cuando se presenten cambios o modificaciones en la
situación contable, jurídica, económica, financiera o ad-
ministrativa de una emisora o entidad financiera.

IV. Cuando una entidad financiera inicie operaciones
después de la elaboración del programa anual a que se
refiere el tercer párrafo de este artículo.

V. Cuando se presenten actos, hechos u omisiones en
emisoras o entidades financieras que no hayan sido ori-
ginalmente contempladas en el programa anual a que se
refiere el tercer párrafo de este artículo, que motiven la
realización de la visita.

VI. Cuando deriven de la cooperación internacional.

Las visitas de investigación se efectuarán siempre que la
Comisión tenga indicios de los cuales pueda desprenderse
la realización de alguna conducta que presuntamente con-
travenga lo previsto en esta Ley y demás disposiciones de
carácter general que emanen de ella.

Artículo 357.- Las entidades financieras, las emisoras y las
demás personas físicas o morales que sean objeto de una
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visita de inspección en términos de esta Ley y demás dis-
posiciones aplicables, estarán obligadas a permitir al per-
sonal designado por la Comisión, el acceso inmediato al lu-
gar o lugares objeto de la visita, a sus oficinas, locales y
demás instalaciones, incluyendo el acceso irrestricto a la
documentación y demás fuentes de información que éstos
estimen necesaria para el cumplimiento de sus funciones,
así como a proporcionar el espacio físico necesario para
desarrollar la visita y poner a su disposición el equipo de
cómputo, de oficina y de comunicación que requieran al
efecto.

En la documentación a que se refiere el párrafo anterior,
queda comprendida de manera enunciativa mas no limita-
tiva, la información general o específica contenida en in-
formes, registros, libros de actas, auxiliares, correspondencia,
sistemas automatizados de procesamiento y conservación de
datos, incluyendo cualesquiera otros procedimientos técni-
cos establecidos para ese objeto, ya sean archivos magné-
ticos o documentos microfilmados, digitalizados o graba-
dos, y procedimientos ópticos para su consulta o de cualquier
otra naturaleza.

Artículo 358.- La Comisión estará facultada a proporcio-
nar a las autoridades del exterior toda clase de documenta-
ción, constancias, registros, archivos y demás información
que reciba con motivo del ejercicio de sus facultades o que
requiera para dar cumplimiento a una solicitud de informa-
ción por parte de dichas autoridades, siempre que tenga
suscritos acuerdos de intercambio de información en los
que se contemple el principio de reciprocidad, debiendo
abstenerse de proporcionar la información cuando a su jui-
cio ésta pueda ser usada para fines distintos a los previstos
en los citados acuerdos, o bien por causas de orden públi-
co, seguridad nacional o por cualquiera otra que se con-
venga en los acuerdos respectivos.

Para tal efecto, la Comisión, a solicitud de las citadas auto-
ridades, podrá realizar visitas de inspección a emisoras ex-
tranjeras que tengan valores inscritos en el Registro o filia-
les. A discreción de la misma, las visitas podrán hacerse
por su conducto o sin que medie su participación.

La solicitud a que hace mención el párrafo anterior deberá
hacerse por escrito, cuando menos con treinta días natura-
les de anticipación y deberá acompañarse de lo siguiente:

I. Descripción del objeto de la visita.

II. Disposiciones legales aplicables al objeto de la soli-
citud.

La Comisión podrá solicitar a las autoridades que realicen
visitas en términos de este artículo un informe de los resul-
tados obtenidos.

Artículo 359.- En relación con información relevante que
se haya hecho pública, cuando los actos involucrados con
dicha información pudieran ubicarse en supuestos de in-
fracción previstos en esta Ley o en las disposiciones de ca-
rácter general que de ella emanen, la Comisión, en ejerci-
cio de sus facultades de supervisión y en protección de los
intereses de los inversionistas y del mercado en general,
podrá afirmar o negar para conocimiento del público, que
está llevando a cabo una investigación sobre los hechos in-
volucrados.

Artículo 360.- La Comisión, en el ejercicio de las faculta-
des a que se refiere esta Ley, podrá señalar la forma y tér-
minos en que las entidades financieras, emisoras y demás
personas físicas o morales a las cuales les solicite informa-
ción, deberán dar cumplimiento a sus requerimientos.

Asimismo, la Comisión, para hacer cumplir sus determina-
ciones, podrá emplear, indistintamente, los siguientes me-
dios de apremio:

I. Amonestación con apercibimiento.

II. Multa de 100 a 5,000 días de salario.

III. Multa adicional por cada día que persista la infrac-
ción.

IV. Clausura temporal, parcial o total.

V. El auxilio de la fuerza pública.

Si fuera insuficiente el apremio, se podrá solicitar a la auto-
ridad competente se proceda contra el rebelde por desobe-
diencia a un mandato legítimo de autoridad competente.

Artículo 361.- Para efectos de lo previsto en el artículo
360 de esta Ley, las autoridades federales y los cuerpos de
seguridad o policiales deberán prestar en forma expedita el
apoyo que solicite la Comisión.

En los casos de cuerpos de seguridad pública de las entida-
des federativas o de los municipios, el apoyo se solicitará
en los términos de los ordenamientos que regulan la segu-
ridad pública o, en su caso, de conformidad con los acuerdos
de colaboración administrativa que se tengan celebrados con
la Federación.

Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2005 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados628



Título XIV
De las infracciones y prohibiciones 

de mercado y de los delitos

Capítulo I
De las infracciones y prohibiciones 

de mercado

Artículo 362.- El conocimiento de eventos relevantes que
no hayan sido revelados al público por la emisora a través
de la bolsa en la que coticen sus valores, constituye infor-
mación privilegiada para los efectos de esta Ley.

No será necesario que la persona conozca todas las carac-
terísticas del evento relevante para que cuente con infor-
mación privilegiada, siempre que la parte a la que tenga ac-
ceso pueda incidir en la cotización o precio de los valores
de una emisora.

Artículo 363.- Para efectos de esta Ley, se considera que
tienen información privilegiada relativa a una emisora, sal-
vo prueba en contrario:

I. Los miembros y secretario del consejo de administra-
ción, los comisarios, el director general y demás direc-
tivos relevantes, así como los factores y los auditores
externos de la emisora o personas morales que ésta con-
trole.

II. Las personas que, directa o indirectamente, tengan el
diez por ciento o más de las acciones representativas del
capital social de una emisora o títulos de crédito que re-
presenten dichas acciones.

III. Los miembros y secretario del consejo de adminis-
tración, los comisarios, el director general y demás di-
rectivos relevantes, los factores y los auditores externos
o los equivalentes de los anteriores, de personas mora-
les que, directa o indirectamente, tengan el diez por
ciento o más del capital social de la emisora.

IV. Los miembros y secretario del consejo de adminis-
tración, los comisarios, el director general y los direc-
tivos que ocupen el nivel jerárquico inmediato inferior
al de éste, el contralor normativo, los factores y de-
pendientes, o los equivalentes de los anteriores, de in-
termediarios del mercado de valores o personas que
proporcionen servicios independientes o personales
subordinados a una emisora, en cualquier evento rele-
vante que constituya información privilegiada.

V. Los accionistas que, directa o indirectamente, tengan
el cinco por ciento o más del capital social de entidades
financieras, cuando éstas tengan el carácter de emisoras.

VI. Los accionistas que, directa o indirectamente, ten-
gan el cinco por ciento o más del capital social de las so-
ciedades controladoras de grupos financieros, así como
quienes directa o indirectamente tengan el diez por cien-
to o más del capital social de otras entidades financieras,
cuando todas ellas formen parte de un mismo grupo fi-
nanciero y al menos uno de los integrantes del grupo sea
la emisora.

VII. Los miembros y secretario del consejo de adminis-
tración, el director general y los directivos que ocupen
el nivel jerárquico inmediato inferior al de éste, el con-
tralor normativo y los factores de las sociedades contro-
ladoras y entidades financieras a que se refiere la frac-
ción anterior.

VIII. La persona o grupo de personas que tengan una in-
fluencia significativa en la emisora y, en su caso, en las
sociedades que integran el grupo empresarial o consor-
cio al que la emisora pertenezca.

IX. Las personas que ejerzan poder de mando en la
emisora.

X. Aquellas personas que realicen operaciones con va-
lores apartándose de sus patrones históricos de inver-
sión en el mercado y que razonablemente puedan haber
tenido acceso a la información privilegiada a través de
las personas a que se refieren las fracciones I a IX ante-
riores. Se entenderá que razonablemente pudieron haber
tenido acceso a la información privilegiada, aquellas
personas que hubiesen tenido contacto o sostenido co-
municación, por cualquier medio, con cualquiera de las
personas siguientes:

a) El cónyuge, la concubina o el concubinario de las
personas a que se refieren las fracciones I a IX de es-
te artículo.

b) Las personas que tengan vínculos de parentesco
por consanguinidad, afinidad o civil hasta el cuarto
grado, con las personas a que se refieren las fraccio-
nes I a IX de este artículo.

c) Los socios, asociados y los copropietarios de las
personas a que se refieren las fracciones I a IX de
este artículo.
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Las personas a que se refiere este artículo, están obligadas
a guardar confidencialidad de la información a la que ten-
gan acceso, por lo que deberán abstenerse de usarla o trans-
mitirla a otra u otras personas, salvo que por motivo de su
empleo, cargo o comisión, la persona a la que se le trans-
mita o proporcione deba conocerla.

Para los efectos de calcular los porcentajes a que se refie-
ren las fracciones II, III, V, VI y VIII de este artículo, com-
putarán aquellas acciones propiedad de otra persona sobre
la cual los accionistas ejerzan la patria potestad o estén
afectadas en fideicomisos sobre los cuales tengan el carác-
ter de fideicomitente o fideicomisario.

Artículo 364.- Las personas que dispongan de información
privilegiada, en ningún caso podrán:

I. Efectuar o instruir la celebración de operaciones, directa
o indirectamente, sobre cualquier clase de valores emitidos
por una emisora o títulos de crédito que los representen,
cuya cotización o precio puedan ser influidos por dicha in-
formación en tanto ésta tenga el carácter de privilegiada.
Dicha restricción será igualmente aplicable a los títulos op-
cionales o instrumentos financieros derivados que tengan
como subyacente dichos valores o títulos.

II. Proporcionar o transmitir la información a otra u
otras personas, salvo que por motivo de su empleo, car-
go o comisión, la persona a la que se le transmita o pro-
porcione deba conocerla.

III. Emitir recomendaciones sobre cualquier clase de va-
lores emitidos por una emisora o títulos de crédito que
los representen, cuya cotización o precio puedan ser in-
fluidos por dicha información en tanto ésta tenga el ca-
rácter de privilegiada. Dicha restricción será igualmen-
te aplicable a los títulos opcionales o instrumentos
financieros derivados que tengan como subyacente di-
chos valores o títulos.

Los intermediarios del mercado de valores que tengan in-
formación privilegiada podrán realizar operaciones respec-
to de los valores a que dicha información se refiera, por
cuenta de terceros no relacionados a ellos, siempre que la
orden y condiciones específicas de la operación provengan
del cliente, sin que al efecto medie asesoría o recomenda-
ción del propio intermediario y con independencia de las
infracciones a esta Ley en las que el cliente, en su caso,
pueda incurrir.

Aquellos que hubieren celebrado una operación teniendo
como contraparte personas que hubieren operado con in-
formación privilegiada, podrán demandar ante los tribuna-
les competentes la indemnización correspondiente.

La acción prevista en el párrafo anterior, prescribirá en cin-
co años contados a partir de la celebración de la operación.
Para tal efecto, la Comisión deberá proporcionar a la auto-
ridad judicial que conozca del proceso correspondiente to-
da aquélla documentación necesaria para la instrucción del
mismo.

Las operaciones que realicen las personas que dispongan
de información privilegiada, en contravención de lo pre-
visto en esta Ley, incluso aquéllas concertadas fuera del te-
rritorio nacional que tengan algún efecto dentro de éste, se-
rán objeto de las sanciones que el presente ordenamiento
legal establece.

Artículo 365.- Las personas a que se refieren las fraccio-
nes I a IX del artículo 363 de esta Ley, tendrán prohibido
adquirir, directa o indirectamente, valores emitidos por una
emisora a la que se encuentren vinculados o títulos de cré-
dito que los representen, durante un plazo de tres meses
contado a partir de la última enajenación que hubieren rea-
lizado sobre los valores o títulos de crédito señalados. Esta
prohibición también será aplicable a las enajenaciones, pe-
ro con relación a la última adquisición que hubieren efec-
tuado.

El plazo a que se refiere este artículo no será aplicable a las
operaciones que:

I. Realicen por cuenta propia los intermediarios del mer-
cado de valores, las sociedades de inversión y las insti-
tuciones de seguros y de fianzas.

II. Tengan por objeto títulos emitidos por instituciones
de crédito, representativos de un pasivo a su cargo.

III. Representen adquisiciones o enajenaciones de valo-
res realizadas por directivos o empleados de una emiso-
ra o personas morales que ésta controle, adquiridos con
motivo del ejercicio de opciones derivadas de prestacio-
nes o planes otorgados para empleados, previamente
aprobados por la asamblea de accionistas de la emisora
de que se trate y que prevean un trato general y equiva-
lente para directivos o empleados que mantengan con-
diciones similares de trabajo.
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IV. Realicen los accionistas, consejeros, directivos, ge-
rentes, factores, auditores externos, comisarios y secre-
tarios de órganos colegiados, prestadores de servicios
independientes y asesores en general de las sociedades
de inversión de renta variable y en instrumentos de deu-
da a las que les resulte aplicable este artículo, respecto
de las acciones representativas del capital social de di-
chas sociedades de inversión.

V. Autorice expresamente la Comisión, cuando se trate
de:

a) Reestructuraciones corporativas tales como fusio-
nes, escisiones, adquisiciones o ventas de activos
que representen cuando menos el diez por ciento de
los activos y ventas del ejercicio social anterior de la
emisora.

b) Recomposiciones en la tenencia accionaria de la
emisora, cuando se trate de volúmenes superiores al
uno por ciento de su capital social.

c) Ofertas públicas.

d) Derechos de preferencia en el caso de suscripción
de acciones.

e) Enajenaciones de valores de una serie para que
con los recursos obtenidos se adquieran valores de
otra serie de la misma emisora.

f) Obtener liquidez para hacer frente a casos de ur-
gencia, fortuitos o de fuerza mayor.

Lo previsto en el primer párrafo de este artículo será apli-
cable a las operaciones con títulos opcionales o instrumen-
tos financieros derivados que tengan como subyacente los
valores emitidos por la emisora o títulos de crédito que los
representen.

Las operaciones que se realicen en contravención de lo pre-
visto en este artículo, incluso aquéllas concertadas fuera
del territorio nacional que tengan algún efecto patrimonial
o jurídico dentro de éste, serán objeto de las sanciones que
el presente ordenamiento legal establece.

Artículo 366.- Las personas a que se refieren las fraccio-
nes I a IV del artículo 363 de esta Ley y las fiduciarias de
fideicomisos que se constituyan con el fin de establecer
planes de opción de compra de acciones para empleados y

de los fondos de pensiones, jubilaciones o primas de anti-
güedad del personal de una emisora o personas morales
que ésta controle y cualquier otro fondo con fines seme-
jantes, constituido directa o indirectamente por dicha emi-
sora, sólo podrán enajenar o adquirir de la emisora con la
cual se encuentren vinculados, las acciones representativas
de su capital social o los títulos de crédito que las repre-
senten, mediante oferta pública o subastas autorizadas por
la Comisión.

Las personas e instituciones fiduciarias a que se refiere es-
te artículo, previo a la concertación de operaciones, debe-
rán consultar a la emisora con la cual se encuentran vincu-
ladas, si ha transmitido o pretende transmitir órdenes para
adquirir o colocar acciones representativas de su capital so-
cial o títulos de crédito que las representen, en cuyo caso,
tales personas e instituciones fiduciarias se abstendrán de
enviar órdenes de compra o venta, según corresponda, sal-
vo que se trate de ofertas públicas.

Lo previsto en este artículo será aplicable a las operaciones
con títulos opcionales o instrumentos financieros derivados
que tengan como subyacente acciones representativas del
capital social de la emisora o títulos de crédito que las re-
presenten.

Artículo 367.- Las personas a que se refiere el primer pá-
rrafo del artículo 366 de esta Ley, no estarán sujetas a lo
previsto en el referido precepto, cuando se trate de alguno
de los actos siguientes:

I. Traspasos de acciones que la emisora de que se trate
realice a las instituciones fiduciarias de fideicomisos
irrevocables, que se constituyan con el único fin de es-
tablecer planes de opciones de compra de acciones para
empleados y de los fondos de pensiones, jubilaciones o
primas de antigüedad del personal de una emisora, per-
sonas morales que ésta controle o que la controlen y
cualquier otro fondo con fines semejantes, siempre que
la emisora comunique al público tal circunstancia en
forma previa a la realización de los mencionados tras-
pasos, dando a conocer las condiciones y causas que los
motivan y ajustándose a las disposiciones de carácter
general que expida la Comisión.

Los planes de opciones de compra de acciones para em-
pleados y de los fondos de pensiones, jubilaciones o pri-
mas de antigüedad del personal de una emisora o perso-
nas morales que ésta controle y cualquier otro fondo con
fines semejantes, deberán ser previamente aprobados
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por la asamblea de accionistas de la emisora de que se
trate y prever un trato general y equivalente para em-
pleados que mantengan condiciones similares de traba-
jo.

II. Operaciones de colocación que la emisora de que se
trate realice con las personas e instituciones fiduciarias
a que se refiere el primer párrafo de este artículo, cuan-
do dichas personas o instituciones ejerzan derechos de-
rivados de títulos opcionales de compra liquidables en
especie emitidos por la emisora, cuyo subyacente co-
rresponda a las acciones de la emisora o títulos de cré-
dito que las representen. Lo anterior, siempre que los tí -
tulos opcionales hayan sido adquiridos en el mercado
secundario por persona distinta a la emisora o en oferta
pública.

III. Las adquisiciones o colocaciones de acciones pro-
pias o títulos de crédito que representen dichas acciones,
que la emisora de que se trate efectúe con las institucio-
nes fiduciarias mencionadas en este artículo, siempre y
cuando se cumplan las condiciones siguientes:

a) Que las instituciones fiduciarias acrediten haber
ordenado la presentación en bolsa, de posturas de
compra o venta sobre las acciones de la emisora o tí-
tulos de crédito que representen dichas acciones, así
como el mantenimiento de dichas posturas, durante
un lapso mínimo de una hora, en la sesión bursátil
que corresponda.

b) Que la emisora dé a conocer al público, a través
de los medios que establezca la bolsa, su intención
de participar en una operación de subasta, al menos
diez minutos antes de la transmisión a bolsa de las
posturas derivadas de sus órdenes.

c) Que la adquisición o colocación se lleve a cabo
mediante operaciones de subasta en los términos del
reglamento interior de la bolsa de valores correspon-
diente en cuyo caso las instituciones fiduciarias a
que se hace referencia, deberán instruir la presenta-
ción de su postura al mismo precio al que instruye-
ron las órdenes a que se refiere el inciso a) anterior. 

IV. Las adquisiciones o colocaciones que la emisora lle-
ve a cabo con las personas a que se refiere el artículo
363, fracciones I y II, de esta Ley, en cumplimiento de
estipulaciones contenidas en acuerdos o contratos reco-
nocidos en los estatutos de la emisora de que se trate, en

los cuales se establezcan derechos a favor de socios es-
tratégicos cuya tenencia de valores se encuentre restrin-
gida hasta un determinado porcentaje del capital social,
siempre que la emisora comunique tal circunstancia a la
bolsa, a través de los medios que esta última establezca.

La Comisión, mediante disposiciones de carácter general,
podrá establecer excepciones adicionales a las señaladas en
este artículo.

Artículo 368.- Se prohíbe la difusión de información falsa
o que induzca a error sobre valores, o bien, respecto de la
situación financiera, administrativa, económica o jurídica
de una emisora, a través de prospectos de colocación, su-
plementos, folletos, reportes y demás documentos infor-
mativos y, en general, de cualquier medio masivo de co-
municación.

Artículo 369.- Se considerará que existe difusión de infor-
mación falsa o que induce a error, salvo prueba en contra-
rio, cuando en algún prospecto de colocación, suplemento,
folleto, reporte, revelación de evento relevante y demás
documentos informativos, se haya omitido información re-
levante por parte de una emisora, intermediarios del mer-
cado de valores, auditores externos, licenciados en dere-
cho, expertos independientes, proveedores de precios e
instituciones calificadoras de valores, en el ámbito de su
competencia.

Artículo 370.- Las personas que participen o intervengan,
directa o indirectamente, en actos u operaciones del mer-
cado de valores, tendrán prohibido:

I. Manipular el mercado.

II. Celebrar operaciones de simulación.

III. Distorsionar el correcto funcionamiento del sistema
de negociación o equipos de cómputo de las bolsas de
valores o de las sociedades que administran sistemas pa-
ra facilitar operaciones con valores.

IV. Intervenir en operaciones con conflicto de interés.

V. Contravenir los sanos usos y prácticas del mercado.

VI. Ordenar o intervenir en la celebración de operacio-
nes con valores, en beneficio propio o de terceros, a sa-
biendas de la existencia de una o varias instrucciones gi-
radas por otro u otros clientes de un intermediario del
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mercado de valores, sobre el mismo valor, anticipándo-
se a la ejecución de las mismas.

Para efectos de esta Ley, se entenderá por manipulación de
mercado todo acto realizado por una o varias personas, a
través del cual se interfiera o influya en la libre interacción
entre oferta y demanda, haciendo variar artificialmente el
volumen o precio de valores, con la finalidad de obtener un
beneficio propio o de terceros.

No será manipulación de mercado, la realización de opera-
ciones de estabilización consistentes en la compra de ac-
ciones o títulos de crédito que representen dichas acciones,
realizadas una vez efectuado el cruce en bolsa con motivo
de una oferta pública, respecto de valores de la misma cla-
se, serie o especie y siempre que no se presenten posturas
a un precio mayor al de colocación o a aquél al que se hu-
biere concertado la última operación en el mercado, lo que
resulte menor.

Artículo 371.- Las entidades que se indican a continua-
ción, estarán obligadas a establecer lineamientos, políticas
y mecanismos de control, con apego a las disposiciones de
carácter general que al efecto emita la Comisión, para
aquellas operaciones con valores que realicen sus conseje-
ros, directivos y empleados que por virtud de su empleo,
cargo o comisión, tengan o puedan tener acceso a informa-
ción privilegiada o confidencial relacionada con procesos
de inscripción de valores en el Registro, ofertas públicas,
adquisición o enajenación de acciones propias de emisoras,
o bien, de operaciones ordenadas por la clientela inversio-
nista:

I. Los intermediarios del mercado de valores.

II. Las bolsas de valores.

III. Las instituciones para el depósito de valores y las
contrapartes centrales de valores.

IV. Las instituciones calificadoras de valores, los prove-
edores de precios y las sociedades que administran sis-
temas para facilitar operaciones con valores.

V. Las entidades financieras que formen parte de grupos fi-
nancieros a los que pertenezcan instituciones de banca
múltiple, casas de bolsa, sociedades operadoras de socie-
dades de inversión, sociedades distribuidoras de acciones
de sociedades de inversión o entidades financieras que dis-
tribuyan acciones de sociedades de inversión.

Artículo 372.- Los vocales y secretario de la Junta de Go-
bierno de la Comisión, así como los servidores públicos
adscritos a ella, no podrán invertir en acciones representa-
tivas del capital social de una sociedad anónima, inscritas
en el Registro, salvo que lo hagan a través de sociedades de
inversión, de fideicomisos constituidos para ese único fin
en los que no intervengan en las decisiones de inversión, en
títulos referidos a índices o canastas de acciones o en títu-
los de crédito que representen acciones del capital social de
dos o más sociedades anónimas emitidos al amparo de fi-
deicomisos.

La restricción a que se refiere el párrafo anterior, será apli-
cable a las operaciones con títulos opcionales o instrumen-
tos financieros derivados, que tengan como subyacente ac-
ciones representativas del capital social de una sola
sociedad anónima, inscritas en el Registro.

Capítulo II
De los delitos

Artículo 373.- Serán sancionados con prisión de cinco a
quince años quienes dentro del territorio nacional, realicen
intermediación con valores con el público, sin contar con la
correspondiente autorización de la autoridad competente
conforme a ésta u otras leyes.

Artículo 374.- Serán sancionados con prisión de dos a diez
años quienes lleven a cabo cualquiera de las conductas si-
guientes:

I. Hagan oferta pública de valores no inscritos en el Re-
gistro, sin contar con la autorización de la Comisión.

II. Ofrezcan de manera privada valores, en contraven-
ción de lo establecido en el artículo 8 de esta Ley.

Artículo 375.- Serán sancionados con prisión de cinco a
quince años, los miembros del consejo de administración,
así como los directivos, empleados o quienes desempeñen
cargos o comisiones en un intermediario del mercado de
valores, que dispongan para sí o para un tercero de los re-
cursos recibidos de un cliente o de sus valores, para fines
distintos a los ordenados o contratados por éste, causándo-
le con ello un daño patrimonial al cliente en beneficio eco-
nómico propio, y sea directamente o a través de interpósi-
ta persona o a favor de tercero.

Las mismas penas se impondrán a los miembros del conse-
jo de administración, así como a las personas que desem-
peñen funciones directivas, empleos, cargos o comisiones,
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en un intermediario del mercado de valores, cuando incu-
rran en la conducta de realizar operaciones ilícitas o prohi-
bidas por la Ley que resulten en daño patrimonial al inter-
mediario del mercado de valores de que se trate en
beneficio económico propio, ya sea directamente o a través
de interpósita persona o a favor de tercero.

Artículo 376.- Serán sancionados con prisión de dos a diez
años, los miembros del consejo de administración, directi-
vos, funcionarios, empleados, apoderados para celebrar
operaciones con el público, comisarios o auditores exter-
nos, de un intermediario del mercado de valores, bolsa de
valores, instituciones para el depósito de valores, contra-
partes centrales de valores o emisoras, que cometan cual-
quiera de las siguientes conductas:

I. Omitan registrar en la contabilidad las operaciones
efectuadas o alteren los registros contables o aumenten
o disminuyan artificialmente los activos, pasivos, cuen-
tas de orden, capital o resultados de las citadas entida-
des, para ocultar la verdadera naturaleza de las opera-
ciones realizadas o su registro contable.

II. Inscriban u ordenen que se inscriban datos falsos
en la contabilidad, o bien, proporcionen datos falsos
en los documentos, informes, dictámenes, opiniones,
estudios o calificación crediticia, que deban presen-
tarse a la Comisión en cumplimiento de lo previsto en
esta Ley.

III. Destruyan u ordenen que se destruyan total o par-
cialmente, los sistemas o registros contables o la docu-
mentación soporte que dé origen a los asientos conta-
bles respectivos, con anterioridad al vencimiento de los
plazos legales de conservación y con el propósito de
ocultar su registro.

IV. Destruyan u ordenen que se destruyan total o par-
cialmente, información, documentos o archivos, incluso
electrónicos, con el propósito de impedir u obstruir los
actos de supervisión de la Comisión.

V. Destruyan u ordenen se destruyan total o parcialmen-
te, información, documentos o archivos, incluso electró-
nicos, con el propósito de manipular u ocultar de quie-
nes tengan interés jurídico en conocer los datos o
información relevante de la sociedad, que de haberse
conocido se hubiere evitado una afectación de hecho o
de derecho de la propia entidad, de sus socios o de ter-
ceros.

VI. Presenten a la Comisión documentos o información
falsa o alterada con el objeto de ocultar su verdadero
contenido o contexto, o bien, asienten o declaren ante
ésta hechos falsos.

Artículo 377.- Serán sancionados con prisión de tres a
nueve años los miembros del consejo de administración,
directivos o empleados de un intermediario del mercado de
valores o institución para el depósito de valores, que den
noticias o información sobre las operaciones, servicios o
depósitos que realicen o en las que intervengan por cuenta
de sus clientes, en contravención de lo establecido en los
artículos 192, párrafo primero ó 295, párrafo primero de
esta Ley, según corresponda. Se aplicará la misma penali-
dad a aquellas personas que usen sin autorización del titu-
lar del contrato la información antes referida.

Artículo 378.- Será sancionado con prisión de dos a siete
años todo aquél que habiendo sido removido, suspendido o
inhabilitado, por resolución firme de la Comisión, en tér-
minos de lo previsto en el artículo 393 de esta Ley, conti-
núe desempeñando las funciones respecto de las cuales fue
removido o suspendido, o bien, ocupe un empleo, cargo o
comisión, dentro del sistema financiero mexicano, a pesar
de encontrarse suspendido o inhabilitado para ello.

Artículo 379.- Serán sancionados con prisión de dos a seis
años quienes con motivo de una oferta pública de adquisi-
ción forzosa de acciones representativas del capital social
de una sociedad anónima o títulos de crédito que represen-
ten dichas acciones, inscritos en el Registro, realizada en
términos de lo previsto en el artículo 98 de esta Ley, pa-
guen, entreguen o proporcionen cualquier contrapresta-
ción, por sí o a través de interpósita persona, que implique
un premio económico o sobreprecio al importe de la ofer-
ta, en favor de una persona o grupo de personas determi-
nado que acepten su oferta o de quien éstos designen.

Se impondrán las mismas penas a las personas que acep-
tando la oferta en los términos señalados en el párrafo an-
terior, reciban el premio o sobreprecio.

Artículo 380.- Será sancionado con prisión de dos a seis
años todo aquél que estando obligado legal o contractual-
mente a mantener confidencialidad, reserva o secrecía,
proporcione por cualquier medio o transmita información
privilegiada a otra u otras personas.

Las mismas penas se impondrán a las personas que es-
tando obligadas legal o contractualmente a mantener
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confidencialidad, reserva o secrecía, emitan o formulen re-
comendaciones con base en información privilegiada sobre
valores o instrumentos financieros derivados que tengan
como subyacente valores cuya cotización o precio pueda
ser influido por dicha información.

Artículo 381.- Las personas que haciendo uso de informa-
ción privilegiada, efectúen o instruyan la celebración de
operaciones, por sí o a través de interpósita persona, sobre
valores o instrumentos financieros derivados que tengan
como subyacente valores cuyo precio o cotización pueda
ser influido por dicha información, y que derivado de dicha
operación obtengan un beneficio para sí o para un tercero,
serán sancionadas conforme a lo siguiente:

I. Con prisión de dos a seis años, cuando el monto del
beneficio sea de hasta 100,000 días de salario mínimo
general diario vigente en el Distrito Federal al momen-
to en que se efectúe la operación de que se trate.

II. Con prisión de cuatro a doce años, cuando el monto
del beneficio exceda de 100,000 días de salario mínimo
general diario vigente en el Distrito Federal al momen-
to en que se efectúe la operación de que se trate.

Para los efectos del presente artículo se entiende como be-
neficio, la obtención de una ganancia o el evitarse una pér-
dida.

El beneficio y su respectivo cálculo se determinarán para
los efectos del delito a que se refiere este precepto legal,
con base en el método establecido en el artículo 392, frac-
ción IV, inciso a) de esta Ley.

Artículo 382.- Las personas que participen directa o in-
directamente, en actos de manipulación de mercado en
términos de lo establecido en el artículo 370, penúltimo
párrafo de esta Ley, y que obtengan un beneficio para sí
o para un tercero, serán sancionadas conforme a lo si-
guiente:

I. Con prisión de dos a seis años, cuando el monto del
beneficio sea de hasta 100,000 días de salario mínimo
general diario vigente en el Distrito Federal al momen-
to en que se efectúe la operación de que se trate.

II. Con prisión de cuatro a doce años, cuando el monto
del beneficio exceda de 100,000 días de salario mínimo
general diario vigente en el Distrito Federal al momen-
to en que se efectúe la operación de que se trate.

Para los efectos del presente artículo se entiende como be-
neficio, la obtención de una ganancia o el evitarse una pér-
dida.

El beneficio y su respectivo cálculo se determinarán para
los efectos del delito a que se refiere este precepto legal,
con base en el método establecido en el artículo 392, frac-
ción V, de esta Ley.

Artículo 383.- Serán sancionadas con prisión de uno a cin-
co años, las personas que:

I. Difundan por sí o a través de un tercero, información
falsa sobre valores, o bien, respecto de la situación fi-
nanciera, administrativa, económica o jurídica de una
emisora, a través de prospectos de colocación, suple-
mentos, folletos, reportes, revelación de eventos rele-
vantes y demás documentos informativos y, en general,
de cualquier medio masivo de comunicación.

II. Oculte u omita revelar información o eventos rele-
vantes, que en términos de este ordenamiento legal de-
ban ser divulgados al público o a los accionistas o tene-
dores de valores, salvo que se haya diferido su
divulgación en los términos de esta Ley.

Artículo 384.- Será sancionado con prisión de seis meses
a dos años, todo aquél que, sin consentimiento del titular,
sustraiga o utilice las claves de acceso al sistema de recep-
ción de órdenes y asignación de operaciones de un inter-
mediario del mercado de valores o a los sistemas operati -
vos de negociación de las bolsas de valores, para ingresar
posturas y realizar operaciones obteniendo un beneficio
para sí o para un tercero. La sanción prevista en este ar-
tículo será independiente de la que corresponda por la co-
misión de otro u otros delitos previstos en este capítulo o
en otras leyes aplicables.

Artículo 385.- Serán sancionados con prisión de uno a
dos años las personas que por sí o a través de otra perso -
na o por medio de nombres comerciales, por cualquier
medio de publicidad se ostenten frente al público como
intermediarios del mercado de valores, sin contar con la
autorización de la autoridad competente conforme a ésta
u otras leyes.

Artículo 386.- Se impondrá de tres a doce años de prisión,
a los miembros del consejo de administración, director
general y demás directivos o representantes legales de las
sociedades anónimas promotoras de inversión bursátil o
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sociedades anónimas bursátiles que, mediante la alteración
de las cuentas activas o pasivas o de las condiciones de los
contratos hagan u ordenen que se registren operaciones o
gastos inexistentes o que se exageren los reales, o que do-
losamente realicen cualquier acto u operación ilícita o pro-
hibida por la ley, generando en cualquiera de dichos su-
puestos un quebranto o perjuicio en el patrimonio de la
sociedad de que se trate o de las personas morales contro-
ladas por ésta, en beneficio económico propio ya sea di-
rectamente o a través de interpósita persona.

La pena a que se refiere este artículo será de uno a tres años
de prisión cuando se acredite haber reparado el daño y re-
sarcido el perjuicio ocasionado.

No se procederá penalmente por el delito previsto en este
artículo cuando las personas actúen en términos de lo esta-
blecido por el artículo 40 de esta Ley, así como en cumpli-
miento de las leyes que regulen los actos a que se refiere el
primer párrafo de este artículo.

Artículo 387.- Los accionistas, consejeros y directivos que
ordenen o insten a directivos o empleados de un interme-
diario del mercado de valores a la comisión de los delitos
contenidos en los artículos 375 a 378 y 384 de esta Ley, se-
rán sancionados hasta en una mitad más de las penas pre-
vistas en los citados preceptos legales.

Artículo 388.- Los delitos previstos en esta Ley única-
mente se perseguirán a petición de la Secretaría, previa
opinión de la Comisión; salvo tratándose de los delitos pre-
vistos en los artículos 375, 377, 384 y 386 de esta Ley, en
cuyo caso las víctimas o los ofendidos también podrán for-
mular directamente la querella.

Tratándose del delito previsto en el artículo 386 del pre-
sente ordenamiento legal, únicamente podrá perseguirse
por querella de las víctimas u ofendidos que sean titulares
de al menos treinta y tres por ciento del capital social de la
sociedad anónima promotora de inversión bursátil o socie-
dad anónima bursátil afectada, o bien, a petición de la Se-
cretaría, previa opinión de la Comisión, siempre que así lo
soliciten las víctimas u ofendidos que sean titulares de al
menos el diez por ciento del capital social de la sociedad de
que se trate.

La Comisión podrá abstenerse de emitir la opinión a que se
refiere este artículo, cuando se trate de delitos en que los
daños y perjuicios causados no excedan de 25,000 días de

salario mínimo general diario vigente para el Distrito Fe-
deral, siempre y cuando se haya reparado el daño y resar-
cido el perjuicio a la víctima u ofendido, sin que hubiese
mediado acto de autoridad alguna; que se trate de hechos
en los que participen personas que no hayan estado rela-
cionadas anteriormente con hechos ilícitos que afecten al
sistema financiero; que no se trate de delito grave en tér-
minos del artículo 194 del Código Federal de Procedi-
mientos Penales, y que a juicio de la Comisión los proba-
bles responsables hubiesen colaborado eficazmente,
proporcionando información veraz para la investigación
respectiva.

En los asuntos en que la Comisión se hubiere abstenido de
emitir la opinión a que se refiere el primer párrafo de este
artículo, deberá informar a la Secretaría sobre su determi-
nación.

Los delitos contenidos en esta Ley sólo admitirán consu-
mación dolosa. La acción penal en los delitos a que se re-
fiere esta Ley prescribirá en tres años contados a partir del
día en que la Secretaría o persona con interés jurídico ten-
ga conocimiento del delito y del probable responsable, y si
no tienen ese conocimiento, en cinco años que se compu-
tarán a partir de la fecha de la comisión del delito.

Las penas previstas en esta Ley, con excepción de las se-
ñaladas en el artículo 386, se reducirán a un tercio cuando
se acredite haber reparado el daño o haber resarcido el per-
juicio ocasionado.

En lo no contemplado en esta Ley en materia de delitos, se
estará a lo dispuesto en el Código Penal Federal y Código
Federal de Procedimientos Penales.

Título XV
De los procedimientos administrativos

Capítulo I
Disposiciones preliminares

Artículo 389.- En los procedimientos administrativos pre-
vistos en esta Ley se admitirán toda clase de pruebas. En el
caso de la confesional a cargo de autoridades, la misma de-
berá ser desahogada por escrito.

Una vez desahogado el derecho de audiencia a que hace re-
ferencia el artículo 391 de esta Ley, o bien, presentado el
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escrito mediante el cual se interponga recurso de revoca-
ción, únicamente se admitirán pruebas supervenientes,
siempre y cuando no se haya emitido la resolución corres-
pondiente.

La Comisión podrá allegarse de los medios de prueba que
considere necesarios, pudiendo al efecto acordar sobre la
admisibilidad de las pruebas ofrecidas. Sólo podrán recha-
zarse las pruebas propuestas por los interesados cuando no
fuesen ofrecidas conforme a derecho, no tengan relación
con el fondo del asunto, sean improcedentes, innecesarias
o contrarias a la moral y al derecho. La valoración de las
pruebas se hará conforme a lo establecido en el Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles.

Concluido el desahogo de pruebas se emitirá la resolución
correspondiente, sin que para emitir dicha resolución sea
necesaria la notificación previa al interesado.

Artículo 390.- La facultad de la Comisión para imponer
sanciones de carácter administrativo caducará en un plazo
de cinco años, contado a partir del día hábil siguiente al que
se realizó la conducta o se actualizó el supuesto de infrac-
ción.

El plazo antes señalado se interrumpirá al iniciarse los pro-
cedimientos relativos. Se entenderá que el procedimiento
de que se trata ha iniciado, cuando la Comisión otorgue au-
diencia al probable infractor, en términos de lo previsto en
la fracción I del artículo 391 de esta Ley.

Para calcular el importe de las multas así como aquellos
supuestos contemplados por esta Ley a razón de días de sa-
lario, se tendrá como base el salario mínimo general diario
vigente en el Distrito Federal, el día en que se realice la
conducta sancionada o se actualice el supuesto.

Las multas que la Comisión imponga deberán ser pagadas
dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de su
notificación. Cuando las multas no se paguen dentro del
plazo señalado, el monto de las mismas se actualizará des-
de el mes en que debió hacerse el pago y hasta que el mis-
mo se efectúe, en los términos que establece el Código Fis-
cal de la Federación para este tipo de supuestos.

En caso de que el infractor pague las multas impuestas por
la mencionada Comisión dentro de los quince días referi-
dos en el párrafo anterior, se aplicará una reducción en un
veinte por ciento de su monto, siempre y cuando no se in-
terponga medio de defensa alguno.

Capítulo II
De la imposición de sanciones 

administrativas

Artículo 391.- La Comisión, en la imposición de sanciones
de carácter administrativo, se sujetará a lo siguiente:

I. Se otorgará audiencia al presunto infractor, quien en
un plazo de diez días hábiles, contado a partir del día há-
bil siguiente a aquél en que surta efectos la notificación
correspondiente, deberá manifestar por escrito lo que a
su interés convenga, ofrecer pruebas y formular alega-
tos. La Comisión, a petición de parte, podrá ampliar por
una sola ocasión el plazo a que se refiere esta fracción,
hasta por el mismo lapso, atendiendo a las circunstan-
cias particulares del caso. La notificación surtirá efectos
al día hábil siguiente a aquél en que se practique.

II. En caso de que el presunto infractor no hiciere uso
del derecho de audiencia dentro del plazo establecido, o
bien, habiéndolo ejercido no lograre desvanecer las im-
putaciones vertidas en su contra, se tendrán por acredi-
tadas las infracciones imputadas y se procederá a la im-
posición de la sanción correspondiente.

III. En la imposición de sanciones se tomarán en cuenta:

a) Los antecedentes personales y condición econó-
mica del infractor.

b) La naturaleza y gravedad de la infracción cometi-
da, así como la cuantía de la operación en caso de ser
cuantificable.

c) Las atenuantes, así como la no existencia de afec-
tación a terceros o del propio sistema financiero.

d) En caso de reincidencia, las causas que la origi-
naron y, en su caso, las acciones correctivas aplica-
das por el presunto infractor.

Las sanciones serán impuestas por la Junta de Gobierno de
la Comisión, la que podrá delegar esa facultad en razón de
la naturaleza de la infracción o del monto de la multa, al
presidente o a los demás servidores públicos de la propia
Comisión.

Atendiendo a las circunstancias de cada caso, la Comisión
podrá además de la imposición de la sanción que correspon-
da amonestar al infractor, o bien, solamente amonestarlo,
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considerando sus antecedentes personales, la gravedad de
la conducta, que no se afecten los intereses de terceros o
del propio sistema financiero, así como la existencia de
atenuantes.

En el caso de personas morales, las multas podrán ser im-
puestas tanto a dichas personas como a sus consejeros, di-
rectores generales, directivos, empleados o apoderados que
hayan incurrido directamente o hayan ordenado la realiza-
ción de la conducta materia de la infracción.

La Comisión considerará como atenuante en la imposición
de sanciones administrativas, cuando el infractor, de mane-
ra espontánea y previo al inicio del procedimiento de im-
posición de sanción, informe por escrito de la violación en
que hubiere incurrido a la citada Comisión y corrija las
omisiones o contravenciones o, en su caso, presente un
programa de corrección. Asimismo, se considerará como
atenuante, cuando el presunto infractor acredite ante la Co-
misión haber resarcido el daño causado, así como el hecho
de que aporte información que coadyuve en el ejercicio de
las atribuciones de la Comisión, a efecto de deslindar res-
ponsabilidades.

La Comisión podrá imponer multa equivalente hasta por el
doble de la prevista en esta Ley en caso de reincidencia. Se
considerará reincidente, al que habiendo incurrido en una
infracción que haya sido sancionada, cometa otra del mis-
mo tipo o naturaleza, dentro de los dos años inmediatos si-
guientes a la fecha en que haya quedado firme la resolución
correspondiente.

Los procedimientos para la imposición de las sanciones ad-
ministrativas a que se refiere esta Ley se iniciarán con in-
dependencia de la opinión de delito que, en su caso, emita
la Comisión en términos del artículo 388 del presente or-
denamiento legal, así como de los procedimientos penales
que correspondan. Asimismo, serán independientes de la
reparación de los daños y perjuicios que, en su caso, deman-
den las personas afectadas por los actos de que se trate.

En ejercicio de sus facultades sancionadoras, la Comisión,
ajustándose a los lineamientos que apruebe su Junta de Go-
bierno, deberá hacer del conocimiento del público en ge-
neral por el medio que considere conveniente, las sancio-
nes que al efecto imponga por infracciones a esta Ley, una
vez que dichas resoluciones hayan quedado firmes o sean
cosa juzgada, señalando exclusivamente el nombre del in-
fractor, el precepto infringido y la sanción impuesta. Lo an-
terior, cuando a su juicio la importancia de las infracciones

así lo ameriten y con el propósito de procurar el sano y
equilibrado desarrollo del sistema financiero en protección
de los intereses del público.

Artículo 392.- Las infracciones a esta Ley o a las disposi-
ciones de carácter general que de ella deriven, serán san-
cionadas con multa administrativa que impondrá la Comi-
sión, a razón de días de salario, conforme a lo siguiente:

I. Multa de 200 a 10,000 días de salario, a:

a) Las entidades financieras, así como las personas
físicas y morales reguladas por esta Ley, que incum-
plan con las solicitudes de información y documen-
tación que en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias les soliciten la Secretaría, el Banco de
México y la Comisión, dentro de los plazos, condi-
ciones y demás características que las mismas esta-
blezcan.

b) Las personas morales mexicanas que en forma di-
recta o a través de fideicomisos o figuras similares o
equivalentes, realicen oferta pública de valores en el
extranjero, en contravención a lo establecido en el
artículo 7, segundo párrafo, de esta Ley.

c) Los integrantes de los comités que ejerzan las fun-
ciones en materia de auditoría o prácticas societa-
rias, que se abstengan de emitir opinión al consejo
de administración de las sociedades anónimas bursá-
tiles, sobre los asuntos a que se refieren las fraccio-
nes I, inciso a) y II, inciso a) del artículo 42 esta Ley,
así como los directores generales de ese tipo de so-
ciedades que omitan cumplir con las obligaciones
previstas en el artículo 44, fracciones IV y V, del
presente ordenamiento legal.

d) Los consejeros y el director general de las socie-
dades anónimas bursátiles, que omitan dar a conocer
al público inversionista su opinión con respecto del
precio de la oferta y los conflictos de interés que tu-
vieren, así como la decisión que tomarán respecto de
los valores de su propiedad, de conformidad con lo
dispuesto por el artículo 101, segundo y tercer pá-
rrafos, de esta Ley.

e) Las emisoras con valores inscritos en el Registro
que omitan proporcionar a la Comisión o a la bolsa
en la que listen sus valores, la información o los re-
portes a que se refiere el artículo 104 de esta Ley, o
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bien, cuando los presenten en forma incompleta o
sin cumplir con los requisitos, términos o condicio-
nes exigidos para ello.

f) Las emisoras con valores inscritos en el Registro
que omitan dar a conocer al público inversionista la
información que, a solicitud de la Comisión o de la
bolsa en la que listen sus valores, estén obligadas a
informar de conformidad con lo dispuesto por el ar-
tículo 106 de esta Ley.

g) Las personas relacionadas de una sociedad anóni-
ma cuyas acciones representativas del capital social
se encuentren inscritas en el Registro, que omitan
proporcionar los informes a que se refiere el artícu-
lo 110 de esta Ley.

h) Las personas o grupo de personas que, directa o
indirectamente, tengan el diez por ciento o más de
las acciones representativas del capital social de so-
ciedades anónimas bursátiles, así como los miem-
bros del consejo de administración y directivos rele-
vantes de dichas sociedades, que omitan informar a
la Comisión y, en los casos que ésta establezca me-
diante disposiciones de carácter general, al público a
través de los medios que establezca la bolsa en que
coticen las acciones o títulos de crédito que las re-
presenten, respecto de la adquisición o enajenación
que efectúen con dichos valores, en contravención
con lo dispuesto por el artículo 111 de esta Ley.

i) Las casas de bolsa que omitan informar a la Co-
misión, respecto de la adquisición de acciones a que
se refiere el artículo 119 de esta Ley, en contraven-
ción a lo establecido en el artículo 120 del presente
ordenamiento legal.

j) Las casas de bolsa o las instituciones de crédito
que omitan contar con lineamientos y políticas ten-
dientes a identificar y conocer a sus clientes, así co-
mo para determinar sus objetivos de inversión, o
bien, cuando omitan proporcionarle la información
necesaria, en contravención a lo establecido en el ar-
tículo 190 de esta Ley.

k) Las casas de bolsa que omitan proporcionar a sus
clientes la información relativa a los costos totales
cobrados por las actividades y servicios que les pro-
porcionen, en contravención a lo establecido en el
artículo 191 de esta Ley.

l) Las entidades financieras que utilicen los servicios
de personas físicas que no estén autorizadas por la
Comisión, en contravención a lo establecido en el
artículo 193 de esta Ley.

m) Las entidades financieras que omitan registrar el
mismo día los actos o contratos que signifiquen va-
riación o modificación en el activo, pasivo, capital o
impliquen una obligación directa o contingente, in-
cluso en sus cuentas de orden, en contravención a lo
establecido en el artículo 205 de esta Ley.

n) Las personas que omitan conservar dentro del pla-
zo legal establecido, la documentación e informa-
ción a que se refieren los artículos 208, 212, fracción
III, último párrafo, 243, segundo párrafo, 267, 330 ó
345 de esta Ley.

o) Las entidades financieras que en la presentación
de los estados financieros no se sujeten a las dispo-
siciones de carácter general que emita la Comisión,
en contravención a lo establecido en el artículo 210,
párrafo primero de esta Ley.

p) Los auditores externos independientes de emiso-
ras o entidades financieras que omitan suministrar a
la Comisión los informes, opiniones y demás ele-
mentos de juicio en los que sustenten sus dictámenes
y conclusiones en contravención a lo establecido en
el artículo 345, segundo párrafo de esta Ley.

q) Las entidades financieras que omitan dar aviso
dentro del plazo legal establecido, de la apertura,
cambio de ubicación y cierre de sus oficinas, así co-
mo cerrar sus puertas y suspender operaciones en los
días que señale la Comisión, en contravención a los
artículos 217 ó 218 de esta Ley.

r) Las bolsas de valores que suspendan la cotización
de valores, por más de veinte días, sin la autoriza-
ción de la Comisión, en contravención a lo estable-
cido por el artículo 248, segundo párrafo de esta
Ley.

s) Las bolsas de valores y las sociedades que admi-
nistran sistemas para facilitar operaciones con valo-
res que no proporcionen la información que median-
te disposiciones de carácter general establezca la
Comisión, en contravención a lo establecido por los
artículos 252 ó 259, segundo párrafo de esta Ley.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 28 de abril de 2005639



t) Las bolsas de valores y entidades financieras que
participen en el sistema internacional de cotizacio-
nes, que no adopten las providencias necesarias pa-
ra que los valores que se operen a través de dicho
sistema sean adquiridos exclusivamente por inver-
sionistas institucionales o calificados, en contraven-
ción a lo establecido por el artículo 264, segundo pá-
rrafo de esta Ley.

u) Las personas autorizadas para otorgar servicios de
intermediación en el mercado de valores que contra-
vengan lo establecido en el artículo 308 de esta Ley.

v) Las contrapartes centrales de valores que no in-
formen a sus deudores y acreedores recíprocos del
cumplimiento o incumplimiento de sus obligacio-
nes, así como de las aportaciones que deban realizar
y los excesos en las mismas, en contravención a lo
establecido en el artículo 313 de esta Ley.

w) Las contrapartes centrales de valores que omitan
dar a la Comisión, al Banco de México y a las per-
sonas que celebren las operaciones en las que se
constituyan como deudor o acreedor recíproco, el
aviso respectivo, cuando dejen de asumir tal carácter
respecto de alguno de éstos, en contravención con el
artículo 311 de esta Ley.

x) Las sociedades que administran sistemas para fa-
cilitar operaciones con valores, los proveedores de
precios y las instituciones calificadoras de valores,
que no den aviso a la Comisión, dentro de los diez
días hábiles siguientes a la fecha en que realicen mo-
dificaciones a la documentación necesaria para or-
ganizarse y operar como tales, en contravención a lo
establecido en los artículos 254, último párrafo, 324,
último párrafo, ó 335, último párrafo, de esta Ley,
según se trate.

y) Los proveedores de precios que no comuniquen a
la Comisión, el mismo día en que se acuerden, los
cambios que lleven a cabo a los precios actualizados
para la valuación de valores, instrumentos financie-
ros derivados e índices, en contravención a lo esta-
blecido en el artículo 328 de esta Ley.

z) Las instituciones calificadoras de valores que no
revelen al público, a través de los medios que esta-
blezca la Comisión mediante disposiciones de carác-
ter general, las calificaciones que realicen sobre va-

lores inscritos en el Registro o a ser inscritos en el
mismo, así como sus modificaciones y cancelacio-
nes, en contravención con el artículo 339, primer pá-
rrafo, de esta Ley.

II. Multa de 3,000 a 20,000 días de salario, a:

a) Las personas que difundan al público en general
información con fines de promoción, comercializa-
ción o publicidad sobre valores, sin la autorización
respectiva, en contravención con lo establecido en el
artículo 6 de esta Ley.

b) Los miembros del consejo de administración de
sociedades anónimas bursátiles, que:

1. Omitan presentar a la asamblea general de accio-
nistas que se celebre con motivo del cierre del ejer-
cicio social, alguno de los informes a que se refie-
ren los incisos a) a e) de la fracción IV del artículo
28, de esta Ley.

2. Se abstengan de determinar las acciones que co-
rrespondan a fin de subsanar irregularidades que
sean de su conocimiento e implementar las medidas
correctivas correspondientes, así como de ordenar
al director general su revelación al público cuando
se trate de eventos relevantes, en contravención a
las fracciones VII ó IX del artículo 28 de esta Ley.

3. Actúen con falta de diligencia al no revelar al
consejo de administración o, en su caso, a los co-
mités de los que formen parte, información que co-
nozcan y que sea necesaria para la adecuada toma
de decisiones, en contravención a la fracción II del
artículo 32 de esta Ley.

c) Los presidentes de los comités que ejerzan fun-
ciones en materia de prácticas societarias o de audi-
toría de sociedades anónimas bursátiles, que omitan
elaborar el informe anual sobre sus actividades y
presentarlo al consejo de administración de la socie-
dad, en contravención con lo establecido en el ar-
tículo 43, fracciones I y II, de esta Ley.

d) Los miembros del comité que ejerza funciones en
materia de auditoría, así como los directores genera-
les, de sociedades anónimas bursátiles, que omitan
cumplir con alguna de las obligaciones previstas en
los artículos 42, fracción II, incisos b), j), m) y o), y
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44, fracciones II, VI y XI, de esta Ley, según corres-
ponda.

e) Las sociedades anónimas bursátiles que adquieran
acciones representativas de su capital social o títulos
de crédito que las representen, en contravención a lo
establecido en el artículo 56 de esta Ley. Tratándose
de infracciones graves o reiteradas, la Comisión adi-
cionalmente podrá ordenar la suspensión de la ad-
quisición de acciones propias.

f) Las personas que celebren operaciones en contra-
vención con lo dispuesto por los artículos 57 ó 370,
fracciones II a V de esta Ley.

g) Las emisoras o los intermediarios colocadores
que ofrezcan públicamente, promocionen, propalen
o de cualquier forma divulguen las pretensiones de
suscripción o enajenación de valores en contraven-
ción con lo dispuesto en el artículo 85, tercer párra-
fo, de esta Ley.

h) Las personas autorizadas para realizar ofertas pú-
blicas de adquisición voluntaria que omitan observar
lo dispuesto por el artículo 97 de esta Ley.

i) Las personas o grupo de personas que, en contra-
vención a lo dispuesto por el artículo 109 de esta
Ley, omitan informar, para su difusión al público, a
través de la bolsa de valores que corresponda, sobre
la adquisición directa o indirecta, dentro o fuera de
alguna bolsa de valores, de acciones ordinarias de
una sociedad anónima que tenga como resultado una
tenencia accionaria igual o mayor al diez y menor al
treinta por ciento de dichas acciones.

La misma sanción se impondrá a quienes en contra-
vención a lo dispuesto por dicho artículo, omitan in-
formar a la bolsa de valores que corresponda, para
su difusión al público, su intención o no de adquirir
una influencia significativa en la sociedad anónima
de la que haya adquirido acciones ordinarias.

j) Las casas de bolsas, bolsas de valores, institucio-
nes para el depósito de valores y contrapartes cen-
trales de valores, que no sometan a la aprobación y,
en su caso, autorización de la Secretaría o Comisión,
según corresponda, sus estatutos sociales, así como
sus modificaciones, en contravención a lo estableci-
do por los artículos 115, último párrafo, 235, último

párrafo, 273, último párrafo, ó 302, último párrafo,
de esta Ley.

k) Las entidades financieras que inicien sus activi-
dades sin acreditar a la Comisión el cumplimiento de
los requisitos señalados en los artículos 116 ó 236 de
la presente Ley.

l) Las personas que adquieran acciones de una enti-
dad financiera, en contravención de lo establecido
en alguno de los artículos 119, 167, 239 y 304 de
esta Ley.

m) Las entidades financieras que no cuenten con los
órganos o comités a que se refieren los artículos 126,
242, 278, 306 y 327 de esta Ley, según corresponda.

n) Las casas de bolsa que omitan contar o que no
adopten los mecanismos y procedimientos para la
protección y control de la confidencialidad y seguri -
dad de la información a que se refieren los artículos
177 y 220, fracción II, inciso c) de esta Ley, o bien,
que omitan llevar el registro a que se refiere el artícu-
lo 178 del presente ordenamiento legal.

o) Las entidades financieras que omitan contar con
un sistema automatizado para la recepción, registro,
canalización de órdenes y asignación de operacio-
nes, de conformidad con las disposiciones de carác-
ter general que emita la Comisión, en contravención
con lo establecido en el artículo 180 de esta Ley.

p) Las casas de bolsa o instituciones para el depósi-
to de valores, que no cumplan con alguna de las obli-
gaciones previstas en los artículos 203, 284, 287, 290,
292 y 296 de la presente Ley, según corresponda.

q) Las casas de bolsa que inviertan, directa o indi-
rectamente en títulos representativos del capital so-
cial de entidades financieras del exterior, sin obtener
previamente la autorización de la Comisión, en con-
travención con lo establecido en el artículo 215 de
esta Ley, o bien, que omitan obtener previamente la
autorización de la Comisión para contratar con ter-
ceros la prestación de servicios necesarios para su
operación, en contravención con lo establecido en el
artículo 219 del presente ordenamiento legal.

r) Las bolsas de valores, instituciones para el depó-
sito de valores y contrapartes centrales de valores,
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que no formulen su reglamento interior de confor-
midad con los artículos 247, 294 y 315 de esta Ley,
o bien, que lo modifiquen sin obtener la autorización
a que hacen referencia los artículos 247, último pá-
rrafo, 294, último párrafo y 315, último párrafo, de
este ordenamiento legal, según se trate.

s) Las bolsas de valores, instituciones para el depó-
sito de valores y contrapartes centrales de valores
que por sus servicios cobren cuotas, comisiones o
aranceles no autorizados por la Comisión, en contra-
vención con lo dispuesto en los artículos 249, 297 ó
317 de esta Ley, según se trate.

t) Las bolsas de valores que inviertan directa o indi-
rectamente, en títulos representativos del capital so-
cial de entidades nacionales o extranjeras del mismo
tipo o que realicen funciones equivalentes a las de
las instituciones para el depósito de valores o con-
trapartes centrales de valores, sin la autorización de
la Comisión, en contravención a lo previsto por el
artículo 251 del presente ordenamiento legal.

u) Las emisoras que no expidan y canjeen los títulos
necesarios y, en su caso, los cupones respectivos, en
contravención con lo establecido por el cuarto párra-
fo del artículo 282 del presente ordenamiento legal.

v) Las emisoras que no cumplan frente a las institu-
ciones para el depósito de valores, con las obliga-
ciones a su cargo provenientes del ejercicio de los
derechos patrimoniales señalados en el párrafo se-
gundo de la fracción I, del artículo 288, de la pre-
sente Ley.

w) Las casas de bolsa e instituciones de crédito que
no depositen en una institución para el depósito de
valores, las acciones representativas del capital so-
cial de una contraparte central que sean de su pro-
piedad, a fin de garantizar el pago puntual y oportu-
no de las obligaciones que dichas entidades tengan
frente a la sociedad, en contravención con el artícu-
lo 303, tercer párrafo de esta Ley.

III. Multa de 10,000 a 100,000 días de salario, a:

a) Las personas que hagan oferta pública de valores
en territorio nacional sin que éstos estén inscritos en
el Registro, en contravención con lo establecido en
el artículo 7 de esta Ley.

b) Las personas que realicen alguna de las activida-
des previstas en los artículos 9, 114, 159, 160, 234,
253, 272, 301, 322 ó 334 de esta Ley, sin contar con
la autorización correspondiente.

c) Los miembros del consejo de administración de
sociedades anónimas bursátiles que aprueben, sin
contar con la previa opinión del comité respectivo,
alguno de los asuntos previstos en la fracción III, in-
cisos a), b) y c) del artículo 28 de esta Ley.

d) Los miembros y secretario del consejo de admi-
nistración, así como los directivos relevantes de so-
ciedades anónimas bursátiles que actúen con desle-
altad o que obren ilícitamente en contra de la
sociedad o personas morales que ésta controle o en
las que tenga una influencia significativa, en contra-
vención a lo establecido en los artículos 34, párrafo
primero, 35, 36 ó 46, fracciones II ó III, de esta Ley.

e) Los miembros del comité que ejerza las funciones
en materia de auditoría, de las sociedades anónimas
bursátiles, que omitan cumplir con las obligaciones
previstas en el artículo 42, fracción II, incisos e) y
g), de esta Ley.

f) Las sociedades anónimas bursátiles que prevean
en sus estatutos sociales cláusulas que establezcan
medidas tendientes a prevenir la adquisición de ac-
ciones que otorguen el control de la sociedad, en
contravención de lo establecido en el artículo 48 de
esta Ley.

g) Los accionistas que se encuentren presentes o de-
liberen en una operación en la que tengan un interés
contrario al de la sociedad, en contravención al artí-
culo 52 de esta Ley.

h) Las sociedades anónimas bursátiles que emitan
acciones distintas de las ordinarias, sin contar con la
autorización de la Comisión a que se refiere el ar-
tículo 54, segundo párrafo, de esta Ley.

i) Las personas que contraviniendo lo dispuesto en
el artículo 55 de esta Ley:

1. Instrumenten mecanismos para negociar u ofre-
cer de manera conjunta acciones ordinarias con ac-
ciones de voto limitado, restringido o sin derecho a
voto.
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2. Afecten en fideicomiso acciones ordinarias que
tengan por objeto la emisión de certificados de par-
ticipación que las representen, con la finalidad de
impedir a la totalidad de sus titulares, ejercer libre-
mente los derechos de voto que les corresponden.

j) Las personas que estando obligadas a llevar a ca-
bo una oferta pública de adquisición forzosa en tér-
minos de lo dispuesto por el artículo 98 de esta Ley,
no la realicen, o bien, la lleven a cabo sin cumplir
con los requisitos previstos en dicho precepto legal.

k) Las sociedades anónimas y personas morales que
éstas controlen, así como a los miembros del conse-
jo de administración y directivos relevantes de di-
chas sociedades que, en contravención a lo dispues-
to por el artículo 101 de esta Ley, realicen actos u
operaciones que tengan por objeto obstaculizar el
desarrollo de una oferta pública forzosa adquisición.

l) Las emisoras que, en contravención a lo dispuesto
por el artículo 104 de esta Ley, omitan elaborar sus
estados financieros conforme a principios de conta-
bilidad emitidos o reconocidos por la Comisión, o
bien, cuando omitan revelar eventos relevantes, en
contravención a lo establecido en el artículo 105 del
presente ordenamiento legal.

m) Las casas de bolsa que se ubiquen en alguno de
los supuestos de suspensión a que se refiere el artí-
culo 138, fracciones I a VIII y X, de esta Ley.

n) Las casas de bolsa que se ubiquen en alguno de
los supuestos de revocación a que se refiere el artí-
culo 153, fracciones IV y VI a XII, de esta Ley.

o) Las oficinas de representación de casas de bolsa
del extranjero que realicen actividades en el territo-
rio nacional distintas a las previstas en las disposi-
ciones de carácter general que expida la Secretaría,
en contravención a lo establecido en el artículo 159,
segundo párrafo de esta Ley.

p) Las filiales que enajenen acciones serie “F” sin con-
tar con autorización de la Secretaría, en contravención
a lo establecido en el artículo 166 de esta Ley.

q) Las casas de bolsa y proveedores de precios que
contravengan los artículos 186, 188, 196, 197 ó 331
de esta Ley, según corresponda.

r) Las casas de bolsa que omitan mantener un capi-
tal global en relación con los riesgos en que incurran
en su operación, en contravención a lo establecido
en el artículo 173 de esta Ley.

s) Las casas de bolsa que operen fuera de bolsa los
valores listados en ésta, sin contar con la previa au-
torización de la Comisión, en contravención a lo es-
tablecido en el artículo 179 de esta Ley.

t) Las casas de bolsa que omitan mantener deposita-
dos los valores que adquieran por cuenta propia o de
terceros, en una institución para el depósito de valo-
res o instituciones que señale la propia Comisión, en
contravención a lo establecido en el artículo 182 de
esta Ley.

u) Las casas de bolsa e instituciones para el depósi-
to de valores que den noticias o información de las
operaciones y servicios que presten, en contraven-
ción a lo dispuesto por los artículos 192 ó 295 de es-
ta Ley, según corresponda.

v) Las personas físicas autorizadas por la Comisión
que ofrezcan en forma simultánea sus servicios a
más de una entidad financiera, en contravención a lo
previsto en el último párrafo del artículo 193 de es-
ta Ley.

w) Las casas de bolsa que omitan depositar los re-
cursos de un cliente en una institución de crédito a
más tardar el día hábil siguiente o adquirir acciones
representativas del capital social de una sociedad de
inversión en instrumentos de deuda, en la cuenta del
cliente respectivo, o bien invertirlos en reportos so-
bre valores gubernamentales, en contravención a lo
establecido en el artículo 194 de esta Ley.

x) Las casas de bolsa que omitan registrar en cuenta
distinta de las que forman parte de su activo, los
fondos y valores de clientes, en contravención a lo
establecido en el artículo 206 de esta Ley.

y) Las casas de bolsa y contrapartes centrales de va-
lores que omitan abrir o no lleven contabilidades es-
peciales, en contravención a lo establecido en los ar-
tículos 207 ó 314 de esta Ley, según corresponda.

IV. Multa a las personas que infrinjan los artículos 364
ó 365 de esta Ley, conforme a lo siguiente:
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a) Tratándose de infracciones a lo dispuesto en la
fracción I del artículo 364 del presente ordenamien-
to legal, multa por el importe de una a dos veces el
beneficio obtenido en la operación de que se trate,
más la cantidad que resulte de aplicar a dicho bene-
ficio una tasa igual al promedio aritmético de los
rendimientos que hayan generado las diez socieda-
des de inversión en instrumentos de deuda con ma-
yor rentabilidad durante los seis meses anteriores a
la fecha de la operación. Cuando no exista beneficio,
multa entre el diez y cincuenta por ciento del impor-
te de la operación.

Para el cálculo del beneficio se deberá aplicar algu-
no de los métodos que se describen a continuación,
según sea el caso:

1. Si el infractor efectúa la operación contraria a
aquélla que dio origen a la infracción, dentro de los
diez días hábiles inmediatos siguientes, contados a
partir de la fecha en que se hubiere revelado la in-
formación que tenía el carácter de privilegiada, re-
sultará de la diferencia entre los precios de una y
otra operaciones atendiendo al volumen correspon-
diente.

2. En el supuesto de que el evento relevante se re-
fiera a la celebración de una oferta pública, resulta-
rá de la diferencia entre el precio de dicha oferta o
aquél al cual el infractor hubiere realizado la opera-
ción contraria a aquélla que dio origen a la infrac-
ción, con anterioridad a la oferta, ponderada por el
volumen correspondiente.

3. En los demás supuestos se tomará la diferencia
entre el promedio aritmético de los precios de los
valores correspondientes que den a conocer los pro-
veedores de precios, durante los cinco días hábiles
siguientes a la fecha en que la información haya si-
do hecha del conocimiento del público y el del pre-
cio de la operación realizada atendiendo al volumen
correspondiente.

b) Tratándose de infracciones a lo previsto en las frac-
ciones II y III del artículo 364 del presente ordena-
miento legal, multa de 4,000 a 20,000 días de salario.

c) Tratándose de las infracciones a lo señalado en el
artículo 365, párrafo primero de esta Ley, multa por
el importe de una a dos veces el beneficio obtenido

en la operación de que se trate. El beneficio será el
que resulte de la diferencia entre los precios de una
y otra operaciones, atendiendo al volumen de las
mismas. En caso de no existir beneficio, la multa se-
rá por el importe de 500 a 5,000 días de salario.

V. Multa de 500 a 10,000 días de salario, a todo aquél
que participe de manera directa o indirecta en actos que
impliquen manipulación de mercado, cuando el benefi-
cio obtenido no sea cuantificable o el mismo sea inferior
a 5,000 días de salario, en contravención a lo estableci-
do en el artículo 370, fracción I, de esta Ley.

Si el beneficio obtenido es superior a 5,000 días de sa-
lario, la multa a imponer podrá ser de una a dos veces
dicho beneficio, más la cantidad que resulte de aplicar
al mismo una tasa igual al promedio aritmético de los
rendimientos que hayan generado las diez sociedades de
inversión en instrumentos de deuda con mayor rentabi-
lidad durante los seis meses anteriores a la fecha de la
operación.

El cálculo del beneficio se obtendrá de la diferencia en-
tre el precio del último hecho registrado en el mercado,
previo al acto de manipulación, y aquél al que se cele-
bren operaciones aprovechando el movimiento genera-
do, multiplicando el diferencial obtenido por el volumen
de estas últimas operaciones. En caso de que el benefi-
cio derive de actos conexos o relacionados que involu-
cren los mismos valores y sea cuantificable, el cálculo
se realizará con base en el lucro obtenido en las mismas.

Por beneficio no cuantificable se entenderá todo privile-
gio, ventaja, provecho, prerrogativa o exención, presen-
te o futuro, que se obtenga como resultado de la mani-
pulación de mercado, en actos conexos o relacionados
que involucren los mismos valores y que no pueda ser
determinado en dinero.

VI. Multa por el importe de hasta dos veces el premio o
sobreprecio de la operación de que se trate, si éste es
cuantificable, pagado, entregado o proporcionado, a las
personas que incurran en conductas que contravengan lo
dispuesto por el artículo 100 de esta Ley.

Si dicha prestación no es cuantificable, se impondrá una
multa de 10,000 a 100,000 días de salario.

VII. Multa de 200 a 100,000 días de salario, a los in-
fractores de cualquiera otra disposición de esta Ley o de
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las disposiciones de carácter general que de ella deriven,
distinta de las anteriores y que no tengan sanción espe-
cialmente señalada en este ordenamiento.

Para efectos de lo previsto en las fracciones IV y V de es-
te artículo, por beneficio se entenderá tanto el obtener una
ganancia como el evitarse una pérdida.

Las sanciones que este artículo prevé para las sociedades
anónimas bursátiles, accionistas, miembros y secretario del
consejo de administración y directivos relevantes, serán
igualmente aplicables a las sociedades anónimas promoto-
ras de inversión bursátil, accionistas y demás personas que
desempeñen alguno de los cargos señalados, cuando los
preceptos legales objeto de la infracción les resulten apli-
cables.

Las multas a que se refiere esta Ley son independientes de
las suspensiones, inhabilitaciones, cancelaciones, interven-
ciones y revocaciones que en su caso procedan.

A propuesta del presidente de la Comisión, las multas ad-
ministrativas podrán ser condonadas parcial o totalmente
por la Junta de Gobierno de la misma.

Artículo 393.- La Comisión, con independencia de las san-
ciones económicas que conforme a ésta u otras leyes co-
rrespondan y por acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá
decretar la remoción o suspensión de tres meses a cinco
años para desempeñar un empleo, cargo o comisión en las
entidades financieras o en las emisoras, tratándose de:

I. Los miembros del consejo de administración, comisa-
rios, directivos de cualquier nivel, apoderados autoriza-
dos para operar con el público u operadores de bolsa,
delegados fiduciarios y auditores externos, de los inter-
mediarios del mercado de valores, bolsas de valores,
instituciones para el depósito de valores, contrapartes
centrales de valores, proveedores de precios, sociedades
que administran sistemas para facilitar operaciones con
valores e instituciones calificadoras de valores; cuando
se ubiquen en alguno de los supuestos siguientes:

a) No cuenten con calidad técnica, honorabilidad o
historial crediticio satisfactorio para el desempeño
de sus funciones, cuando dichos requisitos les resul-
ten aplicables, según lo dispuesto por esta Ley.

b) Incurran en infracciones graves o reiteradas a la
presente Ley.

II. Las personas que infrinjan los lineamientos, políticas
y sistemas a que se refiere el artículo 371 de esta Ley.

III. Los miembros y secretario del consejo de adminis-
tración y directivos relevantes de las emisoras, cuando
incurran en infracciones graves o reiteradas a la presen-
te Ley.

IV. Las personas que proporcionen dictámenes, opinio-
nes o estudios a emisoras, que contengan información
falsa divulgada al público inversionista.

En los supuestos a que se refieren las fracciones I, inciso
b), II y III de este artículo, la Comisión podrá además in-
habilitar a las citadas personas para desempeñar un em-
pleo, cargo o comisión dentro del sistema financiero mexi-
cano, por el mismo periodo de tres meses hasta cinco años,
sin perjuicio de las sanciones que conforme a éste u otros
ordenamientos legales fueren aplicables.

Adicionalmente, tratándose de las personas físicas que ob-
tengan la autorización en términos del artículo 193 de esta
Ley, la Comisión podrá determinar la revocación de ésta
cuando se ubiquen en alguno de los supuestos previstos en
la fracción I, incisos a) y b) de este artículo.

Artículo 394.- Para los efectos del artículo 393 de esta
Ley, se entenderá por:

I. Remoción, a la separación del infractor del empleo,
cargo o comisión que tuviere en la entidad financiera o
emisora, al momento de cometerse la infracción.

II. Suspensión, a la interrupción temporal en el desem-
peño de las funciones que el infractor tuviere en el mo-
mento en que se cometió la infracción; pudiendo reali-
zar funciones distintas a aquéllas que dieron origen a la
sanción.

III. Inhabilitación, al impedimento temporal en el ejer-
cicio de un empleo, cargo o comisión, dentro del siste-
ma financiero mexicano.

Artículo 395.- Serán sancionados con la destitución del
puesto en los términos de la Ley Federal de Responsabili-
dades Administrativas de los Servidores Públicos, los vo-
cales y secretario de la Junta de Gobierno de la Comisión,
así como los servidores públicos de la misma que dolosa-
mente contravengan lo establecido en el artículo 372 de es-
ta Ley.
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Capítulo III
Del recurso de revisión

Artículo 396.- Los afectados con motivo de los actos emi-
tidos por la Comisión que pongan fin a los procedimientos
de autorización, registro, suspensión, cancelación e impo-
sición de sanciones administrativas, podrán acudir en de-
fensa de sus intereses interponiendo recurso de revisión an-
te la Junta de Gobierno de la propia Comisión, cuando el
acto haya sido emitido por ésta o por el Presidente de la
misma, o ante este último cuando se trate de actos realiza-
dos por otros servidores públicos, en los términos previstos
por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

La interposición del recurso de revisión a que se refiere el
presente artículo será optativa para el particular afectado.

La resolución de los recursos de revisión deberá ser emiti-
da en un plazo que no exceda a los noventa días hábiles
posteriores a la fecha en que se interpuso el recurso, cuan-
do deba ser resuelto por el presidente de la Comisión, ni a
los ciento veinte días hábiles cuando se trate de recursos
que sean competencia de la Junta de Gobierno.

Capítulo IV
Del procedimiento de queja

Artículo 397.- El procedimiento de queja se seguirá ante el
presidente de la Comisión quien resolverá en definitiva y
únicamente procederá en los supuestos siguientes:

I. Cuando a un intermediario del mercado de valores le
sea negado injustificadamente el acceso a los locales,
instalaciones y el uso de sistemas que faciliten la reali-
zación de operaciones que pongan en contacto la oferta
y demanda de valores, que para tal fin proporcionen las
bolsas de valores.

II. Cuando una bolsa de valores suspenda o excluya la
operación de un intermediario del mercado de valores
en los locales, instalaciones y el uso de sistemas que fa-
ciliten la realización de operaciones que pongan en con-
tacto la oferta y demanda de valores, instrumentados por
la bolsa de valores de que se trate.

III. Cuando las emisoras que pretendan listar sus valo-
res en alguna bolsa de valores o, en su caso, que hubie-
ren obtenido dicho listado, les sea negado el listado, sus-
pendido o cancelado injustificadamente.

IV. Cuando un intermediario del mercado de valores se
considere afectado por una determinación o medida
adoptada por algún organismo autorregulatorio recono-
cido en términos de esta Ley.

La Comisión, para dictar la resolución que corresponda,
deberá correr traslado con la queja a la bolsa de valores u
organismo autorregulatorio de que se trate, a fin de que
dentro de un plazo de diez días hábiles, manifieste lo que a
su derecho convenga y, en su caso, aporte los elementos
probatorios que estime pertinentes.

Artículo 398.- La Comisión, al resolver el procedimiento
de queja podrá:

I. En el supuesto de la fracción I del artículo 397 de es-
ta Ley, confirmar la negativa u ordenar a la bolsa de va-
lores que permita al intermediario del mercado de valo-
res el acceso a sus locales, instalaciones y uso de
sistemas que faciliten la realización de operaciones que
pongan en contacto la oferta y demanda de valores.

II. Tratándose de las fracciones II a IV del artículo 397
de esta Ley, confirmar la decisión de la bolsa u organis-
mo autorregulatorio, o bien, ordenarle el levantamiento
de la determinación o medida adoptada.

Capítulo V
De las notificaciones

Artículo 399.- Las notificaciones de los requerimientos,
visitas de inspección ordinarias y especiales, medidas cau-
telares, solicitudes de información y documentación, cita-
torios, emplazamientos, resoluciones de imposición de
sanciones administrativas o de cualquier acto que ponga fin
a los procedimientos de suspensión, revocación de autori-
zaciones o concesiones y de cancelación de autorizaciones
o inscripciones a que se refiere la presente Ley, así como
los actos por los que se nieguen autorizaciones, concesio-
nes o inscripciones y las resoluciones administrativas que
recaigan a los recursos de revocación interpuestos confor-
me a esta Ley, se podrán realizar de cualquiera de las si-
guientes formas:

I. Personalmente, conforme a lo siguiente:

a) En las oficinas de las autoridades financieras, en
términos de lo previsto en el artículo 402 de esta
Ley.
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b) En el domicilio del interesado, en términos de lo
previsto en los artículos 403 y 406 de esta Ley.

c) En cualquier lugar en el que se encuentre el inte-
resado, en los supuestos establecidos en el artículo
404 de esta Ley.

II. Mediante oficio entregado por mensajero o por co-
rreo certificado, ambos con acuse de recibo.

III. Por edictos, en los supuestos señalados en el artícu-
lo 407 de esta Ley.

IV. Por medio electrónico, en el supuesto previsto en el
artículo 408 de esta Ley.

Artículo 400.- Las autorizaciones y concesiones emitidas
conforme a esta Ley, las revocaciones o cancelaciones de
autorizaciones o inscripciones solicitadas por el interesado,
los actos que provengan de trámites promovidos a petición
del interesado y demás actos distintos a los señalados en el
artículo 399 de esta Ley, podrán notificarse conforme a lo
dispuesto por dicho artículo o mediante la entrega del ofi-
cio en el que conste el acto correspondiente, en las oficinas
de la autoridad financiera que realice la notificación, reca-
bando en copia de dicho oficio la firma y nombre de la per-
sona que la reciba, o bien, por correo ordinario, telegrama,
fax, correo electrónico o mensajería. 

Las autoridades financieras podrán efectuar notificaciones
por correo electrónico, cuando el interesado lo solicite por
escrito señalando la dirección de correo electrónico a la
que se deberá transmitir la resolución que se notifique, de-
jando constancia en el expediente respectivo, de la fecha y
hora en que se realizó.

La notificación de los actos a que se refiere este artículo
surtirá sus efectos el día hábil siguiente a aquél en que se
practique, en el caso de que se realice en las oficinas men-
cionadas, o al de su recepción en los demás casos.

Artículo 401.- Las notificaciones de visitas de investiga-
ción y de declaración de intervención a que se refiere esta
Ley se realizarán en un solo acto, sin necesidad de que me-
die citatorio alguno.

Estas notificaciones deberán entenderse con el director ge-
neral de la sociedad y, en su ausencia, con el funcionario o
empleado de mayor nivel que se encuentre presente. Tra-
tándose de notificaciones de visitas de investigación a per-

sonas físicas, deberán entenderse con el interesado y, en su
ausencia, con algún familiar o persona que se encuentre en
su domicilio.

Las notificaciones a que se refiere este artículo surtirán
efectos al momento en que se practiquen.

Artículo 402.- Las notificaciones personales podrán efec-
tuarse en las oficinas de las autoridades financieras, cuan-
do el interesado acuda a las mismas; para lo cual quien reali-
ce la notificación levantará por duplicado un acta, en la que
asentará que hizo saber al interesado el contenido del ofi -
cio en el que conste el acto administrativo que deba notifi-
carse; asimismo se harán constar, en lo conducente, las de-
más circunstancias a que se refiere el antepenúltimo
párrafo del artículo 403 de esta Ley. El duplicado del acta
se entregará al interesado.

Si el interesado se niega a firmar o a recibir el oficio antes
mencionado o el duplicado del acta de notificación, se ha-
rá constar dicha circunstancia en el acta, sin que esto afec-
te la validez de la notificación. 

Las notificaciones personales previstas en este artículo sur-
tirán sus efectos el día hábil siguiente a aquél en que se hu-
bieran practicado.

Artículo 403.- Las notificaciones personales también po-
drán practicarse con el interesado, en el último domicilio
que hubiere proporcionado a la autoridad financiera co-
rrespondiente o en el último domicilio que haya señalado
ante la propia autoridad en el procedimiento administrativo
de que se trate, para lo cual se levantará acta en los térmi-
nos a que se refiere el antepenúltimo párrafo de este ar-
tículo.

En el supuesto de que el interesado no se encuentre en el
domicilio mencionado, el servidor público encargado de la
notificación entregará citatorio a la persona que atienda la
diligencia, a fin de que el interesado lo espere a una hora
fija del día hábil siguiente y en tal citatorio apercibirá al ci-
tado que de no comparecer a la hora y el día que se fije, la
notificación la practicará con quien lo atienda o que en
caso de encontrar cerrado dicho domicilio o que se nie-
guen a recibir la notificación respectiva, la hará median-
te instructivo conforme a lo previsto en el artículo 406 de
esta Ley. Quien realice la diligencia levantará acta en los
términos previstos en el antepenúltimo párrafo de este
artículo, haciendo constar que se entregó el citatorio re-
ferido.
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El citatorio de referencia deberá elaborarse por duplicado y
dirigirse al interesado, señalando lugar y fecha de expedi-
ción, fecha y hora fija en que deberá esperar al servidor pú-
blico encargado de la notificación, quien deberá asentar su
nombre, cargo y firma en dicho citatorio, el objeto de la
comparecencia y el apercibimiento respectivo, así como el
nombre y firma de la persona que lo recibe. En caso de que
esta última no quisiera firmar, se asentará tal circunstancia
en el citatorio, sin que ello afecte su validez.

El día y hora fijados para la práctica de la diligencia moti-
vo del citatorio, el encargado de realizarla se apersonará en
el domicilio que corresponda, y encontrando presente al ci-
tado, procederá a levantar acta en los términos a que se re-
fiere el antepenúltimo párrafo de este artículo.

En el caso de que no comparezca el citado, la notificación
se entenderá con cualquier persona que se encuentre en el
domicilio en el que se realiza la diligencia; para tales efec-
tos se levantará acta en los términos del párrafo siguiente.

En todo caso, quien lleve a cabo la notificación levantará
por duplicado un acta en la que hará constar, además de las
circunstancias antes señaladas, su nombre, cargo y firma;
que se constituyó en el domicilio y se cercioró de que era
el buscado; que notificó al interesado o a la persona que
atendió la diligencia, previa identificación de tales perso-
nas, el oficio en el que conste el acto administrativo que de-
ba notificarse, asentando los datos de identificación del
mismo; la designación de dos testigos; el lugar, hora y fe-
cha en que se levante; los medios de identificación exhibi-
dos, y el nombre del interesado o de la persona que atien-
da la diligencia y de los testigos designados. Si las
personas que intervienen se niegan a firmar o a recibir el
acta de notificación, se hará constar dicha circunstancia en
el acta, sin que esto afecte su validez.

Para la designación de los testigos, quien efectúe la notifi-
cación requerirá al interesado o a la persona que atienda la
diligencia para que los designe; en caso de negativa o que
los testigos designados no aceptaran la designación, la ha-
rá el propio servidor público encargado de la notificación.

Las notificaciones personales previstas en este artículo sur-
tirán sus efectos el día hábil siguiente a aquél en que se hu-
bieran practicado.

Artículo 404.- En el supuesto de que la persona encarga-
da de realizar la notificación hiciere la búsqueda del inte-
resado en el domicilio a que se refiere el primer párrafo

del artículo 403 de esta Ley, y la persona con quien se en-
tienda la diligencia niegue que es el domicilio de dicho
interesado, quien realice la diligencia levantará acta para
hacer constar tal circunstancia. Dicha acta deberá reunir,
en lo conducente, los requisitos previstos en el antepenúl-
timo párrafo del artículo 403 del presente ordenamiento
legal.

En el caso previsto en este precepto, quien efectúe la noti -
ficación podrá realizar la notificación personal en cual-
quier lugar en que se encuentre el interesado. Para los efec-
tos de esta notificación, quien la realice levantará acta en la
que haga constar que la persona notificada es de su cono-
cimiento personal o haberle sido identificada por dos testi-
gos, además de asentar, en lo conducente, lo previsto en el
antepenúltimo párrafo del citado artículo 403, o bien hacer
constar la diligencia ante fedatario público.

Las notificaciones personales previstas en este artículo sur-
tirán sus efectos el día hábil siguiente a aquél en que se hu-
bieran practicado.

Artículo 405.- Las notificaciones que se efectúen median-
te oficio entregado por mensajero o por correo certificado,
con acuse de recibo, surtirán sus efectos el día hábil si-
guiente a aquél que como fecha recepción conste en dicho
acuse.

Artículo 406.- En el supuesto de que el día y hora señala-
dos en el citatorio que se hubiere dejado en términos del ar-
tículo 403 de esta Ley, quien realice la notificación encon-
trare cerrado el domicilio que corresponda o bien el
interesado o quien atienda la diligencia se nieguen a recibir
el oficio motivo de la notificación, hará efectivo el aperci-
bimiento señalado en el mencionado citatorio. Para tales
efectos llevará a cabo la notificación, ante la presencia de
dos testigos que designe para tal efecto, mediante instruc-
tivo que fijará en lugar visible del domicilio, anexando el
oficio en el que conste el acto a notificar.

El instructivo de referencia se elaborará por duplicado y se
dirigirá al interesado. En dicho instructivo se harán constar
las circunstancias por las cuales resultó necesario practicar
la notificación por ese medio, lugar y fecha de expedición;
el nombre, cargo y firma de quien levante el instructivo; el
nombre, datos de identificación y firma de los testigos; la
mención de que quien realice la notificación se constituyó
en el domicilio y se cercioró de que era el buscado, y los
datos de identificación del oficio en el que conste el acto
administrativo que se notifica.
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El instructivo hará prueba de la existencia de los actos, he-
chos u omisiones que en él se consignen. Las notificacio-
nes por instructivo surtirán sus efectos el día hábil siguien-
te a aquél en que se hubieran practicado.

Artículo 407.- Las notificaciones por edictos se efectuarán
en el supuesto de que el interesado haya desaparecido, hu-
biere fallecido, se desconozca su domicilio o exista impo-
sibilidad de acceder a él, no tenga representante conocido
o domicilio en territorio nacional o se encuentre en el ex-
tranjero sin haber dejado representante.

Para tales efectos, se publicará por tres veces consecutivas
un resumen del oficio respectivo, en un periódico de circu-
lación nacional, sin perjuicio de que la autoridad financie-
ra que notifique difunda el edicto en su página electrónica
de la red mundial denominada Internet, indicando que el
oficio original se encuentra a su disposición en el domici-
lio que también se señalará en dicho edicto.

Las notificaciones por edictos surtirán sus efectos el día há-
bil siguiente a aquél de la última publicación.

Artículo 408.- Las notificaciones por medios electrónicos
podrán realizarse siempre y cuando el interesado así lo ha-
ya aceptado o solicitado expresamente por escrito a las au-
toridades financieras, a través de los sistemas automatiza-
dos y con los mecanismos de seguridad que las mismas
establezcan.

Las notificaciones por medios electrónicos surtirán sus
efectos el día hábil siguiente a aquél que conste en el re-
gistro de recepción correspondiente.

Artículo 409.- No obstante lo previsto en este Capítulo, las
notificaciones que no fueren efectuadas conforme al mis-
mo, se entenderán legalmente hechas y surtirán sus efectos
el día hábil siguiente a aquél en el que el interesado se ma-
nifieste sabedor de su contenido.

Artículo 410.- Para los efectos de esta Ley, los miembros
del consejo de administración, directores generales, comi-
sarios, directores, gerentes, funcionarios, delegados fidu-
ciarios, contralor normativo, directivos que ocupen la je-
rarquía inmediata inferior a la del director general,
apoderados para celebrar operaciones con el público o pa-
ra operar en bolsa y demás personas que puedan obligar
con su firma a las sociedades reguladas por esta Ley, po-
drán señalar por escrito a la Comisión, domicilio para oír y

recibir notificaciones relacionadas con actos relativos al
desempeño de su encargo, el cual deberá ubicarse dentro
del territorio nacional.

En caso de que las personas a que hace referencia el párra-
fo anterior no señalen domicilio en términos de dicho pá-
rrafo, se entenderá su aceptación para tenerse como su do-
micilio el de la sociedad en que desempeñen su cargo,
empleo o comisión.

Para lo previsto en este artículo, se considerará como do-
micilio de la sociedad el último que hubiere proporcionado
a la propia Comisión o en el procedimiento administrativo
de que se trate.

Artículo 411.- Las notificaciones que reciban las socieda-
des anónimas bursátiles o sociedades anónimas promotoras
de inversión bursátil de actos que deban ser del conoci-
miento de su asamblea de accionistas o de su consejo de
administración, deberán informarse al presidente del con-
sejo de administración, quien deberá convocar a la asam-
blea u órgano social competente a efecto de que se adopten
las medidas conducentes.

Salvo lo previsto en otras disposiciones legales aplicables,
los plazos empezarán a correr a partir del día hábil si-
guiente a aquél en que haya surtido efectos la notificación.

No será aplicable lo dispuesto en este Capítulo a los reque-
rimientos de información y documentación que hagan los
servidores públicos de la Comisión al amparo de una visi-
ta de inspección realizada en términos de esta Ley.

Título XVI
Disposiciones finales

Artículo 412.- En los casos de emplazamiento a huelga y
con el fin de que no se afecten los intereses del público, en
cuanto a la disponibilidad de efectivo y valores respecto de
intermediarios del mercado de valores, bolsas de valores,
instituciones para el depósito de valores y contrapartes cen-
trales de valores, antes de la suspensión de las labores y en
términos de la Ley Federal del Trabajo, la Junta Federal de
Conciliación y Arbitraje proveerá lo necesario para que du-
rante la huelga permanezca abierto el número indispensa-
ble de oficinas y continúen laborando los trabajadores que
sean estrictamente necesarios, en cuanto a número y fun-
ciones. La Junta Federal de Conciliación y Arbitraje oirá
previamente a la Comisión.
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Artículo 413.- Las instituciones de crédito que celebren
operaciones con valores por cuenta propia con el público
en general o por cuenta de terceros al amparo de los artí -
culos 53 y 81 de la Ley de Instituciones de Crédito, o bien,
en cumplimiento de fideicomisos, mandatos o comisiones,
estarán sujetas, en lo conducente, a lo establecido en los ar-
tículos 177, por lo que corresponde a las actividades de re-
presentación común que desempeñen, 180 a 182, 184, 188
a 191, 193 a 198 y 204 de esta Ley.

Artículo 414.- Las personas que dirijan al público por
cualquier medio análisis o recomendaciones de inversión,
con independencia de que proporcionen o no sus servicios
en intermediarios del mercado de valores, al formular sus
recomendaciones deberán ajustarse a las disposiciones de
carácter general que expida la Comisión.

Artículo 415.- Se reservan las expresiones sociedad anóni-
ma promotora de inversión, sociedad anónima promotora
de inversión bursátil, sociedad anónima bursátil, casa de
bolsa, bolsa de valores, institución para el depósito de va-
lores y contraparte central de valores u otras equivalentes a
las anteriores en cualquier idioma, para ser utilizadas, res-
pectivamente, por las personas que de acuerdo con la pre-
sente Ley puedan utilizar dichas expresiones, o bien, gocen
de la autorización o concesión correspondiente. La Comi-
sión podrá ordenar al infractor que deje de usar en forma
inmediata la expresión indebidamente empleada, así como
decretar las medidas necesarias para ello.

Se exceptúa de la aplicación de lo dispuesto en el párrafo
anterior a los organismos autorregulatorios o asociaciones
gremiales de las entidades a que se refiere el párrafo ante-
rior, que sean autorizadas por la Comisión para estos efec-
tos, siempre que no realicen las actividades que son propias
de las mencionadas entidades.

Artículo 416.- La utilización de medios electrónicos o sis-
temas automatizados de procesamiento de datos o redes de
telecomunicación, ya sean privadas o públicas, para la di-
fusión de información y documentos a la Comisión, bolsa
de valores y público inversionista, estará sujeta a las dis-
posiciones contenidas en el Título Segundo del Código de
Comercio.

Artículo 417.- La información que en los términos de esta
Ley y de las disposiciones de carácter general que de ella
deriven, deban proporcionar a la Comisión las emisoras y
entidades financieras a que se refiere esta Ley, proveniente

de sistemas automatizados, se pondrá a disposición de di-
cha autoridad por cualquiera de las siguientes formas:

I. Medios telemáticos, entendiéndose por tales los origi-
nados en equipos informáticos y de telecomunicación.

II. Soportes materiales de información que tengan com-
patibilidad técnica con los equipos y programas de la
Comisión.

La información, una vez recibida por la Comisión a través
de cualquiera de estas formas, ya no podrá ser modificada
o sustituida por la emisora, entidad financiera o autoridad
receptora, salvo por determinación expresa de la Comisión
o, en su caso, de otras autoridades competentes, con moti-
vo de las correcciones que sean estrictamente necesarias, o
bien, del esclarecimiento de hechos y eventual deslinde de
responsabilidades.

Las emisoras, para el envío o entrega a la Comisión, a la
bolsa de valores correspondiente y al público inversionista,
de la información a que se refiere esta Ley y las disposi-
ciones de carácter general que de ella deriven, deberán uti-
lizar los medios a que se refiere este artículo, con arreglo a
las disposiciones de carácter general que al efecto expida la
misma Comisión.

Lo anterior, sin perjuicio de que la Comisión requiera en
cualquier tiempo la información de que se trate, la cual de-
berá serle proporcionada por escrito y con la firma autó-
grafa de quienes deban suscribirla.

Artículo 418.- La información contenida en soportes ma-
teriales, o bien, proveniente de procesos telemáticos, siem-
pre que esté validada por la autoridad receptora y la enti -
dad financiera o emisora, así como la información que se
integre a las bases de datos de la Comisión, producirán los
mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos ori-
ginales y, en consecuencia, tendrán igual valor probatorio.

Artículo 419.- Salvo que en las disposiciones específicas
se establezca otro plazo, éste no podrá exceder de tres me-
ses para que las autoridades administrativas resuelvan lo
que corresponde. Transcurrido el plazo aplicable, se enten-
derán las resoluciones en sentido negativo al promovente,
a menos que en las disposiciones aplicables se prevea lo
contrario. A petición del interesado, se deberá expedir
constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días há-
biles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva
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ante la autoridad competente que deba resolver, conforme
al reglamento interior o acuerdo delegatorio respectivo;
igual constancia deberá expedirse cuando las disposiciones
específicas prevean que transcurrido el plazo aplicable la
resolución deba entenderse en sentido positivo. De no ex-
pedirse la constancia mencionada dentro del plazo citado,
se fincará, en su caso, la responsabilidad que resulte apli-
cable.

Los requisitos de presentación y plazos, así como otra in-
formación significativa aplicables a las promociones que
realicen las casas de bolsa y demás entidades financieras
debidamente autorizadas conforme a los ordenamientos le-
gales aplicables, deberán precisarse en disposiciones de ca-
rácter general.

Cuando el escrito inicial no contenga los datos o no cum-
pla con los requisitos previstos en las disposiciones aplica-
bles, la autoridad deberá prevenir al interesado, por escrito
y por una sola vez, para que dentro de un término que no
podrá ser menor de diez días hábiles subsane la omisión.
Salvo que en las disposiciones específicas se establezca
otro plazo, dicha prevención deberá hacerse a más tardar
dentro de la mitad del plazo de respuesta de la autoridad y
cuando éste no sea expreso, dentro de los veinte días hábi-
les siguientes a la presentación del escrito inicial.

Notificada la prevención, se suspenderá el plazo para que
las autoridades administrativas resuelvan y se reanudará a
partir del día hábil inmediato siguiente a aquél en que el in-
teresado conteste. En el supuesto de que no se desahogue
la prevención en el término señalado, las autoridades des-
echarán el escrito inicial.

Si las autoridades no hacen el requerimiento de informa-
ción dentro del plazo correspondiente, no podrán rechazar
el escrito inicial por incompleto.

Salvo disposición expresa en contrario, los plazos para que
las autoridades contesten empezarán a correr el día hábil
inmediato siguiente a la presentación del escrito corres-
pondiente.

Artículo 420.- El plazo a que se refiere el artículo anterior
no será aplicable a las promociones en las que por disposi-
ción expresa de esta Ley, las autoridades administrativas
deban escuchar la opinión de otras autoridades, además de
aquellas relacionadas con la constitución, fusión, escisión
y liquidación de las casas de bolsa y demás entidades fi-
nancieras debidamente autorizadas conforme a esta Ley.

En estos casos no podrá exceder de seis meses el plazo pa-
ra que las autoridades administrativas resuelvan lo que co-
rresponda, siendo aplicables las demás reglas a que se re-
fiere el artículo 402 de esta Ley.

Artículo 421.- Las autoridades administrativas competen-
tes, a solicitud de parte interesada, podrán ampliar los pla-
zos establecidos en la presente Ley, sin que dicha amplia-
ción exceda en ningún caso de la mitad del plazo previsto
originalmente en las disposiciones aplicables, cuando así lo
exija el asunto y no tengan conocimiento de que se perju-
dica a terceros en sus derechos.

Artículo 422.- No se les aplicará lo establecido en los artí-
culos 402 a 404 de esta Ley, a las autoridades administra-
tivas en el ejercicio de sus atribuciones de supervisión.

Artículo 423.- La obtención de las autorizaciones previs-
tas en esta Ley por parte de las autoridades financieras, no
exceptuará a los beneficiarios de las mismas del cumpli-
miento de lo previsto en otros ordenamientos legales.

TRANSITORIOS

Primero.- La presente Ley entrará en vigor a los ciento
ochenta días naturales siguientes a su publicación en el
Diario Oficial de la Federación, salvo por lo dispuesto en
los artículos Décimo y Décimo Séptimo transitorios.

Asimismo, a la fecha de entrada en vigor de esta Ley que-
dará abrogada la Ley del Mercado de Valores publicada en
el citado Diario el 2 de enero de 1975, salvo por lo esta-
blecido en los artículos transitorios siguientes.

Segundo.- Las infracciones y delitos cometidos antes de la
entrada en vigor de esta Ley, se sancionarán conforme a la
ley vigente al momento de cometerse las citadas infraccio-
nes o delitos.

Tercero.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el Banco de
México, podrán emitir las disposiciones de carácter gene-
ral a que se refiere esta Ley, con anterioridad al inicio de su
vigencia, pero en todo caso en las citadas disposiciones de-
berá establecerse que su observancia y aplicación será pos-
terior a la entrada en vigor de la Ley.

Cuarto.- En tanto la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el Ban-
co de México emitan las disposiciones de carácter general a
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que se refiere la presente Ley, seguirán aplicándose las
emitidas con anterioridad a su entrada en vigor en lo que no
se opongan a lo previsto en la misma, excepto las señala-
das en los artículos Noveno y Décimo Segundo transito-
rios.

Quinto.- Las sociedades anónimas promotoras de inver-
sión que soliciten y, en su caso, obtengan la inscripción de
las acciones representativas de su capital social o títulos de
crédito que las representen, en el Registro Nacional de Va -
lores, estarán sujetas a los requisitos de inscripción y man-
tenimiento aplicables a las sociedades anónimas bursátiles,
hasta en tanto la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
expida las disposiciones de carácter general a que se refie-
re el artículo 21 de esta Ley.

Sexto.- Las sociedades anónimas que a la entrada en vi-
gor de la presente Ley, tengan inscritas en el Registro Na-
cional de Valores acciones representativas de su capital
social o títulos de crédito que las representen, adquirirán
por ministerio de ley el carácter de sociedades anónimas
bursátiles y, en consecuencia, estarán sujetas a lo previs-
to en esta Ley.

Las sociedades anónimas a que se refiere el párrafo ante-
rior contarán con un plazo de ciento ochenta días naturales,
contados a partir del día en que entre en vigor esta Ley, pa-
ra ajustar su denominación social a lo señalado en el ar-
tículo 22 de la misma, así como para dar cumplimiento a
los artículos relativos a la integración, organización y fun-
cionamiento de sus órganos sociales en términos de lo pre-
visto en el Capítulo II del Título II del citado ordenamien-
to legal. Lo anterior no afectará en forma alguna los
derechos que corresponda ejercer a los accionistas de las
sociedades mencionadas, en términos de lo establecido en
los artículos 47 a 52 de esta Ley, ni las eximirá de dar cum-
plimiento a lo dispuesto en los artículos 53 a 57 y demás
obligaciones que en su carácter de emisoras les imponga
este ordenamiento legal.

Séptimo.- Los accionistas de sociedades anónimas bursáti-
les cuya tenencia accionaria se encuentre afectada, a la en-
trada en vigor de la presente Ley, en fideicomisos a través
de los cuales se ejerza el derecho de voto de varios accio-
nistas en un mismo sentido, o bien, los grupos de accionis-
tas que hayan otorgado mandato o comisión para tales
efectos, deberán notificarlos a la sociedad, dentro de los
ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en vi-
gor de esta Ley, para efectos de su revelación al público in-
versionista.

Octavo.- No estarán sujetas a las restricciones establecidas
en los artículos 54 y 55 de esta Ley, las sociedades anóni-
mas bursátiles que hayan emitido las acciones o instru-
mentado los mecanismos a que dichos preceptos se refie-
ren, con anterioridad al inicio de su vigencia, siempre que
para ello se hayan ajustado a las disposiciones legales vi-
gentes al momento de emitir las acciones o instrumentar
los mecanismos citados.

Las restricciones señaladas en el párrafo anterior tampoco
serán aplicables, a las sociedades anónimas bursátiles men-
cionadas en dicho párrafo que con posterioridad a la entra-
da en vigor de esta Ley:

I. Realicen modificaciones a su capital social, siempre
que se incremente la proporción original de acciones or-
dinarias o por lo menos se mantenga dicha proporción,
siempre que la situación de la emisora lo justifique y se
revele al público tal circunstancia. En ambos casos se
requerirá la previa autorización de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, la cual procederá cuando a su
juicio se acredite que no se afectan los intereses del pú-
blico inversionista.

II. Se fusionen o escindan, siempre que la sociedad fu-
sionante o escindida por lo menos mantenga la propor-
ción original de acciones ordinarias de la fusionada o es-
cindente. En el evento de que la sociedad fusionada o
escindente adicionalmente cuente con alguna cláusula
de las referidas en el artículo 48 de la presente Ley, la
sociedad fusionante o escindida podrá incorporar la
misma cláusula en sus estatutos sociales en el acto de su
constitución, sin que le resulte aplicable dicho precepto
legal.

Noveno.- A partir de la entrada en vigor de esta Ley, se
abrogan las “Reglas para la Organización del Registro Na-
cional de Valores e Intermediarios” publicadas en el Diario
Oficial de la Federación de 13 de abril de 1993.

Los asientos registrales de cualquier tipo que constan en el
Registro Nacional de Valores a que se refiere el artículo 10
de la Ley del Mercado de Valores que se abroga mediante
la presente Ley, se entenderán como hechos en el Registro
a que se refiere el artículo 70 de esta Ley. Asimismo, los
asientos registrales realizados con anterioridad al 1 de ene-
ro de 1996, se mantendrán en los legajos a que aludían las
Reglas mencionadas en el párrafo anterior, mientras que
los posteriores a dicha fecha se harán constar en los folios
electrónicos que prevé esta Ley.
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Las referencias que otras leyes, reglamentos o disposicio-
nes administrativas hagan a la sección valores del Registro
Nacional de Valores, se entenderán hechas al Registro pre-
visto en el artículo 70 de esta Ley.

Los valores inscritos exclusivamente en la sección especial
del Registro Nacional de Valores, podrán ser objeto de in-
termediación en el territorio nacional, siempre que se dé
cumplimiento a lo establecido en el artículo 9 de esta Ley.

Décimo.- Los artículos 7, segundo párrafo, 71, segundo pá-
rrafo, y 80 de la presente Ley, entrarán en vigor a los cien-
to ochenta días naturales siguientes a aquél en que entre en
vigor la Ley. Hasta en tanto entren en vigor los citados ar-
tículos, la oferta de suscripción o venta en el extranjero de
valores emitidos en los Estados Unidos Mexicanos o por
personas morales mexicanas, estará sujeta a la inscripción
de los valores en el Registro Nacional de Valores, en los
mismos términos y con las salvedades previstas para la sec-
ción especial en la Ley del Mercado de Valores que se
abroga por virtud de esta Ley.

Décimo Primero.- En tanto la Comisión reconozca las
normas y procedimientos de auditoría a que hacen referen-
cia los artículos 87, fracción I y 352, fracción IV de esta
Ley, las personas morales que presten servicios de audito-
ría externa a emisoras o entidades financieras, en términos
del presente ordenamiento legal, deberán prestar sus servi-
cios con base en las normas y procedimientos expedidos en
la materia por el Instituto Mexicano de Contadores Públi-
cos, A.C.

Décimo Segundo.- A la fecha de entrada en vigor de la
presente Ley quedarán abrogadas las “Condiciones para la
procedencia del registro y autorización de oferta pública de
títulos de deuda que emitan organismos financieros multi-
laterales a los que pertenezca México” y las “Condiciones
para la procedencia del registro y autorización de oferta pú-
blica de acciones de emisoras extranjeras en el país”, pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación el 14 de sep-
tiembre de 2000 y 20 de marzo de 2002, respectivamente.

Décimo Tercero.- Las casas de bolsa que a la entrada en
vigor de esta Ley operen al amparo de la inscripción que
mantienen en la Sección de Intermediarios del anterior Re-
gistro Nacional de Valores e Intermediarios vigente hasta el
2 de junio de 2001, o en virtud de estar autorizadas para or-
ganizarse y operar como tales conforme a la Ley del Mer-
cado de Valores que se abroga, se tendrán por autorizadas
en términos del artículo 114 de esta Ley.

Las casas de bolsa señaladas en el párrafo anterior queda-
rán sujetas a lo previsto en esta Ley y disposiciones de ca-
rácter general que emanen de ella.

Décimo Cuarto.- Las casas de bolsa deberán prever en los
contratos que celebren a partir de la entrada en vigor de es-
ta Ley, así como en la demás documentación relativa, las
restricciones señaladas en la fracción III del artículo 136 de
la misma que, en su caso, resulten aplicables.

Décimo Quinto.- Para efectos de lo previsto en la fracción
IV del artículo 136 de esta Ley, las obligaciones subordi-
nadas que las casas de bolsa hayan emitido con anteriori -
dad a la entrada en vigor de la misma, se regirán por las
disposiciones vigentes al momento de su emisión.

Décimo Sexto.- Hasta en tanto la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público o la Comisión Nacional Bancaria y de Va -
lores, según corresponda, publiquen el importe del capital
social mínimo con que deberán contar las casas de bolsa,
bolsas de valores, instituciones para el depósito de valores
y contrapartes centrales de valores, dichas entidades finan-
cieras deberán cumplir con el capital social mínimo que, en
su caso, resulte exigible conforme a lo establecido con an-
terioridad a la entrada en vigor de esta Ley.

Décimo Séptimo.- El requisito a que hace referencia el ar-
tículo 184, último párrafo, de la presente Ley será exigible
a los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada
en vigor de la misma. 

Décimo Octavo.- Las casas de bolsa deberán dar cumpli-
miento a lo previsto en los artículos 190 y 191 de esta Ley,
dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a su
entrada en vigor.

Las personas físicas que a la entrada en vigor de esta Ley
gocen de la autorización para operar en bolsa o para cele-
brar operaciones con el público de asesoría, promoción,
compra y venta de valores, se entenderán por autorizacio-
nes para actuar en términos del artículo 193 de la misma,
según corresponda, quedando sujetas a lo previsto en el
presente ordenamiento legal y demás disposiciones que
emanen de éste.

Décimo Noveno.- Los contratos de caución bursátil celebra-
dos conforme a lo establecido en el artículo 99 de la Ley del
Mercado de Valores que se abroga por virtud de esta Ley,
continuarán rigiéndose para su cumplimiento y ejecución
por las disposiciones vigentes en la fecha de su celebración.
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Vigésimo.- Las asociaciones gremiales que hubieren sido
reconocidas como organismos autorregulatorios al amparo
de la Ley del Mercado de Valores que se abroga, podrán
seguir operando con ese carácter sin necesidad de nuevo
reconocimiento por parte de la Comisión, quedando en lo
futuro sujetas a lo previsto en esta Ley y demás disposicio-
nes de carácter general que emanen de ella.

Vigésimo Primero.- Las bolsas de valores, instituciones
para el depósito de valores y contrapartes centrales de va-
lores que a la entrada en vigor de la presente Ley gocen de
concesión para actuar con el referido carácter, podrán con-
tinuar operando sin necesidad de obtener nueva concesión,
quedando en lo futuro sujetas a esta Ley y demás disposi-
ciones de carácter general que emanen de ella, sin perjui-
cio de que los términos, condiciones y obligaciones conte-
nidos en los títulos de concesión correspondientes que no
se opongan a lo establecido en esta Ley sigan siendo apli-
cables.

Vigésimo Segundo.- Las bolsas de valores, instituciones
para el depósito de valores y contrapartes centrales de va-
lores podrán seguir aplicando los aranceles autorizados por
la Comisión previo a la entrada en vigor de esta Ley hasta
que pretendan modificarlos, en cuyo caso deberán ajustar-
se a los dispuesto por la presente Ley.

Vigésimo Tercero.- Las personas que gocen de autoriza-
ción para operar mecanismos para facilitar operaciones con
valores en términos de lo previsto por el artículo 41, frac-
ción IX, de la Ley del Mercado de Valores que se abroga
mediante esta Ley, se reputarán como autorizadas para
continuar operando en los términos que establece el artícu-
lo 253 de esta Ley, quedando sujetas en lo futuro a lo pre-
visto por ésta. 

Vigésimo Cuarto.- Los proveedores de precios y las insti-
tuciones calificadoras de valores que a la entrada en vigor
de esta Ley gocen de autorización para actuar con el refe-
rido carácter, se tendrán por autorizadas para continuar
operando en los términos que establecen los artículos 323
y 334 de la presente Ley, quedando sujetas en lo futuro a lo
previsto por ésta.

Vigésimo Quinto.- Los proveedores de precios y las insti-
tuciones calificadoras de valores que a la entrada en vigor
de la presente Ley gocen de autorización para operar con
tal carácter, contarán con un plazo de ciento ochenta días
naturales, contado a partir de la entrada en vigor de esta
Ley, para contar con el código de conducta a que hacen re-

ferencia los artículos 326 y 336 de la misma, según corres-
ponda.

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores.— México,
DF, a 27 de abril de 2005.— Sen. César Jáuregui Robles (rúbrica), Vi -

cepresidente en funciones de Presidente; Sen. Yolanda E. González
Hernández (rúbrica), Secretaria.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti -
tucionales.— México, DF, a 27 de abril de 2005.— Arturo Garita, Se -

cretario General de Servicios Parlamentarios.»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se
turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DEL INSTITUTO 
NACIONAL DE LAS MUJERES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara
de Senadores.— México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene MINUTA PRO-
YECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA LEY
DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES.

Atentamente.

México, DF, a 27 de abril de 2005.— Sen. César Jáuregui Robles (rú -

brica), Vicepresidente en funciones de Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

QUE REFORMA LA LEY DEL INSTITUTO NACIO-
NAL DE LAS MUJERES.

Artículo Unico.- Se adicionan dos párrafos finales al artícu-
lo 5; se reforman las fracciones VI, VII y XXV del artículo
7; se adiciona una fracción XVII para que la actual pase a
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ser XVIII y se reforma esta última; se reforman las frac-
ciones I y V del artículo 26; se reforma el artículo 28; se re-
forma la denominación del capítulo VII, y se reforma el se-
gundo párrafo del artículo 30, todos de la Ley del Instituto
Nacional de las Mujeres, para quedar como sigue:

Artículo 5. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

...

...

...

...

...

...

...

...

...

Ley de Igualdad: Ley General para la Igualdad entre Muje-
res y Hombres.

Sistema: Sistema Nacional para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres.

Artículo 7. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones:

I.- a V ...

VI. Proponer, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo,
el Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres y, evaluar periódica y sistemáticamente la ejecu-
ción del mismo; 

VII. Establecer y concertar acuerdos y convenios con las
autoridades en los tres niveles de gobierno para promover,
con la participación, en su caso, de los sectores social y pri-
vado, las políticas, acciones y programas que se establez-
can en el Programa Nacional para la Igualdad entre Muje-
res y Hombres;

VIII.- a XXIV ...

XXV. Las demás que le señale la Ley General para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres y el Estatuto Orgánico
del Instituto.

Artículo 13. Para el cumplimiento de las atribuciones del
Instituto, la Junta de Gobierno tendrá las siguientes facul-
tades:

I.- a XVI ...

XVII. La coordinación del Sistema Nacional para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, y

XVIII.- Las demás que le atribuya esta Ley, la Ley Gene-
ral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, y el Estatu-
to Orgánico del Instituto.

Artículo 26.- El Consejo Consultivo colaborará con el Ins-
tituto en los casos siguientes:

I. Fungir como órgano de asesoría y consulta del Instituto
en lo relativo al Programa Nacional para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres y en los demás asuntos en materia de
equidad de género y mujeres que sean sometidos a su con-
sideración;

II a IV ...,y

V. Las demás que determine la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, el Estatuto Orgánico del Ins-
tituto y demás disposiciones aplicables.

Artículo 28.- El Instituto solicitará a las y los titulares de
las dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, las y los titulares de los órganos de impartición de
justicia federal, así como las y los titulares de la Junta de
Coordinación Política de ambas Cámaras del Congreso de
la Unión la información pertinente en materia de equidad
de género y de las mujeres, así como su colaboración den-
tro del área de su competencia, en la elaboración, ejecución
y seguimiento del Programa para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres.

CAPITULO VII
DEL CUMPLIMIENTO DEL PROGRAMA

NACIONAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJE-
RES Y HOMBRES.

Artículo 30. ...

Como resultado de la evaluación del Programa Nacional
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, el Instituto po-
drá emitir opiniones y propuestas dirigidas a los legislado-
res, autoridades, y servidores públicos a que se refiere el
párrafo anterior, relacionadas con la ejecución del citado
programa.
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TRANSITORIOS

UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores.— México,

DF, a 27 de abril de 2005.— Sen. César Jáuregui Robles (rúbrica), Vi -

cepresidente en funciones de Presidente; Sen. Sara I. Castellanos Cor-
tés (rúbrica), Secretaria.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti -

tucionales.— México, DF, a 27 de abril de 2005.— Arturo Garita, Se -

cretario General de Servicios Parlamentarios.»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se
turna a la Comisión de Equidad y Género.

LEY DE DESARROLLO 
SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZUCAR

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara
de Senadores.— México, DF.   

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artícu-
lo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, me permito remitir a ustedes el expediente que
contiene minuta proyecto de Ley de Desarrollo Sustentable
de la Caña de Azúcar.

Atentamente.

México, DF, a 27 de abril de 2005.— Sen. César Jáuregui Robles (rú -
brica), Vicepresidente en funciones de Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo Único.- Se expide la Ley de Desarrollo Sustenta-
ble de la Caña de Azúcar

LEY DE DESARROLLO 
SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZÚCAR.

TITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Se expide la presente Ley en el marco de los
artículos 25 y 27, fracción XX, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones
que resultan aplicables.

Artículo 2.- Sus disposiciones son de interés público y de
orden social, por su carácter básico y estratégico para la
economía nacional en términos de la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable, tiene por objeto normar las actividades
asociadas a la agricultura de contrato y a la integración sus-
tentable de la caña de azúcar, de los procesos de la siem-
bra, el cultivo, la cosecha, la industrialización y la comer-
cialización de la caña de azúcar, sus productos,
subproductos, coproductos y derivados.

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Abastecedores de Caña: Los productores, personas físi-
cas o morales, cuyas tierras se dediquen total o parcial-
mente al cultivo de la caña de azúcar para uso industrial y
que tengan celebrado un Contrato Uniforme sancionado
por el Comité de Producción y Calidad Cañera correspon-
diente o un contrato de condiciones particulares.

II. Cámara Azucarera: La Cámara Nacional de las Indus-
trias Azucarera y Alcoholera;

III. Ciclo Azucarero: El periodo comprendido del 1 de oc-
tubre de un año al 30 de septiembre del año siguiente;

IV. Comisión Intersecretarial: La Comisión Intersecretarial
de Desarrollo Rural Sustentable;

V. Comité Nacional: El Comité Nacional para el Desarro-
llo Sustentable de la Caña de Azúcar;

VI. Comité Regional: Cada uno de los Comités Regionales
para el Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar;

VII. Comité: Cada uno de los Comités de Producción y Ca-
lidad Cañera de cada Ingenio;

VIII. Contrato: El Contrato Uniforme de Compraventa y de
siembra, cultivo, cosecha, entrega y recepción de caña de
azúcar;
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IX. Industriales: Los propietarios de los Ingenios procesa-
dores de caña de azúcar;

X. Ingenio: La planta industrial dedicada al procesamiento,
transformación e industrialización de la caña de azúcar;

XI. Junta Permanente: La Junta Permanente de Arbitraje de
la Agroindustria de la Caña de Azúcar, de conformidad con
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable;

XII. Ley: La Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de
Azúcar;

XIII. Organizaciones: Las organizaciones nacionales y lo-
cales de Abastecedores de Caña de azúcar;

XIV. Padrón Nacional: El listado de los Abastecedores de
Caña del país;

XV. Plantilla: Caña en su primer ciclo de cultivo, la que se
cosecha en el primer corte;

XVI. Registro: El Servicio Nacional del Registro Agrope-
cuario, previsto por la Ley de Desarrollo Rural Sustentable;

XVII. Resoca: Segunda soca, caña que se cosecha después
de la soca;

XVIII. Secretaría: La Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;

XIX.- CICTCAÑA: Centro de Investigación Científica y
Tecnológica de la Caña de Azúcar;

XX. Soca: Caña que se cosecha después de la plantilla;

XXI. Zona de Abastecimiento: El área geográfica donde se
ubican los terrenos de los abastecedores de cada Ingenio, y

XXII. Contrato de condiciones particulares: El contrato de
compra venta, siembra, cultivo, cosecha, entrega y recep-
ción de caña de azúcar que de manera voluntaria e indivi-
dual celebren los abastecedores de caña con algún ingenio,
que pudiere estipular condiciones diferentes a las del Con-
trato Uniforme.

Artículo 4.- Las líneas de política para la agroindustria de
la caña de azúcar deberán ser consideradas y previstas en
el Programa Nacional de la Agroindustria de la Caña de

Azúcar con carácter especial, contemplando los objetivos,
las metas, las estrategias y las líneas de acción propuestas
en los programas sectoriales agropecuario, industrial y co-
mercial.

Artículo 5.- El producto azúcar de caña, por ser necesario
para la economía nacional y el consumo popular, queda su-
jeto a las disposiciones contenidas en el Artículo 7 de la
Ley Federal de Competencia Económica.

Artículo 6.- Son sujetos de esta Ley los Abastecedores de
Caña, los Industriales procesadores de la caña de azúcar y
las Organizaciones que los representan.

TITULO SEGUNDO
DE LAS AUTORIDADES Y DE LOS ORGANOS 

EN MATERIA DE LA AGROINDUSTRIA 
DE LA CAÑA DE AZÚCAR. 

CAPITULO I
De la Secretaría

Articulo 7.- La Secretaría, en coordinación con las de-
pendencias y entidades competentes de los Gobiernos Fe-
deral, Estatales y del Distrito Federal, así como de los
municipios, en el ámbito de sus atribuciones realizará lo
siguiente:

I. Dictar las políticas públicas nacionales que habrán de
aplicarse en la materia, a fin de imprimir rentabilidad, pro-
ductividad y competitividad a las actividades que regula
esta Ley, que la hagan sustentable;

II. Establecer programas para el fomento y el desarrollo de
la agroindustria de la caña de azúcar e impulsar esquemas
que propicien la inversión en el campo cañero y en la in-
dustria azucarera;

III. Gestionar los recursos que demande la ejecución de los
programas que formule para promover el mejoramiento de
la agroindustria de la caña de azúcar.

IV. Formular en coordinación con el Comité Nacional, los
programas de apoyo y financiamiento dirigidos a la agroin-
dustria de la caña de azúcar, así como las Reglas de Ope-
ración de los mismos.

V. Participar en coordinación con las autoridades corres-
pondientes, en la tramitación y/o prestación de todos los
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servicios asociados a la agroindustria de la caña de azú-
car;

VI. Establecer en coordinación con la Secretaría de Econo-
mía, las medidas para procurar el abasto nacional suficien-
te del azúcar de caña previendo la reserva estratégica que
permita el establecimiento de niveles de inventarios ade-
cuados;

VII. Proponer a la Secretaría de Economía las bases para
la fijación de precios máximos en la materia, en términos
del Artículo 7 de la Ley Federal de Competencia Econó-
mica;

VIII. Promover y encauzar el crédito en coordinación con
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para el des-
arrollo y estimulación de la producción del campo cañero,
la operación de los Ingenios y el financiamiento de los in-
ventarios de azúcar;

IX. Fomentar en coordinación con las Secretarías de Eco-
nomía y de Energía la exportación de productos, copro-
ductos, subproductos y derivados de la caña de azúcar;

X. Proponer a las Secretarías de Hacienda y Crédito Pú-
blico y de Economía cuando así se requiera, los niveles de
cuota y arancel para la importación de azúcar y sus susti-
tutos;

XI. Participar e instrumentar en coordinación con la Secre-
taría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, las accio-
nes de preservación del medio ambiente y la protección de
la biodiversidad en el campo cañero en las Zonas de Abas-
tecimiento y de los Ingenios, impulsando la ejecución de
programas de recuperación ecológica;

XII. Fomentar el consumo nacional del azúcar y de los pro-
ductos, coproductos, subproductos y derivados de la caña
de azúcar;

XIII. Establecer en coordinación con la Secretaría de Eco-
nomía un sistema integral de información de mercados y
otros servicios que consoliden el mercado doméstico y la
exportación de productos, coproductos, subproductos y de-
rivados de la caña de azúcar;

XIV. Elaborar, actualizar y difundir un banco de proyectos
y oportunidades de inversión en la agroindustria de la caña
de azúcar y sus actividades complementarias, para lo cual,

en coordinación con las dependencias o entidades compe-
tentes de los tres órdenes de gobierno, fomentará el esta-
blecimiento de empresas de los sectores social y privado
cuyo objeto social sea el aprovechamiento de la caña de
azúcar, la industrialización y comercialización de los pro-
ductos, coproductos, subproductos y derivados de la mis-
ma propiciando la competitividad y en su caso, la recon-
versión productiva;

XV. Elaborar y promover programas de productividad de
las Zonas de Abastecimiento donde se incorporen los pro-
gramas de infraestructura hidroagrícola y de caminos rura-
les;

XVI. Instrumentar el sistema de registro de las Organiza-
ciones locales y nacionales de Abastecedores de Caña, así
como de los Ingenios, dentro del Servicio Nacional del Re-
gistro Agropecuario;

XVII. Promover la conciliación y el arbitraje de las con-
troversias de la agroindustria de la caña de azúcar en los
términos del Sistema Nacional de Arbitraje que establece
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y esta Ley; y

XVIII. Las demás que esta Ley y su Reglamento establez-
can.

Artículo 8.- La Secretaría, en coordinación con el Comi -
té Nacional, deberá formular el Programa Nacional de la
Agroindustria de la Caña de Azúcar con carácter especial,
que será presentado para su aprobación al Titular del Eje-
cutivo Federal, el que deberá considerar como mínimo, el
balance azucarero y el balance general de edulcorantes,
las políticas de financiamiento de inversión para el cam-
po cañero y fábrica, las políticas comerciales, los estímu-
los fiscales y apoyos gubernamentales, la competitividad
en costos y precios, el desarrollo y aplicación de nuevas
tecnologías, los tratados comerciales celebrados con otros
países y el comportamiento del mercado nacional e inter-
nacional, con el objeto de establecer, para el corto y el
mediano plazos, los objetivos, metas, estrategias, líneas
de acción, asignación de recursos, responsabilidades, ins-
trumentos de evaluación, y mecanismos de colaboración
y coordinación interinstitucional con los gobiernos Fede-
ral, Estatales, del Distrito Federal y municipales, para
propiciar el ordenamiento, fortalecimiento y transparen-
cia en las actividades de la agroindustria de la caña de
azúcar.
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CAPITULO II
Del Comité Nacional para el 

Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar

Sección Primera
De la denominación, objeto y domicilio.

Artículo 9.- En términos de lo dispuesto en el Artículo 14
de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, se consti-
tuye el Comité Nacional para el Desarrollo Sustentable de
la Caña de Azúcar como un organismo público descentra-
lizado, dependiente de la Administración Pública Federal,
cuyo objeto será la coordinación y la realización de todas
las actividades previstas en esta Ley relacionadas con la
agroindustria de la caña de azúcar; su domicilio legal será
la Ciudad de México, Distrito Federal.

Sección Segunda
De las atribuciones

Artículo 10.- El Comité Nacional, para el cumplimiento de
su objeto, tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Proponer a la Secretaría, en los términos del Sistema Na-
cional de Planeación, los programas que resulten mas con-
venientes para la producción, industrialización y comercia-
lización de la caña de azúcar, sus coproductos,
subproductos y derivados, así como las obras de infraes-
tructura, considerando el entorno en el que se desenvuelve
el sector en el corto y en el mediano plazo;

II. Generar mecanismos de concertación entre Abastecedo-
res de Caña e Industriales;

III. Analizar el tamaño de los mercados de edulcorantes
con el propósito de instrumentar estrategias de expansión y
repliegue del azúcar de caña en sus distintas presentacio-
nes, así como sus coproductos, subproductos y derivados,
acorde con las tendencias de los mercados y las condicio-
nes del País, que a su vez permitan participar con criterios
objetivos y pertinentes en la definición de aranceles, cupos
y modalidades de importación de azúcar, coproductos,
subproductos, derivados y sustitutos;

IV. Promover alianzas estratégicas y acuerdos para la inte-
gración de los agentes económicos participantes, llevando
un registro de acuerdos, convenios y contratos de asocia-
ción en participación y coinversiones celebrados entre los
Ingenios y sus Abastecedores de Caña;

V. Evaluar las repercusiones de los tratados de libre co-
mercio en el ámbito de la agroindustria de la caña de azú-
car y proponer las medidas pertinentes;

VI. Instrumentar en coordinación con la Secretaría, un sis-
tema obligatorio de registro e informes de control semanal,
mensual y anual del comportamiento del balance azucare-
ro y de edulcorantes totales con base en el ciclo azucarero;

VII. Llevar el registro y control de niveles de producción
óptima por ingenio para contribuir a elevar la competitivi-
dad del sector;

VIII. Evaluar periódicamente el Sistema de pago de la ca-
ña por calidad uniforme y el Sistema de pago por la calidad
de la caña individual o de grupo; proponiendo los cambios
necesarios que le den viabilidad en el contexto del com-
portamiento de los mercados. Cualquier cambio necesario
deberá ser aprobado por el Pleno del Comité;

IX. Elaborar balances azucareros y de edulcorantes totales
por país, para homologar las políticas públicas de los so-
cios comerciales de nuestro país en relación con costos,
precios, subsidios, índices de productividad, fondos com-
pensatorios, estímulos fiscales, tasas de interés, políticas
crediticias, políticas comerciales, precios administrados y
de mercado que entre otros se consideren para establecer
las bases para fijar criterios de precios máximos al azúcar
de caña en el mercado nacional.

X. Conciliar entre los Ingenios del país, la distribución de
las cuotas de exportación de azúcar acordadas en los trata-
dos comerciales que México haya celebrado o celebre en el
futuro;

XI. Con base en el balance azucarero para la zafra corres-
pondiente, calcular y proponer el precio de referencia del
azúcar para el pago de la caña, llevando registro y control
de los precios nacionales del azúcar y de los precios del
mercado internacional incluidos los precios del mercado de
los Estados Unidos de América.

XII. Elaborar y aprobar las bases y cláusulas del Contrato
y en su caso, sus modificaciones;

XIII. Fomentar el sistema de pago de la caña de azúcar por
calidad individual o por grupos;

XIV. Llevar el registro nacional de los métodos de pago por
calidad de la caña adoptado por el Comité de cada ingenio,
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considerando los sistemas de determinación de los kilogra-
mos de azúcar recuperable base estándar, para efectos de
cálculo del precio de la caña;

XV. Elaborar las estadísticas de resultados de producción y
productividad de las zafras, tanto de campo como de fábri-
ca;

XVI. Proponer a los Abastecedores de Caña y a los Indus-
triales la instrumentación de un sistema de información que
permita integrar los costos de producción de la siembra, el
cultivo, la cosecha, los costos de transformación y de dis-
tribución de la caña y del azúcar, para sustentar las bases
del programa de productividad y competitividad de la
agroindustria.

XVII. Aprobar los programas de fomento que se circuns-
criban a las Zonas de Abastecimiento, autorizando su eje-
cución por conducto de los Comités.

XVIII. Promover la instalación de los Comités Regionales,
apoyados en la multifuncionalidad de las Zonas de Abaste-
cimiento, el desarrollo de los territorios rurales, comple-
mentando e integrando las actividades económicas, agríco-
las, pecuarias, forestales y pesqueras, para fortalecer el
empleo, la inversión y los programas de bienestar social
que mejoren los mínimos de bienestar de las familias cañe-
ras y de los pobladores;

XIX. Coadyuvar al estricto cumplimiento de la Ley y de
todas las disposiciones que de ella emanen, así como con-
certar acuerdos entre los distintos sectores que intervienen
en la agroindustria de la caña de azúcar para incrementar su
eficiencia y la productividad;

XX. Instrumentar un programa de desarrollo tecnológico
que articule el campo con la fábrica para elevar sus niveles
de competitividad en forma sostenible.

XXI. Aprobar el Reglamento, el programa de trabajo y el
presupuesto del Centro de Investigación Científica y Tec-
nológica de la Caña de Azúcar, recibir informes periódicos
y evaluar el cumplimiento de su desempeño, así como pro-
poner las aportaciones que hagan los Industriales, las Or-
ganizaciones nacionales y la Secretaría;

XXII. Proponer en coordinación con la Secretaría, las ac-
ciones y programas de capacitación, asistencia técnica y
transferencia de tecnología, formulándose y ejecutándose
bajo criterios de sustentabilidad, integralidad, inclusión y

participación, los cuales formarán parte del Sistema Na-
cional de Capacitación y Asistencia Técnica Rural Inte-
gral, que establece la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble.

XXIII. Recibir, analizar y evaluar los informes de los Co-
mités respecto de los programas convenidos y sus modifi-
caciones, los avances semanales y acumulados de los pro-
gramas de campo y de recepción e industrialización de
caña en fábrica, los de inicio y término de zafra, los repor-
tes de evaluación de actividades y todos aquellos que a su
juicio resulten necesarios para tomar decisiones en materia
de esta Ley; 

XXIV. Realizar revisiones, exámenes o auditorías a solici-
tud de los Comités sobre el desempeño de sus operaciones
en general o de alguna en particular.

XXV. Opinar sobre todos aquellos asuntos que sean some-
tidos a su consideración y que propicien la eficiencia ad-
ministrativa y el aprovechamiento pleno de los recursos, a
fin de alcanzar niveles de producción de azúcar satisfacto-
rios y aumentar la eficiencia y productividad en el campo
cañero y en la fábrica;

XXVI. Proponer a la instancia correspondiente todas aque-
llas reglas, definiciones y disposiciones que contribuyan a
la instrumentación de la Ley; 

XXVII. Intervenir en las consultas de carácter técnico, pre-
supuestal o programático que le sean planteadas;

XXVIII. Invitar a los centros de investigación, institucio-
nes de educación superior y organismos no gubernamenta-
les relacionados con la actividad de la agroindustria de la
caña de azúcar para escuchar su opinión de acuerdo con la
naturaleza de los asuntos a tratar y para incorporarlos al
Centro de Investigación Científica y Tecnológica de la Ca-
ña de Azúcar.

XXIX. Las demás que se señalen en esta Ley.

Sección Tercera
De los Organos de Administración 

del Comité Nacional

Artículo 11. - La administración del Comité Nacional esta-
rá a cargo de:

I.- La Junta Directiva; y
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II.- El Director General.

Artículo 12. - La Junta Directiva es la autoridad suprema
del Comité Nacional y estará integrada por:

I.- El Titular de la Secretaría, quien la presidirá;

II.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

III.- La Secretaría de Economía;

IV.- La Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Natura-
les;

V.- La Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

VI. Representantes de la Cámara Azucarera; y

VII.- Representantes de las organizaciones nacionales de
Abastecedores de Caña de azúcar.

Por cada miembro propietario habrá un suplente y contará
con las mismas facultades que los propietarios, en caso de
ausencia de éstos.

El total de integrantes de la Junta Directiva no será menor
de cinco ni mayor de quince.

Podrán integrarse a la Junta Directiva con carácter de invi-
tados y solo con derecho a voz, los servidores públicos de
la administración pública federal, estatal y municipal, que
tengan a su cargo acciones relacionadas con el objeto del
Comité Nacional, así como los representantes de organiza-
ciones privadas o sociales con actividades afines al mismo,
siempre y cuando así lo apruebe la Junta Directiva.

Artículo 13.- Las sesiones que celebre la Junta Directiva,
serán ordinarias o extraordinarias. Las sesiones ordinarias
se llevarán a cabo cuando menos cuatro veces al año en
forma trimestral y las extraordinarias las veces que sean
necesarias.

Serán válidas las sesiones cuando se encuentren presentes
la mayoría de sus miembros. En caso de ausencia del Pre-
sidente la sesión la presidirá su suplente. El Presidente o
quien presida la sesión, tendrá voto de calidad en caso de
empate.

Los acuerdos serán tomados por mayoría de votos de los
miembros presentes; de cada sesión se levantará acta cir-

cunstanciada misma que será firmada por los asistentes e
inscrita en el Registro.

Artículo 14 - La Junta Directiva tendrá las siguientes fa-
cultades y obligaciones:

I.- Establecer en congruencia con el sistema de planeación
nacional, las políticas generales y definir las prioridades a
las que deberá sujetarse el Comité Nacional para el cum-
plimiento de su objeto;

II.- Aprobar el Programa Institucional de Desarrollo y el
Programa Financiero correspondiente; los Programas de
Acción, que deriven de los programas de mediano plazo,
así como el Programa Operativo Anual del Comité Nacio-
nal, el Presupuesto de Ingresos y Egresos y sus modifica-
ciones en los términos de la legislación aplicable;

III.- Conocer y aprobar el cumplimiento del Programa Ins-
titucional de Desarrollo, de los Programas de Acción y del
Programa Operativo Anual, en correlación con el ejercicio
del presupuesto, de conformidad con las disposiciones le-
gales vigentes;

IV.- Aprobar los convenios de cooperación y desarrollo
que celebre el Comité Nacional con instituciones naciona-
les y extranjeras, así como con los sectores público, priva-
do y social, para beneficio del Comité Nacional y del sec-
tor;

V.- Aprobar la estructura orgánica del Comité Nacional y
las modificaciones que procedan a la misma;

VI.- Aprobar el Estatuto Orgánico del Comité Nacional y
las disposiciones reglamentarias que rijan su organización,
funcionamiento, control y evaluación, así como sus modi-
ficaciones;

VII.- Conocer y resolver los asuntos de su competencia de
conformidad con esta Ley, el Estatuto Orgánico y demás
disposiciones legales aplicables;

VIII.- Velar por el cumplimiento de la legislación aplicable
al Comité Nacional y en su caso, aplicar las sanciones co-
rrespondientes en los términos de la misma en el ámbito de
su competencia;

IX.- Nombrar y remover a propuesta del Director General,
a los servidores públicos del organismo que ocupen cargos
en las dos jerarquías administrativas inmediatas inferiores
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a las de aquél, así como aprobar la fijación de sueldos,
prestaciones y conceder licencias;

X.- Analizar y en su caso aprobar, los informes anual y los
trimestrales, que rinda el Director General sobre el desem-
peño del Comité Nacional, con la intervención que corres-
ponda al Comisario;

XI.- Aprobar y ajustar los precios de los bienes y servicios
que produzca o preste el Comité Nacional, a fin de incor-
porarlos a su presupuesto de ingresos;

XII.- Aprobar la concertación de los créditos para el fi -
nanciamiento del Comité Nacional, así como observar los
lineamientos que dicten las autoridades competentes en
materia de manejo de disponibilidades financieras;

XIII.- Expedir las normas o bases generales con arreglo a
las cuales de conformidad con la legislación aplicable, el
Director General cuando fuere necesario pueda disponer de
los activos fijos del Comité Nacional que no correspondan
a las operaciones propias del objeto del mismo;

XIV.- Aprobar de acuerdo con las leyes, reglamentos y de-
más disposiciones aplicables, las bases y programas gene-
rales que regulen los convenios, contratos, pedidos o acuer-
dos que deba celebrar el Comité Nacional con terceros en
obras públicas, arrendamientos, adquisiciones y prestacio-
nes de servicios relacionados con bienes muebles e inmue-
bles. El Director General y en su caso, los servidores pú-
blicos que deban de intervenir de conformidad con el
Estatuto Orgánico, realizarán tales actos bajo su responsa-
bilidad con sujeción a las directrices fijadas por la Junta
Directiva;

XV.- Autorizar a propuesta del Presidente, o cuando menos
de la tercera parte del Comité Nacional, la creación de co-
mités especializados para apoyar la programación estraté-
gica y la supervisión de la marcha normal del Comité Na-
cional, atender los problemas de administración y
organización, así como para la selección y aplicación de
adelantos científicos y tecnológicos que permitan elevar la
productividad y eficiencia;

XVI.- Aprobar, en caso de existir excedentes económicos,
la constitución de reservas y su aplicación, previa autoriza-
ción de la Comisión Intersecretarial Gasto-Financiamiento;

XVII.- Establecer con sujeción a las disposiciones aplica-
bles las normas y bases para la adquisición, arrendamiento

y enajenación de los bienes inmuebles que el Comité Na-
cional requiera para la prestación de sus servicios, con ex-
cepción de aquellos inmuebles que la ley considere de do-
minio publico;

XVIII.- Acordar con sujeción a las disposiciones legales
relativas, los donativos y pagos extraordinarios y verificar
que los mismos se apliquen a los fines señalados;

XIX.- Aprobar las normas y bases para cancelar adeudos a
cargo de terceros y a favor del Comité Nacional en los tér-
minos de ley. Cuando fuere notoriamente imposible la
practica de sus cobros, informará a las autoridades corres-
pondientes;

XX.- Aprobar anualmente previo informe del Comisario y
dictamen de los auditores externos en su caso, los estados
financieros y el estado del ejercicio del presupuesto del or-
ganismo y autorizar la publicación de los mismos;

XXI.- Controlar y evaluar la forma en que los objetivos se-
an alcanzados y la manera en que las estrategias básicas y
las metas sean cumplidas, atendiendo los informes que en
materia de control y auditoría les sean turnados, vigilando
la implantación de las medidas preventivas y correctivas a
que hubiere lugar;

XXII.- Nombrar y remover a propuesta de su Presidente, al
Secretario del órgano de gobierno, quien podrá ser miem-
bro o no de la Junta Directiva, así como designar o remo-
ver a propuesta del Director General al Prosecretario del
órgano de gobierno, quien deberá ser servidor público del
Comité Nacional; 

XXIII.- Las demás que le otorguen la presente Ley y las
disposiciones jurídico-administrativas aplicables.

Artículo 15.- El Director General será nombrado y removi-
do por el Titular del Ejecutivo Federal.

Artículo 16.- Para ser Director General se requiere:

I.- Ser mexicano por nacimiento.

II.- Ser mayor de treinta y menor de setenta años;

III.- Poseer grado académico, preferentemente vinculado a
las tareas del sector, y tener conocimientos en materia de
administración pública; y
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IV.- No ser ministro de culto religioso, militar activo, diri-
gente de partido político, representante sindical o directivo
de organismos empresariales al momento de su designa-
ción.

Artículo 17.- El Director General tendrá las siguientes fa-
cultades y obligaciones:

I.- Representar legalmente al Comité Nacional y llevar a
cabo todos los actos jurídicos y de dominio necesarios pa-
ra el cumplimiento de sus obligaciones de acuerdo con los
lineamientos que establezca la Junta Directiva, la cual po-
drá determinar en qué casos debe ser necesario su previa y
especial aprobación y también en qué casos podrá susti-
tuirse dicha representación;

II.- Presentar para su aprobación ante la Junta Directiva el
Programa Institucional de Desarrollo y el Programa Finan-
ciero correspondiente; los programas de Acción; así como
el Programa Operativo Anual y los presupuestos de Ingre-
sos y Egresos del Comité Nacional;

III.- Someter para su aprobación al órgano de gobierno, los
convenios de cooperación y desarrollo que celebre el Co-
mité Nacional con instituciones nacionales e internaciona-
les, así como con los sectores publico, privado y social, pa-
ra beneficio del Comité Nacional y del sector;

IV.- Presentar para su aprobación a la Junta Directiva, la
estructura orgánica y sus modificaciones;

V.- Someter a la consideración del órgano de gobierno pa-
ra su aprobación, el Estatuto Orgánico del Comité Nacio-
nal, así como las disposiciones reglamentarias correspon-
dientes para su organización, funcionamiento, control y
evaluación;

VI.- Elaborar los manuales de organización, procedimien-
tos y políticas del Comité Nacional y presentarlo a la Jun-
ta Directiva para su aprobación;

VII.- Dirigir el desarrollo de las actividades técnicas, sus-
tantivas y administrativas, así como de control y evalua-
ción del Comité Nacional y dictar los acuerdos pertinentes
para estos propósitos;

VIII.- Proponer a la Junta Directiva, el nombramiento o re-
moción de los dos primeros niveles de servidores públicos
del Comité Nacional inferiores al Director General, propo-
ner la fijación de sueldos y demás prestaciones y designar

al resto de los mismos, conforme a las asignaciones globa-
les del presupuesto y de gasto corriente aprobado por la
Junta Directiva, en los términos de ley;

IX.- Establecer los sistemas de control y evaluación de ges-
tión del Comité Nacional, a fin de contar con información
veraz y oportuna sobre el cumplimiento de los objetivos y
metas, así como de desempeño institucional para la toma
de decisiones y presentar a la Junta Directiva en forma tri-
mestral un informe;

X- Presentar trimestralmente y de manera anual a la Junta
Directiva, el informe de las actividades y resultados;

XI.- Promover la difusión y divulgación del sector y sus
actividades;

XII.- Establecer los mecanismos de evaluación que desta-
quen la eficiencia y la eficacia con que se desempeñe el
Comité Nacional y presentar a la Junta Directiva la evalua-
ción de la gestión escuchando al Comisario, para empren-
der acciones de mejora continua;

XIII.- Ejecutar las disposiciones generales y acuerdos de la
Junta Directiva;

XIV.- Llevar a cabo todos los actos de administración, de
dominio, para pleitos y cobranzas, con todas las facultades
que requieran cláusula especial conforme a la ley y susti-
tuir y delegar esta representación en uno o más apoderados
para que las ejerzan individual o conjuntamente;

XV.- Obligar al Comité Nacional cambiariamente, emitir y
negociar títulos de crédito y concertar las operaciones de
crédito, de conformidad con lo dispuesto por las leyes y re-
glamentos aplicables;

XVI.- Comprometer asuntos en arbitraje y realizar transac-
ciones comerciales y financieras en los términos de ley,
previa autorización del órgano competente;

XVII.- Ejercer todos los actos de representación y mandato
que sean necesarios, especialmente los que para su ejercicio
requieran cláusula especial, así como para revocar los pode-
res que otorgue, desistirse del juicio de amparo, presentar
denuncias o querellas y otorgar el perdón correspondiente;

XVIII.- Establecer mecanismos y procedimientos que per-
mitan el óptimo aprovechamiento de los bienes muebles e
inmuebles del Comité Nacional;
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XIX.- Establecer los instrumentos para controlar la calidad
de los suministros y programas de recepción, que aseguren
la continuidad en la prestación de los servicios que son ob-
jeto del Comité Nacional;

XX.- Establecer y conservar actualizados los procedimien-
tos y sistemas de información, así como su aplicación para
garantizar un servicio de calidad en el Comité Nacional;

XXI.- Establecer los instrumentos y procedimientos que
permitan que los procesos de trabajo se realicen de manera
articulada, congruente y eficaz; 

XXII.- Establecer los sistemas de registro, control y eva-
luación necesarios para alcanzar los resultados, metas y
objetivos propuestos para el corto y mediano plazos; 

XXIII.- Establecer sistemas eficientes para la administra-
ción del personal, de los recursos financieros y de los ma-
teriales que aseguren la prestación de servicios que brinde
el Comité Nacional; 

XXIV.- Establecer un sistema de indicadores que permita
evaluar la gestión de la entidad;

XXV.- Establecer los mecanismos de autoevaluación que
destaquen la eficiencia y eficacia con que se desempeñe el
Comité Nacional y presentar al órgano de gobierno por lo
menos dos veces al año la evaluación de gestión con el de-
talle que previamente acuerde con el órgano y escuchando
al Comisario público;

XXVI.- Suscribir, en su caso, los contratos colectivos e in-
dividuales que regulen las relaciones laborales de la enti-
dad con sus trabajadores; y

XXVII.- Las demás que le confiera la presente Ley y las
disposiciones legales aplicables.

Sección Cuarta
Del Patrimonio del Comité Nacional

Artículo 18.- El patrimonio del Comité Nacional se inte-
grará con:

I.- Los ingresos que obtenga por los servicios que preste en
cumplimiento de su objeto;

II.- Las aportaciones, participaciones, subsidios y apoyos
que le otorguen los gobiernos federal, estatal y municipal y

en general las personas físicas y morales para el cumpli-
miento de su objeto;

III.- Los legados, herencias y donaciones otorgadas en su
favor y los fideicomisos en los que se señale como fideico-
misario;

IV.- Los bienes muebles e inmuebles de su propiedad y los
que adquiera por cualquier titulo legal; y

V- Los intereses, rendimientos y en general, todo ingreso
que adquiera por cualquier titulo legal.

Sección Quinta
De la Vigilancia 

Artículo 19.- La vigilancia del Comité Nacional estará a
cargo de un Comisario propietario y un suplente, designa-
dos por la Secretaría de la Función Pública; lo anterior sin
perjuicio de que el Comité Nacional integre en su estructu-
ra su propio órgano interno de control.

Artículo 20.- El Comisario evaluará el desempeño general
y por funciones del Comité Nacional, realizará estudios so-
bre la eficiencia con la que se ejerzan las erogaciones de
los gastos corriente y de inversión, así como lo referente a
los ingresos y en general solicitará toda la información pa-
ra efectuar los actos que requiera el adecuado cumplimien-
to de sus funciones, sin perjuicio de las tareas que la Se-
cretaría de la Función Pública le asigne de conformidad
con la ley. Para el adecuado cumplimiento de sus funcio-
nes, la Junta Directiva y el Director General, deberán pro-
porcionar la información que solicite el Comisario.

Sección Sexta
De las relaciones laborales

Articulo 21.- Las relaciones de trabajo entre el organismo
descentralizado y su personal, se regirán por la legislación
que dispone el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

CAPITULO III
De los Comités Regionales de Desarrollo 

Sustentable de la Caña de Azúcar

Artículo 22.- En el ámbito territorial en el que quede com-
prendida cada una de las regiones que determine el Comi-
té Nacional, se promoverá la creación de los Comités Re-
gionales, para que, en concordancia con los acuerdos del
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Comité Nacional y los programas estatales y municipales
del ramo, coadyuven en el ámbito regional a la planeación,
organización, producción, competitividad y rentabilidad,
con base en la multifuncionalidad de las zonas cañeras, cir-
cunscribiendo su actuación al ámbito regional y estatal que
corresponda, en los términos de la propia Ley.

Corresponde al Comité Nacional la instalación de los Comi-
tés Regionales y la expedición de su Reglamento Interno.

CAPITULO IV
De los Comités de Producción y 

Calidad Cañera

Artículo 23.- En cada Ingenio se constituirá un Comité pa-
ra tratar todo lo concerniente a la siembra, cultivo, cosecha,
entrega, recepción y a la calidad e industrialización de la
materia prima.

Artículo 24.- Los Comités se integrarán con los represen-
tantes de los Ingenios y los representantes de los Abaste-
cedores de Caña que correspondan, bajo las siguientes re-
glas:

I. Un representante del Ingenio con facultades para tomar
decisiones, de preferencia el representante legal o gerente
general y el superintendente de campo, con el carácter de
propietario y suplente, respectivamente; quienes acredita-
rán su carácter con el nombramiento o poder notarial co-
rrespondiente; y

II. Cada una de las organizaciones locales de Abastecedo-
res de Caña tendrán un representante propietario con su
respectivo suplente, quienes acreditarán su personalidad
con el nombramiento o poder notarial correspondiente. El
Presidente o Secretario General de cada organización local,
en su caso, actuarán como propietarios, siendo el suplente
un miembro del comité ejecutivo de la organización local,
designado por el mismo.

Artículo 25.- Los acuerdos de los Comités se tomarán por
mayoría de votos, excepto los que se refieran a la determi-
nación de fechas de inicio y terminación de zafra, corte de
rendimiento de los kilogramos de azúcar recuperable base
estándar, descuentos y castigos de cañas, cañas diferidas y
cañas quedadas, así como distribución de gastos prorratea-
bles a la masa común de caña liquidable, que deberán
adoptarse por unanimidad.

Artículo 26.- Los Comités son los órganos encargados de
vigilar el cumplimiento de esta Ley, y de las reglas y defi-

niciones que acuerde el Comité Nacional y tendrán las si-
guientes facultades y obligaciones:

I. Formular para su respectiva Zona de Abastecimiento los
programas de operación de campo relativos a la siembra de
caña de azúcar; actividades agrícolas; mecanización del
campo cañero; cosecha y molienda de caña para la zafra;
conservación y mejoramiento de caminos cañeros; alber-
gues para cortadores; modificación de tarifas por trabajos
ejecutados y de tarifas de trabajos de siembra, cultivo, co-
secha, entrega y recepción de caña y de las solicitudes de
crédito en general;

II. Elaborar y modificar, en su caso, el programa semanal
de prioridades de Corte; adecuar el programa de zafra
cuando a su juicio sea conveniente y acordar la suspensión
de cortes si las condiciones lo requieren;

III. Determinar las erogaciones que, en su caso, deban ha-
cer el Industrial y/o los Abastecedores de Caña de azúcar
para cubrir costos generados por causa de interrupciones en
la zafra, incluyendo entre otros el correspondiente a los
apoyos a cortadores y fleteros;

IV. Convenir las condiciones económicas y de operación
para la transferencia de caña de azúcar de un Ingenio a
otro, cuando así se estime conveniente;

V. Expedir las órdenes de suspensión de riegos, de quemas
y de corte, así como elaborar el acta de fin de zafra dentro
de los diez días siguientes a su terminación;

VI. Determinar los descuentos por impurezas aplicables a
la caña de azúcar al ser entregada al Ingenio, en términos
de esta Ley;

VII. Determinar el monto de los castigos a que se hagan
acreedores los Abastecedores de Caña o el Industrial, en
los términos del artículo 79;

VIII. Revisar y aprobar los presupuestos de conservación y
mantenimiento de caminos cañeros;

IX. Aprobar el control y rotación de estibas de caña en el
batey del Ingenio;

X. Aprobar la distribución de todos los gastos prorratea-
bles efectuados durante los períodos de pre-zafra y zafra
que deban ser aplicados a la masa común de caña liqui-
dable;
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XI. Informar al Comité Nacional en los formatos que el
mismo expida, el avance de los programas convenidos; los
avances semanales y acumulados de los programas de cam-
po y de recepción de caña en fábrica; los reportes de eva-
luación de actividades y los cambios de programas; el ini-
cio y término de la operación de zafra y los demás que se
le soliciten;

XIII. Coadyuvar en su ámbito de acción con las medidas
necesarias que le den viabilidad a las actividades que con-
tribuyan al desarrollo sustentable de la caña de azúcar;

XIV. Integrar la información digitalizada de la Zona de
Abastecimiento con la finalidad de estar en posibilidades
de acordar lo procedente para elevar la productividad y la
producción de azúcar por hectárea; 

XV.- Solicitar al Comité Nacional la realización de revi-
siones, exámenes o auditorías sobre el desempeño de las
operaciones del Comité en general o sobre de alguna de
ellas en particular;

XVI. Informar a los Abastecedores de Caña en forma pú-
blica, clara y puntual, por conducto del representante res-
pectivo, los gastos efectuados en el ejercicio de sus funcio-
nes, especificando montos, conceptos y distribución de los
mismos; y

XVII. Las demás que les confiera la presente Ley.

Artículo 27.- Los Comités celebrarán las reuniones que se
indican a continuación:

a) Ordinarias, una vez por semana durante la zafra y cada
15 días en el tiempo de pre-zafra; y

b) Extraordinarias, cuando así lo requiera la atención de
asuntos urgentes, deberán ser convocadas, por escrito, por
cualquiera de sus miembros, debiendo acompañarse del or-
den del día correspondiente.

Artículo 28.- Cuando sin causa justificada y habiendo sido
legalmente notificado no asista alguno de los representan-
tes a una sesión ordinaria del Comité no se llevará a efecto
dicha reunión, debiendo convocarse a una nueva reunión
con tres días naturales de antelación. En caso de sesiones
extraordinarias, la convocatoria para una nueva reunión
podrá hacerse dentro de las 24 horas siguientes si el asun-
to así lo amerita.

En ambos casos se realizarán con los que asistan, siendo
los acuerdos obligatorios para todas las partes.

Artículo 29.- Todos los cargos en el Comité serán honorí-
ficos.

TITULO TERCERO 
DE LAS ORGANIZACIONES 

DE ABASTECEDORES DE CAÑA DE AZÚCAR

CAPITULO I 
Constitución y Objeto 

de las Organizaciones de Abastecedores

Artículo 30.- Los Abastecedores de Caña de los Ingenios
podrán constituir organizaciones locales y nacionales de
productores de caña para la mejor representación y defen-
sa de sus intereses.

Artículo 31.- Las organizaciones nacionales y locales de-
berán constituirse o estar constituidas conforme a lo dis-
puesto en la Ley Agraria o en las Leyes Federales, Estata-
les y del Distrito Federal vigentes, cualquiera que sea su
materia.

Artículo 32.- La Secretaría, por conducto del Registro y
con la intervención de la Junta Permanente, inscribirá las
organizaciones locales y nacionales de abastecedores que
se constituyan, asentando los datos relativos al acta consti-
tutiva y a su padrón de afiliados, los estatutos, directivas y
modificaciones de documentos, previo cumplimiento de
los requisitos señalados en esta Ley y en el reglamento co-
rrespondiente.

Una vez obtenido el registro de las organizaciones locales
y nacionales con base en lo dispuesto en esta Ley, los
Abastecedores de Caña a través de sus Organizaciones es-
tarán representados en el Comité Nacional y la Junta Per-
manente; así como en el Consejo Mexicano y los Consejos
para el Desarrollo Rural Sustentable en los municipios, en
los Distritos de Desarrollo Rural y en las entidades federa-
tivas, a que se refiere el Artículo 24 de la Ley de Desarro-
llo Rural Sustentable.

Las inscripciones realizadas en el Registro, relacionadas
con los sujetos de esta Ley, tendrán efectos de fe pública,
de conformidad con lo que establece la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable y demás disposiciones aplicables.
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CAPITULO II
De las Organizaciones 

Locales de Abastecedores de Caña

Artículo 33.- Las Organizaciones Locales de Abastecedo-
res de Caña estarán constituidas en las Zonas de Abasteci-
miento con los productores de caña que tengan celebrado
Contrato con el Ingenio que corresponda.

Artículo 34.- Las organizaciones locales que se constitu-
yan, para obtener y mantener su registro, deberán contar
con una membresía mínima equivalente al 10% del padrón
total de los Abastecedores de Caña del Ingenio de que se
trate y por lo menos con el 10% del volumen total de la ca-
ña de la Zona de Abastecimiento correspondiente, cumplir
con los requisitos establecidos en la legislación bajo la cual
adopten la figura jurídica para su constitución y deberán
estar debidamente inscritas en el Registro. Para estos efec-
tos, el Registro deberá certificar que dichos padrones cum-
plen con los requerimientos establecidos en esta Ley.

Igualmente, deberán exhibir dos copias de su acta constitu-
tiva y de sus estatutos debidamente certificados, dos copias
del acta de elección de su Comité Local vigente y dos co-
pias del padrón de Abastecedores de Caña asociados, mis-
mo que deberán actualizar anualmente.

Los abastecedores de caña que tengan celebrado un contra-
to de condiciones particulares tendrán los mismos derechos
y obligaciones que establece esta Ley.

Artículo 35.- Entre otras funciones, a las organizaciones lo-
cales de Abastecedores de Caña, les corresponderá:

I. Representar los intereses generales de sus agremiados
ante los Industriales y toda clase de autoridades y organis-
mos federales, estatales y municipales;

II. Impulsar la modernización de las Zonas de Abasteci-
miento de caña y la adopción de prácticas productivas e in-
novaciones tecnológicas que tiendan a incrementar la pro-
ductividad entre sus afiliados;

III. Promover las medidas que se estimen convenientes pa-
ra impulsar la actividad cañera en las Zonas de Abasteci-
miento de caña;

IV. Organizar el otorgamiento de servicios de orientación y
asistencia técnica, legal y administrativa relacionada con
su actividad, en beneficio de sus asociados;

V. Defender los intereses particulares de sus afiliados en
los Comités;

VI. Organizar y participar en eventos, exposiciones, confe-
rencias, seminarios y en general toda clase de actividades
que redunden en beneficio de sus afiliados;

VII. Procurar el mejoramiento de las condiciones de vida y
la actualización de los Abastecedores de Caña de azúcar
para elevar sus niveles de producción;

VIII. Procurar el mejoramiento de las condiciones de vi-
da de las familias cañeras de las Zonas de Abastecimien-
to;

IX. Promover y fomentar las figuras asociativas para el
desarrollo de proyectos productivos y de financiamiento
que contribuyan al desarrollo regional, municipal y al em-
pleo;

X.- Informar con periodicidad a los Abastecedores de Ca-
ña integrantes de su organización sobre su actuación, y el
alcance de los programas y acciones en beneficio de sus
agremiados; y

XI. Las demás que esta Ley y sus propios estatutos les se-
ñalen.

Artículo 36.- Las organizaciones cañeras locales que se
constituyan con apego a esta Ley, se podrán integrar o ad-
herir a cualquiera de las organizaciones cañeras nacionales
legalmente registradas.

CAPITULO III
De las Organizaciones Nacionales

de Abastecedores de Caña

Artículo 37.- Para la mejor atención y defensa de los inte-
reses de sus agremiados las organizaciones locales de
Abastecedores de Caña podrán constituirse en organizacio-
nes cañeras nacionales en los términos de la presente Ley.

Artículo 38.- Las organizaciones nacionales de Abastece-
dores de Caña de azúcar deberán estar debidamente inscri-
tas ante el Registro.

Para su debido registro, deberán exhibir dos copias del pa-
drón de Abastecedores de Caña asociados que deberán
actualizar anualmente. La certificación del padrón se ba-
sará en el registro de afiliaciones de sus organizaciones
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locales, sancionadas por el Comité de cada uno de los In -
genios.

Con objeto de fomentar la constitución de nuevas organi-
zaciones nacionales de Abastecedores de Caña, por única
vez el Servicio Nacional del Registro Agropecuario podrá
otorgar a organizaciones nacionales de Abastecedores de
Caña registro condicionado durante los ciclos 2005-2006 y
2006-2007, el cual podrá ser definitivo siempre y cuando
dichas Organizaciones demuestren que sus organizaciones
locales están constituidas en términos del artículo 34 de es-
ta Ley, y:

a) contar inicialmente con el 5% de la membresía del Pa-
drón Nacional de Abastecedores de Caña, el 5% de la
producción nacional de caña y tener presencia al menos en
cuatro Estados productores de caña de azúcar; y

b) contar con presencia en Estados productores de caña de
azúcar y con el porcentaje de membresía y de producción
nacional durante los ciclos azucareros siguientes:

Si en cualquier ciclo de los mencionados la organización
nacional que tenga registro condicionado acredita cumplir
con los requisitos previstos en el párrafo segundo de este
artículo, obtendrá su registro definitivo; en caso de no
cumplirlos requisitos perderá el registro condicionado.

Las organización nacional con registro condicionado, ten-
drán derecho a participar con voz y sin voto en el Comité
Nacional y en la Junta Permanente, hasta en tanto no ob-
tengan su registro definitivo.

Artículo 39.- Las organizaciones nacionales, entre otros,
tendrán por objeto:

I. Representar los intereses de sus afiliados ante cualquier
autoridad u organismo de carácter público o privado;

II. Apoyar el desarrollo y fortalecimiento de las organiza-
ciones locales afiliadas;

III. Fomentar la modernización del campo cañero nacional
y la adopción de mejoras tecnológicas;

IV. Promover la instrumentación de políticas que impulsen
el desarrollo equilibrado de la actividad cañera en nuestro
país;

V. Organizar y participar en eventos, exposiciones, confe-
rencias, seminarios y en general toda clase de actividades
que redunden en beneficio de la actividad cañera;

VI. Impulsar e instrumentar programas de capacitación y
adiestramiento para la profesionalización de los cuadros de
abastecedores, técnicos y directivos de las organizaciones
cañeras;

VII. Estudiar y promover el establecimiento y perfecciona-
miento del sistema de seguridad y prevención social en be-
neficio de las familias cañeras;

VIII. Fomentar la constitución y operación de organismos
auxiliares de crédito y servicios relacionados con la activi-
dad agropecuaria;

IX. Procurar el mejoramiento de las condiciones de vida de
las familias cañeras del país y promover el desarrollo rural
sustentable de la agroindustria de la caña de azúcar;

X. Participar en representación de los intereses de sus agre-
miados en el Comité Nacional y las instancias contempla-
das en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y en la pre-
sente Ley;

XI. Defender los intereses de sus agremiados en la Junta
Permanente, en los términos que se señalen en sus esta-
tutos y en el reglamento interno de dicha Junta Perma-
nente;

XII. Prestar los servicios públicos que les sean autorizados
o concesionados por los Gobiernos Federal, de las Entida-
des Federativas o municipales; 

XIII.- Informar con periodicidad a sus organizaciones lo-
cales y los Abastecedores de Caña afiliados sobre su ac-
tuación, y el alcance de los programas y acciones en bene-
ficio de sus agremiados; y

XIII. Las demás que le señale esta Ley y sus propios esta-
tutos.
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CAPITULO IV
Del Padrón Nacional de Abastecedores de Caña

Artículo 40.- El Padrón Nacional estará conformado por el
listado de Abastecedores de Caña del país, especificando
los Ingenios con los que tengan celebrado Contrato y la or-
ganización local y/o nacional a la que pertenezcan, así co-
mo los datos que permitan su plena identificación.

Artículo 41.- De conformidad con lo establecido en los Ar-
tículos 32, 34 y 38 de la presente Ley, corresponde al Re-
gistro la verificación del padrón de Abastecedores de Caña
de azúcar de cada Ingenio y la certificación, en su caso, de
las afiliaciones y renuncias a las organizaciones locales y/o
nacionales que les sean presentadas.

Artículo 42.- Para efectos del artículo anterior se establece
el siguiente procedimiento:

I. Los Abastecedores de Caña que tengan interés en cons-
tituir una Organización o de renunciar a la que pertenezcan,
deberán presentar la solicitud de afiliación y/o renuncia
que deberá contener lo siguiente:

a) Nombre del Abastecedor de Caña;

b) Clave de abastecedor del Ingenio de que se trate;

c) Nombre del predio, parcela, ejido o congregación, mu-
nicipio y entidad federativa a la que pertenezca;

d) Superficie contratada y volumen de caña entregada en la
zafra inmediata anterior o, en su caso, el estimado de pro-
ducción a industrializarse;

e) Número de afiliación al Instituto Mexicano del Seguro
Social;

f) Manifestación expresa de la organización local y/o na-
cional a que desee pertenecer o renunciar; y

g) Firma o huella digital del solicitante, de ser este último
el caso, se requerirá la firma de dos testigos.

II. En caso de renuncia a la Organización a la que perte-
nezca, deberá ser presentada por escrito a la misma, con
copia para el Comité, para el Registro, y para la Organiza-
ción a la que desee pertenecer en su caso. 

Artículo 43.- Una vez recibida por el Registro la documen-
tación a la que se hace referencia en el articulo anterior,

procederá a su análisis, evaluación y aprobación, en su ca-
so; de ser procedente, certificará la misma para los fines le-
gales a que haya lugar.

Artículo 44.- Los Ingenios tendrán la obligación de entre-
gar al Comité y al Registro la relación de la totalidad de sus
Abastecedores de Caña de azúcar anualmente o cuando así
se les requiera, especificando la agrupación a que corres-
pondan.

Artículo 45.- Cuando exista duplicidad de una afiliación, el
Registro pedirá al Comité que cite al Abastecedor de Caña
de azúcar para que, de manera personal, manifieste a qué
Organización desea pertenecer, certificando tal decisión.

En caso de que el Abastecedor de Caña de azúcar no atien-
da el citatorio sin causa que lo justifique, se le considerará
no afiliado a Organización alguna.

Artículo 46.- Las solicitudes de afiliación y/o renuncia que
se presenten antes del inicio del Ciclo Azucarero, surtirán
efecto a partir del inicio del mismo.

Si se presentaran una vez iniciado el Ciclo Azucarero ten-
drán efectos jurídicos hasta el inicio del siguiente.

Artículo 47.- Los padrones de Abastecedores de Caña de
azúcar por Ingenio se actualizarán anualmente; de no pre-
sentarse modificación alguna una vez iniciado el Ciclo
Azucarero, prevalecerá el padrón del Ciclo anterior.

Artículo 48.- Las afiliaciones que hayan sido certificadas
se incluirán en el registro del Padrón Nacional cuando
cuenten con la aprobación de la Organización a la que des-
een pertenecer.

Artículo 49.- El Padrón nacional servirá de base para fo-
mentar y fortalecer los programas y acciones de Gobierno
orientados a la modernización y desarrollo de las zonas de
abastecimiento.

TITULO CUARTO
DE LAS RELACIONES CONTRACTUALES

CAPITULO I
Del Contrato Uniforme

Articulo 50.- El Contrato que deben celebrar los Industria-
les con los Abastecedores de Caña es el instrumento jurídi-
co que regula las relaciones entre ambos respecto de la
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siembra, el cultivo, la cosecha y la industrialización de la
caña de azúcar; será uniforme para todos los Ingenios del
país, se sujetará a los términos que se establecen en esta
Ley y requerirá la sanción del Comité correspondiente, en-
tregándose copia del mismo a las partes.

Deberá contener, como mínimo la personalidad de los con-
tratantes, la identificación del Ingenio y del terreno contra-
tado para producción de caña de azúcar, la vigencia del
Contrato, la forma de pago de la caña, el pago de intereses
ordinarios o moratorios, las causales de rescisión, el some-
timiento expreso de las partes a los acuerdos del Comité
Nacional y del Comité, así como a la jurisdicción de la Jun-
ta Permanente.

El Comité Nacional elaborará el formato del Contrato.

Artículo 51.- La rescisión de algún Contrato solo podrá
darse por la voluntad de las partes; cuando el Ingenio o
el Comité estimen que existen causales de rescisión, pro-
cederá a someter el caso a la Junta Permanente para su
resolución definitiva. Igualmente, los abastecedores po-
drán recurrir a dicha Junta Permanente cuando se les res-
cinda su Contrato sin existir previamente resolución de
la misma.

Artículo 52.- Los Contratos que celebren los Abastecedo-
res de Caña de azúcar e Industriales deberán tener en con-
sideración para su vigencia, la naturaleza del ciclo de la ca-
ña de azúcar, contemplándose en los que se refieran a
nuevas siembras, una vigencia mínima obligatoria de cua-
tro cortes y de un año para los Ciclos de Soca y Resoca,
conservando el Abastecedor de Caña el derecho de recon-
tratar la misma superficie al término de la vigencia o susti-
tuirla por una superficie igual, de similares o mejores con-
diciones de producción, previa aprobación del Comité
respectivo.

En los casos de operaciones de compra venta de la superfi -
cie sembrada con caña de azúcar, el adquiriente conserva-
rá, si así lo desea, la relación contractual de la misma con
el Ingenio.

Artículo 53.- Cuando el Contrato considere el otorgamien-
to de créditos, el industrial actuará como retenedor, en este
caso, a  solicitud de las Organizaciones y mediante acta del
Comité,  retendrá de los alcances de los Abastecedores de
Caña de azúcar los montos que se le indiquen, efectuando
los enteros  al acreedor financiero 

En los casos en que se convenga con los industriales para
que actúen como retenedores no quedarán obligados a re-
tener y enterar importes de crédito que no hayan sido pac-
tadas por conducto de las instituciones integrantes  del Sis-
tema Bancario Mexicano o de las Organizaciones y
Actividades Auxiliares de Crédito.

Artículo 54.- En el Contrato se establecerán los mecanis-
mos necesarios para garantizar el pago oportuno de los al-
cances que correspondan a los Abastecedores de Caña.

Sin embargo, en caso de concurso mercantil de los Indus-
triales sin liquidez o de imposibilidad de acceso a créditos
para cubrir sus obligaciones contractuales con los Abastece-
dores de Caña, éstos serán considerados acreedores con ga-
rantía real en los términos de lo dispuesto en los Artículos
217, Fracción II, y 219 de la Ley de Concursos Mercantiles.

Artículo 55.- Los contratos que de manera voluntaria cele-
bren los Ingenios y los Abastecedores de Caña en materia
de coinversión, de constitución de asociaciones o cualquier
otro contrato para aumentar la inversión, la productividad,
la eficiencia y la diversificación del campo cañero, para
que surtan efectos deberán ser registrados previamente an-
te la Junta Permanente.

Artículo 56.- Los Ingenios y sus Abastecedores de Caña se
someterán expresamente a la jurisdicción de la Junta Per-
manente con el objeto de dirimir las controversias que sur-
jan con motivo del incumplimiento de lo establecido en la
presente Ley y del Contrato que celebren y demás disposi-
ciones derivadas y relacionadas.

CAPITULO II
Del Sistema de Pago

Artículo 57.- El precio de la caña de azúcar regirá anual-
mente, de acuerdo al precio de referencia del azúcar que
proponga el Comité Nacional, y publique la autoridad
competente en el Diario Oficial de la Federación en el mes
de octubre del primer año de cada zafra.

Artículo 58.- Cuando la caña de azúcar se destine a la pro-
ducción de azúcar, su precio deberá referirse al azúcar re-
cuperable base estándar, a razón del 57% del precio de re-
ferencia de un kilogramo de azúcar base estándar.

El precio de referencia de un kilogramo de azúcar base es-
tándar se determinará como el promedio ponderado del
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precio nacional del azúcar estándar al mayoreo, más el pre-
cio promedio de las exportaciones de azúcar realizadas en
el Ciclo Azucarero de que se trate.

Para efectos del párrafo anterior, el precio nacional del azú-
car estándar al mayoreo se determinará con base en el mo-
nitoreo del Sistema Nacional de Información de Mercados,
o del mecanismo que lo sustituya acordado por el Comité
Nacional y el precio promedio de las exportaciones del
azúcar se calculará con base en los registros del balance
azucarero que determinen, a partir de la producción y con-
sumos nacional del azúcar, los excedentes netos exporta-
bles de azúcar nacional y por ingenio, de donde se obten-
drá la variación porcentual del componente de exportación
del precio del azúcar.

El precio de referencia será el que se obtenga como pro-
medio ponderado de ambos precios.

Artículo 59.- En virtud de la diversificación productiva que
pueda darse en esta agroindustria, por mutuo acuerdo de
los Abastecedores de Caña y los Industriales de un Ingenio
específico, podrán acordar modificaciones o la sustitución
del sistema de pago contemplado en el artículo anterior,
cuando la caña se utilice para obtener bienes distintos al
azúcar, previa aprobación del Comité Nacional y la sanción
de la Secretaría de Economía.

Artículo 60.- Para determinar el monto que debe pagarse
con base en la calidad de la caña conforme a un contenido
de azúcar recuperable base estándar uniforme en cada In-
genio, se deberá cumplir con lo siguiente:

I. Al concluir la molienda de un Ingenio, se determinará el
promedio ponderado del azúcar recuperable base estándar
conforme al total de la caña neta molida en la zafra de que
se trate, calculado en kilogramos de azúcar base estándar
por tonelada, utilizando al efecto el informe final concilia-
do por los técnicos representantes de los Abastecedores de
Caña e Industriales, resultados que deberán quedar asenta-
dos en el informe oficial de corrida final; y

II. El azúcar recuperable base estándar se calculará en
función de los siguientes elementos: el porcentaje de pol
en caña, el porcentaje de fibra en caña y la pureza del ju-
go mezclado que registre el informe diario conciliado
por los técnicos representantes de los Abastecedores de
Caña e Industriales, resultados que deberán quedar asen-
tados en los informes oficiales de corrida semanal, con-
siderando además una eficiencia mínima de fábrica de

82.37%, aplicada a una calidad específica de caña de ca-
da Ingenio.

Artículo 61.- Los Ingenios pagarán la caña conforme a las
siguientes reglas:

I. Una preliquidación equivalente al 80 % de la caña neta
recibida sobre la base del promedio ponderado del porcen-
taje de azúcar recuperable base estándar obtenido en las
cinco zafras anteriores, calculados con respecto a la caña
neta industrializada, debiendo descontarse sus obligaciones
crediticias y aportaciones que correspondan con venci-
miento en la zafra de que se trate. La preliquidación debe-
rá cubrirse al precio vigente el día 15 de cada mes cuando
la terminación del corte de la caña por Contrato sea en la
segunda quincena del mes anterior, y el día último del mes
cuando la terminación del corte de la caña por Contrato sea
en la primera quincena del mismo mes; y

II. Una liquidación final equivalente a la diferencia entre el
total de kilogramos de azúcar recuperable base estándar
obtenidos y los kilogramos considerados en la preliquida-
ción respectiva; del saldo deberán descontarse las obliga-
ciones pendientes que no se hubieren descontado durante la
preliquidación. Este saldo deberá pagarse con el precio vi-
gente, en un plazo no mayor a treinta días naturales conta-
dos a partir del día de la terminación de la zafra.

Artículo 62.- Si existiere acuerdo del Comité respectivo
para determinar el monto que debe pagarse a los Abastece-
dores de Caña, conforme a un contenido de azúcar base es-
tándar individual y/o por grupos de Abastecedores de Ca-
ña organizados en frentes de corte o unidades de cosecha,
se deberá cumplir con lo siguiente:

I. El azúcar recuperable base estándar se calculará median-
te el análisis de las muestras tomadas con un sistema de
muestreo representativo a través de una sonda mecánica u
otro implemento idóneo instalado en el patio de muestreo;

II. El cálculo del azúcar base estándar se hará en función de
los siguientes elementos: la pol de la caña o porcentaje de
sacarosa, la pureza del jugo extraído por una prensa hi -
dráulica u otro mecanismo idóneo y la fibra en caña, obte-
nida a partir del peso de la torta residual del bagazo que
arroje el mecanismo de muestreo para referirlo a la fibra en
caña, considerando además una eficiencia dada de fábrica no
menor a 82.37% respecto a una calidad específica de caña
entregada por cada Abastecedor de Caña o grupo de abaste-
cedores, conforme a los lineamientos correspondientes; y
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III. La toma de muestras se llevará a cabo aleatoriamente,
debiendo existir representatividad de la caña de los Con-
tratos a los que se vaya a aplicar esa muestra, de acuerdo
con la normatividad respectiva. El Comité establecerá los
métodos de agrupamiento y muestreo de las cañas entre-
gadas.

Artículo 63.- Cuando sea aplicable el sistema referido en el
Artículo 62 de esta Ley, los Ingenios pagarán la caña reci-
bida de la siguiente manera:

I. Una preliquidación equivalente al 85% del azúcar recu-
perable base estándar determinado, que deberá pagar al
precio vigente el día quince de cada mes cuando la termi-
nación del corte de caña por Contrato sea en la segunda
quincena del mes anterior y el último día del mes cuando
la terminación del corte sea en la primera quincena del mis-
mo, debiendo descontarse sus obligaciones crediticias y
aportaciones que correspondan con vencimiento en la zafra
de que se trate; y

II. Una liquidación final equivalente al 15 % del azúcar re-
cuperable base estándar cuyo monto deberá pagarse en un
plazo no mayor de treinta días naturales al precio vigente a
partir de la terminación de la zafra, debiendo descontarse
las obligaciones crediticias y aportaciones que correspon-
dan que no se hubieren descontado durante la preliquida-
ción.

Artículo 64.- Para el cálculo del precio de la tonelada de
caña de azúcar utilizando tanto el sistema de determinación
del azúcar recuperable base estándar uniforme, como el in-
dividual o por grupos, se considerarán hasta milésimas de
kilogramos de azúcar recuperable base estándar con rela-
ción a la caña neta.

Artículo 65.- Para el pago individual por calidad de la ca-
ña de azúcar descrito en el Artículo 62 de esta Ley, el Co-
mité que corresponda presentará para su aprobación al Co-
mité Nacional, el programa, la fecha y la viabilidad
financiera y tecnológica de la sonda mecánica o la tecnolo-
gía que decidan adoptar, siempre y cuando la misma ga-
rantice, en términos de equidad y medición, la calidad de la
caña y el procedimiento como deberá pagarse. El Comité
Nacional dará respuesta en un plazo razonable.

Artículo 66.- Los Industriales estarán obligados a entregar
semanalmente, un ejemplar del Informe Oficial de Corrida
Semanal al Comité Nacional, a la Junta Permanente, a la

Cámara Azucarera y a las organizaciones nacionales y lo-
cales de Abastecedores de Caña.

CAPITULO III
De las Características de la Caña como 

Materia Prima para la Industria 
Azucarera

Artículo 67.- Por caña de azúcar como materia prima pa-
ra la industria azucarera se entiende la parte del tallo
comprendido entre el entrenudo mas cercano al surco y el
ultimo entrenudo superior desarrollado, correspondiente
a la sección entre los entrenudos 8 y 10, desprovisto, ad-
herido o no, de otras porciones de la gramínea o de tierra,
así como los objetos extraños de cualquier naturaleza que
sean.

Artículo 68.- La pol o sacarosa aparente es en sí lo que da
valor a la caña de azúcar como materia prima de la agroin-
dustria de la caña de azúcar y se distribuye en su mayor
proporción en la parte del tallo que ha alcanzado su total
desarrollo fisiológico, desde su base hasta los entrenudos 8
a 10. Los entrenudos 8 a 10 en una caña normalmente des-
arrollada se localizan contando las hojas de la punta hacia
abajo, siendo la número uno la que empieza a desenvol-
verse.

La parte del tallo superior de esos entrenudos 8-10 se de-
nomina cogollo o punta y no tiene valor como materia pri-
ma para la industria azucarera, quedando en propiedad del
cañero después de la cosecha.

Artículo 69.- Quedarán comprendidos dentro de la deno-
minación basura, materias extrañas o impurezas: las vainas
y hojas o tlazole, puntas o cogollos incluyendo la banderi-
lla o inflorescencia, tallos de desarrollo insuficiente cono-
cidos como mamones o chupones, yemas germinadas o la-
las, raíces sueltas o adheridas al tallo, tierra, piedras y
cualquier otra materia distinta a la caña de azúcar.

Artículo 70.- Por caña programada se entenderá aquella
que esté comprendida dentro de las fechas de corte según
el programa previo aprobado por el Comité, debidamente
actualizado durante el desarrollo de la zafra y cubierta por
su respectiva orden de quema en su caso, de corte y/o de
suspensión de riegos, con base en su índice de madurez.

Artículo 71.-Se entiende por caña bruta el peso de la caña
en báscula sin descuento alguno.
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Artículo 72.- Se entiende por caña neta el resultado que se
obtiene de deducir de la caña bruta cualquier cantidad en
kilogramos correspondiente a basura o materia extraña.

Artículo 73.- Al momento de su recepción en el batey del
Ingenio, la caña de azúcar deberá tener la condición y las
características siguientes:

I. Estar comprendida dentro de los programas de corte
oportunamente establecidos, de acuerdo a su índice de ma-
durez;

II. Ser fresca, en el momento de su entrega, entendiéndo-
se por ello no más de 72 horas después de su corte en el
caso de caña cruda y no mas de 48 horas después de su
quema;

III. Deberá estar despuntada inmediatamente arriba de la
sección 8-10 que es la parte de madurez mas reciente. En
el caso de cañas afectadas por heladas, el despunte se hará
en el límite entre la parte sana y la parte dañada, de acuer-
do con el grado de daño sufrido;

IV. En caso de cañas afectadas por sequía, inundación, ci-
clones y plagas, merecerán consideración especial, de-
biéndose llevar a cabo una investigación técnica por par-
te del Comité respectivo, a fin de conocer el grado de
deterioro de esa caña, para dictar la resolución que sea
conducente; y

V. Estar constituida por los tallos de caña limpios de basu-
ra, materias extrañas o impurezas.

Artículo 74.- Cuando la caña cruda rebase las 72 horas des-
de su corte, por causas imputables al Abastecedor de Caña
de azúcar, será sujeta a un castigo hasta el 10 % de su va-
lor durante las primeras 24 horas siguientes y hasta el 20 %
de su valor durante las 24 horas posteriores que dictamina-
rá el Comité. La recepción de caña con mayor tiempo de lo
antes señalado será motivo de análisis para determinar su
deterioro y en su caso, el castigo correspondiente que esta-
blecerá el citado Comité.

Artículo 75.- Cuando la caña rebase las 48 horas después
de su quema sin ser entregada en el batey, por causas im-
putables al Abastecedor de Caña de azúcar, será sujeta a un
castigo hasta del 10 % ciento de su valor durante las pri-
meras 24 horas posteriores siguientes y hasta el 20 % de su
valor durante las 24 horas posteriores, que dictaminará el
Comité. La recepción de la caña con mayor tiempo de lo

antes señalado, será motivo de análisis para determinar su
deterioro y en su caso, el castigo correspondiente que esta-
blecerá el citado Comité.

Articulo 76.- Para el caso de los dos artículos anteriores,
cuando el deterioro de la caña por demoras en su entrega
sea por causas no imputables al Abastecedor de Caña de
azúcar, tales como fenómenos meteorológicos, incendios o
explosiones, el Comité resolverá lo conducente.

Artículo 77.- Para la organización de la cosecha en general,
las cañas no programadas se sujetarán a los procedimientos
siguientes:

I. Cuando el Abastecedor de Caña de azúcar sin orden de
corte y sin autorización del Comité coseche su caña, ésta
podrá no ser recibida por el Ingenio; y

II. Cuando por causa accidental una superficie con caña
desarrollada se queme sin orden de corte, será castigada
hasta con el 10% de su valor sin perjuicio de otros des-
cuentos y/o castigos que le pudiera corresponder. El Comi-
té, previa investigación de las causas que hayan provocado
el accidente, determinará dicho castigo.

Artículo 78.- Para la evaluación de basura, materia extraña
o impurezas en la caña de azúcar destinada a la industria
azucarera, se adoptará el siguiente procedimiento:

I. La evaluación del porcentaje de basura, materia extraña
o impurezas se hará bajo la dirección y responsabilidad del
Comité, por muestreos físicos en batey o en campo.

La evaluación en por ciento será el cociente resultante de
dividir el peso de basura y materias extrañas entre el peso
bruto de la muestra de caña, multiplicado por 100. El total
de basura y materia extraña se obtendrá al separar de los ta-
llos y pesar en báscula: tlazole, raíces, mamones, cogollos,
partes del tallo dañadas por heladas, tierra y materiales aje-
nos a la caña que resulten de limpiar cuidadosamente la
muestra.

El resultado obtenido servirá de base para calcular la de-
ducción que habrá de hacerse del peso de la caña bruta en-
tregada y así obtener el peso neto;

II. El Comité podrá acordar que la calificación de basura,
materia extraña o impurezas se realice en forma visual, pe-
ro siempre fundamentado en el muestreo físico.
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Como la calificación visual no detecta la presencia de pie-
dras, terrones, tierra y otros elementos, las deducciones de
peso que se tengan que hacer por estos conceptos, tendrán
que basarse precisamente en el muestreo físico, y.

III. Cuando el descuento por los conceptos señalados en es-
te artículo superen el 10 %, será motivo de acuerdo entre
las partes para la aplicación del descuento resultante o bien
el rechazo de dicha caña.

Artículo 79.- El importe neto de la  caña  castigada se de-
terminará multiplicando la cantidad total de caña castigada
por el precio de la tonelada  de caña, deduciendo el impor-
te  total  de los costos de cosecha promedio y demás dedu-
cibles que le correspondan. El importe resultante invaria-
blemente deberá prorratearse entre el volumen total de
caña no castigada de la zafra.

Para la determinación de castigos, el Comité deberá escu-
char a los afectados y en caso de inconformidad ésta debe-
rá hacerse constar en el acta respectiva para que en su caso
recurra a la Junta Permanente.

Artículo 80.- Cuando el Ingenio por cualquier causa sus-
penda la recepción y/o la molienda de caña de azúcar por
más de 12 horas, deberá notificar de inmediato al Comité,
para que éste suspenda las órdenes de quema y reprograme
los cortes, levantando el acta correspondiente de la caña
quemada en campo y en trayecto al Ingenio, para su rela-
ción con la aplicación de castigos en su caso.

Artículo 81.- Cuando por causas imputables al Ingenio, la
caña se procese con deterioro, debido a demoras en su re-
cepción, o bien por haber estado más de 24 horas en el ba-
tey sin molerse, se le aplicará un castigo que será hasta del
10 % del valor de la caña deteriorada y hasta del 20 % de
su valor durante las 24 horas siguientes. El importe de este
castigo será determinado por el Comité y el Ingenio debe-
rá abonarlo a la caña total aportada.

CAPITULO IV
De las Cañas Contratadas no

Industrializadas

Artículo 82.- Las cañas contratadas no industrializadas en
la zafra de que se trate, se considerarán como cañas queda-
das, excepto las que convengan el Ingenio y el Abastece-
dor de Caña en diferir para la siguiente zafra.

Artículo 83.- Cuando por causas imputables al Ingenio, re-
sulten cañas sin industrializar, éstas deberán ser pagadas al
abastecedor por dicho Ingenio, en los términos estableci-
dos en el presente capítulo.

Artículo 84.- Se entenderán por causas imputables al Inge-
nio las siguientes:

I. La disminución de la capacidad de molienda, debida-
mente verificada y sancionada por el Comité;

II. Cuando las ampliaciones de fábrica den como resultado
retrasos en el inicio normal de la zafra y/o mal funciona-
miento de la fábrica;

III. La suspensión de las labores por conflictos obrero pa-
tronales;

IV. La imprevisión del Ingenio en el aprovechamiento o
utilización de equipo, materiales, refacciones y sustancias
necesarias que afecten la operación normal de la molienda;

V. La insuficiencia en la capacidad de molienda en la fá-
brica, en relación con la caña contratada y programada pa-
ra su industrialización;

VI. Cuando se muela caña de otro Ingenio, o no contrata-
da, sin la sanción del Comité y se deje caña contratada sin
industrializar;

VII. Cuando sin la sanción del Comité, un Ingenio fomen-
te y contrate la producción de la caña de azúcar;

VIII. Por deficiencia en el corte y acarreo de las cañas,
cuando estas operaciones sean organizadas y ejecutadas di-
rectamente por el Ingenio;

IX. Cuando se ocasione disminución en la capacidad de re-
cepción del Ingenio, por no lograr adecuada fluidez en el
movimiento de la caña en báscula, grúas y batey del Inge-
nio, ya sea por mala organización administrativa o carecer
del equipo necesario;

X. Cuando el Ingenio no acate los acuerdos del Comité y
afecte directamente la molienda; y

XI. Cuando no se notifique oportunamente al Comité la po-
sibilidad de excedentes, a fin de que se tomen las provi-
dencias necesarias para que se industrialice la caña en otro
Ingenio.
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Artículo 85.- Se entenderán por causas imputables a los
Abastecedores de Caña de azúcar de un Ingenio las si-
guientes:

I. Cuando, sin motivo justificado, se opongan al corte de su
caña programada para zafrar;

II. Cuando no acaten las disposiciones del Comité referen-
te a la suspensión de riegos, conforme al programa de ma-
duración de la caña;

III. Cuando no realicen oportunamente las labores y obras
necesarias que permitan la cosecha y transporte de la caña;

IV. Cuando por conflictos de los propios Abastecedores de
Caña, obstaculicen parcial o totalmente la entrega de caña;

V. Cuando sin causa justificada los Abastecedores de Caña
obstaculicen parcial o totalmente la entrega de la caña;

VI. Cuando no acaten los acuerdos dictados y notificados
oportunamente por el Comité y afecten directamente la
molienda; y/o

VII. Cuando no atiendan oportunamente la quema, el corte
y el acarreo de sus cañas.

Artículo 86.- En caso de cañas quemadas accidentalmente
y fuera de programa, el Comité podrá llevar a cabo una re-
programación en sus frentes de corte, acudiendo en auxilio
del Abastecedor de Caña afectado para facilitar la entrega,
con el fin de que se industrialice el mayor volumen posible
sin lesionar los intereses de otros cañeros cuyas cañas es-
tén en proceso de corte.

Artículo 87.- Cuando por casos fortuitos o de fuerza ma-
yor, tales como fenómenos meteorológicos, ajenos al Inge-
nio y a los Abastecedores de Caña, se queden cañas con-
tratadas y programadas sin industrializar en la zafra de que
se trate, en beneficio de los Abastecedores de Caña afecta-
dos se establece lo siguiente:

I. De acuerdo con el estimado de la producción de caña,
llevado a cabo por el Comité para cada caso, se harán los
cálculos del valor de dichas cañas, deduciendo el promedio
de los costos totales de cosecha y demás deducibles que le
correspondan. Del valor resultante el 34 % será absorbido
por el propio Abastecedor de Caña, abonándosele a su
cuenta el 66%, del cual el Ingenio cubrirá 33% y el otro 33
% será a cargo de la totalidad de los Abastecedores de Ca-

ña que hayan entregado caña durante la zafra de que se tra-
te; y

II. En casos de tiempos perdidos debidamente registrados
por excesos de lluvias durante el programa de zafra y de
quemas accidentales de cañas desarrolladas fuera de tiem-
po de zafra, según dictamen del Comité, se atenderá su so-
lución en igual forma a la que se menciona en el párrafo
anterior.

Artículo 88.- Para todos los efectos, el Abastecedor de Ca-
ña conservará la propiedad de la caña no industrializada y
de las socas y resocas subsecuentes.

Artículo 89.- En el caso demostrado y sancionado por el
Comité de la incapacidad eventual o permanente, parcial o
total, de los Abastecedores de Caña para cumplir con su
obligación de entregar la materia prima, de acuerdo con las
cuotas de entrega señaladas en la programación o repro-
gramaciones, el Ingenio quedará autorizado para llevar a
cabo las gestiones necesarias tendientes a normalizar las
entregas, regularizar la molienda y evitar la posibilidad de
que se queden cañas sin industrializar, aun siendo imputa-
bles a los propios Abastecedores de Caña, debiendo inter-
venir en este acto con la autorización del Comité.

Artículo 90.- Una vez concluida la zafra, el Abastecedor de
Caña al que se le hayan quedado cañas sin industrializar, en
pie o cortadas, deberá acudir dentro de los diez días si-
guientes a la conclusión oficial de la zafra de que se trate
ante el Comité, a fin de que éste sancione y haga constar en
acta lo siguiente:

I. La cuantificación del volumen de caña considerada como
no industrializada, incluyendo nombre del Abastecedor de
Caña, superficie neta, rendimiento estimado por hectárea y
toneladas de caña; y

II. La calificación de la procedencia de la reclamación del
Abastecedor de Caña en los términos de la presente Ley.

Artículo 91.- El valor de la caña no industrializada imputa-
ble al Ingenio, será calculado con base en el precio de li-
quidación de la caña industrializada deduciendo el prome-
dio de los costos totales de cosecha y demás deducibles que
le correspondan cuando la caña no ha sido quemada o cor-
tada. El saldo será cubierto en un término de treinta días
naturales a partir de la fecha de terminación de la zafra del
Ingenio correspondiente.
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Cuando se trate de caña quemada, en pie o cortada, o cru-
da cortada, se agregará al valor anterior el monto de los tra-
bajos de corte, pica y saca según corresponda, de acuerdo
con las tarifas sancionadas por el Comité.

Artículo 92.- Por mutuo acuerdo de las partes contratantes
se podrá programar el diferimiento de la cosecha de super-
ficies de caña para el inicio de la zafra siguiente debida-
mente sancionado por el respectivo Comité.

CAPITULO V 
Del Sistema para Determinar 

el Azúcar Recuperable Base Estándar 
Uniforme de la Caña Industrializada

Artículo 93.- Para determinar el azúcar recuperable base es-
tándar de la caña industrializada, establecido en el Artículo
58 de la presente Ley, se deberá aplicar el sistema corres-
pondiente que considera una Eficiencia Base de Fábrica
mínima de 82.37% referida a la calidad especifica de caña
de cada Ingenio del país.

Con ese fin se fomentará la normalización e impulsará los
programas para el fomento de la calidad.

CAPITULO VI 
De la Normatividad y de la 

Supervisión del Proceso de Fábrica

Artículo 94.- El procedimiento de toma, manejo y análisis
de muestras se efectuará con base en la normatividad apli -
cable a la agroindustria de la caña de azúcar expedida por
la Dirección General de Normas de la Secretaría de Eco-
nomía y, a falta de ésta, por los acuerdos adoptados en el
seno del Comité Nacional.

Artículo 95.- Para la toma de muestras representativas y la
realización de los análisis en el laboratorio, los Industriales
estarán obligados a contar en los Ingenios con el local de
laboratorio funcional, exclusivo para ello, con espacio y
mobiliario suficientes para el personal representante de
Abastecedores de Caña e Industriales, dotado de todos los
materiales, equipos, aparatos y reactivos contemplados en
las especificaciones de las normas mexicanas respectivas.
Para tal efecto, el Gobierno Federal se obliga a verificar,
calibrar y certificar los instrumentos de medición, materia-
les, reactivos y demás elementos que se requieran en los
términos establecidos en la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización.

Artículo 96.- Bajo el sistema en el que el precio de la caña
se determina mediante el azúcar recuperable base estándar
promedio uniforme de toda la caña molida en la zafra por
cada Ingenio del país, el resultado del azúcar físicamente
producido en cada zafra no tendrá relación con el pago de
la caña.

En consecuencia los Abastecedores de Caña por conducto
de sus Organizaciones tienen derecho a supervisar en la fá-
brica y a participar conjuntamente con el personal del In-
genio, únicamente hasta la parte del proceso que interviene
para la determinación de los parámetros comprendidos en
el cálculo del azúcar recuperable de su caña, que son:

a) Peso de la caña al ser entregada en batey del Ingenio;

b) Peso o medición del agua de imbibición;

c) Peso del jugo mezclado;

d) Toma, manejo y conservación de muestras de jugo mez-
clado y de bagazo;

e) Determinación de la pol y de la fibra en caña;

f) Determinación de pol en jugo mezclado y bagazo;

g) Determinación de brix o sólidos totales en jugo mezcla-
do;

h) Cálculos para obtener los datos promedio ponderados
del día, de la semana y acumulados al término de la zafra
del porciento de pol en caña y el porciento de fibra en ca-
ña, así como la pol y el brix del jugo mezclado para deter-
minar su pureza; y

i) Verificación de la instalación en los Ingenios de los equi-
pos necesarios y su correcta operación, así como de la apli-
cación debida de las normas mexicanas vigentes y disposi-
ciones que correspondan emitidas por la Dirección General
de Normas de la Secretaría de Economía.

En caso de que las Organizaciones nombren representantes
para vigilar y participar en la determinación de los pará-
metros utilizados en el cálculo del azúcar recuperable de la
caña industrializada, deberán firmar conjuntamente con el
personal del Ingenio encargado de dichas actividades los
resultados diarios obtenidos. En caso de divergencia, las
partes manifestarán su inconformidad levantando el acta
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respectiva que harán del conocimiento inmediato del Co-
mité del Ingenio de que se trate.

TITULO QUINTO
DE LA INVESTIGACIÓN, LA 

DIVERSIFICACIÓN Y LA SUSTENTABILlDAD

CAPITULO I
De la Investigación y Desarrollo Tecnológico

Artículo 97.- Se crea el Centro de Investigación Científica
y Tecnológica de la Caña de Azúcar (CICTCAÑA), que
tendrá como propósito orientar los proyectos de investiga-
ción y desarrollo para otorgarle más competitividad y ren-
tabilidad a la agroindustria de la caña de azúcar.

Este sistema dependerá del Comité Nacional, y se sujetará
a las directrices de éste, a las del Sistema Nacional de In-
vestigación y Transferencia Tecnológica para el Desarrollo
Rural Sustentable y a las políticas que sean aprobadas por
la Comisión Intersecretarial y el Consejo Mexicano en la
materia.

Su estructura, programa de mediano plazo y programa ope-
rativo anual de investigación y desarrollo, así como su pre-
supuesto, serán aprobados por el Comité Nacional.

Artículo 98.- Para darle viabilidad al CICTCAÑA se crea-
rá un fondo con aportaciones tripartitas, del Gobierno Fe-
deral, de los Industriales y de las Organizaciones en los tér-
minos, lineamientos y reglamentación que acuerde el
Comité Nacional.

Artículo 99.- A través del CICTCAÑA, en coordinación
con las instituciones de investigación y educación superior
participantes, se dará prioridad al establecimiento de un in-
ventario nacional de proyectos de investigación y recursos
materiales en campus de experimentación, a efecto de op-
timizar las investigaciones y sus resultados obtenidos y
aprovechar los campus existentes para el desarrollo de nue-
vos proyectos.

Artículo 100.- El CICTCAÑA se apoyará en cuerpos cole-
giados formados por investigadores de reconocido presti-
gio que serán convocados de las diferentes instituciones
públicas que realizan investigación científica y tecnológica
en el país.

Artículo 101.- El CICTCAÑA, con la aprobación del Co-
mité Nacional, atenderá las demandas de los sectores inte-
grantes de la agroindustria de la caña de azúcar, y tendrá
como propósitos fundamentales los siguientes:

I. Desarrollar nuevas variedades con elevados contenidos
de sacarosa, baja fibra, tolerantes a plagas y enfermedades,
sequía e inundaciones y otras adversidades climatológicas;

II. Generar paquetes tecnológicos regionales que incre-
menten sustancialmente la productividad agrícola e indus-
trial;

III. Diseñar y evaluar los sistemas de cartografía y geopo-
sicionamiento satelital y los programas de cómputo que
aseguren una aplicación y uso estandarizado en los Comi-
tés, con el fin de fortalecer el Sistema de Información para
la toma de decisiones que permitan la elevación de la pro-
ductividad y competitividad de cada una de las zonas de
abastecimiento cañero;

IV. Establecer los mecanismos de vinculación y coordina-
ción de todas las instancias que participan en el desarrollo
tecnológico de la gramínea y en particular retomar el con-
trol de las estaciones de hibridación y cuarentenaria para
proyectar el programa de nuevas variedades a largo plazo,
evitar duplicidades y abaratar los costos;

V. Promover las investigaciones que diversifiquen y opti-
micen el aprovechamiento de la caña atendiendo a su ren-
tabilidad, mercado y disponibilidad de inversiones;

VI. Elaborar el inventario de investigación aplicada y sus
productos en el mercado, a efecto de medir sus ventajas y
su costo beneficio, poniéndola a disposición de Abastece-
dores de Caña e Industriales;

VII. Profundizar en la evaluación del efecto en los rendi-
mientos de fábrica y campo del proceso de fabricación del
azúcar de caña cortada en verde;

VIII. Promover para cada región y Zona de Abastecimien-
to, el sistema de cartografía y geoposicionamiento satelital
estandarizado para todos los Comités, con el propósito de
facilitar la reconversión productiva y lograr el pleno apro-
vechamiento de la tierra;

IX. Determinar mediante estudios e investigaciones, la
contribución a la competitividad del territorio rural de cada
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una de las Zonas de Abastecimiento cañero que permitan
consolidar la producción, el empleo y los servicios rurales;

X. Inventariar la investigación y sus resultados en materia
de coproductos, subproductos y derivados, y promover las
nuevas investigaciones para maximizar el aprovechamien-
to y diversificación de la caña de azúcar; y

XI. Llevar a cabo las investigaciones, estudios y acciones
que acuerde y le instruya el Comité Nacional.

Artículo 102.- El CICTCAÑA promoverá, a través de los
mecanismos de coordinación que se establezcan con las
instituciones académicas y de investigación, la formación
del recurso humano que le dé certidumbre y continuidad a
este sistema de investigación.

Artículo 103.- A efecto de garantizar la aportación del Go-
bierno Federal a este sistema, se harán las previsiones ne-
cesarias en el Programa Especial Concurrente que incluya
el Presupuesto de Egresos de la Federación cada año. Las
aportaciones que deban realizar los Abastecedores de Caña
y los Industriales se harán por tonelada de caña y serán
acordadas en el Pleno del Comité Nacional.

CAPITULO II 
Diversificación Productiva

Artículo 104.- Se considera como diversificación producti-
va la obtención del azúcar de caña en todas sus presenta-
ciones, los Coproductos, Subproductos y Derivados de la
caña de azúcar.

Los Coproductos: son una variedad de productos interme-
dios y finales, que tienen como propósito dar un mejor uso
a los residuos del proceso agrícola y de la industria de la
caña de azúcar.

Los Subproductos: son productos colaterales a la produc-
ción azucarera.

Derivados: son aquellos productos que se obtienen a partir
de los Subproductos de la caña.

Artículo 105.- El Comité Nacional, apoyándose en el
CICTCAÑA promoverá el intercambio de tecnologías de
punta probadas en el aprovechamiento de la agroenergía,
con el propósito de que los interesados tengan la informa-

ción necesaria para mejorar la eficiencia térmica del Inge-
nio, que permita la cogeneración de energía eléctrica y la
obtención de gas sintético.

Artículo 106.- El Comité Nacional, por conducto de la Se-
cretaría, propondrá a la Comisión Intersecretarial las polí-
ticas, el marco legal y administrativo tanto público como
privado, que permita el aprovechamiento diversificado de
la caña de azúcar, a efecto de que procedan las adecuacio-
nes de Ley y reglamentación respectiva.

Artículo 107.- El CICTCAÑA propondrá al Comité Nacio-
nal los estudios y proyectos que tengan como prioridad el
desarrollo y aprovechamiento de la agroenergía, en parti-
cular del etanol como carburante y oxigenante de gasolina
a partir de mieles iniciales y de mieles finales, así como del
aprovechamiento del bagazo de la caña con fines de indus-
trialización para la cogeneración de energía y la obtención
de gas sintético. De igual manera los productos alimenti-
cios tales como la sucralosa, olestra, fructooligosacáridos y
farmacéuticos como sucralfate, polisucrose, esteres espe-
ciales, epóxidos, sucrogel y bioplásticos derivados de la
sacarosa. 

Los resultados de dichos estudios deben incorporar la ren-
tabilidad financiera, social e institucional, para que, de re-
sultar favorables, el Comité Nacional proponga a la Comi-
sión Intersecretarial la reglamentación e iniciativas de Ley
que permitan el aprovechamiento de los coproductos como
bienes estratégicos para la soberanía nacional en produc-
ción de energéticos y los derivados de sacarosa como bien-
es necesarios para la soberanía alimentaria y farmacéutica
del país.

Artículo 108.- El Comité Nacional propondrá a la Comi-
sión Intersecretarial, para su aprobación, los estímulos a la
inversión para la producción de gas sintético, cogeneración
de energía y producción de etanol como carburante, sin de-
jar de incluir al resto de coproductos, subproductos y deri-
vados.

Artículo 109.- El Comité Nacional, con apoyo de la Secre-
taría, promoverá el desarrollo de los Coproductos, Subpro-
ductos y Derivados vinculándolos a los programas de ries-
go compartido y riesgo de inversión, a las alianzas
productivas y a las instituciones de educación superior
existentes dentro del territorio de la Zona de Abasteci-
miento cañero donde se promueva, mediante módulos de-
mostrativos, la viabilidad de este desarrollo.
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Artículo 110.- Los apoyos que el Gobierno Federal otorgue
para la diversificación productiva de la agroindustria de la
caña, se preverán en el Programa Especial Concurrente pa-
ra el Desarrollo Rural Sustentable que incluya el Presu-
puesto de Egresos de la Federación cada año.

CAPITULO III 
De la Sustentabilidad

Artículo 111.- El Comité Nacional, con apoyo del CICT-
CAÑA, identificará las actividades innovadoras, tanto en
el área agrícola como industrial cuya implementación co-
adyuve al desarrollo sustentable del sector.

Artículo 112.- El Comité Nacional promoverá sistemas de
agricultura cañera sustentables basados en la conservación
del medio ambiente y el eficiente aprovechamiento de los
recursos disponibles, involucrando la calidad de vida de los
productores y de la sociedad en general.

Artículo 113.- El Comité Nacional evaluará, promoverá y
apoyará la instrumentación de programas que reduzcan la
fuente contaminante de la industria, tanto al aire como al
suelo y al agua, lo relativo a la solución del tratamiento de
las aguas residuales de los Ingenios y de las destilerías y de
los gases de combustión de las calderas.

Artículo 114.- Se promoverá y apoyará la adopción de
prácticas de manejo sustentable del suelo, estableciendo un
sistema de registro por Ingenio.

Artículo 115.- Se impulsará el aprovechamiento de la bio-
masa residual de la caña de azúcar, particularmente los pro-
cesos de gasificación o termólisis, apoyando aquellos pro-
yectos que demuestren la rentabilidad sustentable.

Artículo 116.- El Comité Nacional elaborará una propues-
ta de estímulos a la inversión para aquellos Industriales que
realicen y pongan en marcha proyectos sustentables de al-
ta eficiencia energética, enfocados a su propio abasteci-
miento y venta de energía. La Secretaría propondrá a la Co-
misión Intersecretarial la aprobación de esta propuesta para
los efectos jurídicos, administrativos y presupuestales que
sea necesario instrumentar.

Artículo 117.- A efecto de garantizar una agricultura y una
industrialización de la caña de azúcar de carácter sustenta-
ble, se considerarán los apoyos necesarios en el Programa
Especial Concurrente del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración, para cada ejercicio.

TITULO SEXTO
DE LA CONCILIACIÓN Y

EL ARBITRAJE EN LA AGROINDUSTRIA 
DE LA CAÑA DE AZÚCAR

CAPITULO I
De las Controversias

Artículo 118.- Son controversias azucareras las que, con
motivo del incumplimiento en la aplicación de las disposi-
ciones contenidas en la presente Ley, el Contrato y dispo-
siciones derivadas, se susciten entre:

a) Abastecedores de Caña de azúcar e Industriales;

b) Abastecedores de Caña de Azúcar; 

c) Industriales; y

d) Cualquiera de los sujetos anteriores y los Comités.

Serán aplicables de manera supletoria, el Código de Co-
mercio, el Código Civil Federal, el Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles y la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito.

Artículo 119.- El sistema de solución de conflictos de la
agroindustria de la caña de azúcar se conformará con:

a) Comités, como instancia de conciliación; y

b) Junta Permanente, en procedimiento conciliatorio o en
procedimiento arbitral.

Artículo 120.- En la tramitación de las controversias que
sean puestas bajo su conocimiento, la Junta Permanente y
los Comités se sujetarán al procedimiento previsto en esta
Ley, debiendo dejar constancia por escrito de todas sus ac-
tuaciones en los expedientes respectivos.

CAPITULO II
Del Procedimiento Conciliatorio

Artículo 121.- Los Comités tendrán la jurisdicción que les
corresponda en razón del ingenio donde se constituyan.

Artículo 122.- Los Comités, para los fines de conciliación,
se integrarán en los términos que dispone el Artículo 24 de
la presente Ley.
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Artículo 123.- Los Comités, en su función conciliatoria,
tendrán las facultades y obligaciones siguientes:

I. Actuar como instancia conciliatoria potestativa en las
controversias azucareras surgidas entre Abastecedores de
Caña de azúcar, entre éstos, de ellos con los Industriales o
entre estos últimos;

II. Procurar un arreglo conciliatorio de las controversias
azucareras;

III. Recibir las pruebas que los Abastecedores de Caña o
los Industriales juzguen conveniente rendir ante ellos, en
relación con las acciones y excepciones que pretendan de-
ducir ante la Junta Permanente. El término para la recep-
ción de pruebas no podrá exceder de diez días;

IV. Llevar a cabo los trámites necesarios de inscripción en
el registro de las constancias de lo actuado en su función
conciliatoria.

V. Las demás que les confieran las leyes.

Adicionalmente a petición de parte podrán recibir las de-
mandas que le sean presentadas, remitiéndolas a la Junta
Permanente. Asimismo complementar los exhortos y prac-
ticar las diligencias que le solicite la Junta Permanente. 

Artículo 124.- El procedimiento conciliatorio se sujetará a
las siguientes reglas:

I. El órgano conciliatorio, una vez recibida la solicitud de
su intervención en tal carácter citará a las partes a una au-
diencia de avenimiento señalando el lugar, la fecha y la ho-
ra para su celebración, así como el motivo de la audiencia;

II. El día de la audiencia de avenimiento, el órgano conci-
liatorio exhortará a las partes a que resuelvan amigable-
mente sus diferencias, proponiendo para el efecto las alter-
nativas de solución que a su juicio considere pertinentes;

III. Si las partes llegaren a un arreglo, el conflicto se tendrá
por terminado en forma conciliatoria, asentándose lo pac-
tado en un convenio que deberá ser firmado por aquellas,
el cual producirá todos los efectos jurídicos de un laudo y
llevará aparejada su ejecución;

IV. Si alguna de las partes no asiste a la audiencia convo-
cada se tendrá por inconforme con cualquier arreglo, o ha-
biendo asistido las partes no se llegare a él, se dará por con-
cluido el procedimiento conciliatorio.

CAPITULO III
Del Arbitraje 

Artículo 125.- Para la resolución de las controversias azu-
careras que se susciten, los Abastecedores de Caña y los
Industriales deberán someterse a la jurisdicción de la Junta
Permanente, a petición de parte, en los términos estableci-
dos en esta Ley, en el Contrato y demás disposiciones de-
rivadas.

Las partes deberán cumplir con las resoluciones que dicte
la Junta Permanente, una vez que causen estado.

Artículo 126.- El procedimiento arbitral, en su caso, se su-
jetará las siguientes reglas:

I. De no lograrse la conciliación de las partes, ya sea ante
el Comité correspondiente o ante la Junta Permanente, y
solicitada la intervención arbitral, la Junta Permanente co-
rrerá traslado de la demanda y emplazará al demandado pa-
ra que, en un término de diez días hábiles, contados a par-
tir de la fecha en que surta efectos el emplazamiento, dé
contestación a la misma, oponga excepciones y ofrezca las
pruebas que estime necesarias.

II. Contestada o no la demanda, y desahogadas las pruebas
admitidas, se concederá a las partes un plazo de diez días
hábiles para presentar sus alegatos.

Cuando, para mejor proveer, a juicio de la Junta Perma-
nente sea necesario obtener mayor información, recabar
más pruebas, o realizar alguna investigación respecto a las
controversias instauradas, ésta podrá hacerlo en el plazo
necesario para ello. En estos casos, se citará para alegatos
una vez recopiladas y desahogadas las pruebas y diligen-
cias que se hubieren ordenado.

III. Transcurridas las etapas mencionadas y presentados
o no los alegatos de las partes, la Junta Permanente ce-
rrará el periodo de instrucción y contará con un plazo
máximo de treinta días hábiles para dictar el laudo co-
rrespondiente.

CAPITULO IV
De la Junta Permanente

Artículo 127.- Se crea la Junta Permanente en términos de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, la que tendrá plena
competencia para conocer y resolver todas aquellas contro-
versias azucareras que le sean sometidas. 
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En ningún caso la Junta Permanente intervendrá en contro-
versias de carácter interno de las Organizaciones o en asun-
tos políticos de las mismas.

Artículo 128.- La Junta Permanente estará dotada de auto-
nomía para dictar sus fallos y contará con presupuesto
anual propio, que se integrará con las aportaciones anuales
de los sectores representados en ella, en los montos que de-
termine su Pleno, en términos del Artículo 186 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable.

Artículo 129.- La Junta Permanente, en acuerdo con la Se-
cretaría, por conducto del Registro, tomará nota de la inte-
gración y actualización del registro de las organizaciones
nacionales y locales de productores de caña; del registro de
los miembros del Comité de cada Ingenio y el registro ofi -
cial del Padrón en los términos de esta Ley, debiendo el Re-
gistro turnar copia a la Junta Permanente de la documenta-
ción respectiva.

Artículo 130.- La Junta Permanente tendrá su domicilio en
la Ciudad de México, Distrito Federal.

CAPITULO V 
Del Pleno de la Junta Permanente

Artículo 131.- El Pleno será el órgano supremo de la Junta
Permanente, quien dictará los laudos y las interlocutorias
que pongan fin a las controversias azucareras.

Artículo 132.- El Pleno de la Junta Permanente estará inte-
grado por:

a) Un representante de la Secretaría, quien lo presidirá;

b) Un representante de cada una de las organizaciones na-
cionales cañeras registradas; y

c) Representantes de la Cámara Azucarera, en número
igual al de los representantes de las organizaciones nacio-
nales cañeras registradas.

El Presidente tendrá la representación de la Junta Perma-
nente y contará con todos los poderes generales para plei-
tos y cobranzas y actos de administración, pudiendo dele-
gar estas facultades en su totalidad o parcialmente, para los
efectos que se requieran.

Por cada representante propietario habrá un suplente; di-
chos cargos serán intransferibles y honoríficos.

Artículo 133-. El Presidente de la Junta Permanente será
nombrado por el Titular de la Secretaría. Sus ausencias
temporales y las definitivas, en tanto se hace nuevo nom-
bramiento, serán cubiertas por su suplente. 

Artículo 134.- Las reuniones serán presididas por el Presi-
dente o, en su ausencia, por su suplente; el Pleno sesionará
por instrucciones del mismo o a petición de, por lo menos,
dos de sus miembros, previa notificación por escrito de sus
integrantes con cinco días hábiles de antelación a la misma.

Artículo 135.- El Pleno deberá sesionar con la asistencia
total de sus miembros. En caso de no celebrarse una sesión
por la inasistencia de alguno de ellos, el Secretario General
citará nuevamente para celebrarse dentro de los tres días
hábiles siguientes, llevándola a cabo con los que asistan, y
se tendrán por conformes los miembros no asistentes con
las resoluciones o acuerdos que se tomen en ella.

Artículo 136.- El Pleno de la Junta Permanente resolverá
por unanimidad o mayoría de votos los asuntos que some-
tan las partes a su consideración. En caso de empate el pre-
sidente tendrá voto de calidad.

Artículo 137.- El Pleno de la Junta Permanente tiene las fa-
cultades y obligaciones siguientes:

I. Expedir el Reglamento Interior de la Junta Permanente;

II. Conocer y resolver de las controversias azucareras que
se le presenten; 

III. Recibir las demandas interpuestas en contra de los Co-
mités, en su conjunto o la parte integrante del mismo que
resulte responsable, cuando por negligencia o mala fe de-
bidamente comprobada, causen daño a los Abastecedores
de caña o al Ingenio; 

IV. Designar al Secretario General de la Junta Permanente; y

V. Las demás que le confieren las leyes.

CAPITULO VI
De la Secretaría General de la 

Junta Permanente

Artículo 138.- El Pleno de la Junta Permanente designará
al Secretario General de la misma, que deberá ser Licen-
ciado en Derecho con una experiencia mínima de cinco
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años en la materia de la agroindustria de la caña de azúcar,
al que se le otorgarán las facultades necesarias para su me-
jor actuación, responsabilizado del adecuado funciona-
miento de la Junta Permanente. 

Artículo 139.- El Secretario General de la Junta Permanen-
te tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

I. Coordinar las labores de la Junta Permanente y adminis-
trar los recursos humanos, financieros y materiales asigna-
dos a la misma;

II. Convocar a las partes en controversia en los términos
del artículo 124 de esta Ley, para que en vías de concilia-
ción se procure una solución que les satisfaga;

III. Comisionar al personal que considere necesario, por
iniciativa propia o a petición de parte, para la investiga-
ción, información o aclaración del asunto que se someta a
su consideración;

IV. Integrar los expedientes de los asuntos en trámite, dic-
tando todo tipo de acuerdos que para la sustanciación del
procedimiento sean necesarios;

V. Ordenar las investigaciones necesarias y el aprovisiona-
miento de datos o documentos que se encuentren relacio-
nados con los asuntos que se ventilen ante la misma y, en
su oportunidad, formular el proyecto de laudo o interlocu-
toria que dé por terminado el juicio arbitral, que someterá
a la consideración del Pleno;

VI. Encargarse de la sustanciación de los procedimientos
arbitrales hasta dejarlos en estado de resolución, incluyen-
do la firma de las resoluciones interlocutorias que declaren
improcedentes las excepciones de previo y especial pro-
nunciamiento que no impliquen dar por concluido el juicio
arbitral;

VII. Mantener actualizado un registro de los miembros del
Comité de cada Ingenio del país;

VIII. Llevar el registro oficial del tonelaje de caña aporta-
do por los abastecedores;

IX. Presentar para su análisis y aprobación al Pleno de la
Junta Permanente, en forma detallada y con base en las ne-
cesidades de operatividad funcional, el presupuesto anual
de la Junta Permanente;

X. Informar por escrito, trimestralmente o cuantas veces
sea requerido por el Comité Nacional o por el Pleno de la
Junta Permanente, del ejercicio y manejo de los fondos
asignados a la Junta Permanente;

XI. Ordenar la expedición de copias certificadas, a petición
de parte interesada, de las constancias que obren en los ar-
chivos de la Junta Permanente;

XII. Autorizar con su firma las actuaciones y las copias
certificadas que les sean solicitadas; y

XIII. Las demás que se contemplen en la presente Ley.

CAPITULO VII 
Del Ámbito Competencial y del Procedimiento 

ante la Junta Permanente

Artículo 140.- La Junta Permanente tendrá competencia
para conocer de las controversias surgidas entre Abastece-
dores de Caña de azúcar, de éstos con los Industriales o en-
tre estos últimos, derivadas de la aplicación de la presente
Ley el Contrato y de las demás disposiciones relativas.

Artículo 141.- Las demandas controversiales interpuestas
ante la Junta Permanente deberán ser formuladas por escri-
to señalando el nombre y domicilio de la o las personas
contra quien se entablen, así como los hechos fundatorios
de su petición. El escrito inicial de demanda, así como los
documentos fundatorios de su acción, deberán ser presen-
tados en original y acompañados de las copias necesarias
para traslado. Igualmente deberán ofrecer las pruebas que
se estime convenientes.

Artículo 142.- Cuando una demanda controversial no sea
lo suficientemente clara a juicio de la Junta Permanente,
ésta solicitará las aclaraciones pertinentes, las cuales debe-
rán hacerse dentro de un término máximo de diez días há-
biles. Transcurrido dicho plazo sin que se hubieran presen-
tado las aclaraciones solicitadas, no se dará curso a la
demanda o inconformidad, dejando a salvo los derechos
del actor, interrumpiendo el plazo para la prescripción de la
acción intentada. 

No será necesaria la aclaración anterior, en el caso de que
las Organizaciones de Abastecedores de Caña demanden al
Ingenio determinada prestación sin especificar su monto,
nombre de Abastecedores de Caña y toneladas de caña en-
tregadas por cada uno, ya que en caso de procedencia, to-
da cuantificación podrá hacerse al efectuarse la liquidación
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de lo fallado, mediante estimados de producción o volu-
men de caña de azúcar y promedios de contenido de saca-
rosa o índice de calidad que corresponda, así como regis-
tros de Abastecedores de Caña, a menos que la Junta
Permanente estime que son necesarias para la defensa de la
contraparte o resolución de la controversia, o cuando se
presente una excepción por parte del Ingenio que com-
prenda a un abastecedor o grupo de abastecedores. 

Las demandas controversiales deberán presentarse en
contra de la persona física o moral en forma individuali-
zada.

Artículo 143.- Cuando la Junta Permanente reciba inhibi-
toria de tribunal judicial u órgano arbitral en que se pro-
mueva sobre la competencia y considerase debido sostener
la suya, en un plazo no mayor a tres días hábiles lo comu-
nicará así al competidor.

Artículo 144.- Cuando la persona que comparezca ante la
Junta Permanente lo haga en nombre de otra, bastará con
que acredite su personalidad con carta poder firmada por el
poderdante y dos testigos.

En caso de personas morales, éstas deberán acreditar la
personalidad de su representante con el poder notarial co-
rrespondiente.

Las organizaciones nacionales y locales de Abastecedores
de Caña inscritas en el Registro, tendrán personalidad para
representar legalmente a sus afiliados ante la Junta Perma-
nente.

Cuando la personalidad de las partes haya sido reconocida
previamente dentro de un procedimiento instaurado, dicha
personalidad se tendrá por reconocida por la Junta Perma-
nente, salvo inconformidad o prueba en contrario.

Artículo 145.- Las partes deberán señalar en su escrito de
demanda o de contestación domicilio ubicado en la Ciudad
de México, Distrito Federal, a efecto de que se les notifi -
quen los acuerdos y laudos dictados por la Junta Permanen-
te, de no hacerlo, las notificaciones se les harán por lista.

Artículo 146.- Recibida la solicitud de intervención arbi-
tral, la Junta Permanente iniciará el procedimiento, emitirá
el auto de radicación de la demanda controversial y proce-
derá a intervenir en la resolución del conflicto, en única
instancia, de acuerdo a sus facultades.

Artículo 147.- Radicada la demanda controversial, la Junta
Permanente citará a las partes a una audiencia conciliatoria
que deberá celebrarse dentro del plazo de diez días hábiles.

En el citatorio se expresará, cuando menos, el nombre
completo del actor, su pretensión, la fecha, hora y lugar fi-
jados para llevar a cabo la audiencia de avenimiento.

Artículo 148.- En la resolución de los conflictos, la Junta
Permanente deberá dictar sus laudos a verdad sabida y bue-
na fe guardada, apreciando los hechos debidos en concien-
cia, sin sujetarse a las reglas o formalidades sobre estima-
ción de pruebas, pero expresando los motivos y
fundamentos legales en que sus fallos se apoyen.

Artículo 149.- Los acuerdos de trámite podrán ser recurri-
dos ante quien los haya emitido; las incidentales que no
pongan fin al trámite, podrán recurrirse ante el Pleno; los
laudos y las interlocutorias de éste se sujetarán, en su caso,
a lo dispuesto en el Código Federal de Procedimientos Ci-
viles.

Artículo 150.- La parte condenada deberá dar cumplimien-
to al laudo de la Junta Permanente dentro del plazo de diez
días hábiles, contados a partir de la notificación correspon-
diente. Si no lo hiciere, la parte interesada podrá solicitar
su homologación y ejecución a la autoridad competente.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO.- Se deroga toda disposición que contravenga
a esta Ley, con excepción de lo dispuesto en los artículos
Transitorios TERCERO, QUINTO, SEXTO Y OCTAVO
de la presente.

TERCERO.- Los asuntos que se encuentren pendientes de
resolver en los Comités de Producción Cañera y en la Jun-
ta de Conciliación y Arbitraje de Controversias Azucare-
ras, a la entrada en vigor de la presente Ley, deberán seguir
tramitándose y resolverse conforme a las disposiciones que
se encontraban vigentes al momento de su inicio.

CUARTO.- El Comité Nacional y la Junta Permanente y el
CICTCAÑA deberán quedar debidamente instalados a más
tardar dentro de los treinta días siguientes a la entrada en
vigor de esta Ley.
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Para la instalación de uno y otra la Secretaría deberá con-
vocar a los sectores involucrados en un término máximo de
15 días después de la entrada en vigor de esta Ley.

QUINTO.- Para el establecimiento del precio de la caña de
azúcar, en tanto el Comité Nacional no adopte un acuerdo
unánime que los modifique, serán vigentes el “Acuerdo
que Establece las Reglas para Determinación del Precio de
Referencia del Azúcar para el Pago de la Caña de Azúcar”,
publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 26
de marzo de 1997; el “Acuerdo que Reforma al Diverso
que Establece las Reglas para la Determinación del Precio
de Referencia del Azúcar para el Pago de la Caña de Azú-
car”, publicado en el Diario Oficial de la Federación de fe-
cha 31 de marzo de 1998 y el Acuerdo del Comité Nacio-
nal de la Agroindustria Azucarera, aprobado en su sesión
ordinaria del 10 de octubre de 1991, relativo al “Sistema
para Determinar el Azúcar Recuperable Base Estándar
Uniforme de la Caña Industrializada en cada ingenio del
País”, conforme lo establece el artículo DÉCIMO SEGUN-
DO del Decreto por el que se declara de interés público la
siembra, el cultivo, la cosecha y la industrialización de la
caña de azúcar, publicado el 31 de mayo de 1991, así como
el Decreto que reforma el diverso por el que se declara de
interés público la siembra, el cultivo, la cosecha y la in-
dustrialización de la caña de azúcar, publicado el 27 de ju-
lio de 1993.

SEXTO.- Las organizaciones locales y nacionales de
Abastecedores de Caña, que se encontraban registradas an-
te la Junta de Conciliación y Arbitraje de Controversias
Azucareras, se les tendrá por reconocidas, debiendo actua-
lizar su inscripción en los términos de los Artículos 34 y 38
y en concordancia con lo estipulado en el Artículo Transi-
torio SÉPTIMO de la presente Ley.

SÉPTIMO.- Los programas, proyectos y las acciones que
se lleven a cabo por la aplicación de la presente Ley, así
como los apoyos, subsidios y beneficios que se ejerzan con
recursos de carácter federal se sujetarán a la disponibilidad
de recursos que se hayan aprobado para tal fin en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal co-
rrespondiente y deberán observar las disposiciones aplica-
bles en materia presupuestaria.

OCTAVO.- En tanto no se elabore por el Comité Nacional
un nuevo formato de Contrato que deben celebrar los In-
dustriales con los Abastecedores de Caña de azúcar, conti-
nuará vigente el Formato del Contrato Uniforme derivado
del Decreto por el que se declara de interés público la siem-

bra, el cultivo, la cosecha y la industrialización de la caña
de azúcar, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 31 de mayo de 1991.

Salón de Sesiones de la honorable Cámara de Senadores.— México,

DF, a 27 de abril de 2005.— César Jáuregui Robles (rúbrica), Vicepre -
sidente en funciones de Presidente; Sen. Sara I. Castellanos Cortes (rú -

brica), Secretaria.

Se devuelve a la honorable Cámara de Diputados para los efectos de lo

dispuesto por el inciso e), del artículo 72 constitucional.— México,
DF, a 27 de abril de 2005.— Arturo Garita, Secretario General de Ser -

vicios Parlamentarios.»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se
ruega a la Secretaría preguntar a la Asamblea, en virtud de
que así ha sido consensuado... Permítame un segundo. Sí,
diputado Trueba Gracián.

El diputado Tomás Antonio Trueba Gracián (desde la
curul): Pido la palabra para solicitarle atentamente que la
votación sea nominal, diputado Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Me
adivinó el pensamiento: no he ordenado ninguna votación.
Consulte la Secretaría a la Asamblea, en virtud de que está
publicada y de que está ya circulada entre los diputados, si
es que se le dispensa la lectura. El diputado Tomás Trueba
nos está pidiendo que sea votación nominal. ¿Quién lo apo-
ya?

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Lue-
go entonces, se ruega a la Secretaría, para efectos de esta
consulta, que ordene la apertura del sistema electrónico de
votación, hasta por tres minutos, a efecto de consultar a la
Asamblea la dispensa de todos los trámites y a ver si pode-
mos someterla a discusión y votación de inmediato.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia, se procede al procedimiento.
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento Interior. Ábrase el sistema electrónico de vota-
ción por tres minutos para la consulta referida.

(Votación). 

Ciérrese el sistema electrónico de votación. 

De viva voz:
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La diputada María Salomé Elyd Sáenz (desde la curul):
en contra. 

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Gra-
cias. Señor Presidente: se emitieron 236 votos en pro, en
contra 125 y abstenciones 1.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Sí;
hágame el cómputo de la votación calificada.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Sí; en
un momento, señor Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Mu-
chas gracias, señor. Yo por aquí lo tengo, pero es menester
que la Secretaría nos explique.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Señor
Presidente, no hay mayoría calificada.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Lue-
go entonces, se turna a la Comisión de Agricultura y
Ganadería, con opinión de la especial de la agroindus-
tria azucarera. 

* FESTIVAL INTERNACIONAL CERVANTINO

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se-
ñoras y señores legisladores: esta Presidencia acaba de re-
cibir, y creo que es lo último que recibimos... Nos están
anunciando otra comunicación de la Junta de Coordinación
Política. Se acaba de recibir del Senado de la República
minuta proyecto de decreto por el que se autoriza la emi-
sión de una moneda conmemorativa del Festival Interna-
cional Cervantino. Como todos ustedes saben, si no se au-
toriza en este momento, no corren los trámites y para
octubre no habrá la acuñación de esa moneda, conmemo-
rativa del Festival Internacional Cervantino. Pregunte la
Secretaría a la Asamblea si se dispensan todos los trámites
y se pone a discusión y votación de inmediato.

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta, en votación
económica, si se dispensan todos los trámites.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo...

Los que estén en contra... La mayoría por la afirmativa, di-
putado Presidente. Se autoriza la dispensa de todos los trá-
mites. 

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia, una vez que se han dispensado todos los trá-
mites, anuncia que no tiene ningún orador registrado; lue-
go entonces, se considera suficientemente discutido. Se
ruega a la Secretaría ordenar la apertura del sistema elec-
trónico de votación, hasta por tres minutos, de tal suerte de
recibir la votación nominal en lo general y en lo particular,
en un solo acto.

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña: Há-
ganse los avisos a que hace referencia el artículo 161 del
Reglamento Interior, y ábrase el sistema electrónico por
tres minutos para proceder a la votación en lo general y en
lo particular, en un solo acto, del proyecto de decreto.

(Votación.)

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Per-
mítame un segundo. Diputado Pablo Gómez... Sonido en la
curul del diputado Pablo Gómez.

El diputado Pablo Gómez Álvarez (desde la curul): Pre-
sidente, faltó la lectura del proyecto de decreto, que son
tres líneas.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Está
circulado, pero le ruego...

El diputado Pablo Gómez Álvarez (desde la curul): No,
no está publicada. Le sugiero que, por favor, se dé lectura
para que conste en el Diario de los Debates el proyecto de
decreto.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Y así
lo haremos, señor diputado Pablo Gómez. Se ruega a la Se-
cretaría, a petición del diputado Pablo Gómez, cuestión que
obsequia con agrado esta Presidencia. Aun cuando estamos
votando, nada más lea los tres renglones del punto de
acuerdo. Es la autorización estricta para que se acuñe una
moneda conmemorativa, ya sin las características ni nada.

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña: Mi-
nuta proyecto de decreto por el que se autoriza la emisión
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de una moneda conmemorativa del Festival Internacional
Cervantino:

Artículo Único. Se autoriza la emisión de una moneda con-
memorativa del Festival Internacional Cervantino, de con-
formidad con lo dispuesto en el inciso c) del artículo 2 de
la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, con
las características que a continuación se señalan...

De viva voz...

La diputada María Salomé Elyd Sáenz (desde la curul):
A favor.

El Secretario diputado Antonio Morales de la Peña: Se-
ñor Presidente: se emitieron 349 votos en pro, 5 en contra
y 2 abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular, por 349 votos, el
proyecto de decreto por el que se autoriza la emisión de
una moneda conmemorativa del Festival Internacional
Cervantino; pasa al Ejecutivo para sus efectos constitu-
cionales. 

MARTA MARIA SAHAGUN JIMENEZ

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia recibió proposición con punto de acuerdo para
crear una comisión de investigación que indague y exami-
ne la posible existencia de tráfico de influencias en las di-
versas áreas del Gobierno Federal para favorecer la empre-
sa Construcciones Prácticas, SA de CV, en la cual se
presume la participación de los hijos de la señora Marta
María Sahagún Jiménez, esposa del C. Presidente de la Re-
pública de los Estados Unidos Mexicanos, licenciado Vi-
cente Fox Quesada.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Propo-
sición con punto de acuerdo de urgente y obvia resolución
para crear una Comisión de Investigación que indague y
examine la posible existencia de tráfico de influencias den-
tro de las diversas áreas del Gobierno federal, para favore-
cer a la empresa Construcciones Prácticas SA de CV, en la
cual se presume la participación de los hijos de la señora

María Martha Sahagún Jiménez, esposa del C. Presidente
de la República de los Estados Unidos Mexicanos Lic. Vi-
cente Fox Quesada.

Los suscritos, diputados federales, que integran la LIX Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con base en el artículo 93 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los
artículos 34 párrafo primero inciso c) y 41 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos y los artículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, someten a la consideración de esta soberanía la
proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia reso-
lución para crear una Comisión Investigadora que indague
y examine la posible existencia de tráfico de influencias
dentro de las diversas áreas del Gobierno federal para fa-
vorecer a la empresa Construcciones Prácticas SA de CV,
en la cual se presume la participación de los hijos de la se-
ñora María Martha Sahagún Jiménez, esposa del C. Presi-
dente de la República de los Estados Unidos Mexicanos,
Lic. Vicente Fox Quesada, al tenor de los siguientes

Consideraciones

La presente solicitud de crear una comisión de investiga-
ción surge en primera instancia del ejercicio de una potes-
tad que nos confiere el artículo 93 en su último párrafo de
la Constitución; y en segundo término por los rumores sus-
citados en torno a la forma de operar de la empresa Cons-
trucciones Prácticas SA de CV, en la que presuntamente
participan de los beneficios los hijos de la señora María
Martha Sahagún Jiménez, esposa del Presidente de la Re-
pública, Lic. Vicente Fox Quesada.

Construcciones Prácticas SA de CV, cuenta con el registro
CPR020204TV8, ante el Registro Público de la Propiedad
de fecha 4 de febrero de 2002, teniendo como socio mayo-
ritario al C. Miguel Khouri Siman con la participación del
99 por ciento de las acciones y Munir Isaac Khouri con el
uno por ciento, esta empresa ha tenido avances significati-
vos ya que en menos de ocho meses aumentó su capital de
200 pesos, a 3 millones con la justificación de ser sujetos a
financiamientos externos de las instituciones de crédito,
bancos y sociedades financieras.

Asimismo, fue reconocida por el Presidente Vicente Fox
Quezada con el Premio Nacional de Vivienda 2003 en la
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categoría de Saturación Urbana, actualmente está registra-
da dentro de las empresa que prestan servicios al Fovissste,
asimismo se cuenta dentro de las empresas que tienen cré-
ditos formalizados ante el Infonavit que hasta el día de hoy
tiene veintitrés créditos en Guanajuato en por lo menos tres
fraccionamientos construidos en el municipio de Celaya
como son Rinconada San Jorge, el fraccionamiento Brisas
del Carmen (estados con grandes problemas de estructura
y calidad), de vivienda duplex de dos recámaras; de vi-
vienda duplex de dos a cuatro recámaras respectivamente y
Residencial Palmas, un desarrollo unifamiliar).

El Infonavit ha otorgado a esta empresa vivienda de interés
social, que implican grandes cantidades de recursos.

En esta empresa tan pródiga se dice que están involucrados
los ciudadanos Manuel, Jorge y Fernando Bribiesca Saha-
gún, desde el momento en que estos comentarios han sido
mencionados por diversos medios comunicación y al no ser
desmentidos por los hermanos Bribiesca Sahagún, ni por la
ciudadana Martha Sahagún se presumen como ciertos y se
especula sobre la rapidez con la que la referida ha conse-
guido licencias y permisos, los que nos lleva a visualizar la
tipificación del delito de tráfico de influencias a favor de la
empresa Construcciones Prácticas SA de CV.

Siendo que el delito de tráfico de influencias está tipifica-
do en diferentes ordenamiento de carácter federal y local,
es menester del Gobierno federal hacer una investigación
exhaustiva que nos lleve a deslindar responsables y/o cas-
tigar a quienes resulten, así como a los cómplices de di-
cho delito.

Por ello, es menester actuar en apego al Estado de Derecho
con la aplicación estricta de la ley, que refieren diversos or-
denamientos como el Código Penal Federal que en su artícu-
lo 221 dice:

Capítulo IX. Tráfico de Influencia

Artículo 221. Comete el delito de tráfico de influencia:

I. El servidor público que por sí o por interpósita persona
promueva o gestione la tramitación o resolución ilícita de
negocios públicos ajenos a las responsabilidades inheren-
tes a su empleo, cargo o comisión, y

II. Cualquier persona que promueva la conducta ilícita del
servidor público o se preste a la promoción o gestión a que
hace referencia la fracción anterior.

III. El servidor público que por sí, o por interpósita perso-
na indebidamente, solicite o promueva cualquier resolu-
ción o la realización de cualquier acto materia del empleo,
cargo o comisión de otro servidor público, que produzca
beneficios económicos para sí o para cualquiera de las per-
sonas a que hace referencia la fracción I del artículo 220 de
este Código.

Al que cometa el delito de tráfico de influencia, se le im-
pondrán de dos años a seis años de prisión, multa de trein-
ta a trescientas veces el salario mínimo diario vigente en el
Distrito Federal en el momento de cometerse el delito y
destitución e inhabilitación de dos años a seis años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Artículo 220. Comete el delito de ejercicio abusivo de fun-
ciones:

I. El servidor público que en el desempeño, de su empleo,
cargo o comisión, indebidamente otorgue por sí o por in-
terpósita persona, contratos, concesiones, permisos, licen-
cias, autorizaciones, franquicias, exenciones, efectúe com-
pras o ventas o realice cualquier acto jurídico que produzca
beneficios económicos al propio servidor público, a su
cónyuge, descendientes o ascendientes, parientes por con-
sanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado, a cualquier
tercero con el que tenga vínculos afectivos, económicos o
de dependencia administrativa directa, socios o sociedades
de las que el servidor público o las personas antes referidas
formen parte;

El Código Penal para el Distrito Federal en el Capítulo VIII
artículo 271 establece que el tráfico de influencia se tipifi-
ca cuando un servidor público que por si o por interpósita
persona promueva o gestione la tramitación de negocios o
resoluciones públicas, ajenos a las responsabilidades inhe-
rentes a su empleo cargo o comisión, entendemos que el
tráfico de influencias implica la utilización abusiva o ilegal
de la posición con que cuenta un funcionario o servidor pú-
blico, para conseguir beneficios o ventajas.

A partir de la legislación aplicable y la posible comisión
del delito de tráfico de influencias en este caso es necesa-
rio una investigación a fondo porque genera desconfianza
en el servicio público, además de una merma de capital
económico y social en las diversas instituciones del Go-
bierno federal.

Por lo anteriormente expuesto me permito someter a la
consideración de esta soberanía el siguiente
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Acuerdo

Primero. Se crea una Comisión de Investigación que inda-
gue y examine la posible existencia de tráfico de influen-
cias dentro de las diversas áreas del Gobierno federal para
favorecer a la empresa Construcciones Prácticas SA de CV,
en la cual se presume la participación de los hijos de la se-
ñora Martha María Sahagún Jiménez, esposa del ciudada-
no Presidente de la República de los Estados Unidos Me-
xicanos Lic. Vicente Fox Quesada.

Segundo. Su objetivo será esclarecer la presunta tipifica-
ción del delito de tráfico de influencias, u otros.

Tercero. Esta Comisión de Investigación deberá abocarse
a indagar e investigar en todas las dependencias del Go-
bierno federal que estén relacionadas o se involucren con
los contratos de construcción, la compraventa de terrenos,
las concesiones y compra de bienes de consumo para las
dependencias, donde están involucrados los referidos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2005.

Diputados: Wintilo Vega Murillo, Luis Eduardo Espinoza Pérez, En-
rique Ariel Escalante Arceo, Oscar Rodríguez Cabrera, Arturo Robles

Aguilar, Nora Elena Yu Hernández, José Alberto Aguilar Iñárritu, Ra-
úl Pompa Victoria, Rebeca Godínez y Bravo, Guillermo Martínez No -

lasco, María Isabel Maya Pineda, Roger David Alcocer García, Alfre -

do Bejos Nicolás, Oscar Bitar Haddad, Moisés Jiménez Sánchez,
Gonzalo Rodríguez Anaya, José Guzmán Santos, Guillermo Zorrilla

Fernández, Marco Antonio Torres Hernández, Gonzalo Guizar Valla-
dares, Marco Antonio García Ayala, Rafael Flores Mendoza, María

Martha Laguette Lardizábal, Jesús Aguilar Bueno, Martín Carrillo

Guzmán, José Luis Briones Briceño, Benjamín Sagahón Medina, Ma-
ría Sara Rocha Medina, Gerardo Montenegro Ibarra, Eduardo Olmos

Castro, Jesús Zúñiga Romero, Bernardo Vega Carlos, Armando Ley-
son Castro, Fermín Trujillo Fuentes, José Lamberto Díaz Nieblas, Gui-

llermo del Valle Reyes, Carlos Manuel Rovirosa Ramírez, Eugenio

Mier y Concha Campos, Rogelio Rodríguez Javier, Marcela Guerra
Castillo, Mayela María de Lourdes Quiroga Tamez, Alfonso González

Ruiz, Carlos Mireles Morales, Eduardo Alonso Bailey Elizondo, He-
liodoro Carlos Díaz Escárraga, Benjamín Fernando Hernández Busta-

mante, José Javier Villacaña Jiménez, Sofía Castro Ríos, Paulo José

Luis Tapia Palacios, María Mercedes Rojas Saldaña, Jacobo Sánchez
López, Mario Moreno Arcos, Abel Echeverría Pineda, José Rubén Fi-

gueroa Smutny, Marcelo Tecolapa Tixteco, Alvaro Burgos Barrera,
María del Carmen Izaguirre Francos, Diva Hadamira Gastélum Bajo,

Amalin Yabur Elías, Luis Antonio González Roldán, María Avila Ser -

na, Alejandro Méndez González, Francisco Xavier Alvarado Villazón,
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán, Javier Orozco Gómez, File -

món Primitivo Arcos Suárez Peredo, Jorge Uscanga Escobar, Pablo

Anaya Rivera, Rómulo Isael Salazar Macías, Esteban Valenzuela Gar -
cía, Irma Guadalupe Moreno Ovalles, Oscar Félix Ochoa, Lisandro

Arístides Campos Córdova, Fidel René Meza Cabrera, Carlos Blacka -
ller Ayala, Lázaro Arias Martínez, José Luis García Mercado, Jorge

Leonel Sandoval Figueroa, Quintín Vázquez García, María Esther de

Jesús Scherman Leaño, David Hernández Pérez, José Manuel Carrillo
Rubio, Javier Alejandro Galván Guerrero, Ramos Laura Reyes Retana,

Leticia Gutiérrez Corona, Enrique Burgos García, Fernando Ulises
Adame de León, Roberto Rafael Campa Cifrián, Angel Heladio Agui-

rre Rivero, Alfredo Villegas Arreola, Francisco Cuauhtémoc Frías

Castro, Ernesto Alarcón Trujillo, Martín Remigio Vidaña Pérez, Juan
Bustillos Montalvo, Concepción Olivia Castañeda Ortiz, Juan Manuel

Vega Rayet, Hugo Rodríguez Díaz, Jesús Morales Flores, Anibal Pe-
ralta Galicia, José Luis Flores Hernández, Adrián Víctor Hugo Islas

Hernández, Florencio Collazo Gómez, Mario Carlos Culebro Velasco,

Roberto Aquiles Aguilar Hernández, Claudia Ruiz Massieu Salinas,
María Hilaria Domínguez Arvizu, Jesús Porfirio González Schmal,

Diana Rosalía Bernal Ladrón de Guevara, Minerva Hernández Ramos,
Angélica de la Peña Gómez, Rocío Sánchez Pérez, Dolores del Carmen

Gutiérrez Zurita, Víctor Suárez Carrera, Cristina Portillo Ayala, Rafael

García Tinajero, Pérez, Rafael Candelas Salinas, Jorge Martínez Ra-
mos, Nancy Cárdenas Sánchez, Abdallán Guzmán Cruz, Sergio Au-

gusto Magaña Martínez, Carlos Hernán Silva Valdés, Israel Tentory
García, Enrique Torres Cuadros, Luis Antonio Ramírez Pineda, Cruz

López Aguilar, Sergio Arturo Posadas Lara, José Porfirio Alarcón Her-

nández, José Guillermo Aréchiga Santamaría, José López Medina,
Erick Agustín Silva Santos, Oscar Martín Ramos Salinas, Emilio Se -

rrano Jiménez, María del Consuelo Rafaela Rodríguez de Alba, Gusta -
vo Moreno Ramos, Ubaldo Aguilar Flores, José Luis Medina Lizalde,

Antonio Mejía Haro, Arturo Nahle García, Alejandro González Yáñez,

Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Joel Padilla Peña, Oscar Gonzá -
lez Yáñez, Pedro Vázquez González, Inti Muñoz Santini, Salvador Pa -

blo Martínez Della Rocca, Agustín Rodríguez Fuentes, Marcos Alva -
rez Pérez, Inelvo Moreno Alvarez, Juan Pérez Medina, Clara Marina

Brugada Molina, Miguel Angel García Domínguez, Pablo Franco Her -

nández, José Luis Cabrera Padilla y Daniel Ordóñez Hernández (rúbri -
cas).»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se
turna a la Junta de Coordinación Política. 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: De
conformidad con el acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica que rige el desahogo del orden del día de esta sesión,
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que fue aprobado en esta fecha por el Pleno de la Cámara,
las iniciativas y proposiciones con punto de acuerdo inscri-
tas en el orden del día de la sesión que ya hubieren sido en-
tregadas a la Mesa Directiva y, en su caso, publicadas en la
Gaceta Parlamentaria serán turnadas por la Presidencia de
esta Mesa a las comisiones que corresponda y su texto se-
rá insertado íntegramente en el Diario de los Debates. La
Presidencia ordenará la publicación en la Gaceta Parla-
mentaria del trámite que se hubiese dictado. 

EXCITATIVAS

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: De
conformidad con lo que establece la fracción V del artícu-
lo 21 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se excita
a las comisiones correspondientes para que emitan el dic-
tamen relativo a que se refieren las solicitudes de excitati-
va inscritas en el orden del día de esta fecha. 

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Exci-
tativa a la Comisión de Gobernación, a solicitud del dipu-
tado Gonzalo Alemán Migliolo, del grupo parlamentario
del PRI.

El suscrito, diputado federal Gonzalo Alemán Migliolo, in-
tegrante del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, solicita a la Presidencia de la Mesa Directiva
de esta H. Cámara de Diputados, que con fundamento en el
artículo 21 fracción XVI del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, formule excitativa a la Comisión de Gobernación,
al tenor de los siguientes

Antecedentes

El 28 de octubre de 2004 el suscrito presentó ante el Pleno
de la H. Cámara de Diputados la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Amparo.

En la misma fecha la Presidencia de la Mesa Directiva de
la H Cámara de Diputados del Congreso de la Unión turnó
la mencionada iniciativa, para su estudio, análisis y dicta-
men, a la Comisión de Gobernación.

Consideraciones

Que la incontrolable y desmedida importación de produc-
tos cárnicos que ingresan al territorio nacional a través de
las aduanas, ya sea en su modalidad de contrabando técni-
co o contrabando bronco repercute seriamente en la pro-
ducción y comercialización de los productores nacionales.

Que el contrabando que se da a través de las aduanas del
país no sólo afecta a los productores de productos cárnicos,
sino a diferentes productos agropecuarios, como el frijol y
maíz, con sus consecuentes afectaciones en todos los nive-
les de éstas cadenas productivas. Que muchos de los im-
portadores utilizan o se hacen valer de amparos para ingre-
sar mercancías al territorio nacional que no cumplen con
los requisitos para su legal importación y que a través del
amparo imposibilitan a las autoridades aduaneras llevar a
cabo las tareas de inspección y verificación, introduciendo
así productos y subproductos de dudosa calidad.

Que si bien la Ley de Amparo es un instrumento eficiente
por medio del cual se garantizan los derechos de los parti-
culares consagrados en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, dicha ley debe también refor-
marse para que el juicio de garantías no sea utilizado de
manera ventajosa y dolosa por gentes que sin el más míni-
mo escrúpulo ingresan productos y subproductos de origen
animal de muy dudosa calidad al territorio nacional.

Que las presente reformas buscan que el juicio de garantí-
as no impida el adecuado funcionamiento de la aduanas del
país y de quienes tienen la obligación de verificar e ins-
peccionar que todo lo que ingresa al país, y en particular el
caso que nos ocupa, de productos cárnicos deban ser es-
trictamente realizadas por el personal aduanal correspon-
diente, sin detrimento de amparo alguno.

Que se requiere actuar con rapidez, a la dictaminación pre-
sentada por el suscrito, ya que cada día que pasa se sigue
permitiendo la importación desmedida de productos cárni-
cos de dudosa calidad y que son consumidos por miles de
familias mexicanas que finalmente esto va en perjuicio de
la salud de los mexicanos.

Por las anteriores consideraciones y en virtud de que es un
requerimiento de urgencia por parte de las diversas organi-
zaciones de productores y campesinos de este país, esta
Comisión de Agricultura y Ganadería solicita:
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Único: Que la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 21 fracción XVI del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos formule una respetuosa excitativa a la Comisión de
Gobernación de esta LIX Legislatura a efecto de que emi-
ta el dictamen correspondiente a la brevedad posible.

Dip. Gonzalo Alemán Migliolo (rúbrica).»

«Excitativa a las Comisiones de Gobernación, de Puntos
Constitucionales, de Justicia y Derechos Humanos, de Re-
glamentos y Prácticas Parlamentarias, y Jurisdiccional, a
solicitud del diputado Lino Celaya Luría, del grupo parla-
mentario del PRI

El que suscribe, diputado federal Lino Celaya Luría, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LIX Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en la fracción XVI del artículo 21 y 87 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo dé-
cimo quinto del Acuerdo parlamentario de la Conferencia
para la Dirección y Programación de los Trabajos Legisla-
tivos relativo al orden del día de las sesiones, las discusio-
nes de los dictámenes y la operación del sistema electróni-
co de votación, solicita a esta Presidencia que tenga a bien
formular excitativa a las Comisiones de Gobernación, de
Puntos Constitucionales, Jurisdiccional, de Justicia y Dere-
chos Humanos, y de Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias para que, de conformidad con el artículo 45, numeral
6, inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, elaboren con la mayor bre-
vedad los dictámenes correspondientes a las iniciativas
presentadas en esta Legislatura en materia de responsabili-
dades de los servidores públicos del Estado en su ámbito
civil, penal, administrativo y político, al tenor de los si-
guientes

Antecedentes

El día 10 de febrero de 2005, el diputado José Luis Medi-
na Lizalde, del grupo parlamentario del PRD, presentó a
consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de decreto, por el que se reforman y adicionan los artículos
38, 74, 111 y 112 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos, en razón de la siguiente Exposición de
Motivos: Si aspiramos a la construcción de una patria
democrática, de un México justo e igualitario, donde la
premisa fundamental sea el fortalecimiento de las Insti-
tuciones y el respeto al Estado de derecho, debemos rea-
lizar puntualmente la correspondiente adecuación de las le-
yes que norman el ejercicio responsable y honesto del
servicio público a la realidad que impera en nuestro país.
Donde los servidores públicos fundamenten su actuar
siempre en el beneficio a favor del pueblo y el respeto
irrestricto a la ley.

Aunado a lo anterior, se han presentado las siguientes ini-
ciativas:

• Que reforma el primer párrafo del artículo 112 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
presentada por el diputado Manuel Velasco Coello, del
grupo parlamentario del PVEM, en la sesión del jueves
28 de octubre de 2004.

• Con proyecto de decreto, para reformar el artículo 109
constitucional, presentada por el diputado David Her-
nández Pérez, del grupo parlamentario del PRI, en la Se-
sión de la Comisión permanente del miércoles 23 de ju-
nio de 2004.

• De reformas a la Ley Federal de Responsabilidades de
los Servidores Públicos (para adecuar el marco norma-
tivo de dicha ley a lo establecido por la nueva Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos), a cargo del diputado Francisco Blake Mora,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional,
presentada en la sesión del martes 12 de septiembre de
2000.

• Que adiciona un párrafo segundo al artículo 111 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
con el fin de acotar el fuero constitucional, presentada
por la diputada Martha Ruth del Toro Gaytán, del grupo
parlamentario del PAN, en la sesión del jueves 7 de no-
viembre de 2002.

• Iniciativa que modifica la Ley de Federal de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos, la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como el Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso, que presentó el diputado Sergio Vázquez
García (PAN), con la intención de realizar cambios ju-
rídicos que tienen que ver con la funcionalidad de la
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Comisión Jurisdiccional y la creación de dos subcomi-
siones para el desempeño de las labores encomendadas
a ella.

También como antecedente en la materia se han aprobado
las siguientes normas:

• Opinión de la Comisión de Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, relativa al quórum legal de la Cámara
de Diputados del Congreso General (3 de octubre de
2002).

• De las Comisiones Unidas de Gobernación, de Puntos
Constitucionales, y de Justicia y Derechos Humanos,
por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos (27 de abril del 2000).

Y recientemente por aprobación unánime de la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, el Presidente de la Mesa
Directiva, envió a esta H. Cámara, la Iniciativa de Reforma
al Estatuto de Gobierno del Distrito Federal con proyecto
de decreto que reforma y adiciona el artículo 39; mismo
que aprobó el pleno de la misma, el día 17 de marzo del
año en curso, y de la cuál se dio cuenta en esta Cámara el
30 de marzo del presente año.

Consideraciones

Primera. Que entre los primeros antecedentes internacio-
nales de la figura denominada “fuero” encontramos el im-
peachment, la cual se contemplaba dentro del Parlamento
Inglés. Y en el siglo XVII, en las colonias inglesas de
América del Norte, las asambleas legislativas usaban fre-
cuentemente el impeachment para destituir a los goberna-
dores. 

En México, la figura jurídica conocida como fuero y los
procedimientos relativos a la fincación de responsabilida-
des a los servidores públicos, tienen sus antecedentes en
varios ordenamientos de nuestra vida constitucional, entre
los que destacan: La Constitución de Cádiz de 1812, el De-
creto Constitucional para la Libertad de la América Mexi-
cana de 1814 o mejor conocido como Constitución de
Apatzingán, que estableció hacer efectiva ante el Supremo
Congreso, la responsabilidad de los individuos de las su-
premas corporaciones.

El Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano
del 18 de diciembre de 1822, delimitó para los jueces, ma-

gistrados, secretarios de Estado y Despacho, un procedi-
miento para que se declare que ha lugar a exigir responsa-
bilidad.

La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexica-
nos de 1824, en sus artículos 38 al 40, estableció la de-
claratoria de que ha lugar a la formación de causa en con-
tra del Presidente de la Federación, los miembros de la
Corte Suprema de Justicia y los Gobernadores de los Es-
tados, a través del gran jurado por una de las Cámaras
del Congreso.

Las Leyes Constitucionales de la República Mexicana de
1836, en la segunda, tercera, cuarta y quinta ley, estable-
cieron mecanismos para el enjuiciamiento de funcionarios
públicos, entre los que sobresale la declaratoria de que ha
lugar a la formación de la causa, estableciéndose plazos,
requisitos, formalidades, garantía de audiencia, penas y se-
paración del cargo.

La Constitución federal de 1857 en su Título IV corres-
pondiente a la Responsabilidad de los Funcionarios Públi-
cos, específicamente en los artículos 103 al 108, señaló los
delitos por los cuales los funcionarios públicos podían ser
juzgados, así como el mecanismo para proceder, absolver o
condenar al acusado. Estableciendo además, que en de-
mandas del orden civil no hay fuero ni inmunidad para nin-
gún funcionario público.

En nuestra vigente Constitución Política se estableció en su
texto original la instauración del gran jurado y la declara-
toria de ha lugar de procedencia, al igual que señalaba las
disposiciones relativas a las funciones que competen a ca-
da una de las cámaras del Congreso en la sustanciación del
procedimiento, señalando además en su articulo 111, que a
la brevedad posible el Congreso de la Unión expedirá una
Ley sobre Responsabilidades de todos los Funcionarios y
empleados de la Federación, determinando como faltas
oficiales todos los actos u omisiones que puedan redundar
en perjuicio de los intereses públicos y de buen despacho.

Dicho texto original de la Constitución de 1917, específi-
camente en cuanto hace a las disposiciones contenidas en
los artículos del 108 al 114 en materia de responsabilidades
de los servidores públicos, han sido objeto de numerosas
modificaciones que han ido evolucionando hasta llegar a la
actual redacción vigente; siendo la reforma de 1982 la que
introdujo finalmente la figura que conocemos como decla-
ración de procedencia, en sustitución del término declara-
ción de desafuero. En virtud de la mencionada reforma de
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1982, se creó la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos, cuya naturaleza jurídica es la de re-
glamentar el Capítulo Cuarto de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, relativo a las responsabili -
dades de los funcionarios públicos y patrimonial del Esta-
do, encontrándose contenidas en dicho cuerpo normativo,
entre otras, las disposiciones legales concernientes a las au-
toridades competentes, sanciones y procedimientos relati-
vos a la sustanciación tanto del juicio político, como de la
declaración de procedencia.

Segunda. Que de conformidad con lo estipulado en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
los principios que rigen la responsabilidad de un servidor
público son: La legalidad, la honradez, la lealtad, la impar-
cialidad y la eficiencia. No obstante lo anterior, la realidad
muestra que existen disposiciones que facilitan la evasión
de las sanciones de los servidores públicos que cometen al-
guna irregularidad, aún cuando se trate de casos de corrup-
ción. Por eso, es recomendable que el Marco Jurídico vi-
gente en la materia, sea actualizado y perfeccionado,
previo proceso de revisión conjunta de los órganos que tie-
nen participación, como lo es el Poder Legislativo; ya que
el combate a la corrupción e impunidad se practica con la
aplicación estricta y puntual de la ley, por lo que no es ad-
misible una serie de disposiciones imprecisas o vulnera-
bles.

Tercera. En este sentido, cabe mencionar que en el Marco
de la Organización de Estados Americanos, México suscri-
bió la Convención Interamericana contra la Corrupción, en
la cual los Estados Parte como el nuestro, se comprometen
a promover, fortalecer, facilitar y regular los mecanismos
necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los
actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas
y los actos específicamente vinculados con tal ejercicio; a
través de la adopción de medidas legislativas de derecho
interno.

Cuarta. Que como se observa, el combate a toda forma de
corrupción e impunidad en el ejercicio de la función públi -
ca, es un elemento indispensable para la estabilidad, la paz
y el desarrollo de todo Estado Democrático, y por ende, del
Estado de Derecho; donde el gobernante puede hacer solo
aquello que la ley le permite, y donde el gobernado puede
hacer todo lo que la ley no le prohíbe.

Por lo expuesto y habiéndose cumplido con el plazo que
establece el artículo 87 del Reglamento para el Gobierno

Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, a usted C. Presidente de la Mesa Directiva, aten-
tamente solicito:

Único. En los términos del artículo 21, fracción XVI, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, excite y envíe el pre-
sente documento a las Comisiones de Gobernación, Puntos
Constitucionales, Jurisdiccional, Justicia y Derechos Hu-
manos, y Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para
que formulen en el ámbito de su competencia, el dictamen
correspondiente a las iniciativas mencionadas.

Salón de Sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de abril
de 2005.— Dip. Lino Celaya Luría (rúbrica).»

«Excitativa a las Comisiones Unidas de Agricultura y Ga-
nadería, de Energía, y de Salud, a solicitud del diputado Je-
sús Nader Nasrallah, del grupo parlamentario del PAN 

C. Presidente de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión.— Presente.

Los suscritos, en nuestra calidad de diputados federales a la
LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, por este me-
dio, con fundamento en lo dispuesto en el inciso p del artí-
culo 23 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y en la fracción XVI del artí-
culo 21 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso, promovemos esta excitativa, en virtud de que el gru-
po parlamentario de Acción Nacional presentó una
proposición con punto de acuerdo que a la fecha no ha si-
do dictaminada por las Comisiones Unidas correspondien-
tes; por lo que nos permitimos acudir a usted para los efec-
tos pertinentes, y en este sentido exponemos: 

Antecedentes

1. Con fecha 7 de diciembre de 2004, la diputada María
Antonia García Sanjinés, a nombre del grupo parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, presentó ante el pleno de
ésta Cámara de Diputados, la proposición con punto de
acuerdo para que se exhorte a las autoridades de los tres ór-
denes de gobierno a promover la producción de biogás y la
lombricultura siguiendo el ejemplo del ayuntamiento de
Tampico, Tamaulipas.
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Los recursos naturales están confiados a la administración
común de la humanidad para que tenga cuidado de ellos,
los domine mediante su trabajo y se beneficie de sus frutos. 

Este principio se conoce como el destino universal de los
bienes. Estos bienes están destinados a todo el género hu-
mano. No exclusivamente a los de una sola época.

Es por ello que se hace imperativo el cuidado de los recur-
sos naturales, a efecto de que mediante esta solidaridad en-
tre generaciones, nuestros hijos y nietos puedan disfrutar
de estos bienes como nosotros lo hemos hecho.

Por esta razón, es importante que las autoridades de los
tres órdenes de gobierno promuevan los proyectos tecno-
lógicos que sean respetuosos de los recursos naturales,
que sean fieles a este principio, como es el caso de la pro -
ducción de biogás y la lombricultura que fue implemen-
tado por el ayuntamiento panista de la ciudad de Tampi-
co, Tamaulipas.

El objetivo del proyecto de biogás es utilizar desechos or-
gánicos como rumen, estiércol de res y cerdo, desperdicios
orgánicos domésticos, de mercados, etcétera, para generar
este producto. 

De este modo, se propicia sustituir los combustibles comu-
nes como gas natural, diesel, gas LP y gasolina, por biogás
en calderas, recipientes a fuego directo, autobuses y auto-
móviles, y así disminuir la carga de contaminación am-
biental.

En Tampico, Tamaulipas, se está utilizando esta forma de
energía alterna dentro del rastro municipal al aplicarlo pa-
ra la quema del pelo de cerdos, y de esta forma se está aho-
rrando al no tener que comprar gas LP.

El otro caso, la lombricultura es una biotecnología que uti-
liza una especie domesticada de lombriz como una herra-
mienta de trabajo que recicla todo tipo de materia orgánica
obteniendo como fruto de este proceso, humus, carne y ha-
rina de lombriz.

Su objetivo general es utilizar los residuos orgánicos de ru-
men y estiércol generados en la planta de sacrificio animal
de la ciudad de Tampico como alimento de lombriz roja ca-
liforniana, para generar productos de alto valor comercial y
ambiental como lo son el humus de lombriz (bioabono) y
la misma lombriz.

El humus de lombriz se utiliza como base de la agricultura
orgánica, en viveros y hortalizas, en cultivos perennes agrí-
colas y forestales.

2. Es el caso que una vez presentado el punto de acuerdo
señalado, el Presidente de la Cámara lo turnó para su estu-
dio, análisis y dictamen a las Comisiones Unidas de Agri-
cultura y Ganadería, de Energía y de Salud.

Consideraciones 

1. Desde la fecha en que se presentó el punto de acuer-
do han transcurrido más de los cinco días que como pla-
zo concede el artículo 87 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso de los Estados Unidos
Mexicanos, para que las Comisiones de la Cámara pre-
senten su dictamen. 

2. El constitucionalista don Manuel Herrera y Lasso,
señalaba que el Congreso es y debe ser la asamblea de
libre discusión en las que se tratan los asuntos públicos,
en voz alta y a la luz pública, para generar bienes públi -
cos por ello son parlamentos, porque parte de su misión
es parlar, dialogar, debatir, acordar, ratificar, orientar.
Esto sólo puede lograrse, si el propio Poder Legislativo
asume cabalmente su responsabilidad. 

3. En tal virtud, es procedente que el Presidente de la
Cámara de Diputados, en cumplimiento de su obliga-
ción, expresada en el artículo 21 fracción XVI del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, excite a las
Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería, de
Energía y de Salud, a fin de emitir el dictamen corres-
pondiente.

Por lo anteriormente expuesto y fundado; 

A usted Presidente de la Cámara de Diputados de la LIX
Legislatura del Congreso de la Unión, muy atentamente
pedimos se sirva: 

Único. En los términos de los artículos 23, inciso p, de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y 21, fracción XVI, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso, realice la excitativa a las
Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería, de Energía
y de Salud, para que se presente el dictamen correspon-
diente a la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a las autoridades de los tres órdenes de gobierno a
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promover la producción de biogás y la lombricultura si-
guiendo el ejemplo del ayuntamiento de Tampico, Tamau-
lipas. 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión. México,

Distrito Federal, a 12 de abril de 2005.— Dip. Jesús Nader Nasrallah
(rúbrica).»

«Excitativa a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
a solicitud del diputado Jorge de Jesús Castillo Cabrera, del
grupo parlamentario del PRI

De conformidad a los artículos 21 fracción XVI, 87 y 91
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, el diputado Jorge
de Jesús Castillo Cabrera, solicito a esta H. Presidencia se
sirva excitar a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para que presenten el dictamen al punto de acuerdo que tie-
ne como objeto que las Secretarías de Hacienda y Crédito
Público y de Energía, así como, la Comisión Federal de
Electricidad y la Compañía de Luz y Fuerza del Centro, es-
tablezcan nuevas tarifas al suministro y venta de electrici-
dad a los productores agropecuarios del estado de Chihua-
hua, los otros estados del país y la creación de una tarifa
preferencial para uso ganadero en el mismo estado, pre-
sentada por su servidor, el día 3 del mes de marzo del año
2004.

El suscrito, en mi carácter de diputado federal a la LIX Le-
gislatura del H. Congreso de la Unión, con fundamento en
lo establecido en los artículos 87 y 91 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, presentó ante esta soberanía la si-
guiente solicitud, con el ánimo de que la Presidencia de esta
Mesa Directiva, realice una excitativa a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para que presente el dictamen
correspondiente al punto de acuerdo que se menciona, en
las siguientes

Consideraciones

Primera: El día 3 de marzo del año 2004, el suscrito dipu-
tado federal de la fracción parlamentaria del Partido Revo-
lucionario Institucional de esta LIX Legislatura, presentó
ante el Pleno de esta honorable Cámara de Diputados, un
punto de acuerdo que tiene por objeto que las Secretarías
de Hacienda y Crédito Público y de Energía, así como, la
Comisión Federal de Electricidad y la Compañía de Luz y

Fuerza del Centro, establezcan nuevas tarifas al suministro
y venta de electricidad a los productores agropecuarios del
estado de Chihuahua, los otros estados del país y la crea-
ción de una tarifa preferencial para uso ganadero en el mis-
mo estado.

Segunda: El Presidente de la Mesa Directiva en ese enton-
ces, dictó su turno a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

Tercera: El artículo 87 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos establece que “toda Comisión deberá presentar su
dictamen en los negocios de su competencia dentro de los
cinco días siguientes de la fecha en que los haya recibido.
Todo dictamen deberá contener una parte expositiva de las
razones en que se funde y concluir con proposiciones cla-
ras y sencillas que puedan sujetarse a votación”, y que es la
fecha en que la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
no ha resuelto el punto de acuerdo mencionado.

Cuarta: Entendimos que la Comisión referida cuenta nor-
malmente con una gran carga de trabajo legislativo, pero es
importante que también se realicen los dictámenes a los
puntos de acuerdo presentados por los legisladores de las
diferentes fracciones parlamentarias, sobre todo aquellas
relacionadas con precios y tarifas para el suministro y ven-
ta de energía eléctrica a los productores agropecuarios, las
cuales deben constituir un verdadero apoyo y estímulo pa-
ra la realización de sus actividades en las mejores condi-
ciones de competitividad y rentabilidad, atendiendo a los
principios y objetivos establecidos en la Ley de Energía pa-
ra el Campo.

Quinta: El punto de acuerdo que motiva la presente solici-
tud de excitativa, también tiene como objeto el de exhortar
al titular del Poder Ejecutivo para que proceda, en coordi-
nación con las autoridades competentes, a la abrogación
del Reglamento de la Ley de Energía para el Campo, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de di-
ciembre del año 2003, y a la consecuente publicación, en-
trada en vigor y aplicación del Reglamento aprobado en el
marco del Acuerdo Nacional para el Campo.

Sexta: De la misma manera, se solicita al titular del Poder
Ejecutivo, que instruya a las Secretarías de Hacienda y
Crédito Público y de Energía, a la Comisión Federal de
Electricidad y a la Comisión de Luz y Fuerza del Centro, a
efecto de que se establezca y aplique una tarifa preferencial
para uso agrícola y otra para uso ganadero en el estado de
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Chihuahua y en el resto de los estados del país.

Séptima: Igualmente, se le solicita a las instituciones arri-
ba mencionadas, a que establezcan una mesa de diálogo y
concertación para que, con la participación de los repre-
sentantes de las organizaciones movimientos sociales invo-
lucrados en el conflicto, busquen una solución adecuada y
equitativa al problema de las tarifas eléctricas de los pozos
agrícolas en el estado de Chihuahua.

Octava: De igual forma, se solicita en otros rubros del
mismo punto de acuerdo, la supresión de los cortes de
energía eléctrica y, en su caso, la reconexión inmediata de
dicha energía a los pozos de uso agrícola; que en la bús-
queda de la solución a estos problemas, se privilegie el diá-
logo y los acuerdos que permitan el impulso a la producti-
vidad y rentabilidad de las actividades del campo; se dé
cabal cumplimiento a la Ley de Energía para el Campo y
finalmente, que las entidades de gobierno enunciadas ante-
riormente, informen a esta H. Cámara de Diputados sobre
las propuesta de las legislaturas estatales a esta H. Cámara
de Diputados, sobre las propuestas que se han realizado en
materia de aplicación de las tarifas eléctricas, a partir de la
Ley de Energía para el Campo, que incluya las gestiones,
resoluciones y acuerdos que se hayan adoptado sobre el
particular.

Las propuestas anteriores surgen de la imperiosa necesidad
de apoyo que en materia de tarifas de energía eléctrica tie-
nen, no tan solo los campesinos del estado de Chihuahua,
sino los de todo el país.

Por lo antes expuesto a usted, señor Presidente de la Mesa
Directiva de la H. Cámara de Diputados en turno, atenta-
mente le solicito:

Único: Tenga por presentada esta excitativa, se sirva ex-
hortar al Presidente de la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para que presente su dictamen respecto al punto
de acuerdo citado, a fin de que se establezcan nuevas tari-
fas al suministro y venta de electricidad a los productores
agropecuarios del estado de Chihuahua y la creación de
una tarifa preferencial para uso agrícola y otra para uso ga-
nadero en el mismo estado y el resto del país, apercibién-
dole que para el caso de incumplimiento, se turnará a otra
Comisión de esta H. Cámara de Diputados.

Dado en el Salón de Plenos del Palacio Legislativo de San Lázaro a los

14 días del mes de abril de 2005.— Dip. Jorge de Jesús Castillo Ca-
brera (rúbrica).»

«Excitativa a las Comisiones de Puntos Constitucionales, y
de Fortalecimiento del Federalismo, a solicitud del diputa-
do Jorge de Jesús Castillo Cabrera, del grupo parlamenta-
rio del PRI

De conformidad a los artículos 21, fracción XVI, 87 y 91
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, el diputado Jorge
de Jesús Castillo Cabrera, solicita a esta H. Presidencia se
sirva excitar a las Comisiones de Puntos Constitucionales
y de Fortalecimiento al Federalismo, para que presenten el
dictamen a la iniciativa que reforma y adiciona los artícu-
los 73 y 115 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos presentada por su servidor, el día 28 del
mes de octubre del año 2004.

El que suscribe, en mi carácter de diputado federal a la LIX
Legislatura del H. Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 87 y 91 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, presentó ante esta soberanía la si-
guiente solicitud, para que la Presidencia de esta Mesa Di-
rectiva excite a las comisiones de Puntos Constitucionales
y de Fortalecimiento al Federalismo, para que presenten el
dictamen correspondiente a la iniciativa que se menciona
en los siguientes

Antecedentes

Primero: Con fecha 28 del mes de octubre del año 2004,
el suscrito presentó ante el Pleno de esta H. Cámara una
iniciativa de ley, que reforma y adiciona los artículos 73 y
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, con el fin de normar el que las legislaturas de los
estados de la República, establezcan las normas para deter-
minar el derecho de alumbrado público (DAP), por el ser-
vicio que prestan los municipios sobre el consumo particu-
lar de cada usuario, autorizando a los propios municipios a
realizar su cobro y a disponer del ingreso correspondiente.

Segundo: El Presidente de la Mesa Directiva, le dio su tur-
no a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y
de Fortalecimiento al Federalismo.

Tercero: El artículo 87 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos establece que “toda Comisión deberá presentar su
dictamen en los negocios de su competencia dentro de los
cinco días siguientes de la fecha en que los haya recibido.
Todo dictamen deberá contener una parte expositiva de las
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razones en que se funde y concluir con proposiciones cla-
ras y sencillas que puedan sujetarse a votación”, y que es la
fecha en que las Comisiones de Puntos Constitucionales y
de Fortalecimiento al Federalismo, no han resuelto el pun-
to de acuerdo mencionado.

Por lo anterior, me permito realizar a usted, las siguientes:

Consideraciones

La iniciativa que es motivo de la presente solicitud tiene
como objetivo proponer:

1. Reformar el inciso a) numeral 5° de la fracción XXIX
del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: “a) energía
eléctrica con la salvedad de los Derechos de Alumbrado
Público municipal, en los términos del artículo 115,
fracción IV, inciso c), párrafo cuarto, de la propia Cons-
titución”.

2. Se adiciona un párrafo cuarto a la fracción IV, reco-
rriéndose las subsecuentes del artículo 115 de Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue: Las legislaturas de los estados esta-
blecerán las normas para determinar el Derecho de
Alumbrado Público por el servicio que presten los mu-
nicipios, sobre la base no mayor de un 5% sobre el con-
sumo particular de cada usuario, y autorizarán a los mu-
nicipios a realizar su cobro y a disponer del ingreso
correspondiente.

Estas propuestas surgen de la necesidad de fortalecer admi-
nistrativamente a los municipios y la de normar de una ma-
nera más clara y precisa, las facultades que los municipios
deben tener en materia del Derecho de Alumbrado Público,
pues es por todos conocido que en la práctica ya se viene
cobrando por parte de los municipios dicho derecho, sin te-
ner las facultades legales para ello, lo que ha provocado
que muchas empresas se amparen, con el fin de no pagar
dicho derecho, poniendo a los municipios en serios proble-
mas financieros.

Esta es una inquietud no sólo del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, sino de la mayoría de
las autoridades municipales, por lo que considero que es el
momento propicio para legislar sobre la materia, es tam-
bién responsabilidad de este Congreso, en donde debemos
apoyar a los municipios para su fortalecimiento financiero,

fortalecimiento que se verá reflejado en obras de beneficio
a la comunidad.

Por lo anterior, considero procedente rogar al Presidente de
la Mesa Directiva que en cumplimiento a lo dispuesto por
la Ley Orgánica del Congreso General y el Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, se excite a las Comisiones del Pun-
tos Constitucionales y de Fortalecimiento del Federalismo,
a fin de que emitan el dictamen correspondiente de la ini-
ciativa señalada en la primera consideración del presente
documento.

Dado en el Salón de Sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro,
el día 14 de abril de 2005.— Dip. Jorge de Jesús Castillo Cabrera (rú -

brica).»

«Excitativa a las Comisiones Unidas de Gobernación, y de
Estudios Legislativos, Primera, de la Cámara de Senado-
res, a solicitud del diputado Arturo Robles Aguilar, del
grupo parlamentario del PRI

Antecedentes

La senadora Dulce María Sauri Riancho del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
tó el 9 de diciembre de 2004 a las Comisiones Unidas de
Gobernación y Estudios Legislativos Primera, una iniciati -
va con proyecto de decreto que reforma la Ley de Servicio
Civil de Carrera de la Administración Pública Federal.

En ella se proponía modificar el artículo 8 de la Ley del
Servicio de Carrera de la Administración Pública Fe-
deral a efecto de exceptuar a la Secretaría de Relaciones
Exteriores de su cumplimiento, para proteger y salvaguar-
dar la integridad institucional y profesional del Servicio
Exterior Mexicano.

La iniciativa, en su exposición de motivos, manifestó:

1.- Que a raíz de la entrada en vigor de la Ley del Ser-
vicio Civil de Carrera de la Administración Pública Fe-
deral, el 7 de octubre de 2003, y del inicio de su im-
plantación el 4 de abril de 2004, la Secretaría de
Relaciones Exteriores se vio obligada a cumplir dos le-
yes diferentes para regular una misma estructura de per-
sonal dentro de un mismo espacio institucional.
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2.- Que la incorporación de los funcionarios de la Can-
cillería que no forman parte del Servicio Exterior –así
como de sus puestos– a los esquemas de inamovilidad
que contempla La Ley de Servicio de Carrera, había co-
menzado a alterar los procesos de rotación de mandos
previstos en el capítulo III de la Ley del Servicio Exte-
rior Mexicano, particularmente en sus artículos 10, 11 y
11 bis, provocando que una parte significativa de la es-
tructura interna de la Cancillería quedara obstruida y
por tanto nulificada, para ser considerada en los criterios
de rotación de mandos, en abierta oposición a lo que
contempla le Ley del Servicio Exterior para la profesio-
nalización de sus miembros.

3.- Que para resolver esta situación, debíamos partir de
casos similares que contempla la propia Ley del Servi-
cio Civil de Carrera de la Administración Pública, al re-
conocer la existencia previa de esquemas de servicio ci-
vil y similares en las Secretarías de la Defensa Nacional,
de Marina y de Relaciones Exteriores, a partir de lo dis-
puesto por el Artículo 123 de nuestra Constitución que
en su apartado B, fracción XIII señala:

“XIII.- Los militares, marinos, personal del servicio
exterior, agentes del ministerio público y los miem-
bros de las instituciones policiales, se regirán por sus
propias leyes.”

4.- Que en este mismo sentido, la solución a esta situa-
ción debía basarse en las reservas al cumplimiento de la
Ley del Servicio Profesional de Carrera, establecidas en
su artículo 8, el cual establece una serie de excepciones
para la jurisdicción de la misma, especificando que ésta
no abarca –entre otros casos– a:

Los miembros de las Fuerzas Armadas,

Los miembros del sistema de seguridad pública y se-
guridad nacional, y

Los miembros del Servicio Exterior Mexicano y asi-
milados a éste.

5.- Que en este sentido, y partiendo del reconocimiento
explícito que la Constitución hace de las similitudes
profesionales entre los integrantes de las ramas militar,
de seguridad pública y nacional y diplomática de nues-
tro país (en términos de vocación, dedicación, prepara-
ción, constancia y mística de servicio), era necesario re-
conocer que, así como la Secretaría de la Defensa
Nacional, de Marina y Seguridad Pública están excep-

tuadas del cumplimiento de la Ley del Servicio Profe-
sional de Carrera, también la Secretaría de Relaciones
Exteriores debía estarlo.

Sin embargo, el día lunes 11 de abril se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación, el Acuerdo de las Secretarías
de la Función Pública y de Relaciones Exteriores, que tie-
ne por objeto establecer los criterios para que la instru-
mentación del Sistema de Servicio Profesional de Carre-
ra en la Secretaría de Relaciones Exteriores no interfiera
en la operación del Servicio Exterior Mexicano.

La senadora Dulce Maria Sauri Riancho alertó oportuna-
mente que la definición y publicación de este Acuerdo, sin
que haya habido un aviso oficial de su negociación y pu-
blicación al Senado de la República, que se encuentra ana-
lizando una iniciativa de reforma a la ley objeto del propio
Acuerdo, constituye un precedente negativo que no se de-
be dejar pasar.

El suscrito, diputado federal Arturo Robles Aguilar, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, coincide con la Senadora Sauri en que:

a.- No es correcto que el Acuerdo haya sido alcanzado
sin haber comunicado los criterios bajo el que fue nego-
ciado, al Poder Legislativo que dictaminaba la iniciati-
va mencionada.

b.- No es correcto que el Acuerdo haya sido publicado
de manera sorpresiva en el Diario Oficial de la Federa-
ción, considerando que éste Acuerdo es esencialmente
el mismo que fue sometido por los Secretarios de Rela-
ciones Exteriores y de la Función Pública, ante la Co-
misión Federal de Mejora Regulatoria el 28 de enero pa-
sado y que fue rechazado por ésta, señalando que la
práctica de firmar acuerdos entre Secretarías es contra-
ria a principios básicos de Derecho Administrativo, ya
que las dependencias del Ejecutivo no pueden negociar
sus atribuciones legales.

c.- No es correcto que la publicación de este Acuerdo
pretenda entorpecer o sustituir la acción legislativa del
Senado sobre la Ley del Servicio Profesional de Carre-
ra de la Administración Pública.

d.- No es posible que la Ley del Servicio Profesional de
Carrera ignore tan abiertamente las necesidades específi-
cas de los miembros del Servicio Exterior, garantizándo-
les solamente un pequeño y alejado rincón de la estruc-
tura federal para su pleno desarrollo profesional.
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Ante todos estos problemas, manifestamos que es evidente
que la única alternativa para resolver plenamente el pro-
blema, es modificar la Ley del Servicio Profesional de Ca-
rrera y pensar en la profesionalización de los funcionarios
de nuestra Secretaría de Relaciones Exteriores, como se
expone en la iniciativa presentada ante la Mesa Directiva
de la H. Cámara de Senadores en la sesión del 9 de di-
ciembre de 2004.

Por lo anteriormente expuesto, por la preocupación que nos
merece la Política Exterior de nuestro país y la profesiona-
lización del personal de carrera de la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores, el diputado abajo firmante, en uso de las
atribuciones que me confiere la ley, me permito presentar a
esta soberanía la propuesta de la siguiente:

Excitativa

Única.- A las Comisiones Unidas de Gobernación y Es-
tudios Legislativos Primera, de la colegisladora, les so-
licita el análisis y dictamen, en sus términos, de la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 8 de la Ley del Servicio Civil de Carrera de la
Administración Pública Federal, la cual les fue turnada
para su atención por la Mesa Directiva de la H. Cáma-
ra de Senadores en la sesión del 9 de diciembre de 2004.

Dado en San Lázaro a 21 de abril de 2005.— Dip. Arturo Robles Agui-

lar (rúbrica).»

«Excitativa a la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos, a solicitud del diputado Jesús Nader Nasrallah, del
grupo parlamentario del PAN

Los suscritos, en nuestra calidad de diputados federales a la
LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, por este me-
dio, con fundamento en lo dispuesto en el inciso p del artí-
culo 23 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y en la fracción XVI del artí-
culo 21 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso, promovemos esta excitativa, en virtud de que el gru-
po parlamentario de Acción Nacional presentó una
iniciativa de ley que a la fecha no ha sido dictaminada por
la comisión correspondiente; por lo que nos permitimos
acudir a usted para los efectos pertinentes, y en este senti-
do exponemos:

Antecedentes 

1. Con fecha 11 de noviembre de 2004, la diputada María
Antonia García Sanjinés, a nombre del grupo parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, presentó ante el Pleno de
esta Cámara de Diputados, una iniciativa de ley que reforma
y adiciona los artículos 405 y 406 del Código Penal Federal.

Los legisladores de Acción Nacional sostenemos conforme
a nuestros Principios de Doctrina que “en el Estado de res-
ponsabilidad social, los individuos tienen una relación es-
pecífica con la comunidad que se expresa en leyes aproba-
das por autoridad legítima, para ordenar la convivencia
social, preservar el bien común y dar efectiva protección a
los derechos humanos”.

De la misma forma, creemos que “la responsabilidad social
no se agota en el ejercicio del derecho ciudadano al sufra-
gio; se perfecciona permanentemente con la participación
ciudadana en el cumplimiento de los deberes cívicos, polí -
ticos y sociales que tiene la persona en comunidad”.

En consecuencia, debemos dejar atrás los tiempos en que
se legislaba a espaldas de la sociedad.

El sistema político en el que el Presidente de la República,
haciendo uso de sus facultades metaconstitucionales, se
erigía como el legislador de facto, dando normas jurídicas
que solo formalmente sancionaba el Congreso de la Unión,
no es lo que la sociedad reclama.

No podemos legislar sin escuchar a los actores involucra-
dos en los procesos que pretendemos regir, ni mucho me-
nos es válido crear normas que violen principios eminentes
de justicia o bien, que por su escueta redacción, se presten
a abusos de la autoridad escudada en dudosas interpreta-
ciones jurídicas.

Toda norma jurídica pretende proteger un bien jurídico tu-
telado. En el caso de los delitos electorales, debemos en-
tender que dicho bien consiste en salvaguardar los proce-
sos mediante los cuales, en forma democrática, el pueblo
elige a sus gobernantes.

Por lo mismo, los delitos que en esta materia sean conside-
rados como tales por esta soberanía, deben ser aquellos que
impidan el proceso democrático o bien que lo afecten de
modo sustancial.
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En este orden de ideas se inscribe la presente excitativa que
tengo el deber de presentar a esta honorable Asamblea, el
artículo 406 del Código Penal Federal dispone, en su frac-
ción tercera, que se impondrán de cien a doscientos días de
multa y prisión de uno a seis años, al funcionario partidis-
ta o candidato que sustraiga, destruya, altere o haga uso in-
debido de documentos o materiales electorales.

El espíritu de la precitada norma, es a todas luces, sancio-
nar al funcionario partidista o candidato que sustraiga, al-
tere, destruya o haga uso indebido de documentos o mate-
riales electorales, siempre y cuando dicho indebido afecte
sustancialmente o impida el correcto desarrollo tanto de la
jornada electoral como de los procesos previos y posterio-
res a la misma.

No podemos permitir que a quien debe de procurar y ad-
ministrar la justicia, le queden dudas de cual es el fin de los
partidos políticos, consagrado en el artículo 41, fracción I,
párrafo segundo, constitucional, que a la letra dice: “Los
partidos políticos tienen como fin promover la participa-
ción del pueblo en la vida democrática, contribuir a la in-
tegración de la representación nacional”. En consecuencia,
las acciones que se originen para dar cumplimiento al man-
dato constitucional deben ser claras, no sujetas a interpre-
taciones que vayan contra el espíritu de la norma.

Por ello, la presente iniciativa adiciona un párrafo a la frac-
ción III del precitado artículo 406, en el que se prescribe
que no se considerará uso indebido de documentos o mate-
riales electorales cuando sean utilizado para dar cumpli-
miento al mandato constitucional precitado: si se exhorta
a los ciudadanos a cumplir con sus prerrogativas y obli-
gaciones o a votar por determinado candidato o partido
político, o para realizar acciones de propaganda o proseli-
tismo político o electoral.

El material electoral debe facilitar las tareas necesarias pa-
ra cumplir con los derechos y obligaciones de los ciudada-
nos, es una forma en que los partidos políticos, sus funcio-
narios partidistas o candidatos, pueden coadyuvar a la
concreción de una verdadera cultura cívica, base indispen-
sable sin la cual no se puede hablar de auténtica democra-
cia, como una forma de abatir el abstencionismo creciente
y para lograr el adecuado desarrollo del proceso electoral.

Sin embargo, sí es necesario precisar como conducta delic-
tiva, la comercialización de los datos integrados en los do-
cumentos emanados del Registro Federal de Electores,
pues dicha información tiene un fin preciso contemplado

en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, que es la de integrar el Padrón Electoral y la
Lista Nominal de Electores, pero por ningún motivo debe
ser objeto de operaciones mercantiles, en consecuencia se
propone integrar el verbo comerciar en el texto del párrafo
primero de la fracción tercera del artículo a modificar, así
como en la fracción I del artículo 405 que hace referencia
a los funcionarios electorales.

2. Es el caso que una vez presentada la iniciativa de ley se-
ñalada, el Presidente de la Cámara turnó para su estudio,
análisis y dictamen a las Comisión de Justicia y Derechos
Humanos.

Consideraciones

1. Desde la fecha en que se presentó la iniciativa de ley han
transcurrido más de los cinco días que como plazo conce-
de el artículo 87 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, para que
las Comisiones de la Cámara presenten su dictamen.

2. El constitucionalista don Manuel Herrera y Lasso, seña-
laba que el Congreso es y debe ser la asamblea de libre dis-
cusión en las que se tratan los asuntos públicos, en voz al-
ta y a la luz pública, para generar bienes públicos por ello
son parlamentos, porque parte de su misión es parlar, dia-
logar, debatir, acordar, ratificar, orientar. Esto sólo puede
lograrse, si el propio Poder Legislativo asume cabalmente
su responsabilidad.

3. En tal virtud, es procedente que el Presidente de la Cá-
mara de Diputados, en cumplimiento de su obligación, ex-
presada en el artículo 21, fracción XVI, del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, excite a la Comisión de Justicia
y Derechos Humanos, a fin de emitir el dictamen corres-
pondiente.

Por lo anteriormente expuesto y fundado;

A usted Presidente de la Cámara de Diputados de la LIX
Legislatura del Congreso de la Unión, muy atentamente
pedimos se sirva:

Único. En los términos de los artículos 23, inciso p, de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y 21, fracción XVI, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso, realice la excitativa a la
Comisión de Justicia y Derechos Humanos, para que se
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presente el dictamen correspondiente a la iniciativa de ley
que reforma y adiciona los artículos 405 y 406 del Código
Penal Federal.

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión.- México,

Distrito Federal, a 26 de abril de 2005.— Dip. Jesús Nader Nasrallah
(rúbrica).»

«Excitativa a la Comisión de Gobernación, a solicitud del
diputado Jesús Nader Nasrallah, del grupo parlamentario
del PAN

Los suscritos, en nuestra calidad de diputados federales a la
LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, por este me-
dio, con fundamento en lo dispuesto en el inciso p del artí-
culo 23 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y en la fracción XVI del artí-
culo 21 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso, promovemos esta excitativa, en virtud de que el gru-
po parlamentario de Acción Nacional presentó una
iniciativa de ley que a la fecha no ha sido dictaminada por
la comisión correspondiente; por lo que nos permitimos
acudir a usted para los efectos pertinentes, y en este senti-
do exponemos

Antecedentes

1. Con fecha 23 de noviembre de 2004, la diputada María
Antonia García Sanjinés, a nombre del grupo parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, presentó ante el Pleno de
ésta Cámara de Diputados, una iniciativa de ley que re-
forma y adiciona un párrafo a los artículos 161 y 182 del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales.

Sería equívoco pensar que los ciudadanos no estamos lla-
mados a intervenir en el proceso político por entender que
eso pertenece más bien a la responsabilidad de los estados,
a los organismos de gobierno, del mundo del trabajo, del
comercio y de las finanzas.

Pensando en que los ciudadanos no deben abdicar de sus
deberes políticos y sociales, debemos facilitarles todo
aquello para que puedan hacer uso pleno de sus derechos
cívicos.

Las elecciones son uno de los momentos más importantes
de la participación responsable de los ciudadanos en el go-

bierno de los pueblos y en la gestión pública. Votar no es
sólo un derecho sino también una obligación.

El voto debe ser decidido con responsabilidad y libertad.
No basta, sin embargo, votar libremente, sino desde la con-
ciencia informada.

La primera condición para que el voto sea depositado en li-
bertad es la buena información de los ciudadanos.

Las campañas descalificadoras e insultantes no ayudan a
conocer los programas partidarios por lo que debemos ayu-
dar a dar a conocer las plataformas de los partidos políticos
a los que pertenecen los candidatos.

A la hora de dar a conocer los programas no podemos pre-
tender que se resolverán todos los problemas que la socie-
dad tiene planteados, pero sí podemos y debemos tener en
cuenta las propuestas para avanzar en su resolución y sobre
todo si se piensa subsanar aquello que se ha resuelto inco-
rrectamente.

Por estas razones, realizamos la siguiente excitativa a efec-
to de que los partidos políticos y las coaliciones a través de
sus dirigentes, candidatos o representantes ante los órganos
electorales, puedan hacer uso de las listas nominales de
electores que les fueron entregadas para exhortarlos a cum-
plir con sus derechos y obligaciones constitucionales du-
rante el proceso electoral, así como para realizar proselitis-
mo o difundir la propaganda electoral correspondiente para
la obtención del voto, en los términos previstos por esta ley. 

Del mismo modo, urgimos que los partidos políticos a tra-
vés de sus representantes ante las mesas de casilla y repre-
sentantes generales, puedan realizar el cotejo de las listas
nominales utilizadas en la jornada electoral, con aquellas
que le fueron entregadas, para efectos de la revisión del
padrón electoral.

2. Es el caso que una vez presentada la iniciativa de ley se-
ñalada, el Presidente de la Cámara turnó para su estudio,
análisis y dictamen a la Comisión de Gobernación.

Consideraciones 

1. Desde la fecha en que se presentó la iniciativa de ley han
transcurrido más de los cinco días que como plazo conce-
de el artículo 87 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, para que
las Comisiones de la Cámara presenten su dictamen.
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2. El constitucionalista don Manuel Herrera y Lasso, seña-
laba que el Congreso es y debe ser la asamblea de libre dis-
cusión en las que se tratan los asuntos públicos, en voz al-
ta y a la luz pública, para generar bienes públicos por ello
son parlamentos, porque parte de su misión es parlar, dia-
logar, debatir, acordar, ratificar, orientar. Esto sólo puede
lograrse, si el propio Poder Legislativo asume cabalmente
su responsabilidad.

3. En tal virtud, es procedente que el Presidente de la Cá-
mara de Diputados, en cumplimiento de su obligación, ex-
presada en el artículo 21, fracción XVI, del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, excite a la Comisión de Gober-
nación, a fin de emitir el dictamen correspondiente.

Por lo anteriormente expuesto y fundado; a usted Presiden-
te de la Cámara de Diputados de la LIX Legislatura del
Congreso de la Unión, muy atentamente pedimos se sirva:

Único. En los términos de los artículos 23, inciso p, de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y 21, fracción XVI, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso, realice la excitativa a la Co-
misión de Gobernación, para que se presente el dictamen
correspondiente a la iniciativa de ley que reforma y adicio-
na un párrafo a los artículos 161 y 182 del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.- México,

Distrito Federal, a 26 de abril de 2005.— Dip. Jesús Nader Nasrallah
(rúbrica).»

«A la Comisión del Distrito Federal, a cargo del diputado
Jorge Triana Tena, del grupo parlamentario del PAN. 

El suscrito, Jorge Triana Tena, diputado federal integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, propone a
esta Presidencia, formule excitativa a la Comisión del Dis-
trito Federal para que, de conformidad con el artículo 45,
apartado 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, dictamine acerca
de la iniciativa que reforma el artículo 104 del Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal para que en dicho ordena-
miento jurídico se enuncien las delegaciones en las cuales
se divide esta entidad federativa, en razón de los siguientes

Antecedentes

1. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados celebra-
da el 17 de febrero de 2005, presenté al Pleno de esta So-
beranía una iniciativa con Proyecto de Decreto que refor-
ma el artículo 104 del Estatuto de Gobierno del Distrito
Federal para que en dicho ordenamiento jurídico se enun-
cien las delegaciones en las cuales se divide esta entidad
federativa.

2. La iniciativa en comento fue turnada a la Comisión del
Distrito Federal.

Consideraciones

La iniciativa pretende alcanzar dos objetivos: enunciar a
las delegaciones en las que se divide el Distrito Federal en
el Estatuto de Gobierno, y dividir las actuales delegaciones
Gustavo A. Madero e Iztapalapa en tres delegaciones cada
una.

En cuanto al primer objetivo, vale mencionar que en Mé-
xico, 21 entidades federativas enuncian en sus constitucio-
nes estatales los municipios en los que está dividido su te-
rritorio; es decir, solo 10 constituciones estatales y el
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal mencionan la di-
visión territorial en municipios en la ley secundaria.

Parece lógico que las constituciones locales enuncien a los
municipios en los que se dividen sus territorios tal como
sucede en el artículo 43 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos en el que se enuncian a las par-
tes integrantes de la Federación, y mas aún si consideramos
que el Municipio Libre como se establece el artículo 115
constitucional, es la base de la división territorial y de la or-
ganización política y administrativa de los Estados. Es de-
cir, el establecimiento de los municipios (delegaciones en
el caso del Distrito Federal, que es el que nos ocupa) en los
que ha de dividirse una entidad integrante de la federación,
implica el reconocimiento explícito del municipio como el
ámbito gubernamental y de organización social más cerca-
no a la comunidad, más palpable de la realidad y, en esen-
cia, más canalizador y resolutivo de las demandas ciudada-
nas.

Por eso, se considera necesario que el Estatuto de Gobier-
no del Distrito Federal enuncie las delegaciones en las que
se divide esta entidad federativa, reconociendo de esta for-
ma el carácter sustantivo de representación democrática y
de acción de gobierno que corresponde a cada una de las
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delegaciones políticas, hecho que está por encima de cual-
quier la denominación con la que se les reconozca jurídi-
camente.

En cuanto a la propuesta de dividir en tres, la actual dele-
gación Gustavo A. Madero, se pretende que esta división
conlleve a la conformación de áreas de tamaño de pobla-
ción similar y con elementos de identificación común de ti-
po vecinal, cultural, socioeconómico, comercial, político y
de tránsito. Estas demarcaciones serían: una en el centro,
delegación en donde se encuentra la Basílica de Guadalu-
pe y que se denominaría “Villa de Guadalupe Hidalgo”;
una al oriente de la actual delegación, en donde predomina
la unidad San Juan de Aragón y que se denominaría “San
Juan de Aragón”; y una al norte de la actual delegación, cu-
yo contorno está fundamentalmente dado por la Sierra de
Guadalupe y que se denominaría “Gustavo A. Madero”.

Y finalmente, en lo que se refiere a la propuesta de dividir
en tres la actual delegación Iztapalapa, cabe hacer mención
que la actual conformación demográfica de la demarcación
es distinta en tres zonas de la delegación. La del poniente,
se caracteriza porque sus pobladores cuentan un nivel so-
cioeconómico y con un nivel educativo superior a la media
nacional. La del nororiente, se caracteriza por tener una zo-
na industrial, colinda con el Estado de México y sus habi-
tantes tienen en promedio un nivel socioeconómico medio
bajo o bajo. En cuanto a servicios, tienen comúnmente
problemas con la dotación de agua potable. Y finalmente,
la del oriente, que colinda con Tláhuac, se caracteriza por
tener grandes zonas de invasiones sobre todo a lo largo de
la Sierra de Santa Catarina y porque la gran mayoría de sus
pobladores no son oriundos de Iztapalapa, sino del interior
de la República. Esta división geográfica, demográfica y
socioeconómica, sería la base la creación de las tres nuevas
delegaciones: la del poniente de la actual delegación se de-
nominaría “Fuego Nuevo”, la del nororiente de la actual
delegación se denominaría “Iztapalapa”, y la del oriente se
denominaría “Santa Catarina”.

Por lo expuesto y habiéndose cumplido con exceso el pla-
zo que establece el artículo 87 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a usted C. Presidente de la Mesa Directiva,
atentamente solicito:

Unico. En los términos del artículo 21, fracción XVI, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, excite y envíe el pre-
sente documento a la Comisión del Distrito Federal, para

que formule el dictamen correspondiente a la iniciativa
mencionada.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2005.- Diputado
Jorge Triana Tena.»
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